
LEY GENERAL DE BIENES NACIONALES 
Y LEY DE AEROPUERTOS

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 72 de la
Ley General de Bienes Nacionales y 25 de la Ley de Aero-
puertos, a cargo del diputado Armando Reyes Ledesma, del
Grupo Parlamentario del PT

El que suscribe, Armando Reyes Ledesma, diputado inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo en
la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados, con fun-
damento en lo dispuesto por los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
6, párrafo 1, fracción I, y 77 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, somete a consideración del pleno de esta ho-
norable asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforma la fracción I del párrafo se-
gundo del artículo 72 de la Ley General de Bienes Nacio-
nales, y se adiciona la fracción XIV al artículo 25 de la Ley
de Aeropuertos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El municipio como tal, comprende territorio, población y
poder público. Por lo tanto, goza de autonomía guberna-
mental y administrativa, con bienes y patrimonio propio,
cuya función es gestionar los intereses de una comunidad y
dar solución a sus problemas.

En nuestro orden jurídico se reconoce al municipio como la
entidad administrativa más próxima a los ciudadanos. Por tal
razón las últimas reformas realizadas al artículo constitucio-
nal 115, han tenido el objetivo de otorgar mayores recursos y
autonomía a los municipios, para fortalecer sus finanzas y
permitirles administrar libremente sus bienes.

En este tenor, el artículo 115, fracción IV, de la Carta Mag-
na establece que: los municipios administrarán libremente
su hacienda, la cual se formará de los rendimientos de los
bienes que les pertenezcan, así como de las contribuciones
y otros ingresos que las legislaturas establezcan a su favor,
y en todo caso:

a. Percibirán las contribuciones, incluyendo tasas adi-
cionales, que establezcan los estados sobre la propiedad

inmobiliaria, de su fraccionamiento, división, consoli-
dación, traslación y mejora, así como las que tengan por
base el cambio de valor de los inmuebles. Los munici-
pios podrán celebrar convenios con el Estado para que
éste se haga cargo de algunas de las funciones relacio-
nadas con la administración de esas contribuciones.

b. Las participaciones federales, que serán cubiertas por
la federación a los municipios con arreglo a las bases,
montos y plazos que anualmente se determinen por las
legislaturas de los estados. 

c. Los ingresos derivados de la prestación de servicios
públicos a su cargo. Las leyes federales no limitarán la
facultad de los estados para establecer las contribucio-
nes a que se refieren los incisos a) y c), ni concederán
exenciones en relación con las mismas.

Las leyes estatales no establecerán exenciones o subsi-
dios en favor de persona o institución alguna respecto de
dichas contribuciones. Sólo estarán exentos los bienes de
dominio público de la federación, de los estados o los
municipios, salvo que tales bienes sean utilizados por en-
tidades paraestatales o por particulares, bajo cualquier tí-
tulo, para fines administrativos o propósitos distintos a
los de su objeto público.

En este sentido queda claro que el derecho a gravar la pro-
piedad, posesión o usufructo de su territorio, le correspon-
de exclusivamente a los estados o municipios.

En este sentido es justo que cuando un bien nacional se
concesiona a un particular y éste realiza en el bien conce-
sionado, actividades económicas distintas al fin de la con-
cesión, tal como sucede en los aeropuertos en México, de-
ben pagar el impuesto predial a los municipios.

Este tema ya ha sido presentado en esta Cámara y particu-
larmente en 2017, cuando se presentó una iniciativa para
reformar y adicionar la Ley de Aeropuertos por parte de
una legisladora del Partido Encuentro Social.

Es importante mencionar que una parte importante de los
espacios destinados a los aeropuertos se destinan a cuestio-
nes lucrativas, distintas al servicio público concesionado,
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al ser usadas como áreas para restaurantes, y locales co-
merciales y de servicios varios.

Por tal razón, pretender negarles tal derecho, podría dejar a
los estados o municipios a merced del Congreso federal en
materia de asuntos internos, lo que afectaría negativamente
las finanzas de los municipios y la soberanía de los estados.

Recordemos que de acuerdo a nuestras leyes, la exención
del pago de impuestos y derechos sólo es factible cuando:

1) El gobierno, en cualquiera de sus tres niveles, fede-
ral, estatal o municipal, sea el propietario del bien in-
mueble afecto;

2) Cuando un bien inmueble esté destinado o sea usado
para un fin público; y 

3) Cuando dichos inmuebles son utilizados por el propio
gobierno y no por sus entidades paraestatales, como em-
presas o fideicomisos públicos, ni por particulares, co-
mo concesionarios o comodatarios.

En síntesis, todos aquellos bienes inmuebles que no cum-
plan con lo antes citado, deberán cubrir todo tipo de dere-
chos, impuesto o gravamen que correspondan por ley a los
estados y municipios.

Destacamos el hecho de que en la actualidad diversos mu-
nicipios han entablado juicios ante autoridades federales,
para poder cobrar el impuesto predial y las licencias de
operatividad mercantil y de venta de alcoholes de diversos
comercios a los que les rentan dichos espacios los conce-
sionarios para que se puedan instalar en las terminales aé-
reas o aeropuertos que se encuentran en los territorios de
los municipios.

Es por tal razón y para abonar con una legislación más ex-
plícita que apoye en sus criterios a las autoridades jurisdic-
cionales que se debe precisar que la autoridad federal otor-
ga la concesión a particulares, para que puedan prestar un
servicio público específico y que por tanto todas aquellas
otras actividades anexas a dicha concesión deben pagar los
impuestos servicios y derechos estatales y municipales que
pagan otros establecimientos comerciales o de servicios.

Esto con la finalidad de los concesionarios tengan claro que
ellos prestan un servicio público, pero que el hecho de en-
contrarse dentro de un bien del dominio público de la na-
ción, no los exime de cubrir los impuestos, derechos, gravá-

menes, u otras contribuciones municipales, tales como el im-
puesto predial, derecho por arrendamiento de cajones de es-
tacionamiento, licencia y/o permiso de operatividad de giros
mercantiles y/o comerciales, licencias y/o permisos de ven-
ta de alcoholes, servicio de agua, alcantarillado y/o drenaje,
permiso y/o licencia para giros especiales y/o restringidos,
licencias y/o permisos para colocación de anuncios y/o car-
teleras, recolección de residuos sólidos, entre otros.

Toda vez que efectivamente, los concesionarios prestan un
servicio público y que los bienes inmuebles en donde se
ubican las terminales aéreas están reconocidas como bie-
nes del dominio público conforme a lo establecido en los
artículos primero y segundo de la Ley de Aeropuertos y en
el segundo, fracción cuarta de la Ley General de Bienes
Nacionales.

Sin embargo, no puede dejarse de reconocer que también
realizan o ejecutan servicios accesorios lucrativos ajenos a
la prestación del servicio público, al ser completamente di-
versos a los de su objeto público, por lo que éstos si se en-
cuentran obligados a cubrir toda contribución municipal,
como refiere la propia Constitución federal.

En refuerzo de lo antes citado, la fracción cuarta del ar-
tículo 31, de la Constitución de los Estados Unidos Mexi-
canos señala que todos estamos obligados a contribuir pa-
ra los gastos públicos, así de la federación, como de los
estados, de la Ciudad de México y del municipio en que re-
sidan, de la manera proporcional y equitativa que dispon-
gan las leyes.

Por lo tanto, si las terminales aéreas concesionadas se en-
cuentran dentro de los límites de los municipios, y entida-
des federativas, deben contribuir con su hacienda por todas
aquellas actividades lucrativas ajenas al objeto central de la
concesión.

Sobre todo, cuando se trata del impuesto predial cuyo ob-
jetivo es el de gravar la propiedad, usufructo o posesión del
inmueble y sus construcciones con base en artículo 115,
fracción IV, inciso a, de la Constitución federal.

Esto no implica de forma alguna pretender aplicar una car-
ga impositiva al espacio aéreo nacional por el que transitan
las aeronaves ni al servicio público de transporte aéreo to-
da vez que éstos están reservados para la federación, razón
por la cual no se vulnera la fracción veintinueve del artícu-
lo 73 de la Carta Magna. 



Toda vez que la pretensión legislativa de esta iniciativa
pretende aplicar a favor de los municipios la carga tribu-
taria del pago del predial a los concesionarios con base
en la posesión y usufructo del inmueble, y no al servicio
público que realizan los concesionarios de la operación
de los aeropuertos.

Por tanto, deben aportar, presentar y tramitar todo tipo de
licencias y permisos municipales, por aquellas áreas no re-
lacionadas de manera directa con la prestación del servicio
de transporte aéreo; los espacios destinados a cuestiones
ajenas al servicio público concesionado.

Actualmente, las empresas que administran los principales
20 aeropuertos en el país, no pagan las contribuciones mu-
nicipales que deberían estar enterando a los ayuntamientos,
y por el contrario los gobiernos municipales se ven obliga-
dos a mantener los servicios públicos a estas instalaciones
y sus accesos.

En ese tenor la presente iniciativa abona para impedir que
con la explotación de los bienes y servicios públicos fede-
rales se enriquezcan los beneficiarios de las concesiones
sin que éstos sean solidarios con los municipios.

En este tenor, es importante mencionar que en los artículos
14 y 16 de la Ley General de Bienes Nacionales, se men-
ciona que:

Artículo 14. Las entidades o los particulares que, bajo
cualquier título, utilicen inmuebles sujetos al régimen
de dominio público de la federación en fines adminis-
trativos o con propósitos distintos a los de su objeto pú-
blico, estarán obligados a pagar las contribuciones sobre
la propiedad inmobiliaria.

Artículo 16. Las concesiones, permisos y autorizaciones
sobre bienes sujetos al régimen de dominio público de
la federación no crean derechos reales; otorgan simple-
mente frente a la administración y sin perjuicio de ter-
ceros, el derecho a realizar los usos, aprovechamientos
o explotaciones, de acuerdo con las reglas y condiciones
que establezcan las leyes y el título de la concesión, el
permiso o la autorización correspondiente.

El mismo ordenamiento legal antes citado establece en el
artículo 72. que: las dependencias administradoras de in-
muebles podrán otorgar a los particulares derechos de uso
o aprovechamiento sobre los inmuebles federales, median-
te concesión, para la realización de actividades económi-

cas, sociales o culturales, sin perjuicio de leyes específicas
que regulen el otorgamiento de concesiones, permisos o
autorizaciones sobre inmuebles federales. Para el otorga-
miento de concesiones, las dependencias administradoras
de inmuebles deberán atender lo siguiente:

I. Que el solicitante cumpla con los requisitos esta-
blecidos en las leyes específicas que regulen inmue-
bles federales;

II. Evitar el acaparamiento o concentración de conce-
siones en una sola persona;

III. Que no sea posible o conveniente que la federación
emprenda la explotación directa de los inmuebles de
que se trate; 

IV. No podrán otorgarlas a favor de los servidores pú-
blicos que en cualquier forma intervengan en el trámite
de las concesiones, ni de sus cónyuges o parientes con-
sanguíneos y por afinidad hasta el cuarto grado o civi-
les, o de terceros con los que dichos servidores tengan
vínculos privados o de negocios. Las concesiones que se
otorguen en contravención a lo dispuesto en esta frac-
ción serán causa de responsabilidades y de nulidad;

V. Que no se afecte el interés público;

VI. La información relativa a los inmuebles que serán
objeto de concesión, será publicada con dos meses de
anticipación al inicio de la vigencia de la concesión res-
pectiva, en un diario de circulación nacional y en inter-
net, y

VII. En el caso de concesiones de espacios sobre inmue-
bles federales que ocupen las dependencias administrado-
ras de inmuebles, que la actividad a desarrollar por el con-
cesionario sea compatible y no interfiera con las
actividades propias de dichas dependencias, sujetándose a
las disposiciones que las mismas expidan para tal efecto.

Las dependencias administradoras de inmuebles, en el ám-
bito de sus respectivas atribuciones, conforme a las condi-
ciones a que se refiere el artículo siguiente, emitirán los li-
neamientos para el otorgamiento o prórroga de las
concesiones sobre los inmuebles federales de su competen-
cia, sin perjuicio de las disposiciones legales aplicables.
Asimismo, presentarán un informe anual a la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión sobre las
concesiones otorgadas en el periodo correspondiente.
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Por lo que en esta propuesta de iniciativa se señala, en pri-
mer término que los aeropuertos concesionados deberán
pagar el impuesto predial y las licencias y derechos muni-
cipales o estatales, por todas aquellas áreas que no sean di-
rectamente relacionados con el fin del servicio público
consignadas en específico para los fines de la concesión; es
decir, no debe tomarse en cuenta, única y exclusivamente
la naturaleza jurídica de la concesión, sino que también han
de ser consideradas las características y vocación de las
áreas donde se ubica el aeropuerto y los servicios que éste
presta mediante renta u otro tipo de contrato con otros par-
ticulares o directamente, para actividades de venta o servi-
cios complementarios que impliquen el pago o remunera-
ción directa por parte de los usuarios del aeropuerto.

En abono a esta pretensión legislativa citamos las siguien-
tes tesis jurídicas: 

“Aeropuertos y Servicios Auxiliares. Se encuentra
sujeto al pago del impuesto predial.

Aun cuando el decreto presidencial de fecha tres de ma-
yo de mil novecientos setenta y cuatro, publicado en el
Diario Oficial de la Federación el ocho del mismo mes
y año, en el que se acredita que Aeropuertos y Servicios
Auxiliares se creó con el propósito fundamental de que
fuera una entidad ágil y capacitada para llevar al cabo la
administración, operación y mantenimiento de los aero-
puertos federales, así como que sin desincorporarse del
dominio público de la Federación, se retiraron del servi-
cio de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes y
se entregaron a dicho organismo público descentraliza-
do los mismos, tal circunstancia, no es obstáculo para
estimar que la institución citada no sea sujeto del pago
del impuesto predial, en razón de que, conforme a los
artículos 2o. fracción V y 34 de la Ley General de Bie-
nes Nacionales, debe atenderse al destino que se precisa
como requisito indispensable para identificar a un bien de
dominio público; para ello, el artículo 37 de la ley en co-
mento establece que: “El destino de inmuebles federales
para el servicio de distintas dependencias o entidades de la
administración pública federal o de los gobiernos estatales
o municipales; se formalizará mediante acuerdo de la Se-
cretaría de Desarrollo y Ecología”. 

Esto significa que, sólo dicha Secretaría, una vez practica-
do el análisis y estudio correspondiente, expedirá un acuer-
do en donde se establezca que, determinado bien, pertene-
ciente a alguna dependencia o entidad de la administración
pública federal, ha sido destinado expresamente para el

servicio de la misma; por tanto, si Aeropuertos y Servicios
Auxiliares es un organismo público descentralizado, no
puede otorgar a sus bienes, por sí solo la calidad de bienes
de dominio público, sino que, dentro de esta clase única-
mente se encontrarán aquellos que gozan del acuerdo de
destino expedido por la citada dependencia, pues éste es un
requisito sine qua non para su existencia como tal, y, por
ende, para que pueda aplicársele el beneficio de la exen-
ción de contribuciones a la que se refiere el inciso c) de la
fracción IV, del artículo 115 constitucional; de ahí, que si
no se demuestra la existencia del acuerdo relativo, es obvio
que el inmueble materia del juicio correspondiente no tie-
ne la calidad que se aduce y consecuentemente, es objeto
del pago de contribuciones, en particular, del pago del im-
puesto predial. 

Amén de que, el impuesto respectivo en términos del ar-
tículo 6, de la Ley de Hacienda para el estado de Chiapas,
grava la propiedad, posesión y usufructo de predios, así co-
mo las construcciones sobre los mismos, pero no el espa-
cio aéreo nacional en que transitan las aeronaves ni el ser-
vicio público de transporte aéreo, reservados a la
Federación. 

Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito Amparo directo
445/94. Eduardo Rigada González y Agustín Diosdado Co-
nejo, en su carácter de apoderados del organismo público
descentralizado del Gobierno Federal, Aeropuertos y Ser-
vicios Auxiliares. 8 de septiembre de 1994. Unanimidad de
votos. Ponente: Ángel Suárez Torres. Secretario: Ronay de
Jesús Estrada Solís.

Empresa de Participación Estatal. Para que sus bienes
se consideren del dominio público, deben acreditar que
cuentan con el acuerdo de destino expedido por la de-
pendencia competente.

La Ley General de Bienes Nacionales establece, en su ar-
tículo 2o., fracción quinta que, los inmuebles destinados
por la federación a un servicio público, los propios que de
hecho utilice para dicho fin y los equiparados a éstos, con-
forme a ley, serán considerados como bienes de dominio
público; por su parte el artículo 34 del mismo ordena-
miento, en concordancia con dicha fracción señala que es-
tán destinados a un servicio público, los inmuebles desti-
nados a las dependencias y entidades de la administración
pública federal. 

Ahora bien, en relación con ambos preceptos, debemos
atender al destino que se precisa como requisito indispen-



sable para identificar a un bien de dominio público, para
ello, el artículo 37 de la ley en comento establece: 

“El destino de inmuebles federales para el servicio de
las distintas dependencias o entidades de la administra-
ción pública federal o de los gobiernos estatales o mu-
nicipales; se formalizará mediante acuerdo de la Secre-
taría de Desarrollo y Ecología”. 

Esto significa que, sólo la citada secretaría, una vez prac-
ticado el análisis y estudio correspondiente expedirá un
acuerdo en donde se establezca que, determinado bien,
perteneciente a alguna dependencia o entidad de la ad-
ministración pública federal, ha sido destinado expresa-
mente para el servicio de la misma; luego entonces, si la
sociedad quejosa es una empresa de participación estatal,
no puede otorgar a sus bienes, motu proprio el carácter
de bienes de dominio público, sino que, dentro de esta
clase únicamente se encontrarán aquellos que gozan del
acuerdo de destino expedido por la mencionada depen-
dencia, pues éste es un requisito sine qua non para tener-
lo como tal y por ende para que pueda aplicársele el be-
neficio de la exención de contribuciones a la que se
refiere el inciso c) de la fracción IV del artículo 115
constitucional; pero, como no se demostró el acuerdo de
destino, es obvio que el inmueble propiedad de la quejo-
sa no puede tener la calidad que alega y, como conse-
cuencia, sí es objeto del pago de contribuciones, en con-
creto, del pago del impuesto predial.

Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa
del Primer Circuito. Amparo directo 1393/91. Compa-
ñía de Teléfonos y Bienes Raíces, S.A. de C.V. 30 de oc-
tubre de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos
Alfredo Soto Villaseñor. Secretaria: Rosa Elena Gonzá-
lez Tirado.”

De lo anterior podemos concluir, que en efecto todas aque-
llas áreas que no están afectas al objeto principal de la con-
cesión, pueden ser motivo de carga fiscal por parte de las
autoridades locales.

Para concluir, recordemos que uno de los argumentos para
concesionar los aeropuertos, fue en su momento, que di-
chos concesionarios contribuirían al desarrollo regional
mediante el pago de impuestos directos a las localidades
donde llegaran a invertir y que, que se generarían empleos
de calidad. 

Es por todo lo antes expuesto que someto a la considera-
ción de esta honorable asamblea, la siguiente iniciativa con
proyecto de

Decreto por el que se reforma la fracción I del párrafo
segundo del artículo 72 de la Ley General de Bienes Na-
cionales, y se adiciona fracción XIV al artículo 25 de la
Ley de Aeropuertos

Primero. Se reforma la fracción I del párrafo segundo del
artículo 72 de la Ley General de Bienes Nacionales, para
quedar como sigue:

Artículo 72. Las dependencias administradoras...

Para el otorgamiento de concesiones, las dependencias ad-
ministradoras de inmuebles deberán atender lo siguiente:

I. Que el solicitante cumpla con los requisitos estableci-
dos en las leyes específicas que regulen inmuebles fe-
derales y que garantice que cubrirá el pago de im-
puestos, derechos y demás contribuciones
municipales o estatales que resulten del funciona-
miento y destino de áreas resultantes de la concesión
y que se destinen a usos distintos al fin directo del
servicio público objeto de la concesión;

II. a la VII. …

Las dependencias administradoras de inmuebles… 

Segundo. Se adiciona fracción XIV al artículo 25 de la Ley
de Aeropuertos, para quedar como sigue:

Artículo 25. El título de concesión o permiso, según sea el
caso, deberá contener, entre otros:

I. a la XIII. …

XIV. La obligación por parte del beneficiario de la con-
cesión de cubrir todo tipo de impuestos que graven la
propiedad, respecto de aquellos espacios destinados a
cuestiones ajenas o relacionados de manera indirecta
con la prestación del servicio público concesionado,
asimismo, deberán tramitar ante los gobiernos estata-
les o municipales, todo tipo de permisos o licencias pa-
ra los espacios destinados a situaciones distintas o re-
lacionados de manera indirecta con la prestación del
servicio público concesionado.
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Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de noviembre de 2018.—
Diputado Armando Reyes Ledesma (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación y Población,
para dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que adiciona el artículo 95 de la Ley General de
Salud, a cargo de la diputada Mary Carmen Bernal Martí-
nez, del Grupo Parlamentario del PT

La suscrita, Mary Carmen Bernal Martínez, diputada fede-
ral integrante del Grupo Parlamentario del Partido del Tra-
bajo en la LXIV Legislatura del honorable Congreso de La
Unión, con fundamento en lo dispuesto por los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77, numeral
1, y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
to a la consideración de esta soberanía la siguiente inicia-
tiva con proyecto de decreto que adiciona un párrafo
tercero al artículo 95 de la Ley General de Salud, al te-
nor de la siguiente:

Exposición de Motivos

Desde hace varios años la Organización Mundial de la Sa-
lud ha manifestado su preocupación para transformar la en-
señanza dirigida a los profesionales de la salud, con la fi-
nalidad de mejorar la salud, reducir la pobreza e impulsar
el desarrollo socioeconómico de las regiones.

Por lo cual, se ha pronunciado en el sentido de que los sis-
temas de salud no podrán ofrecer servicios de calidad si no
disponen del número suficiente de trabajadores, debida-
mente formados, motivados y remunerados. Que el recurso
a la salud como una estrategia para reducir la pobreza no
funcionará mientras que los servicios y el personal de sa-
lud sigan focalizados en entornos urbanos y dirigidos a
grupos más favorecidos. 

Al problema de la insuficiencia del personal de la salud se
suma el de la formación y preparación de los mismos, lo
cual también es una exigencia de la sociedad de este siglo
XXI, ello ante la escases, los desequilibrios y una mala dis-
tribución de los profesionales de la salud.

Se debe reconocer que uno de los vértices fundamentales
de los sistemas de salud es el de los profesionales de la sa-
lud (médicos y enfermeras), por lo cual los gobiernos de-
ben seguir trabajando para ampliar su número, prepararlos
constantemente y remunerarlos justamente, pues de no ser
así, se convertirá en otra arista del problema en la calidad
de los servicios de salud.

En México la formación médica ha sido un tema importan-
te no sólo de la Secretaría de Educación Pública, sino tam-
bién de las universidades y la Secretaría de Salud, desde el
nivel bachillerato, en el que se imparten las materias rela-
tivas a las áreas químico–biológicas, pasando por la educa-
ción superior, el servicio social y hasta la especialización
de los profesionales de la salud.

Por lo que respecta a la especialización de los profesiona-
les de salud, se ha dado a través de las residencias médicas;
la palabra residente proviene del antiguo participio activo
de residir, que a su vez proviene de la voz latina resi-
dens–entis,1 cuyo significado es el que reside o vive en un
lugar, o dicho de un funcionario o de un empleado que vi-
ve en el lugar donde tiene el cargo o empleo.

Asimismo, la Real Academia Española define al médico
residente como el “médico que realiza prácticas en un hos-
pital o centro sanitario para obtener el título de especialis-
ta en alguna rama de la medicina”.2

Las primeras residencias médicas en nuestro país comien-
zan en 1941 en el Hospital General de México, sobre el
particular Héctor Rivera Reyes, remembra lo siguiente: 

“(…) en 1941, por primera vez en nuestro país las Resi-
dencias Hospitalarias, contaron con el apoyo del doctor
Gustavo Baz Prada, entonces secretario de Asistencia
Pública; se adaptaron habitaciones provisionales, para
dar cabida a los 23 médicos residentes, los cuales debí-
an permanecer en servicio durante 24 horas del día,
mientras que el personal médico de base laboraba
dos, cuatro, seis u ocho horas; la atención de los pa-
cientes recaía, después de este lapso en los médicos re-
sidentes. La selección de los 23 primeros médicos inter-



nos se realizó de entre los que tuvieron mejores antece-
dentes académicos. 

Al empezar a funcionar las residencias, los médicos per-
manecían en este puesto de uno a dos años y rotaban por
Medicina Interna, Cirugía General, Ginecoobstetricia
(sic), Anatomía Patológica y Urgencias. 

Los primeros 23 residentes que ingresaron con nombra-
miento de médico ayudante interno a partir del 1 de ene-
ro de 1942.

(…)

En abril de 1966 se inauguró y fue puesto en operación
el nuevo edificio de la Residencia de Médicos del Hos-
pital General. Durante esta época, la enseñanza de la
medicina no estaba sistematizada, excepto oftalmología,
el aprendizaje era por iniciativa propia de los residentes,
de tipo autodidacta; los residentes se integraban al equi-
po médico de los diferentes servicios por donde rotaban.
Por las tardes y noches, así como los fines de semana
eran los responsables de los pabellones y del propio
hospital, sobre todo durante sus guardias en la Consulta
Externa y en Urgencias Médico-Quirúrgicas. De esta
manera se lograba una práctica medico quirúrgica am-
plísima, pero con deficiente enseñanza teórica, que era
sustituida mediante la búsqueda de información teórica
por parte de los residentes en libros de texto o en revis-
tas médicas de especialidad, pues aún no había cursos
formales de especialización, salvo los que lograron inte-
grar algunos entusiastas jefes de residentes, a los cuales
seguían en forma incondicional sus internos y residen-
tes; se contaba con el aval de la Oficina de Enseñanza
del Hospital (…).”3

Al comienzo las residencias médicas eran más prácticas y
poco teóricas, por lo que fue hasta 1970 cuando a las espe-
cialidades médicas se les comienza a dotar de un reconoci-
miento universitario; su ingreso era a través de los mejores
promedios escolares obtenidos durante la licenciatura,
siendo hasta 1972 cuando la Oficina de Enseñanza del
Hospital General de México, realiza el primer examen de
admisión a las diversas especialidades médicas ofertadas. 

En 1973 surge la idea de aplicar un instrumento masivo pa-
ra seleccionar a los aspirantes a las especialidades médicas,
por lo que dos años más tarde se firmó un convenio entre
la otrora la Secretaría de Salud y Asistencia (SSA), el Ins-
tituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajado-

res del Estado (ISSSTE), el Instituto Mexicano del Seguro
Social (IMSS) y la Facultad de Medicina de la Universidad
Autónoma de México (UNAM) para organizar y realizar la
aplicación compartida para seleccionar a los postulantes
para las residencia médicas; creándose así el Comité de
Evaluación de Aspirantes a Residencias Médicas en Insti-
tuciones del Sector Público.

En la actualidad, la organización y funcionamiento de las
residencias médicas en nuestro país, se encuentran en la
Norma Oficial Mexicana “NOM-001-SSA3-2012, Educa-
ción en Salud”, la cual, en lo que interesa en esta iniciativa
señala lo siguiente:

8. Guardias

8.1 Los médicos residentes deben cumplir solamente las
guardias previstas en el programa operativo correspon-
diente.

8.2 Los médicos residentes deben estar disponibles cuando
sus servicios sean requeridos durante la realización de las
guardias. Cuando no sea así, podrán hacer uso de las áreas
de descanso para médicos residentes con la autorización
del responsable del servicio.

8.3 Las guardias deben calendarizarse en el programa
operativo correspondiente para desarrollar puntualmen-
te el programa académico, incluyendo la frecuencia, ho-
rario y duración; ocurrirán tres veces por semana como
máximo y tendrán intervalos de por lo menos dos días
entre cada una de ellas.

8.4 En días hábiles, las guardias inician a la hora que
termina el turno matutino y concluyen a la hora estable-
cida para iniciar el turno matutino siguiente, de acuerdo
a la normatividad de la institución de salud.

8.5 Los sábados, domingos y días festivos, la duración
de las guardias es de 24 horas; iniciando y concluyendo
actividades según se especifique en la normatividad de
la institución de salud. Los médicos residentes que ter-
minen su guardia en día hábil deben continuar las acti-
vidades descritas para el turno matutino en el programa
operativo.

8.6 El personal de las unidades médicas receptoras de
residentes sólo debe aplicar las guardias establecidas en
el programa operativo, respetando los roles de guardias
correspondientes de los médicos residentes.
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8.7 Los médicos residentes no deben acreditar guardias,
a través de otro médico residente.

No obstante, en la práctica, las guardias médicas se han
desarrollado de la manera siguiente:

Guardia: Duración 36 horas. Días hábiles entrada de
6:00 a 07:00 o de 7:00 a 8:00 horas, terminando a las 15
horas del día siguiente. (En este momento ya es pos
guardia)

Conforme a los reglamentos se menciona que el residen-
te debe tener labores académicas. Clase todos los días de
acuerdo al temario establecido por cada universidad, de-
pendiendo del grado de residente, una vez a la semana se
hacen revisión de artículos académicos y caso clínico.
Se realiza entrega de guardia (hallazgos, incidentes ocu-
rrido, quejas acuses de residentes de menor y/o mayor je-
rarquía, además se entrega una lista de toda productivi-
dad realizada).

Desayuno: horario de comedor, por lo general de 07:30-
08:30 regularmente no se realiza porque en cada servi-
cio es el pase de visita a los enfermos y entrega de guar-
dia. En área quirúrgica (cirujanos y anestesiólogos) a las
8:00 inicia cirugía.

Comida: no hay tiempo fijo si el paciente y/o el exceso
de trabajo lo demanda no la realizan. 

Cena: es de 19:30 a 20:00 horas. La calidad de la comida
es mala, hipercalórico, alta en carbohidrato e hipoproteica.
(El único hospital con fama de tener buena comida 2-3 me-
nús y meseros es el General de México, los horarios de co-
medor son más flexibles).

Debes permanecer en tu servicio, estudiar para los casos
asignados, tomar muestras de laboratorio, poner notas. 

En todas las residencias médicas existen los “castigos” por
faltas inverosímiles como el caso de que los residente de
primer año vayan al comedor a tomar sus alimentos; el cas-
tigo predilecto es el de dejar a los residentes de grados in-
feriores castigados todo un fin de semana (viernes, sábado
y domingo), con salida el día lunes pero si tiene su guardia
normal saldría hasta el día miércoles. 

Preguardia: la estancia del residente será de será de
ocho horas, generalmente de 07:00 a 15:00 hora, si fue-

se “castigado” el residente su estancia se prolonga a las
22:00 horas 

Posguardia: que dura de 8 a 12 horas.

Asimismo, no en todas las residencias médicas se cuenta
con áreas de descanso, ni regaderas.

Fines de semana y días festivos, las guardias son 24 ho-
ras de 8:00 a 20:00 horas, horario que se puede prolon-
gar en caso de que haya pendientes con los pacientes o
cirugías rezagadas.

Lo anterior es violatorio de las normas internacionales así
como de la Constitución de los Estados Unidos Mexicanos,
tan es así que la Organización Internacional del Trabajo, en
el Convenio de 1919, limitó el trabajo en la industria a
ocho horas diarias y un máximo de cuarenta y ocho horas
por semana; asimismo en el Convenio número 30 de la
misma Organización Internacional se estableció condicio-
nes similares para los sectores del comercio y las oficinas,
complementándose más tarde con la regulación del tiempo
de trabajo y los días de descanso.

Es por ello, que el objeto de la presente iniciativa radica en
adicionar un párrafo tercero al artículo 95 de la Ley de Sa-
lud, a efecto de establecer que las guardias de pregrado y
de las residencias de especialización no deberán tener una
jornada mayor a la permitida por la ley, salvo que el servi-
cio así lo requiera, tampoco deberán de ser inhumanas, ex-
cesivas o peligrosas; siendo remuneradas y gozando de las
demás prestaciones de ley.

Lo anterior en razón de que el trabajo continuo por más de
12, 24 o 36 horas tiene graves problemas en la salud de los
residentes, tanto física como mentalmente, lo que incluye
la falta de concentración, somnolencia, fatiga y bajo rendi-
miento, por lo que, en caso de persistir pueden originar
confusiones, irritabilidad, ansiedad, problemas cardiacos,
síndromes cerebrales, entre otras, llegando incluso a pade-
cer del síndrome de Burnout (estrés crónico de los trabaja-
dores de la salud).

La Organización Mundial de la Salud ha establecido que
una de las causa del estrés laboral crónico son los horarios
de trabajo estrictos e inflexibles, las jornadas de trabajo
muy largas o fuera de un horario normal u horarios impre-
visibles; y que sus efectos dan lugar a comportamientos
disfuncionales y no habituales, lo que contribuye a su ma-



la salud física y mental, a estar angustiado, irritado, inca-
paz de concentrarse, tener dificultad para pensar con lógi-
ca y tomar decisiones inadecuadas, cansancio, depresión,
intranquilidad o dificultades para dormir.

En cuanto a los problemas físicos graves, la Organización
Mundial de la Salud establece problema como cardiopatí-
as, trastornos digestivos, aumento de la presión arterial, do-
lores de cabeza, trastornos musculares o esqueléticos y la
afectación del sistema inmunitario. 

A efecto de que los residentes médicos puedan tener un me-
jor rendimiento en el servicio de la salud prestado, mayor
productividad y el cuidado de su salud, es que la presente ini-
ciativa tiene por objeto las jornadas sean humanas, flexibles
y conforme a las leyes internacionales y nacionales. 

Con base a lo anteriormente expuesto y con fundamento en
el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, me permito someter a la con-
sideración de este honorable Congreso de la Unión, la si-
guiente iniciativa de: 

Decreto que adiciona un párrafo tercero al artículo 95
a la Ley General de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 95. (…)

(…)

Las guardias realizadas durante el internado de pre-
grado y de las residencias de especialización no deberán
tener una jornada mayor a la permitida por la Ley, sal-
vo que el servicio así lo requiera, ser inhumanas, exce-
sivas o peligrosas, serán remuneradas y gozarán de las
demás prestaciones de ley. 

Artículos Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Segundo. Se derogan todas aquellas disposiciones que se
opongan al presente Decreto.

Notas

1 Real Academia Española: Diccionario de la lengua castellana, deci-
mocuarta edición, Madrid: Sucesores de Hernando, p. 891.

2 http://dle.rae.es/?id=Ol43qKz.

3 RIVERA Reyes, Héctor, Historia de la Residencia Médica en el Hos-
pital General de México de 1941 a 1988, Revista Médica del Hospital
General de México, volumen 70, número 1, 2007, pp. 43-45. 

Ciudad de México, a los 22 días de noviembre de dos mil dieciocho.—
Diputada Mary Carmen Bernal Martínez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

CÓDIGO CIVIL FEDERAL

«Iniciativa que reforma, adiciona y deroga diversas dispo-
siciones del Código Civil Federal, suscrita por los dipu-
tados Maribel Martínez Ruiz y Ángel Benjamín Robles
Montoya, del Grupo Parlamentario del PT

La que suscribe, Maribel Martínez Ruiz, en nombre propio
y de Benjamín Robles Montoya, integrantes del Grupo Par-
lamentario del Partido del Trabajo en la LXIV Legislatura
del Congreso de la Unión, con fundamento en los artículos
71, fracción II, de Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y 77, 78 y 102, numeral 2, del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración de es-
ta asamblea iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforman los artículos 329, 331, 332, 333 y 334 del Códi-
go Civil Federal, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra
la Mujer, aprobada por la Organización de las Naciones
Unidas, dice que la violencia de género es todo tipo de vio-
lencia basada en la única y exclusiva condición de ser mu-
jer. Dichos actos de violencia pueden tener como resultado
un daño o sufrimiento físico, sexual, psicológico e incluso
económico o patrimonial para la mujer; así como las ame-
nazas de provocarle dichos actos, la coacción o la priva-
ción arbitraria de la libertad, tanto si se producen en la vi-
da pública como en la vida privada.

La violencia contra la mujer ha escalado a niveles inimagina-
bles en México, estudios realizados han llegado a señalar
que, en promedio, son asesinadas 9 mujeres diariamente.
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Esta realidad limita la libertad de movimiento de mujeres y
niñas, reduce su capacidad de estudiar, trabajar y participar
plenamente en la vida pública, acceder a servicios esencia-
les y a disfrutar de oportunidades culturales y de ocio, asi-
mismo, repercute negativamente en su salud y bienestar.
No obstante, en no pocos casos, esta violencia se da tam-
bién desde el ámbito privado, sobre todo dentro del hogar
y como parte de la familia.

Este aumento desmedido en los casos de violencia contra
las mujeres por razón del género no es fortuito, proviene
de una cultura política, social y jurídica en la que se nos
ha inculcado que existen roles de género y que, en fun-
ción de ellos, las mujeres tenemos asignadas ciertas tare-
as, mientras que los varones tienen asignadas otras. Asi-
mismo, se nos ha enseñado a que las mujeres estamos
destinadas a las labores domésticas y de cuidado, mien-
tras que los varones son quienes salen a la calle a buscar
el sustento para su familia.

La antropóloga Marcela Lagarde señala que, al convertir-
se la mujer en la reproductora de la progenie, su trabajo
ha consistido en satisfacer las necesidades básicas de los
otros y que, con el establecimiento de la familia, se depo-
sitó en la mujer las tareas domésticas y de cuidado sin
ninguna retribución por ello, lo que reitero, la ha coloca-
do en un estado obligatorio de subalternancia con respec-
to a los varones de su familia, es decir, primero su padre
y posteriormente su esposo.

Tan arraigado está este concepto en el ideario colectivo que
el sociólogo Roberto Castro Pérez señala que la violencia
simbólica contra las mujeres es el nivel de violencia en el
que existe la cooperación inconsciente de las propias mu-
jeres, pues a lo largo de la historia ellas mismas comenza-
ron a manifestar que “el importante” era el hombre, pues
las estructuras simbólicas están profundamente arraigadas
a través de siglos de acondicionamiento: las mujeres coo-
peran voluntariamente (aunque inconscientemente) con su
propia dominación.

A escala internacional ha habido importantes esfuerzos por
sancionar, evitar y erradicar los distintos tipos de violencia
contra las mujeres que se han plasmado básicamente en la
Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de
Discriminación contra la Mujer y en la Convención Inter-
americana para Prevenir Sancionar y Erradicar la Violencia
contra la Mujer. Instrumentos que, cabe señalar, han sido
firmados y ratificados por el gobierno mexicano, por lo que
deben ser atendidos de manera urgente.

También en México se han hecho esfuerzos importantes para
legislar en materia de discriminación y violencia en contra de
las mujeres, lamentablemente vemos que el fenómeno, lejos
de disminuir crece y crece con más furia y saña.

De ahí la urgencia de plantearnos los siguientes objetivos:

a) Eliminar la discriminación entre mujeres y varones
en todos los órdenes de la vida.

b) Garantizar el derecho de las mujeres a vivir una vida
sin violencia.

c) Generar condiciones aptas para sensibilizar y preve-
nir, sancionar y erradicar la discriminación por razón de
género.

d) Erradicar la violencia contra las mujeres en cualquie-
ra de sus manifestaciones y ámbitos.

e) Remover patrones socioculturales que promueven y
sostienen la desigualdad de género y las relaciones de
poder sobre las mujeres.

f) Allanar el acceso a la justicia de las mujeres víctimas
de cualquier tipo o manifestación de violencia.

Como parte de las medidas correspondientes a remover pa-
trones socioculturales que promueven y sostienen la des-
igualdad de género y las relaciones de poder sobre las mu-
jeres, las y los legisladores tenemos la responsabilidad de
generar normas tomando en consideración los papeles, ca-
pacidades y responsabilidades socialmente determinados
para hombres y mujeres, ya que son éstos los que propician
las desigualdades de género existentes en nuestra sociedad;
tenemos que reconocer que estas diferencias implican des-
ventajas jurídicas, es decir, que las leyes y reglamentos que
se aplican, sí tienen un impacto diferenciado en hombres o
en mujeres, por lo que, desde la elaboración de las mismas,
deben de considerarse estas diferencias para lograr, en la
práctica, el principio de igualdad jurídica.

La presente iniciativa busca eliminar estereotipos basados
en el género y democratizar la institución del matrimonio y
la familia.

Para facilitar el estudio y comprensión de la presente ini-
ciativa, se presenta siguiente cuadro comparativo, en el
que puede diferenciarse el texto vigente y la propuesta
planteada.
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Así, se proponen enmiendas encaminadas a, en primera ins-
tancia, allanar el camino hacia la igualdad sustantiva entre
hombres y mujeres, tanto en el ámbito privado como en el
público, porque estoy convencida de que en la medida de
que reconozcamos de que las mujeres son la mitad de los
seres humanos que habitan el planeta, y por ello tienen los
mismos derecho a estudiar, trabajar, tener una familia con
quien ellas y cuando ellas decidan, a que sean reconocidos
sus aportaciones económicas derivadas de las tareas domés-
ticas y de cuidado, de caminar por la calle sin temor a ser
agredidas, sin importar que vistan o la hora que sea.

Por todo lo expuesto se pone a consideración de esta sobe-
ranía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman, derogan y adicionan di-
versas disposiciones del Código Civil Federal

Único. Se reforman los artículos 147 y 148, las fracciones
I y VII y el segundo párrafo del artículo 156, el primer pá-
rrafo del artículo 159, el primero y segundo párrafos del ar-
tículo 245, el segundo párrafo del artículo 289, la denomi-
nación del título sexto, 308, el segundo párrafo del artículo
323 Ter y el 444 Bis; se adicionan un tercer párrafo al ar-
tículo 156, un tercer párrafo al artículo 164, el artículo 251
Bis, el capítulo I Bis al título sexto, el artículo 300 Bis, el
artículo 300 Ter, un tercer párrafo al artículo 323 Ter; y se
derogan los artículos 149, 150, 151, 152, 153, 154 y 155,
las fracciones II y V del artículo 156, 158 y el tercer párra-
fo del artículo 289 del Código Civil Federal, para quedar
como sigue:

Artículo 147. Cualquiera condición contraria a la ayuda
mutua que se deben los cónyuges, se tendrá por no puesta.

Artículo 148. Para contraer matrimonio, los contrayentes
necesitan haber cumplido dieciocho años. Por ningún
motivo se concederán dispensas de edad.

Artículo 149. Derogado.

Artículo 150. Derogado.

Artículo 151. Derogado.

Artículo 152. Derogado.

Artículo 153. Derogado.

Artículo 154. Derogado.

Artículo 155. Derogado.

Artículo 156. …

I. La falta de edad requerida por la ley;

II. Derogada;

III. y IV. …

V. Derogada;

VI. …

VII. La fuerza o miedo grave. En caso de delitos con-
tra la libertad, el normal desarrollo psicosexual o el
libre desarrollo de la personalidad, subsiste el impe-
dimento entre el imputado y la víctima, mientras ésta
no sea restituida a lugar seguro, donde libremente pue-
da manifestar su voluntad;

VIII. a X. …

De estos impedimentos sólo es dispensable el parentes-
co de consanguinidad en línea colateral desigual.

La fracción VIII es dispensable cuando ambos con-
trayentes acrediten fehacientemente haber obtenido
de institución o médico especialista, información re-
ferente a los alcances, los efectos y la prevención de la
enfermedad que sea motivo del impedimento y mani-



festar su consentimiento para contraer matrimonio; y,
cuando la impotencia a que se hace referencia, sea co-
nocida y aceptada por el otro contrayente.

Artículo 158. Derogado.

Artículo 159. El tutor no puede contraer matrimonio con la
persona que ha estado o está bajo su tutela.

…

Artículo 164. …

…

El desempeño del trabajo en el hogar o las labores de
cuidado se estimarán como contribución económica al
sostenimiento del hogar.

Artículo 245. El miedo y cualquier tipo de violencia se-
rán causa de nulidad del matrimonio si concurren las cir-
cunstancias siguientes:

I. a III. …

La acción que nace de estas causas de nulidad puede de-
ducirse por el o la cónyuge agraviada, en cualquier
momento, aún y cuando haya cesado la violencia o in-
timidación.

Artículo 251 Bis. En la sentencia que declare la nulidad,
el juez resolverá respecto a la guarda y custodia de las
y los hijos, el suministro de sus alimentos y la forma de
garantizarlos.

Para tal efecto, la madre y el padre propondrán la for-
ma y términos de los mismos; de no haber acuerdo, el
Juez resolverá atendiendo a las circunstancias del caso.

Artículo 289. …

El cónyuge que haya dado causa al divorcio por violencia
familiar, no podrá volver a casarse, si no demuestra ha-
ber recibido tratamiento reeducativo integral y especia-
lizado, mediante constancia expedida por las institucio-
nes oficiales encargadas de proporcionarlo.

Se deroga

Título Sexto
Del Parentesco, de la Familia, de los 
Alimentos y de la Violencia Familiar

Capítulo I Bis
De la familia

Artículo 300 Bis. Las disposiciones que se refieran a
la familia son de orden público e interés social y tie-
nen por objeto proteger su organización y el desarro-
llo integral de sus miembros, basados en el respeto de
su dignidad.

Las relaciones jurídicas familiares constituyen el con-
junto de deberes, derechos y obligaciones de las perso-
nas integrantes de la familia y surgen entre las personas
vinculadas por lazos de matrimonio, parentesco o con-
cubinato.

Artículo 300 Ter. Es deber de los miembros de la familia
observar entre ellos consideración, solidaridad y respeto
recíprocos en el desarrollo de las relaciones familiares.

Artículo 308. Los alimentos comprenden la comida, el ves-
tido, la habitación, la atención médica y hospitalaria y, en
su caso, los gastos de embarazo y parto, así como la asis-
tencia en casos de enfermedad. Respecto de los menores los
alimentos comprenden, además, los gastos necesarios para la
educación básica, media superior y superior o asimilable
del alimentista, y para proporcionarle algún oficio, arte o pro-
fesión honestos y socialmente útiles.

Artículo 323 Ter. …

Por violencia familiar se considera el acto abusivo de po-
der u omisión intencional, dirigido a dominar, someter,
controlar, o agredir de manera física, verbal, psicológi-
ca, patrimonial, económica y sexual a las mujeres, den-
tro o fuera del domicilio familiar, cuyo Agresor tenga o
haya tenido relación de parentesco por consanguinidad
o afinidad, de matrimonio, concubinato o mantengan o
hayan mantenido una relación de hecho o a los parien-
tes de ésta.

También se considera violencia familiar la conducta
descrita en el párrafo anterior, llevada a cabo contra ni-
ñas, niños, adolescentes, personas con discapacidad o
adultos mayores con quienes se tenga relación de pa-
rentesco por consanguinidad o afinidad o en contra de
quien esté sujeto a la custodia, guarda, tutela, protec-
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ción, educación, instrucción o cuidado de quien ejerce
la violencia.

Artículo 444 Bis. La patria potestad podrá ser limitada o per-
dida totalmente cuando el que la ejerce incurra en conduc-
tas de violencia familiar previstas en el artículo 323 Ter de es-
te código contra las personas sobre las cuales la ejerza.

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Diputados, a 22 de no-
viembre de 2018.— Diputada y diputado: Maribel Martínez Ruiz,
Benjamín Robles Montoya (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

CÓDIGO PENAL FEDERAL Y LEY GENERAL
EN MATERIA DE DELITOS ELECTORALES

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
del Código Penal Federal y de la Ley General en materia
de Delitos Electorales, a cargo de la diputada Margarita
García García, del Grupo Parlamentario del PT

La suscrita, diputada Margarita García García, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo a la LXIV
Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamento en
lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los ar-
tículos 77, 78 y 102 numeral 2 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de esta
honorable asamblea la presente iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforman y adicionan diversas dis-
posiciones del Código Penal Federal y de la Ley Gene-
ral en materia de Delitos Electorales, para sancionar el
robo de bienes destinados a ayuda humanitaria.

Exposición de Motivos

Debido a sus condiciones geográficas y climáticas, México
es un país vulnerable a desastres naturales. Según el índice
de riesgos de desastres publicado por la Oficina de las Na-
ciones Unidas para la Reducción del Riesgo de Desastres,
nuestro país se encuentra entre los que más pérdidas eco-
nómicas han acumulado a causa de desastres naturales en
los últimos 20 años, por un monto de unos 46.5 mil millo-
nes de dólares.

Cada año, nuestro país hace frente a diversas y variadas si-
tuaciones de desastre a lo largo y ancho del territorio na-

cional; lo mismo sismos que inundaciones, huracanes, des-
laves, exhalaciones volcánicas, por mencionar algunas, las
cuales generan afectaciones a miles de personas que, como
resultado, resultan damnificadas o afectadas en su patrimo-
nio, lo que les coloca en una situación de vulnerabilidad
grave.

Ante tales eventos es fundamental la atención inmediata de
las necesidades de las personas afectadas. 

El pueblo de México ha demostrado una y otra vez su en-
tereza ante las situaciones de emergencia y su solidaridad
con las personas que lo necesitan. Cada ocasión que un fe-
nómeno natural genera afectaciones y deja personas dam-
nificadas, los mexicanos se movilizan para hacerles llegar
víveres y toda clase de ayuda.

Desafortunadamente también es común que, en cada si-
tuación de desastre, haya personas que, sin el más míni-
mo rubor y con una absoluta falta de humanidad y ética,
roban la ayuda recabada, o bien le dan otro destino muy
distinto del que deberían tener. Más alarmante aún es que,
en una gran cantidad de ocasiones, son servidores públi-
cos quienes roban o desvían dicha ayuda y la terminan
utilizando para otros fines.

Para nadie es un secreto que, en el colmo de la falta de
ética, servidores públicos de todos los órdenes de go-
bierno han aprovechado la entrega de ayuda para realizar
actos de promoción y propaganda de gobiernos en fun-
ciones, lo mismo que partidos políticos para fines de
promoción electoral.

Igualmente frecuentes –e incluso documentados en reportajes
periodísticos- han sido los casos en que la ayuda recolectada
aparece en bodegas o simple y sencillamente desaparece sin
que nadie sepa su destino.

En ese sentido, los tres órdenes de gobierno deben garanti-
zar que los recursos económicos, así como los apoyos en
especie que tienen como destino a personas afectadas por
situaciones de emergencia, sean efectivamente entregados
a la gente que lo necesita. 

No debemos pasar por alto las múltiples denuncias ciuda-
danas y de medios de comunicación, quienes, en casi cada
situación de desastre, reportan el indebido almacenamien-
to de víveres en bodegas o incluso en casas de funcionarios
públicos o familiares de estos, presumiblemente con el fin
de ser utilizados para fines de promoción personal, propa-



ganda, compra o coacción del voto o para favorecer a fa-
miliares y amigos. Cualquiera que sea el motivo, estas ac-
ciones deben ser severamente sancionadas.

Todas y todos los servidores públicos de la federación, las
entidades federativas, los municipios y las demarcaciones
territoriales de la Ciudad de México tienen, dentro del ám-
bito de su competencia, empleo, cargo o comisión, la obli-
gación de custodiar, vigilar, proteger o dar seguridad a per-
sonas, lugares, instalaciones u objetos, siendo responsables
de la comisión de algún delito y/o infracción administrati-
va si, incumpliendo su deber en cualquier forma, se propi-
cia daño a las personas o se pierden o sustraen los objetos
que se encuentran bajo su cuidado; o cuando indebidamen-
te retarden o nieguen a los particulares la protección o ser-
vicio que tienen obligación de otorgarles. 

El Congreso de la Unión no debe seguir permitiendo que
dichos apoyos sean robados, desviados, o utilizados para
otros fines, tal y como comúnmente sucede, ni debe seguir
siendo omiso ante tales conductas que se han vuelto ya ha-
bituales. Es intolerable que se lucre con la desgracia y el
dolor de la gente.

Por ello, la presente iniciativa tiene como fin tipificar las
conductas consistentes en el robo, desvío o condiciona-
miento de entrega de ayuda humanitaria, algo que no se en-
cuentra adecuada y suficientemente previsto y sancionado
en la legislación vigente.

Para tal fin, proponemos, en primer término, diversas re-
formas al Código Penal Federal. Planteamos la adición de
una fracción VII al artículo 214, relativo al ejercicio ilícito
de servicio público, con el fin de sancionar a servidores pú-
blicos que aprovechen la entrega de ayuda humanitaria pa-
ra hacer promoción o propaganda de un gobierno, de sí
mismos o de otro servidor público en funciones. Es nece-
sario aclarar que el personaje promocionado debe ser un
servidor público en funciones, pues si se tratara de un pre-
candidato o candidato estaríamos ante un delito electoral,
en cuyo caso, como se verá más adelante, proponemos re-
formas a la Ley General de Delitos Electorales. Se incluye
también una reforma al tercer párrafo de ese mismo pre-
cepto, con el fin de fijar la pena por la conducta prevista en
la fracción VII que se adiciona.

Asimismo, dentro del propio artículo 214 proponemos la
adición de un cuarto párrafo, con el fin de establecer como
agravante de las conductas previstas en la fracción VI de
ese mismo artículo, cuando los objetos perdidos o sustraí-

dos sean bienes destinados a ayuda humanitaria, en cuyo
caso la pena se aumentará en una cuarta parte. 

En segundo término, proponemos la adición de un artículo
368 Sexties al Código Penal Federal, mismo que se ubica-
ría dentro del Capítulo I, relativo al delito de robo, corres-
pondiente al Título Vigésimo Segundo, Delitos en contra
de las Personas en su Patrimonio. 

El tipo penal que se propone establece una pena de cinco a
diez años de prisión y multa de cien a trescientas veces la
unidad de medida y actualización, a quien, sin derecho o
atribución alguna, se apodere de cualquier bien destinado a
ayuda humanitaria.

Así también, se establecen como agravantes que dicho ro-
bo se cometa con el fin de obtener un lucro o beneficio, así
como que el sujeto activo de la conducta tenga la calidad
de servidor público. Se propone también la adición de un
segundo párrafo al artículo 390, que tipifica el delito de ex-
torsión, para establecer como agravante el condiciona-
miento de entrega de bienes destinados a ayuda humanita-
ria, así como la solicitud de una contraprestación a cambio
de dicha entrega.

Por otro lado, proponemos diversas reformas a la Ley Ge-
neral en Materia de Delitos Electorales, con el fin de esta-
blecer como tales el condicionamiento de entrega de bienes
destinados a ayuda humanitaria con fines electorales, de
propaganda o promoción de un candidato o partido políti-
co y de coacción del voto. Para ello, planteamos reformas
al tercer párrafo de la fracción VII del artículo 7, la frac-
ción VIII del artículo 9, el primer párrafo de la fracción II
del artículo 11, así como la fracción II del artículo 20 de la
Ley en cuestión.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la considera-
ción de esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con
proyecto de 

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones del Código Penal Federal y de la Ley Ge-
neral en materia de Delitos Electorales, para sancionar
el robo de bienes destinados a ayuda humanitaria

Artículo Primero. Se reforma el tercer párrafo del artícu-
lo 214; se adicionan una fracción VII y un cuarto párrafo al
artículo 214; un artículo 368 Sexties; y un segundo párra-
fo, recorriéndose el subsecuente, al artículo 390, todos del
Código Penal Federal para quedar como sigue:
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Artículo 214. …

I. a VI. …

VII. Realice en cualquier forma, promoción o propa-
ganda de una administración pública, de sí mismo o
de otro servidor público en funciones, con motivo de
la entrega de bienes destinados a ayuda humanitaria.

…

Al infractor de las fracciones III, IV, V, VI y VII se le im-
pondrán de dos a siete años de prisión y de treinta a ciento
cincuenta veces la unidad de medida y actualización.

Cuando la conducta a que se refiere la fracción VI sea
cometida respecto de bienes destinados a ayuda huma-
nitaria, la pena se aumentará en una cuarta parte.

Artículo 368 Sexties. Se impondrá pena de cinco a diez
años de prisión y multa de cien a trescientas veces la
unidad de medida y actualización, a quien, sin derecho
o atribución alguna, se apodere de cualquier bien desti-
nado a ayuda humanitaria.

Las penas señaladas en el párrafo anterior se aumenta-
rán hasta en una cuarta parte a quien lo cometa con el
fin de obtener un lucro o beneficio de cualquier índole.

Las penas señaladas en el primer párrafo se aumentarán
en una mitad cuando lo cometa un servidor público. 

Artículo 390. …

Las penas se aumentarán hasta en una mitad a quien
condicione la entrega de bienes destinados a ayuda hu-
manitaria, o solicite una contraprestación a cambio de
dicha entrega.

... 

Artículo Segundo. Se reforman el tercer párrafo de la
fracción VII del artículo 7; la fracción VIII del artículo 9;
el primer párrafo de la fracción II del artículo 11; la frac-
ción II del artículo 20, todos de la Ley General en Materia
de Delitos Electorales para quedar como sigue:

Artículo 7. …

I. a VI. …

VII. …

…

De igual forma, se sancionará a quien amenace con sus-
pender los beneficios de programas sociales o condicio-
ne la entrega de bienes destinados a ayuda humani-
taria, ya sea por no participar en eventos proselitistas, o
bien, para la emisión del sufragio en favor de un candi-
dato, partido político o coalición; o a la abstención del
ejercicio del derecho de voto o al compromiso de no vo-
tar a favor de un candidato, partido político o coalición;

VIII. a XXI. …

Artículo 9. …

I. a VII. …

VIII. Durante la etapa de preparación de la elección o
en la jornada electoral, solicite votos por paga, promesa
de dinero, recompensa, entrega de bienes destinados a
ayuda humanitaria o cualquier otra contraprestación;

IX. y X. …

Artículo 11.- …

I. …

II. Condicione la prestación de un servicio público, el
cumplimiento de programas gubernamentales, la entre-
ga de bienes destinados a ayuda humanitaria, el otor-
gamiento de concesiones, permisos, licencias, autoriza-
ciones, franquicias, exenciones o la realización de obras
públicas, en el ámbito de su competencia, a la emisión
del sufragio en favor de un precandidato, candidato,
partido político o coalición; a la abstención del ejercicio
del derecho de voto o al compromiso de no votar a fa-
vor de un precandidato, candidato, partido o coalición.

…

III. a VI. …

Artículo 20. …

I. …



II. Condicione la prestación de un servicio público, el
cumplimiento de programas gubernamentales, la entre-
ga de bienes destinados a ayuda humanitaria, el otor-
gamiento de concesiones, permisos, licencias, autoriza-
ciones, franquicias, exenciones o la realización de obras
públicas, en el ámbito de su competencia, a la emisión
del sufragio a favor de una opción dentro de la consulta
popular.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Dado en el salón de sesiones de la honorable Cámara de Diputados, a
27 de noviembre de 2018.— Diputada Margarita García García (rú-
brica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen, y a
la Comisión de Gobernación y Población, para opinión.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma los artículos 26 y 123 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
del diputado Reginaldo Sandoval Flores, del Grupo Parla-
mentario del PT

Los suscritos, diputados federales a la LXIV Legislatura de
la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo que se dispone en el artículo
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como los artículos 6, numeral 1,
fracción I, y 77, ambos del Reglamento de la Cámara de
Diputados, someten a su consideración la presente iniciati-
va con proyecto de decreto por el que se reforman los artí-
culos 26 y 123 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, bajo la siguiente

Exposición de Motivos

La política económica, que en nuestro país se ha imple-
mentado en las administraciones pasadas, ha atentado di-
rectamente contra el crecimiento económico y contra el
bienestar de los habitantes. La libre movilidad de mercan-

cías y capitales, de disciplina fiscal y altas tasas de interés,
han incrementado el déficit de comercio exterior y la de-
pendencia a la entrada de capitales. Ello ha provocado des-
empleo y subempleo, y fomentado la precariedad de los sa-
larios mínimos y del resto de salarios, lo que ha acentuado
la pobreza, la desigualdad en los ingresos y por lo tanto la
delincuencia en el país.

Esta política económica ha relegado los objetivos de creci-
miento económico, de empleo formal y de incremento sa-
larial. La baja inflación, de la que tanto se han preciado pa-
sadas administraciones, se ha sustentado en los bajos
salarios mínimos a costa de deteriorar las condiciones
de vida de los trabajadores y de frenar el crecimiento
del mercado interno y la actividad económica.

Es decir, ha contravenido lo dispuesto en el artículo 123 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
el cual establece que 

Toda persona tiene derecho al trabajo digno y social-
mente útil; al efecto, se promoverán la creación de em-
pleos y la organización social de trabajo, conforme a la
ley.

Y en particular, en el caso de los salarios, la misma Cons-
titución establece también en el mismo artículo 123, en su
numeral VI del apartado A- que:

Los salarios mínimos generales deberán ser suficientes
para satisfacer las necesidades normales de un jefe de
familia, en el orden material, social y cultural, y para
proveer a la educación obligatoria de los hijos.

Sin embargo, los salarios se han mantenido bajos para re-
ducir las presiones salariales de los empleadores sobre las
finanzas públicas, y así evitar caer en déficit fiscal y en ma-
yor deuda pública. Se han fomentado las políticas anti-in-
flacionarias, que no impulsan el crecimiento económico, ni
la generación de empleo, no mejoran los salarios mínimos,
ni la participación de las remuneraciones en el ingreso na-
cional; pero sí recrean la desigualdad del ingreso y el bajo
crecimiento de la economía. 

Y a pesar de ello, la baja inflación no ha incrementado el
poder adquisitivo de los trabajadores, puesto que los sala-
rios se ajustan por debajo del índice de precios de la ca-
nasta básica, que crece por arriba del Índice Nacional del
Precios al Consumidor (INPC). El salario mínimo mexica-
no es el más bajo de la Organización para la Cooperación
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y Desarrollo Económicos. La Organización Internacional
del Trabajo ha afirmado que en México “el salario mínimo
está por debajo de los niveles del mercado, aún para los tra-
bajadores no calificados y según la Comisión Económica
para América Latina y el Caribe “México es el único país
al final de la década donde el valor del salario mínimo es
inferior al del umbral de pobreza per cápita”.1

Los salarios mínimos están muy por debajo del nivel de
bienestar establecido por el Coneval. Esta línea es un valor
monetario, en un mes determinado, de una canasta alimen-
taria y no alimentaria de consumo básico. Para efectos de
la medición se toma como referencia el valor de la canasta
del mes de agosto de cada año en que se hace la medición,
y se calcula para los ámbitos rural y urbano. Su definición
busca establecer lo mínimo a lo que una persona debería te-
ner acceso; y el ingreso de la mayoría de la población en
este país no lo permite. Actualmente esta línea es de 3 mil
27.30 pesos, mientras que el salario mínimo es de 2 mil
686.14; por lo que esta iniciativa plantea basar el salario
mínimo en la línea de bienestar urbana.

Se requiere aumentar el salario mínimo para reducir la des-
igualdad, asegurar un piso de ingreso digno y fortalecer la
demanda interna. El aumento, aunque sea mínimo, repre-
sentará un beneficio significativo para la mayor parte de la
población que percibe su salario en función de mínimos;
sobre todo considerando que el nivel de ingreso ha dismi-
nuido abismal y preocupantemente en la última década, y
que el poder adquisitivo del salario mínimo cayó en 36
años un 72.8 por ciento.2

En la estructura salarial se ha incrementado el número de
trabajadores que perciben hasta dos salarios mínimos, y se
ha reducido el número de trabajadores que ganan más de 2
salarios mínimos, lo que evidencia la pauperización de la
fuerza de trabajo.

Con estos elementos en la realidad nacional el nivel de vi-
da se deteriora, y el poder adquisitivo y la demanda del
mercado interno se restringen, lo que reproduce un círculo
perverso del bajo crecimiento económico, el desempleo y
subempleo. El crecimiento del producto interno bruto per
cápita, de 1982 a la fecha, se ha mantenido por debajo de

0.5 por ciento promedio anual, perpetuando y aumentando
los niveles de miseria, alejando la posibilidad de mejorar
de las condiciones de vida de la mayoría de la población.

La reforma laboral del sexenio que está terminando redujo
las prestaciones laborales y favoreció la contratación tem-
poral con la intención de incorporar a jóvenes al mercado
laboral, pero ese objetivo no se cumplió. El desempleo y
subempleo continúan, y las condiciones laborales de los
trabajadores se han deteriorado, lo que evidencia que la ge-
neración de empleo no se incrementa, reduciendo el costo
laboral. Los bajos salarios mínimos (que son la pauta para
la determinación del resto de los salarios de los trabajado-
res) mantienen contraída la demanda de los trabajadores, lo
que frena el crecimiento económico, y la generación de
empleo.

La apertura comercial redujo los salarios mínimos, dados
los relativamente bajos niveles de productividad frente a
nuestros principales socios comerciales; y por ello las em-
presas han descansado en la reducción de salarios para me-
jorar la competitividad a costa de disminuir el poder ad-
quisitivo de los trabajadores y la demanda interna. Las
exportaciones manufactureras descansan en los bajos sala-
rios mínimos para mejorar la competitividad, favoreciendo
así a las empresas transnacionales exportadoras en el in-
cremento de sus exportaciones. Sin embargo, debido al al-
to componente importado de las mercancías producidas en
el país, este incremento de las exportaciones no se ha tra-
ducido en mayor crecimiento económico ni beneficio al
conjunto de la economía. El empleo y los bajos salarios
que generan no contrarrestan el desempleo ha ocasionado
el crecimiento de las importaciones, lo que reduce el creci-
miento económico.

Las ganancias de las empresas transnacionales no son rein-
vertidas en el país, sino transferidas al país de origen. El
crecimiento de las exportaciones manufactureras, atenta
sobre el crecimiento del mercado interno, y sobre la eco-
nomía en su conjunto, debido a los bajos salarios mínimos
existentes. No se justifica mantener bajos los salarios mí-
nimos para mantener la estrategia de crecimiento de expor-
taciones, puesto que es evidente que no ha sido el país
quien se ha favorecido de ella, sino las empresas transna-
cionales, a costa de afectar a los productores nacionales
que crecen hacia el mercado interno, contraído por los ba-
jos salarios.

Los bajos salarios mínimos, aunados a la privatización cre-
ciente de los servicios públicos, deterioran los niveles de



vida de la mayoría de los trabajadores. Ello incrementa la
pobreza y la desigualdad del ingreso, lo que atenta sobre el
crecimiento de la demanda y desestimula el crecimiento de
la inversión, por lo que se frena la actividad económica.

A pesar del crecimiento de la productividad por arriba de
los salarios mínimos, lo cual reduce el costo laboral y da
margen a las empresas para mejorar salarios, estas no lo ha-
cen, se apropian de las ganancias -las cuales no reinvierten-
por lo que no se incrementa la producción, ni la generación
de empleo. Las ganancias se canalizan al sector financiero,
y las grandes empresas canalizan sus excedentes a adquirir
empresas públicas, o a invertir donde el gobierno deja de
hacerlo. Ello recrudece la desigualdad del ingreso, lo que
continúa atentando sobre el crecimiento económico.

Las políticas sociales tampoco resuelven la desigualdad del
ingreso. Los bajos salarios mínimos atentan contra la bue-
na alimentación del trabajador y su familia, y contra los ni-
veles de educación y capacitación para salir de los niveles
de pobreza que enfrentan, lo que la perpetúa y aleja la po-
sibilidad de alcanzar mejores condiciones de vida -y de que
sus hijos no reproduzcan esa condición. La miseria y la
desigualdad del ingreso no se combaten a través de políti-
cas sociales, sino a través de la generación de empleo y del
incremento de salarios mínimos, indispensable para mejo-
rar las condiciones de vida, de alimentación educación y
recreación de los sectores de bajos ingresos.

Se suele señalar que las pequeñas y medianas empresas son
las más afectadas con el incremento de salarios, sin embar-
go, éstas se verían beneficiadas porque incrementarían sus
ventas gracias al aumento de demanda generada por el in-
cremento de salarios. El incremento de salarios no restrin-
ge la generación de empleo, al contrario. Al pasar del sala-
rio mínimo al nivel de bienestar establecido por el
Coneval, se mejoraría el poder adquisitivo de los que me-
nos tienen, quienes consumen todo su ingreso, por lo que
se incrementaría la demanda, la producción y el empleo.

Ante la desaceleración del comercio mundial y las políticas
proteccionistas establecidas por Estados Unidos, México
tiene que cambiar de estrategia de crecimiento y darle prio-
ridad al mercado interno. Por eso se requieren mejores sa-
larios mínimos y una mejor distribución del ingreso, para
así incrementar la demanda y el mercado interno, el cual
debe ser satisfecho con producción nacional y evitar pre-
siones sobre el sector externo que puedan frenar el creci-
miento económico.

No huelga mencionar que el incremento a los salarios míni-
mos debe acompañarse de una política que favorezca la in-
versión en los sectores industrial, agrícola y crediticio para
incrementar la productividad. Ello permitirá que las pequeñas
y medianas empresas puedan encarar el incremento salarial,
así como aumentar la producción de bienes de consumo sala-
rial a bajo costo, para así satisfacer el incremento en la de-
manda de bienes y evitar presiones inflacionarias y sobre las
importaciones. 

El salario mínimo como figura fue establecido en la cons-
titución desde su promulgación en 1917, con ella se buscó
establecer la obligación y el reconocimiento de los trabaja-
dores a un ingreso suficiente para una vida digna. Después,
para su fijación se integraron a los tres sectores de la eco-
nomía, trabajadores, empresarios y gobierno, a fin de ser
una práctica que busque el acuerdo entre los actores eco-
nómicos para mantener la estabilidad económica. En este
proceso la esencia del salario digno se perdió y se convir-
tió en un instrumento de fijación de precios.

Hoy considerarnos que la dinámica entre los actores eco-
nómicos ha cambiado, también que ahora se reconoce a las
personas y los derechos humanos como el centro del que-
hacer político y económico. En ese sentido es que se hace
necesario recuperar la esencia del salario como aquel que
satisface las necesidades de las familias para tener una vi-
da digna y terminar con esa visión en la que el salario es
solo un indicador económico más.

Por lo expuesto, presentamos la siguiente iniciativa con
proyecto de

Decreto que reforma los artículos 26 y 123 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo Único. Se reforma el inciso C del artículo 26 y el
tercer párrafo del numeral VI del apartado A del artículo
123 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos.

Artículo 26. …

A. …

B. …

C. El Estado contará con un Consejo Nacional de Evalua-
ción de la Política de Desarrollo Social, que será un órga-
no autónomo, con personalidad jurídica y patrimonio pro-
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pios, a cargo de la medición de la pobreza y de la evalua-
ción de los programas, objetivos, metas y acciones de la
política de desarrollo social; de la fijación de la línea de
bienestar y de, con base en ella, establecer anualmente
el salario mínimo nacional, de acuerdo a lo establecido
en el párrafo segundo del numeral VI del inciso A del
artículo 123 de esta constitución; así como de emitir re-
comendaciones en los términos que disponga la ley, la cual
establecerá las formas de coordinación del órgano con las
autoridades federales, locales y municipales para el ejerci-
cio de sus funciones.

Artículo 123. …

A. …

VI. …

Los salarios mínimos se fijarán, anualmente, de acuer-
do a lo establecido por el Consejo Nacional de Eva-
luación de la Política de Desarrollo Social.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el siguien-
te día al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

Segundo. El Consejo Nacional de Evaluación de la Políti-
ca de Desarrollo Social establecerá en un lapso de 30 días
naturales a partir de la publicación del presente decreto la
metodología para la determinación del salario mínimo na-
cional y el monto que corresponda para el año en curso.

Tercero. La Comisión Nacional de Salarios Mínimos des-
aparecerá, sus bienes y todo activo material y propiedades
pasarán a propiedad de la tesorería de la federación. Las
deudas, asuntos administrativos y asuntos legales en trámi-
te pasarán a ser responsabilidad de la Consejería Jurídica
de la Presidencia de la República. 

Notas

1 Moreno-Brid, Juan y Stefanie Garry, El rezago del salario mínimo,
Revista Nexos en línea, 1 de febrero de 2015. 

https://iwww.nexos.com.mx/?p=24115 

2 Programa Sectorial de Trabajo y Previsión Social 2013 - 2018. Se-
cretaria del Trabajo y Previsión Social. Diario Oficial de la Federación,
13 de diciembre de 2013 

http://www.dof.gob.mx/nota detalle.php?codigo=5326559&fecha=
13112/2013

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, e1 28 de noviembre de
2018.— Diputado Reginaldo Sandoval Flores (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

LEY DEL SEGURO SOCIAL

«Iniciativa que reforma los artículos 201 y 205 de la Ley
del Seguro Social, a cargo de la diputada Mary Carmen
Bernal Martínez, del Grupo Parlamentario del PT

La suscrita, Mary Carmen Bernal Martínez, diputada fede-
ral integrante del Grupo Parlamentario del Partido del Tra-
bajo en la LXIV Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, así como por los artículos 6, numeral 1,
fracción I, 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a la consideración de esta so-
beranía, la siguiente iniciativa con proyecto de decreto que
reforma el primer párrafo del artículo 201, y el artículo 205
de la Ley del Seguro Social, al tenor de lo siguiente:

Planteamiento del problema

La modernidad implica cambios sustanciales en la vida de
las personas, los cuales contradicen las formas tradiciona-
les de reproducción de las sociedades.

La globalización, por su parte, comprende otro fenómeno
del capitalismo que acelera los cambios vertiginosos en la
sociedad y sobre todo en las relaciones laborales. Tales
cambios se reflejan en la vida cotidiana de los trabajadores
y su composición familiar. Si consideramos que el núcleo
familiar es la unidad de la reproducción social, serán pre-
visibles grandes cambios sociales.

Estos cambios en la interacción de los medios de produc-
ción provocan que los papeles en las familias cambien, en



virtud de que el de la figura del proveedor y la manuten-
ción del hogar se comparte entre el hombre y la mujer; o
bien, cada vez más la mujer va adquiriendo esta figura que
históricamente perteneció al género masculino. En res-
puesta de tan vertiginoso cambio, el Estado ha creado con-
diciones que permiten a los trabajadores adaptarse más fá-
cilmente al nuevo contexto de producción.

Sin embargo, las mujeres han tenido que abogar por sus de-
rechos de género, y buscar un adelantamiento en el marco
normativo del Estado.

No obstante, la velocidad de adaptación que requieren
nuestras leyes difícilmente estará a la par de la modernidad
y de los cambios que se presentan en la sociedad.

Por ello, la labor del Poder Legislativo debe de ser ince-
sante y sin descanso, con tal de innovar en los cambios que
se presentan y que cada vez son más imperiosos para los
ciudadanos.

Debido a las nuevas condiciones de la modernidad men-
cionadas, comprendemos que es necesario adaptar la legis-
lación vigente en materia de seguridad social para apoyar a
los trabajadores con condiciones que beneficien el desarro-
llo integral de su familia, sin importar qué esquema de fa-
milia se presente.

En las condiciones actuales de modernidad y desarrollo del
mundo globalizado, los cambios en las formas laborales
son acelerados, lo que a su vez se refleja en el entorno fa-
miliar, desdibujando el concepto tradicional de la familia.

La diversidad de composiciones familiares que se presen-
tan en la actualidad puede ser una causa de discriminación
para sus integrantes; y aunque no en todos los casos debi-
do a una conducta negativa, la discriminación puede pre-
sentarse debido a la falta de prevención por las institucio-
nes respecto a situaciones ajenas a la cotidianeidad. Pese a
esto, el combate de la discriminación es un deber funda-
mental de todo estado democrático y constitucional.

Para la aplicación de estos derechos sociales, es funda-
mental su reconocimiento, y una vez plasmado éste, su
aplicación para realizar a cabalidad los beneficios en los
ciudadanos.

El combate de la discriminación se encuentra no sólo en
abatir las conductas cotidianas a que están expuestos los
ciudadanos por cualquier motivo discriminatorio, sino que,

antes que eso, el Estado debe crear instituciones que no ad-
mitan la discriminación por causa alguna. En primer lugar,
el Estado tiene el deber de crear leyes que por ningún mo-
tivo permitan la discriminación de derechos sociales; y de
haberla, aplicar las reformas necesarias que hagan prevale-
cer las garantías individuales y los derechos humanos.

El Instituto Mexicano del Seguro Social comprende a poco
más de 21 millones de asegurados, de los que más de 241
mil tienen a sus hijos en estancias ordinarias del instituto.
Para 2017, los niños inscritos en estancias del Seguro So-
cial ascendían a poco más de 200 mil en mil 450 en todo el
país. 

En muchos casos los trabajadores recurren a las guarderías
por el tiempo de trabajo, pero los derechohabientes varones
por no ser divorciados o viudos ni contar con una senten-
cia o documento que acredite la custodia de los menores,
están imposibilitados para acceder a dicho servicio, mien-
tras que la madre, por ausencia o por una actividad laboral
informal, se encuentra impedida para cuidar a los hijos.

Esta situación genera una condición de discriminación pa-
ra los trabajadores hombres, la cual consideramos no tiene
razón de prevalecer en un contexto donde el Estado mexi-
cano lucha por alcanzar la equidad de género.

El quinto párrafo del artículo 1o. de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos establece:

“Queda prohibida toda discriminación motivada por ori-
gen étnico o nacional, el género, la edad, las discapaci-
dades, la condición social, las condiciones de salud, la
religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el es-
tado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad
humana y tenga por objeto anular o menoscabar los de-
rechos y libertades de las personas”.

De igual forma, el artículo 4o. constitucional señala:

“El varón y la mujer son iguales ante la ley. Esta prote-
gerá la organización y el desarrollo de la familia.

Toda persona tiene derecho a decidir de manera libre,
responsable e informada sobre el número y el espacia-
miento de sus hijos.

Toda persona tiene derecho a la alimentación nutritiva,
suficiente y de calidad. El Estado lo garantizará.
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Toda persona tiene derecho a la protección de la salud.
La Ley definirá las bases y modalidades para el acceso
a los servicios de salud y establecerá la concurrencia de
la Federación y las entidades federativas en materia de
salubridad general, conforme a lo que dispone la frac-
ción XVI del artículo 73 de esta Constitución.

Toda persona tiene derecho a un medio ambiente sano
para su desarrollo y bienestar. El Estado garantizará el
respeto a este derecho. El daño y deterioro ambiental
generará responsabilidad para quien lo provoque en tér-
minos de lo dispuesto por la ley.

Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y sa-
neamiento de agua para consumo personal y doméstico
en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible. El
Estado garantizará este derecho y la ley definirá las ba-
ses, apoyos y modalidades para el acceso y uso equita-
tivo y sustentable de los recursos hídricos, establecien-
do la participación de la Federación, las entidades
federativas y los municipios, así como la participación
de la ciudadanía para la consecución de dichos fines.

Toda familia tiene derecho a disfrutar de vivienda digna
y decorosa. La Ley establecerá los instrumentos y apo-
yos necesarios a fin de alcanzar tal objetivo.

Toda persona tiene derecho a la identidad y a ser regis-
trado de manera inmediata a su nacimiento. El Estado
garantizará el cumplimiento de estos derechos. La auto-
ridad competente expedirá gratuitamente la primera co-
pia certificada del acta de registro de nacimiento.

En todas las decisiones y actuaciones del Estado se ve-
lará y cumplirá con el principio del interés superior de
la niñez, garantizando de manera plena sus derechos.
Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de
sus necesidades de alimentación, salud, educación y sa-
no esparcimiento para su desarrollo integral. Este prin-
cipio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y
evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez.

Los ascendientes, tutores y custodios tienen la obliga-
ción de preservar y exigir el cumplimiento de estos de-
rechos y principios.

El Estado otorgará facilidades a los particulares para
que coadyuven al cumplimiento de los derechos de la
niñez.

Toda persona tiene derecho al acceso a la cultura y al
disfrute de los bienes y servicios que presta el Estado en
la materia, así como el ejercicio de sus derechos cultu-
rales. El Estado promoverá los medios para la difusión
y desarrollo de la cultura, atendiendo a la diversidad
cultural en todas sus manifestaciones y expresiones con
pleno respeto a la libertad creativa. La ley establecerá
los mecanismos para el acceso y participación a cual-
quier manifestación cultural. 

Toda persona tiene derecho a la cultura física y a la
práctica del deporte. Corresponde al Estado su promo-
ción, fomento y estímulo conforme a las leyes en la
materia”.

El artículo 133 constitucional a la letra señala:

“Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión
que emanen de ella y todos los tratados que estén de
acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por
el Presidente de la República, con aprobación del Sena-
do, serán la Ley Suprema de toda la Unión. Los jueces
de cada entidad federativa se arreglarán a dicha Consti-
tución, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en
contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes
de las entidades federativas”.

Resulta evidente la necesidad de armonizar las leyes a fin
de garantizar el cumplimiento íntegro de lo que se estable-
ce como “ley suprema de la unión”. Por tanto, y para que
no haya una contradicción entre la Constitución, los trata-
dos suscritos por México y la aplicación del derecho de
guarderías para los derechohabientes del Seguro Social se
plantea esta iniciativa de reforma.

Lo anterior, sin mencionar el gran beneficio que podría sig-
nificar para un padre de familia, que, por alguna situación
imprevista, requiera de forma inmediata el servicio de
guardería para los hijos.

Los artículos 201 y 205 de la Ley del Seguro Social, que se
pretenden reformar, establecen que el servicio de guarderí-
as será para las madres aseguradas, los viudos, divorciados
o los que judicialmente conserven la custodia de sus hijos,
mientras no contraigan nuevamente matrimonio o se unan
en concubinato. Estos artículos ocasionan una discrimina-
ción del servicio de guardería para el género masculino de-
bido a su estado civil o relación conyugal.



Si bien el diseño de los mencionados artículos es una for-
ma de ponderar la educación en el seno familiar sobre la
impartida en una institución del Estado, los nuevos esque-
mas familiares, donde seguramente habrá casos donde el
hombre tenga la responsabilidad de los hijos, y en el trans-
curso de los procesos legales, el cuidado de los menores y
las responsabilidades laborales se compliquen.

Desde el punto de vista del derechohabiente, resulta suma-
mente injusto estar aportando a un esquema de seguridad
social que deniegue el servicio de guarderías a los hijos por
motivos de un esquema familiar diferente o por la falta de
un trámite burocrático-legal. Esa discriminación se hace
exclusivamente en el caso de los derechohabientes hom-
bres y con fundamento en una ley secundaria, que a todas
luces resulta inconstitucional.

A diferencia de la Ley del Seguro Social, la del ISSSTE es-
tablece con carácter de obligatorio la prestación de centros
de desarrollo infantil, que es otorgada a todos los trabaja-
dores del Estado, sin distinción, pese a que el Apartado B
del artículo 123 señala expresamente que las mujeres reci-
birán el servicio de guarderías. La Ley del ISSSTE consi-
dera el derecho de la familia, más que establecer derechos
de género.

Los artículos 201 y 205 de la Ley del Seguro Social, como
se establece actualmente, son discriminatorios debido a lo
siguiente:

• Establecen condiciones diferentes para cada géne-
ro, para ser beneficiarios de un servicio prestado por
el instituto.

• El único requisito que se establece respecto a las
mujeres para ser beneficiarias del servicio es ser 
aseguradas.

• Para el hombre se requiere ser asegurado, ser viudo o
divorciado con la custodia de los hijos, mientras no con-
traiga nuevamente matrimonio o se una en concubinato.

• Al género femenino no se condiciona la prestación del
servicio por causa del estado civil o la unión en concu-
binato. Lo que instaura un estado de beneficio para el
género femenino, en consecuencia, implica una des-
igualdad para con el género masculino.

Con base a lo anteriormente expuesto, y con fundamento
en el artículo 71, fracción II de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, me permito someter a la
consideración de este honorable Congreso de la Unión, la
siguiente iniciativa de ley con proyecto de

Decreto que reforma el primer párrafo del artículo 201,
y el primer párrafo del artículo 205 de la Ley del Segu-
ro Social

Único. Se reforma el primer párrafo del artículo 201, y el
primer párrafo del artículo 205 de la Ley del Seguro Social,
para quedar como sigue:

Artículo 201. El ramo de guarderías cubre los cuidados,
durante la jornada de trabajo, de las hijas e hijos en la
primera infancia, de las personas trabajadoras, me-
diante el otorgamiento de las prestaciones establecidas
en este capítulo.

…

…

Artículo 205. Las personas trabajadoras aseguradas ten-
drán derecho a los servicios de guardería para sus hijas e
hijos, durante las horas de su jornada de trabajo, en la for-
ma y términos establecidos en esta ley y en el reglamento
relativo.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de febrero de 2019.— Diputada
Mary Carmen Bernal Martínez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Social, para dicta-
men.
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EXPIDE LA LEY QUE CREA EL FIDEICOMISO 
OPERADOR DEL FONDO DE ACCESO A LA

SEGURIDAD SOCIAL PARA ARTISTAS Y
PROMOTORES CULTURALES

«Iniciativa que expide la Ley que crea el Fideicomiso Ope-
rador del Fondo de Acceso a la Seguridad Social para Ar-
tistas y Promotores Culturales, a cargo del diputado San-
tiago González Soto, del Grupo Parlamentario del PT

El suscrito, Santiago González Soto, diputado federal del
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo de la LXIV
Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo que se dispone en
el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6,
numeral 1, fracción I, y 77, ambos del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a su consideración la pre-
sente iniciativa con proyecto de decreto por el que se expi-
de la Ley que crea el Fideicomiso Operador del Fondo de
Acceso a la Seguridad Social para Artistas y Promotores
Culturales, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La cultura es un instrumento para comprender, reproducir
y transformar el sistema social, permite que las sociedades
reelaboren simbólicamente sus estructuras materiales me-
diante la reproducción de determinados fenómenos.1 Aun-
que todos los mexicanos formamos parte de la reinterpre-
tación cultural no todos creamos expresiones artísticas,
esto es labor de un grupo de profesionales que vuelcan sus
esfuerzos en la producción cultural de importancia tangible
e intangible para el sistema económico y para la definición
del mexicano. Los artistas, creadores y promotores de la
cultura son las columnas que sostienen y alimentan el de-
sarrollo de nuestra sociedad, brindan identidad social y li-
bertad, además de realizar la ardua tarea de esparcir su tra-
bajo artístico a lo largo de todo el territorio nacional. 

En pleno reconocimiento de la sustancial labor de los cre-
adores culturales, esta iniciativa tiene por objeto incorpo-
rarlos a un sistema de seguridad social, al que tienen indis-
cutible derecho. Asimismo, reconoce que al derecho de los
trabajadores culturales corresponden obligaciones tales co-
mo ajustarse a la normatividad, hacer las aportaciones que
les correspondan e incorporarse en la economía formal, pa-
ra aquellos que no lo estén, como lo hace cualquier otro tra-
bajador y siguiendo las disposiciones de nuestra Carta
Magna. 

México es una nación con una amplia diversidad étnica. El
complejo escenario geográfico y su regionalización han
posibilitado el desenvolvimiento pleno y pluricultural de
nuestra nación. Es reconocido a nivel internacional por sus
tradiciones, su gastronomía, su historia y su amplia cultura
en general. Los mexicanos cuando hablamos de nuestro pa-
ís, nos sentimos identificados con sus bellezas naturales y
la enorme riqueza cultural en todos los aspectos, música,
danza, artes plásticas, dramaturgia y literatura, las cuales
motivan a muchos de nosotros a dedicar su vida a la crea-
ción y difusión de alguna de ellas, motivados con el orgu-
llo de sabernos parte de una gran tradición de sensibilidad,
talento y creatividad.

En México, a pesar del gran número de artistas famosos a
nivel nacional e internacional, la mayoría realizan sus acti-
vidades en condiciones laborales precarias, por lo que en
muchos casos la demanda de trabajo sólo satisface sus ne-
cesidades básicas, haciendo evidente el rezago por caren-
cias de recursos que no les permiten disfrutar de una vida
digna. Aunque esta condición no es exclusiva de artistas,
creadores y promotores de la cultura, de los más de 53.7
millones de trabajadores del país, solo el 37.6 por ciento
tienen servicios de salud, explicado principalmente por la
informalidad que prevalece en el mercado laboral.

Un error que suele cometerse es considerar que los artis-
tas, creadores y promotores culturales no tienen relevan-
cia en el agregado de la producción, tan sólo en 2016 el
sector cultural aportó 3.3 por ciento del PIB nacional,2

que representa 1.6 veces el tamaño de la economía de Es-
tonia y una quinta parte de la economía de Grecia, de
acuerdo con datos de la Cuenta Satélite de la Cultura de
México. Ahora bien, frente a la contribución de la cultu-
ra a la economía nacional, contrasta el gasto público en
actividades culturales, que, en 2016, fue del 0.25 por
ciento del PIB, lo que lo hace un mercado eminentemen-
te privado donde el 92 por ciento de la actividad no de-
pende de la acción gubernamental.

En años recientes, la contribución del sector cultural al PIB
ha tenido una tendencia creciente, de 2008 a 2016 se in-
crementó un 92 por ciento pasando de 320 mil 787 millo-
nes de pesos a 617 mil 397 millones (gráfica 1), en térmi-
nos reales creció a una tasa de 4.5 por ciento anual. 



Gráfica 1. Contribución de la Cultura al PIB nacional de 2008 a
2013

(millones de pesos)

Fuente: Elaboración propia con datos de Instituto Nacional de Esta-
dística y Geografía, “Cuenta satélite de la cultura de México”, (DE, 17
de octubre, 2018: 
http://internet.contenidos.inegi.org.mx/contenidos/productos//prod_se
r v / c o n t e n i d o s / e s p a n o l / b v i n e g i / p r o d u c t o s / n u e v a _ e s -
truc/702825074241.pdf)

El gasto realizado por estas industrias, como porcentaje de
todo el sector cultural en el año 2016, fue de 37 por ciento
para medios audiovisuales, 17.5 por ciento para artesanías,
5.5 por ciento para las artes escénicas y espectáculos, 1.2
por ciento en la música y conciertos, para el diseño y ser-
vicios creativos fue de 8.29 por ciento y un 4 por ciento pa-
ra libros. (Gráfica 2).

Gráfica 2. Gasto en cultura por áreas generales en 2016
(porcentaje)

Fuente: Elaboración propia con datos de Instituto Nacional de Esta-
dística y Geografía, “Cuenta satélite de la cultura de México”, (DE, 17
de octubre, 2018: 
http://internet.contenidos.inegi.org.mx/contenidos/productos//prod_se
r v / c o n t e n i d o s / e s p a n o l / b v i n e g i / p r o d u c t o s / n u e v a _ e s -
truc/702825074241.pdf)

No obstante, el hecho de que el sector cultural no cuente
con seguro social como lo hace el resto de la población tra-
bajadora, a pesar de que desempeñan su labor como pres-
tadores de servicios profesionales, se limita su garantía de
contar con un seguro de vida, de gastos médicos mayores
y de un fondo para el retiro.

Lo anterior, como lo establece el artículo 4o. de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que a la
letra dice: “Toda persona tiene derecho a la protección de
la salud. La ley definirá las bases y modalidades para el ac-
ceso a los servicios de salud y establecerá la concurrencia
de la federación y las entidades federativas en materia de
salubridad general, conforme a lo que dispone la fracción
XVI del artículo 73 de esta Constitución”, lo que justifica
que el derecho de todos los mexicanos a gozar de una vida
digna con acceso a la salud, debe incluir a los artistas, cre-
adores o promotores culturales, por lo que no debería ser
una condición laboral que repercuta en el disfrute de sus
derechos sociales. 

Al ser una actividad legítima y tutelada jurídicamente co-
mo cualquier otra, que además del esfuerzo personal, im-
plica la representación y orgullo de sus conciudadanos, no
se puede continuar en la falsa idea de que al desarrollar una
actividad para la cual tienen un talento especial, que dis-
frutan, tendría que ser suficiente. Todas nuestras habilida-
des esenciales se traducen en experiencia cultural y en-
cuentran su mejor y más alta expresión en las artes. Es una
equivocación muy frecuente confundir el progreso en las
artes, con el hecho de que se ha cumplido con las indis-
pensables necesidades económicas y el acceso a determi-
nados servicios fundamentales para la vida.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
en su artículo 123 fracción XXIX dispone: “Es de utilidad
pública la Ley del Seguro Social, y ella comprenderá segu-
ros de invalidez, de vejez, de vida, de cesación involunta-
ria del trabajo, de enfermedades y accidentes, de servicios
de guardería y cualquier otro encaminado a la protección y
bienestar de los trabajadores, campesinos, no asalariados y
otros sectores sociales y sus familiares.”

Asimismo, la Ley del Seguro Social en la fracción I del ar-
tículo 13o. dispone: “Voluntariamente podrán ser sujetos
de aseguramiento al régimen obligatorio: I. Los trabajado-
res en industrias familiares y los independientes, como pro-
fesionales, comerciantes en pequeño, artesanos y demás
trabajadores no asalariados”, disposición que evidentemen-
te involucra a los artistas, creadores y promotores cultura-
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les, dadas sus condiciones de prestadores de servicios in-
dependientes, generalmente bajo el régimen de honorarios,
con una relación de subordinación, sin que se vea reflejado
en beneficio de sus derechos sociales, principalmente la se-
guridad social. 

A lo largo de la década, se ha pretendido formalizar a este
sector dentro de un régimen de acceso a la seguridad so-
cial. A principios de 2011, la entonces senadora María Ro-
jo presentó una Iniciativa que proponía la creación de un fi-
deicomiso para administrar un fondo de apoyo para el
acceso de artistas, creadores y gestores culturales a la se-
guridad social, aunque se aprobó en Cámara de Senadores
nunca llegó a la de Diputados, porque no había censo que
evidenciara esta necesidad presupuestal. En 2017 la titular
de la Secretaría de Cultura, María Cristina García Cepeda,
aseguró que la seguridad social de los artistas era un tema
prioritario y que se habían iniciados conversaciones con el
secretario de Salud, pero no hubo más avance.3 Durante la
campaña presidencial, la asesora cultural de Morena, hoy
virtual secretaria de Cultura, Alejandra Frausto, indicó que
pondrían de nuevo el tema en la mesa.4

El 25 de septiembre, los senadores del Grupo Parlamenta-
rio de Movimiento Ciudadano, Verónica Delgadillo y Cle-
mente Castañeda, presentaron una iniciativa que reforma a
la Ley General de Cultura, la Ley Federal del Trabajo y la
Ley del Seguro Social para garantizar el acceso a la segu-
ridad social de los artistas y sus familias, destinando al me-
nos el 1 por ciento del Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración y asimismo, mencionado en la instalación de la
comisión del mismo ramo.5

Adicionalmente, el artículo 4o. constitucional subsana una
laguna en el derecho cultural mexicano, al garantizar el de-
recho al acceso a los bienes y servicios culturales. Este de-
recho puede ser garantizado con políticas de Estado en la
materia, en las que los trabajadores del sector cultural sean
considerados trabajadores especiales, por las condiciones
en las que “desempeñan su labor, la especialización propia
de su actividad y el constante agravio que se comete sobre
sus condiciones laborales”.6 Muchas legislaciones alrede-
dor del mundo, han tomado cartas en el asunto con la in-
tención de ser incluyentes con este grupo y superar la pre-
cariedad laboral en la que viven.7

Los trabajadores del sector cultural son recurrentemente
contratados a partir de esquemas de subcontratación, oca-
sionando abusos como incumplimiento de las remunera-
ciones acordadas, cancelaciones de contratos o falta de se-

guridad social, entre otras. Los empleadores utilizan lo an-
terior, con el argumento de que los trabajadores del espec-
táculo son independientes, evadiendo sus responsabilida-
des legales, sin que los trabajadores cuenten con contratos
sólidos que protejan sus derechos como trabajadores ple-
nos, ya que éstos se limitan a regular sólo aquellas condi-
ciones básicas de la relación de trabajo.8

Además, no todos los artistas cuentan con asociaciones sin-
dicales que los respalden, o aun contando con ellas, éstas
sólo suelen tener una función ornamental y realizan pactos
con las empresas que contratan sus servicios,9 por lo que
está situación es ventajosamente aprovechada por los con-
tratistas, para exigirles que trabajen en condiciones que
atentan contra lo dispuesto en las leyes laborales y sin pres-
tación social alguna.10

En vista de lo previamente expuesto, la presente iniciativa
tiene por objeto incorporar a los artistas, creadores y pro-
motores culturales al régimen obligatorio del seguro social,
mediante la creación de un Fideicomiso Operador del Fon-
do de Acceso a la Seguridad Social para Artistas y Promo-
tores Culturales. 

Dicho fideicomiso, que estará constituido inicialmente con
recursos presupuestales y aportaciones de los propios tra-
bajadores entre otras aportaciones públicas o privadas, ten-
drá por nombre “Fideicomiso Operador del Fondo de Ac-
ceso a la Seguridad Social para Artistas y Promotores
Culturales”.

De acuerdo con la normatividad aplicable a los fideicomi-
sos públicos, su órgano de gobierno sería el comité técni-
co, subrayándose que no contará con una estructura por lo
que la ejecución de sus fines se apoyaría en la Secretaría de
Cultura, la que a su vez, tendría la responsabilidad de cons-
tituir, operar y mantener actualizado el Registro Nacional
de Artistas y Promotores de la Cultura, instrumento funda-
mental para el otorgamiento del apoyo, por otro lado, las
bases y procedimientos serán dictadas por el Comité Téc-
nico, que contará con la asesoría y apoyo de la misma 
Secretaría.

Asimismo, derivado de la creación del Registro Nacional
de Artistas y Promotores de la Cultura, se podrá contar con
criterios claros y objetivos para la incorporación de los tra-
bajadores culturales no sólo a la seguridad social, sino tam-
bién a los programas de apoyo de proyectos y a su respec-
tiva difusión. 



Por lo anteriormente expuesto, el suscrito, integrante de la
LXIV Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, y de los artí-
culos 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, someto a la consideración de esta Honorable
Asamblea, la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se expide la Ley que crea el Fideico-
miso Operador del Fondo de Acceso a la Seguridad So-
cial para Artistas y Promotores Culturales

Único. Se expide la Ley que crea el Fideicomiso Operador
del Fondo de Acceso a la Seguridad Social para Artistas y
Promotores Culturales, para quedar como sigue:

Ley que crea el Fideicomiso Operador del Fondo de Ac-
ceso a la Seguridad Social para Artistas y Promotores
Culturales

Artículo 1o. El Ejecutivo federal constituirá el Fideico-
miso que Administrará el Fondo de Acceso a la Seguri-
dad Social para Artistas y Promotores Culturales.

El Fideicomiso tiene por objeto apoyar en los términos
establecidos en esta Ley a artistas, creadores y promo-
tores culturales para su incorporación voluntaria al ré-
gimen obligatorio del seguro social, de conformidad con
los requisitos establecidos por el artículo 6º de la pre-
sente ley.

Artículo 2o. Para efectos de esta ley, se entenderá por:

I. Beneficiarios: los artistas interpretativos, pintores,
diseñadores, dibujantes artísticos, escultores y esce-
nógrafos que desempeñan sus labores de manera in-
dependiente, no estando sujetos a relación laboral al-
guna y que en los términos de la presente ley se
registren, inscriban y realicen las aportaciones que
en la misma se establecen;

II. Artistas: los artistas intérpretes o ejecutantes,
conforme a lo establecido en el artículo 116 de la Ley
Federal del derecho de Autor;

III. Creadores: los autores en los términos del ar-
tículo 12 de la Ley Federal del Derecho de Autor
vigente;

IV. Promotores culturales: las personas físicas que,
de manera habitual, por cuenta propia o a nombre
de terceros sin mediar una relación laboral, realizan
actividades de promoción, difusión o fomento de ac-
tividades artísticas y culturales;

V. Comité Técnico: el Comité técnico del fideicomiso
a que se refiere el artículo 3o. de la presente ley;

VI. Fideicomiso: el Fideicomiso constituido de con-
formidad con lo dispuesto por la presente ley;

VII. Fideicomitente: el gobierno federal, a través de
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público;

VIII. Fiduciaria: la institución de crédito con la que
el fideicomitente celebre el fideicomiso en términos
de la presente ley;

IX. Ley: la ley que crea el fondo de acceso a la segu-
ridad social para artistas y promotores culturales, y

X. Registro: el Registro Nacional de Artistas y Pro-
motores Culturales.

Artículo 3o. El Fideicomiso contará con un Comité Téc-
nico que estará integrado por un representante de cada
una de las siguientes dependencias del Poder Ejecutivo
federal: la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la
Secretaría de Cultura y el Instituto Mexicano del Segu-
ro Social y por cada representante propietario habrá un
suplente. 

El Fideicomiso no tendrá estructura orgánica propia,
por lo que no queda comprendido en los supuestos de
los artículos 47 de la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública Federal y 40 de la Ley Federal de las Enti-
dades Paraestatales.

Artículo 4o. El Fondo de Acceso a la Seguridad Social
para Artistas y Promotores Culturales, que será el pa-
trimonio administrado por el Fideicomiso y se consti-
tuirá por:

I. Los recursos aprobados en el Presupuesto de Egre-
sos de la Federación para el Ejercicio Fiscal corres-
pondiente, así como los recursos que anualmente se
destinen para cumplir el objeto del Fideicomiso;
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II. Las aportaciones que por iniciativa propia reali-
cen las administraciones de las entidades federativas
y de la Ciudad de México, en términos de los conve-
nios de colaboración que éstos suscriban con la Fi-
duciaria de conformidad con lo previsto en la pre-
sente Ley;

III. Los productos que se generen por la inversión y
administración de los recursos y bienes con que
cuente dicho Fondo;

IV. Los bienes que se aporten al Fondo;

V. Las aportaciones que realicen los beneficiarios, y

VI. Los demás que, por otros conceptos, se aporten
para el mejor cumplimiento de sus fines.

El patrimonio del Fideicomiso podrá incrementarse
con aportaciones provenientes de las partidas presu-
puestales de ejercicios subsecuentes, así como con las
aportaciones que realicen las administraciones de los
gobiernos de las entidades federativas y de la Ciudad de
México.

Las actividades realizadas en ejecución de la finalidad del
Fideicomiso, únicamente estarán respaldadas por los re-
cursos aportados al Fondo de Acceso a la Seguridad So-
cial para Artistas y Promotores Culturales, con los límites
y en los términos previstos en esta ley, por lo que el go-
bierno federal y las entidades de la administración públi-
ca paraestatal, no podrán responsabilizarse ni garantizar
esas operaciones, así como tampoco asumir responsabili-
dad alguna respecto al cumplimiento del objeto del Fidei-
comiso.

Artículo 5o. El Comité Técnico, de manera enunciativa
mas no limitativa, tendrá las siguientes facultades:

I. Establecer las reglas de operación por las cuales se
regirá el cumplimiento del fin del Fideicomiso;

II. Elaborar y publicar las bases y procedimientos a
través de los cuales se constituirá y operará el Regis-
tro Nacional de Artistas y Promotores Culturales,
debiendo quedar éste a cargo de la Secretaria de
Cultura;

III. Elaborar la propuesta de Reglamento al que se
refiere el último párrafo del artículo 13 de la Ley del

Seguro Social; en todo caso, la aportación del Fondo
y del beneficiario tendrá una proporcionalidad de
uno a uno; 

IV. Decidir las reglas y determinar los procedimien-
tos para los actos de administración que se realicen
sobre los recursos a que se refiere el artículo 4o. de
esta ley;

V. Acatar lo dispuesto en materia de transparencia y
vigilancia de los recursos públicos del Fideicomiso,
de acuerdo con la normatividad en la materia, con el
propósito de que los recursos del Fideicomiso se
apliquen de forma transparente;

VI. Autorizar la celebración de los actos, convenios y
demás actos jurídicos que puedan derivar en afecta-
ciones para el patrimonio del Fideicomiso, así como
aquellos que sean necesarios para el cumplimiento
de sus fines;

VII. Evaluar periódicamente los aspectos operativos
del Fideicomiso;

VIII. Revisar y aprobar, en su caso, los informes que
rinda la Fiduciaria sobre el manejo del patrimonio
fideicomitido;

IX. Vigilar que los recursos que se aporten al Fidei-
comiso se destinen al cumplimiento de sus fines, sin
perjuicio de lo que al efecto se establezca en las dis-
posiciones administrativas;

X. Definir los criterios y dictar las decisiones sobre el
ejercicio de las acciones que procedan con motivo de
la defensa del patrimonio del Fideicomiso, comuni-
cando por escrito dichas reglas y resoluciones a la 
Fiduciaria;

XI. Instruir mediante oficio a la Fiduciaria acerca de
las personas a quienes deba conferirse mandato o
poderes para que se cumplan las funciones secunda-
rias, ligadas y conexas a la encomienda fiduciaria o
para la defensa del patrimonio fideicomitido, indi-
cando expresamente cuando los mandatarios podrán
delegar sus facultades a terceros;

XII. Proponer las modificaciones que se pretendan
realizar al Fideicomiso;



XIII. Ejercer y destinar con cargo al patrimonio del
Fideicomiso, recursos económicos que le permitan el
cumplimiento de las obligaciones que le impone la
presente ley, y

XIV. Promover ante las autoridades competentes, las
denuncias o querellas por posibles irregularidades
que adviertan en la documentación que presenten los
probables beneficiarios.

Artículo 6o. Serán Beneficiarios de los apoyos a que se
refiere esta Ley, los que se definan en los términos de la
fracción I, II, III y IV del artículo 2 de la misma, cum-
pliendo con los siguientes requisitos: 

I. Que se encuentren en el supuesto previsto en el ar-
tículo 13, fracción I, de la Ley del Seguro Social; 

II. Que no estén inscritos en ningún otro sistema de
seguridad social, y

III. Que se encuentren inscritos en el Registro Na-
cional de Artistas y Promotores Culturales.

Artículo 7o. La aplicación de los recursos destinados al
cumplimento de los fines del Fideicomiso por parte de
la Federación, se hará al día siguiente de la publicación
de las reglas de operación a que se refiere el artículo 5o.
de esta ley.

Podrán formalizarse convenios con las entidades fede-
rativas y la Ciudad de México con el propósito de in-
crementar el patrimonio de este Fideicomiso.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Segundo. Dada la naturaleza de su objeto, el periodo du-
rante el cual operará el Fideicomiso que Administrará el
Fondo de Acceso a la Seguridad Social para Artistas Crea-
dores y Promotores Culturales será indeterminado.

Tercero. El Comité Técnico deberá publicar las reglas de
operación a que se refiere el artículo 5º fracción I, a más
tardar dentro de los 30 días naturales siguientes a la sus-
cripción del Fideicomiso a que se refiere esta ley. Las ba-
ses y procedimientos a los que se refiere la fracción II del

mismo artículo, serán publicados a más tardar dentro de los
30 días naturales siguientes a la publicación de la Reglas de
Operación del Fideicomiso y la propuesta a la que se refie-
re la fracción III le deberá ser remitida al titular del Ejecu-
tivo federal en un plazo no mayor de 30 días naturales con-
tados a partir del día siguiente de la publicación de las
bases y procedimientos para la creación del Registro Na-
cional de Artistas y Promotores Culturales, por lo que a su
vez, el Ejecutivo federal habrá de expedir el Reglamento al
que se refiere el último párrafo del artículo 13 de la Ley del
Seguro Social en un plazo no mayor de 30 días naturales a
partir de la recepción de la propuesta enviada por el Comi-
té Técnico.

Notas

1 Canclini, N, Las culturas populares en el capitalismo. México, Nue-
va Imagen, página 8.

2 Instituto Nacional de Estadística y Geografía, “Cuenta satélite de la
cultura de México” (de 17 de octubre, 2018: 

http://internet.contenidos.inegi.org.mx/contenidos/productos//prod
_serv/contenidos/espanol/bvinegi/productos/nueva_es-
truc/702825074241.pdf)

3 Piñón, Aida, “Seguridad Social para artistas, una deuda pendiente”
(de 16 de octubre, 2018: 

http://www.eluniversal.com.mx/cultura/seguridad-social-para-ar-
tistas-una-deuda-pendiente)

4 Ibídem.

5 El Informador, “Proponen dar seguro social a los artistas” (de 16 de
octubre, 2018: 

https://www.informador.mx/cultura/Proponen-dar-Seguro-social-a-
los-artistas-20180925-0167.html)

6 Feregrino, María Azucena, “La reglamentación y los ‘trabajos espe-
ciales’. Una mirada desde un paradigma complejo”, (DE, 16 de octu-
bre, 2018: 

http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S018
7-57952011000300005)

7 Ibídem.

8 Ibídem.
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9 Ibídem.

10 Ibídem.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de diciembre de 2018.— Dipu-
tado Santiago González Soto (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Social, para dicta-
men, y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública,
para opinión.

LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL

«Iniciativa que reforma los artículos 9 y 91 a 93 de la Ley
Nacional de Ejecución Penal, a cargo del diputado Santia-
go González Soto, del Grupo Parlamentario del PT

El suscrito, Santiago González Soto, integrante del Grupo
Parlamentario del Partido del Trabajo en la LXIV Legisla-
tura de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión,
con fundamento en lo que se dispone en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I, y 77 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a su considera-
ción la presente iniciativa que reforma la Ley Nacional de
Ejecución Penal, conforme a los siguientes

Antecedentes

El Estado mexicano ha desamparado los derechos labora-
les que asisten a las personas privadas de la libertad que
trabajan en los centros estatales penitenciarios femeninos y
masculinos del país, los cuales albergan un total de 111 mil
214 hombres y mujeres, integrantes de la comunidad peni-
tenciaria trabajadora dentro de los centros de reinserción
social estatal.1 Los esquemas jornaleros prevalecientes en
los centros de reinserción social de México, no ofrecen las
mínimas prestaciones de ley y de seguridad social a las per-
sonas privadas de la libertad y, se han instituido, en siste-
mas practicados y reproducidos en los 274 penales estata-
les con los que cuenta el país.2 Esta realidad, no difiere de
lo que a lo largo del territorio nacional se vive dentro de los
centros penitenciarios estatales, en donde los penales de
México, la seguridad social, pensiones y jubilaciones son
inexistentes.

El Inegi reporta que en el país, para el cierre de 2016, se
encontraban en los centros penitenciarios de las entidades

federativas un total de 188 mil 262 personas, de las que 95
por ciento correspondía a hombres y 5 a mujeres. El esta-
tus jurídico de esta comunidad era que 35 por ciento de la
población reclusa no tenía sentencia y, de este grupo, el
mayormente afectado era el de la mujer, dado que 44 por
ciento de ellas, estaba en proceso. Los gobiernos locales re-
portaron al Instituto Nacional de Estadística que 59 por
ciento de esta población reclusa, es decir, 111 mil 214 per-
sonas, practicaron durante el citado período, alguna activi-
dad ocupacional.3

Esto ha ocasionado que la familia de los internos e internas
subsidien hasta ahora, prácticamente la estadía de los pri-
vados de la libertad, apoyándoles con comida, ropa y me-
dicinas. Este núcleo se encuentra inmerso en un patrón de
vida donde está ausente la seguridad social, al estar reclui-
do en el penal, quienes eran los jefes o jefas de familia.

Ahora bien, conocer las características específicas que im-
peran en las condiciones de la vida laboral dentro de los
centros de reinserción social de México, constituye uno de
los retos pendientes dentro de la agenda nacional en térmi-
nos del logro de la reinserción social con base a la preven-
ción de la reincidencia delictiva que pretende combatir las
causas del delito, fomentando y alentando la cultura del
trabajo digno.

La intención de la presente propuesta de reforma es forta-
lecer el sistema penitenciario mexicano, particularmente al
interior de los penales, donde a través del trabajo digno se
dé paso a eliminar la desigualdad salarial que histórica-
mente se ha dado en las cárceles de México, respecto de
quienes trabajan dentro de una sociedad libre.

De acuerdo con la normativa vigente en materia de laboral,
el desempeño de un trabajo implica tener acceso a salarios
decorosos, justamente remunerados y con prestaciones de
ley. Resulta paradójico que dentro de los centros peniten-
ciarios, donde el Estado debe ser escrupuloso en la obser-
vancia de la ley, se violen los derechos laborales de inter-
nos e internas y, se vulnere el acceso a la seguridad social
de sus familias, cancelándose de tajo, la posibilidad de que
una persona privada de la libertad que sostuvo una relación
laboral al interior del penal, pueda obtener una pensión o
jubilación en tiempo y forma, cuando la labor desempeña-
da en reclusión fue bajo la subordinación de industrias, ma-
quiladoras o giros de servicio, es decir un patrón debida-
mente constituido de conformidad con la Ley Federal de
Trabajo.



Dicha población está integrada mayoritariamente por hom-
bres y mujeres jóvenes, con edades inferiores a 35 años,
cuyas sentencias para el caso de los varones promedian
14.7 años y para las mujeres 15.8 años. Desde un enfoque
de análisis laboral, se deduce que en tres lustros – tiempo
promedio de sus sentencias-, esta población, carecerá de
los más elementales derechos laborales. Al salir del penal,
los miembros de esa comunidad, no tendrán ningún ante-
cedente o referencia laboral; carecerán de aportaciones pa-
ra jubilación o pensiones y, no tendrán ningún seguimien-
to de apoyo para su reinserción social.

Tales condiciones laborales contradicen los lineamientos
de protección al trabajo carcelario recomendado por la
Organización Internacional del Trabajo4 y lo previsto pa-
ra el cometido del trabajo digno en el artículo 18 de la
Constitución.5

Si bien el desempeño del trabajo en los penales en México es-
tá sujeto a la consideración de diversas situaciones de carác-
ter legal y reglamentario, la reinserción social de las personas
privadas de la libertad será posible sólo con un esquema don-
de tenga plena vigencia el respeto de los derechos laborales,
a través del cual el Estado mexicano se encuentre presente
para respaldar con acciones concretas un ejercicio de lo que
sería el derecho laboral penitenciario.

Uno de los problemas que imperan en el sistema peniten-
ciario mexicano, es la falta de oportunidades que permitan
a las personas privadas de la libertad reinsertarse en la so-
ciedad y que no ha sido atendida en las leyes secundarias
de la reforma penal, no obstante que la Ley Nacional de
Ejecución Penal, contiene preceptos pretenciosos para
combatir problemas como la grave saturación en las cárce-
les mexicanas.

La legislación que tuvo impacto constitucional en 2008
conllevó a la transformación de los juicios orales y el nue-
vo sistema de justicia penal acusatorio sin embargo, entre
sus objetivos estaba el buscar la prevención de crisis como
la del penal de Topo Chico, en la zona metropolitana de
Monterrey, Nuevo León, que dio lugar a una disputa entre
grupos antagónicos de reos, dejando 49 personas muertas
siendo este uno de los episodio más sangrientos en la his-
toria moderna de los penales mexicanos.

Si bien uno de los problemas más graves de los centros de
reclusión es la violencia, detonada ante el gran índice de
“sobrepoblación, que a nivel nacional alcanza un prome-
dio de 18 por ciento, según datos de 2015 del gobierno

federal; el de Topo Chico, según esta fuente, ascendía a
7.6 por ciento. No obstante, una recomendación de 2010
de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos
(CNDH) elevaba la cifra de sobrepoblación a 29.86 por
ciento, con niveles críticos en algunas cárceles de hasta
200 por ciento” (sic),6 ello conlleva a que las personas re-
cluidas muy difícilmente se logren reinsertar en la socie-
dad, aunado a las escasas oportunidades para cumplir di-
cho objetivo.

Es claro que para combatir el tema de sobrepoblación en
los centros penitenciarios, el Estado debe invertir recursos
para la creación de penales en lugares estratégicos del pa-
ís, sin embargo, la política de austeridad que prevalece en
la realidad política mexicana hace hipotética la idea de
contar con esos proyectos de infraestructura a corto plazo.
No obstante ello algo en lo que sí se podría accionar, es en
crear elementos que permitan que el objeto de la reclusión
se cumpla, es decir, fortalecer las actividades al interior de
los centros penitenciarios para la reinserción social de las
personas privadas de la libertad, por ejemplo, uno de los
objetivos que se han estado impulsando por diferentes en-
tes es insertar a por lo menos la mitad de la población en
reclusión en puestos de trabajo o ingresarlos en planes de
capacitación laboral que les permita tener una mejor rein-
serción social.

En aras de lo anterior el gobierno federal ha puesto en ope-
ración en las 32 entidades del país las mesas ProLabora,
para impulsar mecanismos de trabajo para terceros, para
los propios penales y de autoempleo para los reclusos.

En México, cerca de “233 mil 469 personas están recluidas
en alguna de las 379 cárceles que integran el sistema peni-
tenciario nacional”, de acuerdo con datos publicados en ju-
lio de 2016, por el órgano administrativo desconcentrado
Prevención y Readaptación Social, de la Comisión Nacio-
nal de Seguridad.

La mayoría de la población privada de su libertad, está
en el rango de edad de 18 a 30 años, por lo que para la
dependencia, uno de los retos es encontrar “alicientes”
para que los reos se inscriban a este tipo de actividades,
pues no se les puede obligar a participar.

Las instancias civiles se han manifestado por la necesidad
de fijar facilidades fiscales e infraestructura que den opor-
tunidades de trabajo dentro de los centros penitenciarios,
esto ante la dificultad para encontrar trabajo a la que se en-
frentan las personas puestas en libertad, ello debido al es-
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tigma que prevalece y a que su estancia en prisión queda
registrada incluso en los diversos sitios de internet.

Actualmente, la reinserción social no ha dado resultados toda
vez que las personas que han sido puestas en libertad vuelven
a prisión por delinquir, lo que implica una problemática enor-
me y por lo tanto una señal de que el sistema de reinserción
requiere cambios. Los altos índices de reincidencia delictiva
en México indican que se debe replantear el sistema de pre-
vención y reinserción social, que no está funcionando pues se
siguen llevando las mismas prácticas atenuadas por la prácti-
ca ascendente de hechos de corrupción.

Si bien hay acciones de capacitación productiva al inte-
rior de los centros penitenciarios, que aunque no en to-
dos los penales del país se llevan a cabo, la incorporación
al trabajo de las personas no se está reflejando lo que
ocasiona que el objeto de la reclusión que es la reinser-
ción no se actualice.

En consecuencia, con las modificaciones del presente de-
creto se garantiza que el Estado cuente con un sistema efi-
ciente en materia de trabajo para reforzar la reinserción so-
cial al dar oportunidad a las personas privadas de su
libertad a conformar una relación de trabajo al interior del
centro penitenciario que le permita, aparte de percibir un
ingreso, tener garantizada la seguridad social que le abar-
que a sus beneficiarios, además de las prestaciones de ley
que le favorezcan en materia laboral y de acuerdo a su si-
tuación jurídica.

Otro punto de reflexión lo constituye el hecho de que en los
penales mexicanos, subsisten infraestructuras deterioradas
y con una escasa oferta laboral dentro de sus instalaciones;
esto se traduce en un impacto negativo sobre la reinserción
social intra y extramuros, tornándolas endebles.

Sobre el trabajo penitenciario se tiene la cualidad de que
funge como una tarea educativa al operar el aprendizaje
de la estructuración de tiempos de la vida cotidiana den-
tro de las cárceles; al establecimiento de pautas colectivas
que ayudan a las tareas de reinserción social; a la dismi-
nución de la inestabilidad emocional de las personas pri-
vadas de la libertad; a reducir el ocio y la conflictividad
entre internas e internos y, adicionalmente, a ser un factor
que genera valores importantes como es vincular el es-
fuerzo con la recompensa monetaria y mejorar la autoes-
tima, entre otras.

Las directrices sobre las que se fundamenta el ámbito del
trabajo en los penales, si bien ocupan el tiempo de las per-
sonas privadas de la libertad, reduciendo esquemas de con-
flictividad; auxiliando en la reducción de su condena y per-
mitiéndoles devengar algún tipo de ingreso, los salarios y
prestaciones pagados ahí, relegan lo previsto en el penúlti-
mo párrafo del artículo 91 del capítulo VI de la Ley Na-
cional de Ejecución Penal, donde se establece que “las per-
sonas privadas de la libertad tendrán acceso a seguros,
prestaciones y servicios de seguridad social, con base en la
legislación en la materia, cuyo ejercicio sea compatible con
su situación jurídica”.7

No obstante lo anterior, el acceso a la seguridad social es
un elemento que no se actualiza ya sea por falta de difusión
o la falta de petición de las personas a ser beneficiados por
ese derecho.

El trabajo penitenciario presenta diversos desafíos, su im-
plementación está enfocada al logro de la reinserción social
de la persona privada de la libertad; a la activación de ha-
bilidades para su posterior reinserción al interno de la so-
ciedad; al contexto terapéutico del trabajo y la incidencia
dentro de la disciplina de la institución carcelaria.

Adicionalmente conlleva las condiciones del desempeño
amparado por el derecho laboral y su distinción respecto de
otras figuras jurídicas para evitar abusos y situaciones de
extrema vulnerabilidad en la comunidad penitenciaria.

El trabajo tiene un concepto de no obligatoriedad en la Ley
Nacional de Ejecución Penal, una persona privada de la li-
bertad decide si quiere trabajar o no en los reclusorios. Los
trabajos desempeñados al interior de las cárceles pueden
ser encargados por la autoridad penitenciaria; por una em-
presa privada o incluso por otros reclusos. El trabajo peni-
tenciario, sin embargo, en todas sus representaciones, re-
quiere el amparo de un ordenamiento para las diversas
formas existentes.

El esquema desarrollado dentro del trabajo penitenciario,
evidencia una escasez de puestos de trabajo potencialmen-
te bien remunerados e indica la urgencia de multiplicar las
ofertas y procesos selectivos en este ámbito, que permitan
garantizar beneficios económicos razonables a las empre-
sas que confían al instalarse dentro del sistema penitencia-
rio y también, se garantice el acceso a mejores salarios y
prestaciones para las internos que trabajan.



Las personas privadas de la libertad llegan a desempeñarse
laboralmente por años, sin tener acceso a ningún tipo de
prestación que coadyuve en su reinserción laboral una vez
cumplida sus condenas.

Por citar un caso en particular, subsisten en los penales de
Apodaca y Topo Chico una falta de propuestas laborales de
empresas externas para las personas privadas de la libertad
y escasos fondos en el penal para el pago de salarios a las
personas privadas de su libertad, por labores desempeñadas
como limpieza o cocina, entre otras. Tales condiciones
constituyen una auténtica emergencia por atender, dado
que los ingresos de las internas llegan a representar 77 pe-
sos mensuales para quienes laboran en las áreas de limpie-
za; 80.9 por ciento de las mujeres privadas de la libertad,
obtienen menos de mil pesos al mes en diversos puestos de
trabajo; sólo 2 por ciento tiene ingresos superiores a los dos
mil pesos mensuales. Este contexto laboral permite afirmar
que 92.7 por ciento de las mujeres que viven en Topo Chi-
co, devengan salarios al margen de lo establecido por las
leyes mexicanas para los salarios mínimos dentro del ám-
bito laboral.

Asimismo, en la encuesta aplicada a las internas, el mejora-
miento de los salarios ocupa la tercera demanda formulada
por ellas, para optimizar sus condiciones de vida, antecedi-
da sólo por aquellas vinculadas con un mejoramiento de los
alimentos y limpieza en baños y ambulatorios. La situación
en Apodaca, no es sensiblemente superior en materia de in-
gresos. Aunque algunos trabajadores llegan a devengar has-
ta mil 200 pesos a la semana, éstos, son la excepción ya que
los ingresos promediados nos hablan de la existencia de sa-
larios de 180 y 300 pesos mensuales y, en casos más positi-
vos, las percepciones llegan hasta 600 pesos a la semana co-
mo cantidades mayoritariamente devengadas.

La falta de seguridad social y prestaciones dentro del sec-
tor de trabajadores de los penales varoniles y femenil, si
bien es un fenómeno presente en una gran parte de los pe-
nales de México, contraviene el espíritu de lo dictaminado
por el propio Estado mexicano en cuanto a los derechos la-
borales de los internos e internas penitenciarios.

En el capítulo VI, artículo 91, de la Ley Nacional de Eje-
cución Penal se dictamina que conforme a las modalidades
como autoempleo, actividades productivas no remuneradas
para fines de reinserción y las actividades productivas rea-
lizadas a cuenta de terceros “las personas privadas de la li-
bertad tendrán acceso a seguro, prestaciones y servicios de

seguridad social, con base en la legislación en la materia,
cuyo ejercicio sea compatible con su situación jurídica”.8

Asimismo, en las bases que regulan el trabajo penitencia-
rio, en el artículo 92, fracción V, se indica que el trabajo pe-
nitenciario tendrá unas bases mínimas en donde se “preve-
rá el acceso a la seguridad social por parte de las personas
privadas de la libertad conforme a la modalidad en la que
participen, con arreglo a las disposiciones legales aplica-
bles en la materia”.9

Por otro lado, aun cuando la mayoría de las mujeres inter-
nadas en Topo Chico trabaja en las instalaciones carcela-
rias, los salarios obtenidos por ellas resultan poco admisi-
bles conforme los lineamientos previstos en la Ley Federal
del Trabajo. El 80.9 por ciento de las personas privadas de
la libertad ahí gana menos de mil pesos al mes. Si se con-
sidera que el salario mínimo oficial en México durante
2018, en promedio es de 88.36 pesos, lo cual significa 2
mil 686 al mes, se puede afirmar que en los salarios de-
vengados por las mujeres privadas de la libertad apenas 2
por ciento devenga lo legalmente dictaminado por las leyes
laborales para operarios y obreros de bajos ingresos en Mé-
xico.

Las prestaciones laborales, como son seguridad social,
pensión y jubilación, deberían aplicarse en primera instan-
cia, para toda la población penitenciaria que trabaje en los
penales. Los privados de la libertad deberían tener acceso
a prestaciones como el Seguro Social a través de las cuales
se beneficiara a sus hijos y familia; sería ideal ampliar los
tipos de trabajo ofertados para hacerlos más acordes con la
realidad laboral de los diferentes mercados externos inten-
sificando a su vez los acuerdos y apoyos con las empresas
que operan en las cárceles para ofrecer mejores oportuni-
dades de empleo a los privados de la libertad.

El objetivo de esta reforma es que el trabajo penitenciario
debe prever limitación de las jornadas; descanso interme-
dio; descanso semanal; condiciones de seguridad e higiene;
seguro de accidentes de trabajo y enfermedades profesio-
nales; seguridad social donde se incluya el seguro de en-
fermedad para sí y para sus beneficiarios.

Se requiere que en la práctica, existan controles de cumpli-
miento interno y externo a través de políticas públicas que
den seguimiento y apoyo a las personas privadas de la li-
bertad que trabajan y, para ello, se precisa de un equipo de
trabajo que monitoree tales normativas.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 6 de febrero de 2019 / Apéndice III 367



Año I, Segundo Periodo, 6 de febrero de 2019 / Apéndice  III Diario de los Debates de la Cámara de Diputados368

Se puede sostener que una conceptualización adecuada del
trabajo penitenciario requeriría tener en cuenta aspectos
como el económico, donde el trabajo en las prisiones, no
sólo sea competitivo al interno y externo , tal como sucede
en una sociedad libre, sino también signifique prestaciones
y salarios dignos para quienes son contratadas ahí. Si la re-
lación laboral dentro de los penales está sujeta a una rela-
ción específica, prevista por la nueva Ley Nacional de Eje-
cución Penal, la legislación laboral común podría ser una
norma eficaz de regulación para aquellas personas que su
situación jurídica así lo permita.

El impulso al trabajo penitenciario femenino y masculino
reclama la presencia y vigilancia estrecha de la Secretaría
del Trabajo para efectuar una revisión exhaustiva de los sa-
larios, prestaciones y condiciones laborales entre las muje-
res y hombres privados de la libertad y las maquiladoras o
empresas privadas instaladas dentro de los centros peniten-
ciarios. Los salarios al interno de los penales deberían es-
tar acordes con lo que dictan las leyes laborales y las nue-
vas disposiciones previstas en los apartados de reinserción.

Si bien la situación jurídica y administrativa de las y los
sentenciados debe estar a cargo del Estado, la administra-
ción de las empresas o industrias ahí presentes, a cargo del
empresariado, deben dar a los sentenciadas o procesadas
contratados un pleno reconocimiento de sus derechos y
prestaciones laborales. El empleo no puede ser obligatorio
dentro de los penales pero entre las y los internos que la-
boran, éste, debe ser una fuente de ingresos para ayudar o
contribuir al sustento de su familia.

Los funcionarios del Estado, mediante el apoyo de depen-
dencias como las Secretarías del Trabajo, de Desarrollo So-
cial, y de Economía, pueden colaborar en proyectos espe-
cíficos de sensibilización hacia todos los sectores que
pertinentemente pueden auxiliar a dar un sentido del traba-
jo digno y bien remunerado en los penales.

Por lo expuesto, el suscrito, integrante de la LXIV Legisla-
tura del Congreso de la Unión, con fundamento en los artí-
culos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta asamblea la siguiente iniciativa de reforma
de la Ley Nacional de Ejecución Penal, en materia de de-
rechos laborales penitenciarios, equidad de género y pres-
taciones de ley y seguridad social.

• Los derechos laborales deben ser tutelados por las mis-
mas autoridades del Estado, en lo correspondiente a sa-
lario mínimo, prestaciones en especie y dinero; normas
de seguridad e higiene; pago de incapacidades por ma-
ternidad, enfermedad o riesgos de trabajo. La creación
de fondos de ahorro, pensiones y prestaciones, son de-
rechos laborales que no deben, de acorde al espíritu de
la nueva Ley Nacional de Ejecución Penal, ser suprimi-
dos para quienes trabajan dentro de los penales.

• Establecer la creación de un fondo de ahorro para el re-
tiro para los internos e impulsar el debate y las iniciati-
vas donde se plantee la posibilidad de que legalmente y
al amparo de la ley, las personas privadas de la libertad
pudieran tener acceso a un esquema de pensión como
cualquier persona que ha trabajado a lo largo de su vida.

• Establecer programas de capacitación laboral enfoca-
dos a la superación personal.

• Gestionar acuerdos institucionales con las empresas
para incrementar convenios a través de los cuales se pu-
dieran canalizar aquellos internos de alta productividad
para su contratación extra-muros, una vez que hayan
cumplido sus sentencias.

Con las siguientes modificaciones del presente decreto se
puede lograr garantizar los derechos que el Estado no pue-
de garantizar por sí mismo, el acceso a los múltiples requi-
sitos que desde el mundo de trabajo plantea la reinserción
social, de tal forma que impulse el derecho laboral peni-
tenciario y resalte de manera que las personas privadas de
su libertad otorguen tranquilidad a sus dependientes y ga-
ranticen una jubilación próspera.

Por lo fundado y motivado someto a consideración del ple-
no de la Cámara de Diputados la presente reforma en ma-
teria seguridad social en el interior de los centros peniten-
ciarios para las personas privadas de la libertad que formen
una relación laboral en reclusión, para quedar como sigue:

Decreto

Único. Se reforman la fracción XI del artículo 9, el terce-
ro y cuarto párrafos de la fracción III del artículo 91, las
fracciones I, III, V y VI del artículo 92, y las fracciones II
a V del artículo 93 de Ley Nacional de Ejecución Penal,
para quedar como sigue:



Artículo 9. …

XI. A participar en la integración de su plan de activi-
dades o relación laboral, el cual deberá atender a las
características particulares de la persona privada de la
libertad, en el marco de las condiciones de operación del
centro penitenciario;

Artículo 91. …

III. Para la participación de las personas privadas de la
libertad en cualquiera de las modalidades del trabajo, la
autoridad penitenciaria determinará lo conducente con
base en la normatividad vigente y el régimen disciplina-
rio del centro penitenciario.

Conforme a las modalidades a que se refiere esta ley, las
personas privadas de la libertad tendrán acceso a segu-
ros, prestaciones y servicios de seguridad social, con ba-
se en la legislación en la materia, cuyo ejercicio sea
compatible con su situación jurídica, es decir, para te-
ner acceso a la seguridad social y que ésta beneficie
a sus familiares, la persona privada de la libertad
deberá encontrarse en calidad de procesado o, si
cuenta con sentencia condenatoria, deberá tratarse
de un delito no grave.

En ningún caso la autoridad penitenciaria podrá ser con-
siderada como patrón, ni tampoco como patrón solida-
rio, subsidiario o sustituto. Para ello, cada empresa
que genere trabajo en el interior del centro peniten-
ciario establecerá la relación laboral conforme a la
Ley Federal del Trabajo, atendiendo la situación ju-
rídica de la persona privada de la libertad.

Artículo 92. …

I. No tendrá carácter aflictivo, ni será aplicado como
medida correctiva, el mismo se podrá llevar a cabo a
petición de la persona privada de la libertad y con la
aprobación consensuada de la empresa y el centro
penitenciario;

II. …

III. Tendrá carácter formativo, creador o conservador de
hábitos laborales, productivos, con el fin de preparar a
las personas privadas de la libertad para las condiciones
normales del trabajo en libertad, para ello, la empresa
generará evaluaciones de desempeño y resultados

para el apoyo y promoción del trabajador al ser
puesto en libertad, logrando así los fines de la rein-
serción social;

IV. …

V. El patrón preverá obligatoriamente el acceso a la
seguridad social por parte de las personas privadas de la
libertad y sus beneficiarios conforme a la modalidad en
la que participen, con apego a las disposiciones legales
aplicables en la materia;

VI. Se crearán mecanismos de participación del sector
privado para la generación de trabajo que permita lograr
los fines de la reinserción social y otorgar oportunidades
de empleo y seguridad social a las personas privadas de
la libertad; y

VII. …

Artículo 93. …

II. Será administrada bajo los principios de transparen-
cia, por lo que se deberá notificar de manera mensual
a cada persona privada de la libertad que participe, el es-
tado que guarda la misma;

III. Previas deducciones que por razón de seguridad
social e impuestos le sean descontados, la persona
privada de la libertad, podrá disponer de las ganan-
cias o salarios que se acumulen a su favor en la cuen-
ta, para destinar el porcentaje que indique a la repa-
ración del daño;

IV. A solicitud de la persona privada de la libertad, un
porcentaje de las ganancias o salarios que acumule en la
cuenta podrá ser entregado a sus familiares, para lo
cual deberá designar a la persona autorizada a reci-
bir valores; y

V. Las ganancias o salarios acumulados en la cuenta, se-
rán restituidos a la persona una vez que obtenga su li-
bertad, o en su caso entregado a la persona que de-
signe para tales efectos.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación.
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Notas

1 Organización Internacional de Trabajo (2011). El trabajo dentro de
las cárceles y la inserción laboral de las personas liberadas del sistema
penitenciario. Página web de la OIT. URL: 

http://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/—-americas/—-ro-li-
ma/—-sro-santiago/documents/genericdocument/wcms_198482.pdf

2 Comisión Nacional de los Derechos Humanos (2017). Diagnóstico
Nacional de Supervisión Penitenciaria. Página web de la CNDH. URL: 

http://www.cndh.org.mx/sites/all/doc/sistemas/DNSP/DNSP_2017.
pdf

3 Instituto Nacional de Estadística y Geografía (2017). Estadísticas so-
bre el sistema penitenciario estatal en México, consultadas vía web en 

http://internet.contenidos.inegi.org.mx/contenidos/Productos/prod
_serv/contenidos/espanol/bvinegi/productos/nueva_es-
truc/702825098575.pdf

4 Organización de las Naciones Unidas (2011). Reglas de Bangkok:
Reglas de las Naciones Unidas para el tratamiento de las reclusas y me-
didas no privativas de la libertad para las mujeres delincuentes. Página
web de la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito
87-88. URL: 

ht tps : / /www.unodc.org/documents / jus t ice-and-pr ison-
reform/Bangkok_Rules_ESP_24032015.pdf

5 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 18, 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1_270818.pdf

6 https://expansion.mx/politica/2016/04/29/nueva-ley-al-rescate-de-
las-carceles-presas-de-la-sobrepoblacion-y-debilidad Consultada el 21
de septiembre de 2018.

7 Ley Nacional de Ejecución Penal, consultada en 

http://www.secretariadoejecutivo.gob.mx/docs/pdfs/normateca/Le-
yes/Ley%20Nacional%20de%20Ejecuci%C3%B3n%20Penal.pdf

8 Ley Nacional de Ejecución Penal, consultada en 

http://www.secretariadoejecutivo.gob.mx/docs/pdfs/normateca/Le-
yes/Ley%20Nacional%20de%20Ejecuci%C3%B3n%20Penal.pdf

9 Ley Nacional de Ejecución Penal, consultada en 

http://www.secretariadoejecutivo.gob.mx/docs/pdfs/normateca/Le-
yes/Ley%20Nacional%20de%20Ejecuci%C3%B3n%20Penal.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de diciembre de 2018.— Dipu-
tado Santiago González Soto (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 134 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la
diputada Ruth Salinas Reyes, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano

La suscrita, diputada Ruth Salinas Reyes, integrante del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con las
atribuciones conferidas en el artículo 71, fracción II; 72 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General; 6, numeral I, fracción I; 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, somete a consideración de esta so-
beranía la siguiente iniciativa con proyecto de decreto por
el que se reforma el artículo 134 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, en términos de
la siguiente

Exposición de Motivos

El derecho humano a la rendición de cuentas objetiva y
uso debido de recurso público, se encuentra establecido
en el los artículos 1, 2, 3, 4, 6, 17, 34, 73, 74, 79, 108, 109,
113, 116, 122, 123, y 134 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; 22 de la Declaración Univer-
sal de los Derechos Humanos; 26 y 29 de la Declaración
Americana de los Derechos del Hombre; 3, 5, 9, 10, 11, 12,
y 13 del Pacto Internacional de los Derechos Económicos,
Sociales y Culturales; III de la Convención Interamericana
contra la Corrupción y 13 de la Convención de Naciones
Unidas contra la Corrupción.

Sin embargo, es un derecho humano innominado o implí-
cito, en otras palabras, que no tiene nombre, o no se en-
cuentra textualmente definido en las disposiciones consti-
tucionales o en alguna norma general.



Por ello, se propone reconocer en el artículo 134 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el
derecho humano a la rendición de cuentas y uso debido de
recursos públicos, en razón de que una característica del
derecho mexicano es ser tipificado, es decir, no basado en
la costumbre (consuetudinario), por el contrario, basado en
un derecho escrito.

No obstante, que los derechos humanos no requieren ser
establecidos para ser garantizados en su cumplimiento, si
son obligaciones constitucionales de todas las autoridades,
promover, respetar, proteger y garantizar los derechos hu-
manos, como bien lo refiere el párrafo tercero del artículo
1o. de la Constitución Federal.

Por tanto, mediante la inserción del derecho humano a la
rendición de cuentas y el uso debido de recursos públi-
cos en el texto constitucional, permitirá conocer y fortale-
cer el desarrollo de los mecanismos necesarios para preve-
nir detectar, sancionar y erradicar la corrupción.

Asimismo, también permitirá establecer la obligación para
los estados de crear medidas que aseguren la preservación
y el uso adecuado de los recursos asignados a los funcio-
narios públicos en el desempeño de sus funciones.

Con el reconocimiento expreso de este derecho, además se-
rá necesario establecer sistemas más adecuados para la re-
caudación y el control de los ingresos, así como, mecanis-
mos de participación ciudadana para la vigilancia del uso
de recursos públicos y combate a la corrupción. 

Con lo anterior, se expresa de forma más precisa este dere-
cho humano y otorga la posibilidad de judicializar en for-
ma eficiente y eficaz en el combate a la corrupción y la
desviación de los recursos públicos. 

No es suficiente señalar que los ciudadanos tienen derecho
a denunciar prácticas de corrupción o desvío de recursos,
es necesario otorgar verdaderos instrumentos jurídicos ca-
paces de dar poder real para sancionar e inhibir los actos de
corrupción en el uso de los recursos económicos.

El Estado no puede seguir permitiendo el desvío de recur-
sos por parte de funcionarios, si tiene 60 millones de me-
xicanos en pobreza extrema y, 63.8 de millones de mexica-
nos que no tienen ingreso suficientes para superar la línea
de bienestar. (http://www.eluniversal.com.mx/articulo/car-
tera/economia/2015/08/3/analisis-los-problemas-structura-
les-de-mexico)

Los mexicanos no podemos seguir aportando con nuestros
impuestos, pagos para indemnizaciones por la cancelación
de la licitación, como, por ejemplo: del tren de alta veloci-
dad México-Querétaro, que resulto un beneficio del Grupo
Higa, por altos costos inflados y al Presidente Peña Nieto
una “Casa Blanca” en la zona exclusiva de Lomas de Cha-
pultepec.

Por tanto, es necesario cancelar todos los privilegios y lu-
jos a altos funcionarios y en su caso, sancionarlos por co-
rrupción, desvío de recursos públicos o enriquecimiento
ilícito. 

Actualmente, el gobierno mexicano deberá de realizar un
uso eficiente, eficaz y honesto, de los recursos económicos
de la nación, a fin de eliminar la pobreza, la marginación y
las desigualdades existentes en nuestro país. Sería inmoral
permitir la utilización de los recursos estatales en actos de
corrupción.

Por lo anterior, en Movimiento Ciudadano siempre atento
a las necesidades prioritarias de los ciudadanos, propone
iniciativas congruentes con su ideología, que posibiliten la
consolidación de la democracia y el empoderamiento del
titular del poder público “el ciudadano”.

Por lo expuesto someto a su consideración el siguiente pro-
yecto de 

Decreto por el que se reforma el artículo 134 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo Único. Se reforma el artículo 134 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para
quedar como sigue: 

Artículo 134. Los recursos económicos de que dispongan
la Federación, las entidades federativas, los Municipios y
las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, se
administrarán con eficiencia, eficacia, economía, transpa-
rencia y honradez para satisfacer los objetivos a los que es-
tén destinados y posibiliten el escrutinio social, una ren-
dición de cuentas objetiva y el seguimiento ciudadano
al debido ejercicio de los recursos públicos.

(…) 

(…)

(…)
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(…)

(…)

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones contrarias al
presente decreto. 

Dado en el salón de sesiones del pleno de la Cámara de Diputados Fe-
deral, a 27 de septiembre de 2018.— Diputada Ruth Salinas Reyes
(rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, 
para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 71 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Jorge Alcibíades García Lara, del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano

El suscrito, Jorge García Lara, integrante del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano en la LXIV Legislatu-
ra de la Cámara de Diputados, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1,
fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta asamblea la presente
iniciativa con proyecto de decreto, por el que se reforma y
adiciona el artículo 71 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Tras 70 años de preeminencia del Ejecutivo y del partido
hegemónico en las decisiones políticas del país, el Poder
Legislativo empezó a adquirir mayor importancia dentro
del juego del equilibrio de poderes.

En 1997, los resultados electorales mostraron que el PRI
tenía 239 diputados federales, lo que implicó que no con-

servó siquiera la mayoría simple. El PRD se convirtió en la
segunda fuerza, con 125 curules; el PAN obtuvo 121 dipu-
tados; el Partido del Trabajo 7; el Partido Verde 6, y 2 le-
gisladores se declararon independientes.1

En el Senado, de los 32 escaños que se sometieron a elec-
ción, 13 los ganó el PRI; nueve el PAN; ocho el PRD; uno
el PT y otro el Verde; es decir, la oposición obtuvo 19 es-
caños, pero el Senado no sufrió la transformación política
interna como San Lázaro, porque el PRI ya tenía la mayo-
ría absoluta desde tres años antes.2 Así, a partir de 1997 se
registraron incontables modificaciones en la política mexi-
cana, y particularmente en la práctica legislativa.

En 2012 se reformó el artículo 71 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos para dotar al presi-
dente de la República con la facultad de presentar iniciati-
va preferente; y se facultó para presentar iniciativas a los
ciudadanos en un número equivalente, por lo menos, al ce-
ro punto trece por ciento de la lista nominal de electores, en
los términos que señalen las leyes. De igual importancia,
en el marco de esta reforma constitucional, se estableció en
la Carta Magna el derecho de los ciudadanos a ser registra-
dos como candidatos independientes.

La iniciativa preferente es un proyecto de ley o decreto
que presenta el Ejecutivo federal el día de la apertura de
cada periodo ordinario de sesiones para agilizar los pro-
yectos que el presidente de la República considere pri-
mordiales para la nación. El trámite preferente podrá pe-
dirse hasta para dos iniciativas que no sean de reforma
constitucional o señalar, con tal carácter, hasta dos que
hubiere presentado en periodos anteriores, cuando estén
pendientes de dictamen.

Se establece que cada iniciativa será discutida y votada
por el pleno de la Cámara de origen en un plazo máximo
de 31 días naturales. Si al término de este plazo no se hu-
biera discutido, ni votado, entonces deberá ser el primer
asunto en abordarse en la siguiente sesión del pleno y de
ser aprobado o modificado tendrá que ser turnado a la cá-
mara revisora, la cual deberá discutirlo y votarlo en el
mismo plazo y bajo las mismas condiciones que en la cá-
mara de origen.3

La incorporación de la iniciativa preferente, como facul-
tad constitucional del Ejecutivo federal, no lo sobrepone
al Poder Legislativo, sino que representa una ruta de co-
laboración entre poderes con el propósito de incidir y ha-
cer más ágil el proceso legislativo en aras de activar los



temas prioritarios de la agenda de políticas públicas del
gobierno federal.

Es decir, el Ejecutivo determina, desde la óptica de su pro-
grama de gobierno, cuáles son los temas que demandan
atención urgente y prioritaria, a través de reformas legales
o de la creación de nuevas leyes. Respecto al Poder Legis-
lativo, le permite elaborar una agenda política y de trabajo,
considerando los planteamientos que hace el Ejecutivo a
través de la iniciativa preferente.

En cuanto al derecho comparado se refiere, se encontró que
del total de los Estados de la República sólo ocho regulan
la figura de la iniciativa preferente: Baja California, Du-
rango, Oaxaca y Sinaloa sólo la regulan a nivel Constitu-
cional, por su parte Campeche y Querétaro sólo lo hacen en
la Ley Orgánica de sus respectivos congresos y los estados
de México y Nayarit regulan la iniciativa preferente en am-
bos ordenamientos jurídicos. En todos los casos que se ob-
serva la facultad de presentar iniciativas con carácter de
preferente se otorga solamente al gobernador del estado,
salvo en Sinaloa, donde también tienen éste derecho los
grupos parlamentarios y los diputados independientes si lo
hacen en las materias que les señala la propia Constitución
como la agenda electoral o la plataforma legislativa que
presenten los propios grupos.

En el derecho comparado a escala internacional, la figura
de la iniciativa preferente se le conoce como “trámite de
urgencia” y sus características son muy similares a las de
México, sin embargo, de los países comparados que cuen-
tan con esta figura como Chile, Colombia, Ecuador, Nica-
ragua, Paraguay y Uruguay, destaca Chile por contar con
una legislación detallada en cuanto al procedimiento a se-
guir en materia de iniciativa preferente e incluso clasifica
al trámite en simple urgencia, suma urgencia y discusión
inmediata, señalando que de acuerdo al tipo de trámite y
calificación que se dé a éste se determinarán los plazos con
que cuentan las Cámaras para su desahogo.4

Es importante destacar la reforma política de 2012, ya que
mediante ésta reconoció también en nuestro marco consti-
tucional la cada vez mayor relevancia que ha adquirido en
los últimos años la participación ciudadana en nuestro pa-
ís. En este este entorno de la nueva realidad política y par-
lamentaria del país se gestó también la incorporación de las
candidaturas independientes como medio legítimo para ac-
ceder, tanto al Congreso como a presidencias municipales
y a la Presidencia de la República.

Pero así como se han registrado importantes cambios políti-
cos y se han modificado un amplio número de procedimien-
to parlamentarios, lo cierto es que prevalecen aun prácticas
que remiten a un sinnúmero de iniciativas presentadas por
los legisladores y por los grupos parlamentarios a la llamada
“congeladora legislativa”.

De acuerdo con información de la Secretaría de Servicios
Parlamentarios de la Cámara de Diputados, la LXIII Le-
gislatura de la Cámara de Diputados acumuló un rezago
histórico de 3 mil 657 iniciativas de ley, lo que representa
51 por ciento de los 6 mil 219 proyectos turnados a comi-
siones desde septiembre de 2015.5

En este contexto, la integración de la Cámara de Dipu-
tados, desde 1997, derivó en la ausencia de una mayoría le-
gislativa que garantizara la gobernabilidad en el Congreso,
los grupos parlamentarios adquirieron las riendas de la ne-
gociación política. En este sentido, si la iniciativa prefe-
rente se ha incorporado como una facultad constitucional
del Ejecutivo, también debe ser facultad de los grupos par-
lamentarios y de los legisladores que hayan llegado vía
candidatura independiente.

Como se ha mencionado, los grupos parlamentarios, como
representación de la expresión y la pluralidad política en el
Congreso desarrollan la negociación política al interior del
mismo; y aunque en ambas Cámaras del Congreso, existe
una Junta de Coordinación Política, integrada por los coor-
dinadores de cada fuerza política, que aprueba la agenda
legislativa de cada grupo parlamentario, esto no garantiza
que tal o cual tema de interés de un grupo se tenga que dic-
taminar en un periodo determinado.

Dotar a los grupos parlamentarios del Congreso y a los le-
gisladores independientes de la facultad para presentar ini-
ciativa preferente, sin duda, contribuiría de manera desta-
cada a la modernización del poder legislativo y al
desarrollo del estado democrático.

De aprobarse la presente iniciativa se le concedería a los
grupos parlamentarios y a los diputados independientes, la
facultad de presentar iniciativas preferentes, con lo cual se
contribuiría a disminuir y, en su caso, abatir el inmovilis-
mo y, sobre todo, el rezago legislativo, ya que la atención
de este tipo de iniciativas nos anclaría al recinto parlamen-
tario para poder, de manera obligada, desahogar las inicia-
tivas propuestas.
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Por lo expuesto y fundado se pone a consideración de esta
soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma y adiciona el artículo 71
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos

Único. Se reforma y adiciona el artículo 71 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para que-
dar como sigue:

Artículo 71. El derecho […]

I. a IV. […]

La Ley del Congreso […]

El día de la apertura de cada periodo ordinario de se-
siones, el presidente de la República podrá presentar
hasta dos iniciativas para trámite preferente, o señalar
con tal carácter hasta dos que hubiere presentado en
periodos anteriores, cuando estén pendientes de dicta-
men. En los mismos términos, cada grupo parla-
mentario y cada legislador que hubiese accedido
por la vía de candidatura independiente, tanto en la
Cámara de Diputados como en la Cámara de Sena-
dores, podrán presentar una iniciativa para trámi-
te preferente. Cada iniciativa deberá ser discutida y
votada por el pleno de la Cámara de su origen en un
plazo improrrogable máximo de treinta días natura-
les, contados a partir de que la iniciativa sea pre-
sentada. Si no fuere así, la iniciativa, en sus términos
y sin mayor trámite, será el primer asunto que deberá
ser discutido y votado en la siguiente sesión del pleno.
En caso de ser aprobado o modificado por la Cámara
de su origen, el respectivo proyecto de ley o decreto
pasará de inmediato a la Cámara revisora, la cual de-
berá discutirlo y votarlo en el mismo plazo, contado a
partir de que recibe la minuta correspondiente, y
bajo las condiciones antes señaladas.

No podrán tener […]

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Segundo. El Congreso de la Unión deberá adecuar la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, el Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, y los Re-
glamentos de ambas Cámaras, de conformidad con lo
dispuesto en el presente decreto, en un plazo no mayor de
seis meses, a partir de la entrada en vigor de éste.

Tercero. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan a las reformas establecidas en el presente decreto.

Notas

1 Leticia Robles de la Rosa. “La pluralidad se impuso; hace 20 años,
México decidió el cambio vía las urnas”, nota periodística. Consulta en
línea: 

https://www.excelsior.com.mx/nacional/2017/07/06/1174000

2 Ídem.

3 http://sil.gobernacion.gob.mx/Glosario/definicionpop.php?ID=255

4 Gamboa Montejano, Claudia. “Iniciativa preferente. Estudio de la re-
forma del Reglamento de la Cámara de Diputados y derecho compara-
do de esta figura”, Cámara de Diputados, LXII Legislatura.

5 http://sitl.diputados.gob.mx/LXIII_leg/cuadro_iniciativas_origen_
status_con_ligaslxiii.php

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de noviembre de 2018.—
Diputado Jorge Alcibíades García Lara (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

CÓDIGO PENAL FEDERAL

«Iniciativa que adiciona el artículo 259 Ter del Código Penal
Federal, a cargo del diputado Alan Jesús Falomir Sáenz, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

El suscrito, diputado Alan Jesús Falomir Sáenz, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano, de la LXIV le-
gislatura, con fundamento en el artículo 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,



así como lo dispuesto en los artículos 6, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados somete a considera-
ción de esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto
que adiciona el artículo 259 Ter en materia de acoso sexual
bajo la siguiente

Exposición de Motivos

En México, el acoso sexual, es un problema de seguridad
pública que afecta mayormente a las mujeres. Según la Ley
General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia, la violencia en contra de las mujeres se define como
cualquier acción u omisión, basada en su género, que les
cause daño o sufrimiento psicológico, físico, patrimonial,
económico, sexual o la muerte tanto en el ámbito privado
como en el público.

Nuestro país es parte de acuerdos internacionales que tie-
nen por objeto eliminar la violencia en contra de la mujer
como lo es la Convención Interamericana para Prevenir,
Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer “Con-
vención de Belem Do Para”, que busca la protección de
los derechos de la mujer y eliminar las situaciones de vio-
lencia que puedan afectarlas. 

El acoso sexual es una forma de violencia que es necesario
erradicar, implementando mecanismos para permitir que
las mujeres tengan una adecuada protección de sus dere-
chos humanos, un conveniente desarrollo individual y so-
cial y su plena e igualitaria participación en todas las esfe-
ras de vida. 

Esta forma de violencia se presenta de manera reiterativa
en espacios públicos por parte de individuos, principal-
mente del género masculino que, por razones de género,
ideología, machismo, etc., realizan conductas físicas o ver-
bales de naturaleza o connotación sexual, estas conductas
afectan la dignidad de quienes las reciben y vulneran sus
derechos fundamentales como la libertad de tránsito y la li-
bertad sexual.

El acoso sexual deja en un estado de indefensión a la per-
sona acosada ya que este problema se ha normalizado en la
vida cotidiana de las mujeres que a diario tienen que salir a
las calles, a sus trabajos o escuelas ya que no existe una
verdadera ayuda que permita terminar con este problema
social y que permita transitar con libertad y seguridad a las
mujeres. Incluso hay quienes piensan que el acoso no es un
problema y creen realmente que no existe nada de malo en
que las personas, principalmente mujeres, reciban este tipo

de transgresión ya que lo ven como parte de la costumbre
o de la cultura del pueblo, por ello se busca que este tipo de
conductas se sancionen para que cada vez sea menor la vio-
lencia hacia las mujeres que tanto adolece en nuestro país.

De acuerdo con la Encuesta Nacional sobre la Dinámica de
las Relaciones en los Hogares (ENDIREH), que es la en-
cargada de obtener y brindar información sobre la violen-
cia que se ejerce contra las mujeres

• En mujeres mayores de 15 años el 66.1% han enfren-
tado al menos un incidente de violencia por parte de
cualquier agresor, alguna vez en su vida.

• En los espacios públicos o comunitarios, 34.3% de las
mujeres han experimentado algún tipo de violencia 
sexual.

• La violencia ejercida contra las mujeres en el ámbito co-
munitario en los últimos 12 meses ocurrió principalmente
en la calle y parques, seguido del trasporte público.

De acuerdo también, con esta encuesta, los principales
agresores en contra de las mujeres en espacios públicos son
personas desconocidas.

La violencia contra las mujeres en los espacios públicos o
comunitarios es sobre todo de índole sexual, según testi-
monios de mujeres que han sufrido acoso en espacios pú-
blicos, las conductas de acoso pueden ir desde una mirada
lasciva, acecho, burlas, conductas verbales y físicas de ca-
rácter explícitamente sexual, entre otras, resultando ofensi-
vas y violatorias de derechos fundamentales para quienes
las reciben.

De conformidad con instrumentos internacionales en mate-
ria de Derechos Humanos de los que el Estado Mexicano
es parte, se deben implementar acciones como el reforza-
miento del marco jurídico interno para la protección de la
dignidad humana. Así mismo en México La Ley General
de Acceso de Las Mujeres a una Vida libre de Violencia en
su artículo 15 dice que, para efectos del acoso sexual, los
tres órdenes de gobierno deberán establecer mecanismos
que favorezcan su erradicación.

Es por ello, que la presente propuesta pretende adicionar
un artículo al Código Penal Federal, tipificando el delito de
acoso sexual en espacios públicos destacando que, a dife-
rencia del hostigamiento sexual, contemplado en el men-
cionado Código Penal, el acoso pueda configurarse sin que
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el acto sea realizado por alguna persona que se valga de su
posición jerárquica, y que sea punible independiente de
que el acoso se haya realizado una o varias veces.

Por lo anterior, la presente iniciativa pretende que exista
una mayor protección de la justicia a las mujeres y que se
dé fin a la violencia por razones de género y exista una ma-
yor igualdad y respeto entre los hombres y las mujeres.

Asimismo, con el presente proyecto de decreto, se busca
que los estados que no tienen tipificado el  de acoso sexual
en sus respectivos códigos penales, lo incluyan en el catá-
logo de delitos para  brindar una verdadera protección de la
justicia a quienes sean víctimas de este delito, además tam-
bién, se pretende que exista una mayor igualdad de género,
y que se entienda que todas las personas tenemos el mismo
valor y que se dejen de normalizar este tipo de conductas
en espacios tanto públicos como privados. 

Con esta iniciativa buscamos el beneficio de todos los que for-
mamos parte de este país, pero también para los hombres y mu-
jeres del estado de Chihuahua ya que es uno de los estados que
no tipifica el acoso sexual como delito.

Por lo antes expuesto y fundado se somete a consideración
de esta asamblea la presente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona el artículo 259 Ter del
Código Penal Federal

Artículo Único. Se adiciona el artículo 259 Ter del Códi-
go Penal Federal, para quedar como sigue:

Artículo 259 Ter. Comete acoso sexual en espacios pú-
blicos o privados aquel que realice conducta física o
verbal de naturaleza o connotación sexual en contra de
otra, quien no desea o rechaza esta conducta por consi-
derar que afectan su dignidad, sus derechos fundamen-
tales como la libertad, la integridad y el libre tránsito,
creando en ellas intimidación, hostilidad, degradación o
un ambiente ofensivo en dichos espacios.

Aquel que cometa este delito, se le impondrá una pena de
1 a 3 años de prisión o de 100 a 300 días de multa.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de noviembre de
2018.— Diputado Alan Jesús Falomir Sáenz (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

LEY DEL SEGURO SOCIAL

«Iniciativa que reforma el artículo 102 de la Ley del Seguro
Social, a cargo de la diputada Martha Angélica Zamudio Ma-
cías, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

La suscrita, Martha Angélica Zamudio Macías, diputada
del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano de la
LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados, con funda-
mento en lo señalado en el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y
en el artículo 6, numeral 1, fracción I; y en los artículos 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración la siguiente iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma la fracción I del artículo 102 de la
Ley del Seguro Social, con base en lo siguiente

Exposición de Motivos

De acuerdo con la Encuesta Nacional de Ocupación y Em-
pleo (ENOE) que desarrolla trimestralmente el Instituto
Nacional de Estadística y Geografía (Inegi), 20 millones
666 mil 925 mujeres tuvieron participación económica en
el segundo trimestre de 2018. Esto significa que aproxima-
damente el 38.42 por ciento de quienes se emplean este año
en el país son mujeres.1

De la totalidad de mujeres consideradas en este ejercicio
estadístico, se encontró que 14 millones 749 mil 872 se en-
contraban en el rango de edad entre los 20 y los 49 años;
un 71.36 por ciento de mujeres que se encuentran en edad
reproductiva o en condiciones de iniciar una familia. Adi-
cionalmente, es importante notar que solo 5 millones 522
mil 132 mujeres reportan no tener hijos, haciendo de este
rango potencial una realidad concreta para la mayoría.2

Por sí solos, los datos anteriores nos permiten contextualizar
la dinámica demográfica-laboral de las mujeres en México. A
la luz de estudios recientes, sin embargo, estos nos permiten
dimensionar una faceta lamentable. De acuerdo con el Con-
sejo Nacional para Prevenir la Discriminación (Conapred), la
principal causa de discriminación laboral hacia las mujeres es



el embarazo. De acuerdo con cifras del propio organismo, és-
te recibió al menos 746 quejas y reclamaciones oficiales de-
nunciando prácticas discriminatorias por embarazo entre los
años 2010 y 2017.3 Esta cifra representó el 24.05 por ciento
de todos los expedientes abiertos por el Conapred en el pe-
riodo analizado.4 Estas denuncias, a su vez, fueron presenta-
das tanto por hombres como mujeres, motivo que incremen-
ta la proporción relativa que tuvieron aquellas registradas por
causa de embarazos.

Las mujeres en México, lamentablemente, no están solas
en este predicamento. Desafortunadamente, la discrimi-
nación hacia la mujer en el ambiente laboral es una rea-
lidad generalizada en muchos países y tiene por contex-
to un grave desconocimiento del problema y un
lamentable desinterés.

Un estudio realizado en 2003 por la Comisión de Equidad
de Oportunidades del Gobierno del Reino Unido encontró
que la discriminación de una mujer embarazada no solo
cancela sus oportunidades inmediatas de empleo, sino que
hace más probable que, en el futuro, decida mantenerse
alejada del mercado laboral a raíz de su experiencia.5 Adi-
cionalmente, se encontró que este era el caso para mujeres
de cualquier estrato económico, sin importar el nivel de in-
gresos que obtuviesen.

Es importante que el carácter esencialmente laboral de la
problemática no nos orille a pasar por alto sus raíces. Los
obstáculos premeditados o accidentales que impiden el ac-
ceso al empleo por parte de las mujeres son los mismos que
previenen que ellas mismas puedan gozar plenamente de
sus derechos reproductivos. De acuerdo con la Oficina del
Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Dere-
chos Humanos (OACNUDH), los derechos reproductivos
de la mujer están firmemente vinculados con su propio de-
recho a la vida, a una existencia libre de tortura, a la priva-
cidad, a la educación y a la no discriminación.6 Al ser par-
te de Naciones Unidades, corresponde al Estado Mexicano
el hacer respetar, el proteger y el implementar las medidas
adecuadas para garantizar que las mujeres puedan desarro-
llarse plenamente. México no puede hacer caso omiso de
esta situación y continuar sosteniendo los desincentivos
que forman parte del problema. 

La discriminación laboral hacia la mujer embarazada o en
edad reproductiva es una problemática que debe de ser
atendida de forma integral, buscando soluciones transver-
sales que nos permitan combatir el problema desde distin-
tos puntos. Es cierto que no existe justificación alguna pa-

ra observar en el embarazo una condición de desventaja in-
trínseca, indisociable del mismo. Sin embargo, para miles
de empleadores mexicanos, la condición es razón de alar-
ma y precaución ¿Cómo es esto posible? 

Si bien es cierto que en algunos casos el motivo de esta
preocupación proviene de posiciones reprobables por su
claro talante machista, la realidad es que la experiencia ca-
si universal del micro, pequeño o mediano empresario me-
xicano los coloca en una posición nada envidiable. Las di-
ficultades económicas que día con día afectan al
empresariado mexicano determinan, necesariamente, las
políticas de contratación que muchos de ellos impulsan. 

Consideremos, a forma de inicio, el panorama empresarial
mexicano. Más del 80 por ciento de todos los empleos en
México son generados en micro, pequeñas y medianas em-
presas.7 De acuerdo con la Encuesta Nacional sobre Pro-
ductividad y Competitividad de las Micro, Pequeñas y Me-
dianas Empresas (ENAPROCE), el 97.6 por ciento de las
unidades productivas en este universo emplean de una a
diez personas. Con 2.0 por ciento y 0.4 por ciento, le si-
guen las empresas de tamaño pequeño (11 a 50 empleados)
y mediano (50 a 249 empleados).8

Una proporción considerable de los empleos y los recursos
productivos con los que cuenta el país recaen en estableci-
mientos de tamaño reducido, motivo por el cual es preciso
que consideremos sus peculiaridades y el contexto en el
que se desempeñan. Cualquier iniciativa que tenga por fin
modificar la situación del empresariado mexicano tiene
que concentrar sus esfuerzos en las necesidades más apre-
miantes de este grupo. 

Si bien las micro y pequeñas empresas son espacios de
gran invención organizacional por su extensa diversidad y
variedad de circunstancias, existen algunos obstáculos que
todas ellas enfrentan, sin importar el nicho en el que se des-
empeñan. Por su tamaño, la mayoría de las empresas micro
o pequeñas carecen de recursos contables o del personal
apropiado la solventar la carga impositiva de los organis-
mos recaudatorios.9 Si bien en empresas de gran tamaño
existen departamentos exclusivamente dedicados a esclare-
cer sus responsabilidades fiscales, los micro y pequeños
empresarios no pueden darse tal lujo. 

Adicionalmente, las empresas más pequeñas son las que
enfrentan con mayor frecuencia la rotación de personal,
pues no cuentan con los incentivos necesarios para con-
servar su personal mejor capacitado ni con el tamaño
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adecuado para evitar que dicho fenómeno desestabilice
su operación.10

Desde esta perspectiva contextualizada por retos y dificul-
tades es que podemos aventurar una motivación adicional,
ya no machista y discriminatoria, sobre la contratación se-
lectiva de mujeres en estos espacios de trabajo. Habremos
de reiterar que no existen justificaciones validas para negar
una posición laboral a quienes se encuentran en edad re-
productiva o en curso de su embarazo, pero también consi-
deramos importante entender el contexto detrás de diversos
casos que, lejos de buscar limitar los derechos de estas mu-
jeres, reflejan el fracaso del Estado Mexicano para crear
los incentivos adecuados que permitirían el pleno goce no
solo de sus derechos sino de la estabilidad laboral con la
que hoy no cuentan. 

En no pocos casos, las micro, pequeñas y medianas empre-
sas buscan la estabilidad operativa por encima de cualquier
objetivo. Las condiciones económicas (su limitado capital)
y la carga fiscal que muchos de estos negocios enfrentan
hacen que los empleadores busquen personal que pueda
permanecer el mayor tiempo posible en el cargo, evitando
la rotación y el pago de aportaciones adicionales. Los re-
querimientos inherentes a la provisión de seguridad social
son, en el mejor de los casos, un reto adicional para estas
empresas y; en los peores, una carga que cientos de nego-
cios sencillamente no logran superar.11

En sus disposiciones actuales, la ley establece que todo ne-
gocio, sin importar su tamaño, debe de cubrir no solo los
costos relacionados con las aportaciones a la seguridad so-
cial de sus empleados, sino que, en el caso de las mujeres,
también debe de aportar el monto salarial correspondiente
durante el periodo de incapacidad por maternidad.12 La
Ley del Seguro Social requiere que el patrón absorba este
monto salarial si la mujer a la que emplea no cubrió un mí-
nimo de treinta semanas cotizadas previo al goce de esta
prestación. Este número podría no parecer exagerado si lo
observamos desde la abstracción, pero, para fines prácti-
cos, se torna verdaderamente limitante.

Para que una empleada que se encuentra embarazada pue-
da disfrutar de esta prestación a cargo del Instituto Mexi-
cano del Seguro Social, el patrón debe de realizar su alta
frente a las autoridades competentes en un tiempo máximo
de un mes y medio después de iniciado el embarazo. Cual-
quier registro posterior a esta breve ventana de tiempo pro-
voca que los costos relacionados al pago de salario por in-
capacidad sean transferidos al empleador, quien adiciona

esta responsabilidad a las cuotas previamente existentes y
a los costos de contratación de un empleado adicional que
pueda cubrir el espacio creado por la ausencia de la mujer
contratada. Para miles de micro y pequeñas empresas, esta
situación es sencillamente insostenible. 

La actual configuración normativa no sólo crea perversos
desincentivos para la contratación de mujeres embaraza-
das, sino que transfiere todos los costos relacionados al
empleador, quien frecuentemente tendrá que decidirse en-
tre la inclusión y la viabilidad económica de su propia em-
presa. Al exigir un mínimo de treinta semanas cotizadas, la
ley requiere, de forma indirecta, que toda empresa cubra el
costo de esta prestación si la contratación ocurre después
de las primeras semanas de embarazo. 

Esto no solo representa una carga desproporcionalmente
pesada para negocios de un tamaño reducido, sino que se
muestra como un claro desincentivo para la contratación de
mujeres con dos o más meses de embarazo en busca de un
empleo seguro y bien remunerado.

Este esquema es injusto para las mujeres embarazadas o en
edad reproductiva y para las empresas que buscan incorpo-
rarlas a su planta productiva. Las instituciones guberna-
mentales son, hoy por hoy, los únicos actores que se bene-
fician a partir del mismo, puesto que ello les permite
reducir su propio gasto y transferir la responsabilidad in-
volucrada a terceros. 

Con lo anterior, no se busca sino hacer referencia al sub-
texto en el cual se desarrollan miles de contrataciones, de-
mostrando que las condiciones actuales no solo recrudecen
la problemática, sino que no ofrecen alternativas que per-
mitan alcanzar soluciones apropiadas para ambas partes. 

Es en este contexto que someto a consideración de esta so-
beranía la siguiente iniciativa con proyecto de decreto que
reforma la fracción I del artículo 102 de la Ley del Segu-
ro Social, con el fin de garantizar mejores condiciones para
la contratación de mujeres embarazadas, haciendo el proce-
so más justo para ellas y para el empleador. La inclusión la-
boral y la igualdad de oportunidades es tarea de todos los ac-
tores involucrados.

Considerandos

I. El artículo 123 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos establece, entre otros derechos obliga-
dos en el contrato laboral, el que “las mujeres durante el



embarazo no realizarán trabajos que exijan un esfuerzo
considerable y signifiquen un peligro para su salud en rela-
ción con la gestación; gozarán forzosamente de un descan-
so de seis semanas anteriores a la fecha fijada aproximada-
mente para el parto y seis semanas posteriores al mismo,
debiendo percibir su salario íntegro y conservar su empleo
y los derechos que hubieren adquirido por la relación de
trabajo. […]”.13

Si bien la Constitución es clara en sus estipulados, es en la
Ley Federal del Trabajo donde los derechos laborales de la
mujer son expandidos de forma considerable.

El Título Quinto “Trabajo de las Mujeres” de la Ley Fede-
ral del Trabajo lo hace de la siguiente forma. En su artícu-
lo 164 se establece que “las mujeres disfrutan de los mis-
mos derechos y tienen las mismas obligaciones que los
hombres”.14

En su artículo 165, adicionalmente, se establece que “las
modalidades que se consignan en este capítulo tienen como
propósito fundamental, la protección de la maternidad”.15

El artículo 170, en tanto, añade que las madres trabajado-
ras “disfrutarán de un descanso de seis semanas anteriores
y seis posteriores al parto […]” o “en caso de adopción de
un infante disfrutarán de un descanso de seis semanas con
goce de sueldo, posteriores al día en que lo reciban”. Sobre
lo anterior se especifica que “los períodos de descanso a
que se refiere la fracción anterior [II y II Bis] se prorroga-
rán por el tiempo necesario en el caso de que se encuentren
imposibilitadas para trabajar a causa del embarazo o del
parto”.16

La fracción V del mismo articulado define que “durante
los períodos de descanso a que se refiere la fracción II,
percibirán su salario íntegro. En los casos de prórroga
mencionados en la fracción III, tendrán derecho al cin-
cuenta por ciento de su salario por un período no mayor
de sesenta días”.17

Sobre la seguridad social, la propia normatividad del Se-
guro Social indica que esta tiene por objetivo el “garantizar
el derecho a la salud, la asistencia médica, la protección de
los medios de subsistencia y los servicios sociales necesa-
rios para el bienestar individual y colectivo, así como el
otorgamiento de una pensión que, en su caso y previo cum-
plimiento de los requisitos legales, será garantizada por el
Estado”.18

Sobre las percepciones a las que tienen derecho las madres
trabajadoras, la misma normatividad establece, en el ar-
tículo 101, que “la asegurada tendrá derecho durante el em-
barazo y el puerperio a un subsidio en dinero igual al cien
por ciento del último salario diario de cotización el que re-
cibirá durante cuarenta y dos días anteriores al parto y cua-
renta y dos días posteriores al mismo”.19

Sobre los requerimientos para la liberación de esta presta-
ción, el siguiente Artículo 102 delinea tres condicionantes:20

I. Que haya cubierto por lo menos treinta cotizaciones
semanales en el período de doce meses anteriores a la
fecha en que debiera comenzar el pago del subsidio.

II. Que se haya certificado por el instituto (IMSS) el em-
barazo y la fecha probable del parto.

III. Que no ejecute trabajo alguno mediante retribución
durante los periodos anteriores y posteriores al parto.

Como puede percibirse, la principal limitación al goce de
esta prestación es, fundamentalmente, la restricción im-
puesta por el número de semanas requeridas de cotización
previa. Realizar una modificación oportuna en este articu-
lado debe de ser, por lo tanto, una acción prioritaria en el
impulso de la protección de las mujeres trabajadoras.

II. Con el fin de sustentar la viabilidad presupuestaria del
presente proyecto, se solicitó una Valoración de Impacto
Presupuestario de la iniciativa al Centro de Estudios de las
Finanzas Públicas (CEFP) de la Cámara de Diputados, con
fecha del 08 de noviembre del presente año, asignándosele
el folio 000030. 

De acuerdo con su valoración, la implementación de estas
modificaciones tendría un impacto presupuestal estimado
de 468.51 millones de pesos (mdp) para el ejercicio fiscal
de 2019.21

Si bien esta cantidad puede apreciarse considerable si se le
toma fuera del contexto adecuado, es importante conside-
rar que, de acuerdo con el proyecto de Egresos de la Fede-
ración aprobado para el Ejercicio Fiscal 2018, al Instituto
Mexicano del Seguro Social le fue asignado un gasto pro-
gramable de 679 mil 284 millones 281 mil 924 pesos.22

El impacto presupuestal de la presente iniciativa sería, si
el presupuesto asignado al Instituto Mexicano del Seguro
Social se mantiene para el siguiente ejercicio fiscal, me-
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nor al 0.1 por ciento del gasto programado. En este con-
texto, el proyecto que a continuación se propone no solo
cuenta con una sólida justificación social, también se pre-
senta como una solución adecuada dentro de la realidad
presupuestal de nuestro país. 

Por lo anteriormente expuesto someto a su consideración la
siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto que reforma la fracción I del artículo 102 de la
Ley del Seguro Social

Artículo Único. Se reforma la fracción I del artículo 102
de la Ley del Seguro Social para quedar como sigue:

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.
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blecimientos/otras/enaproce/default_t.aspx. 

9 Santa Rita, Ilse. “Pymes cargan más de 80 trámites fiscales”. Méxi-
co. Expansión. 2013. Consultado en 

https://expansion.mx/mi-dinero/2013/08/13/simplificacion-fiscal-
para-pymes. 

10 Fernández Ortiz, Rubén; Castresana, José Ignacio; Fernández Losa,
Nicolás. “Los recursos humanos en las Pymes: Análisis empírico de la
formación, rotación y estructura de propiedad”. En Cuadernos de Ges-

tión. Volumen 6. Número 1. Logroño. Universidad de La Rioja. 2006.
Consultado en

http://www.ehu.eus/cuadernosdegestion/documentos/614.pdf. 

11 Medina Conde, Analaura. “Problemática fiscal de la Mipyme en
México en torno a las aportaciones de seguridad social”. En Temas de

Ciencia y Tecnología. Volumen 15. Número 48. Huajuapan. Universi-
dad Tecnológica de la Mixteca. 2012. Consultado en 
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12 Ley del Seguro Social. Artículo 102. Fracción I. (Última Reforma:
DOF 22-06-2018)

13 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Artículo
123. Apartado A. Fracción V. (Última Reforma: DOF 27-08-2018)

14 Ley Federal del Trabajo. Artículo 164. (Última reforma: DOF 22-
06-2018)

15 LFT. Artículo 165. (Última Reforma: 22-06-2018)

16 LFT. Artículo 170. Fracciones II, II Bis y III. (Última reforma: DOF
22-06-2018)

17 LFT. Artículo 170. Fracción V. (Última reforma: DOF 22-06-2018)

18 Ley del Seguro Social. Artículo 2o. (Última reforma: DOF 22-06-
2018)

19 LSS. Artículo 101. Párrafo primero. (Última reforma: DOF 22-06-
2018)

20 LSS. Artículo 102. (Última reforma: DOF 22-06-2018)

21 Se anexan los resultados y metodología de la VIP al final de pre-
sente propuesta. Solicitud de VIP con clave: CEFP / IPP/ 296 / 2018. 

22 Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de
2018. Artículo 6. (Última reforma: DOF 29-11-2017)

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 27 de noviembre de
2018.— Diputada Martha Angélica Zamudio Macías (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Social, para 
dictamen.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

«Iniciativa que adiciona el artículo 513 de la Ley Federal del
Trabajo, a cargo del diputado Juan Martín Espinoza Cárde-
nas, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

El suscrito, diputado Juan Martín Espinoza Cárdenas, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano
en la LXIV Legislatura, de conformidad con lo dispuesto
en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos y los artículos 6, nume-
ral 1, fracción I; 62, numeral 2, 77 y 78, Reglamento de la

Cámara de Diputados, por lo que se somete a considera-
ción de esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La Organización Mundial de la Salud (OMS) establece que
la depresión es “un trastorno mental frecuente, que se ca-
racteriza por la presencia de tristeza, pérdida de interés o
placer, sentimientos de culpa o falta de autoestima, trastor-
nos del sueño o del apetito, sensación de cansancio y falta
de concentración”.1

La depresión es una enfermedad frecuente en todo el mun-
do, y se calcula que afecta a más de 300 millones de per-
sonas. La depresión es distinta de las variaciones habitua-
les del estado de ánimo y de las respuestas emocionales
breves a los problemas de la vida cotidiana. Puede conver-
tirse en un problema de salud serio, especialmente cuando
es de larga duración e intensidad moderada a grave, y pue-
de causar gran sufrimiento y alterar las actividades labora-
les, escolares y familiares. En el peor de los casos puede
llevar al suicidio. Cada año se suicidan cerca de 800 mil
personas, y el suicidio es la segunda causa de muerte en el
grupo etario de 15 a 29 años.2

En la depresión existen dos variaciones o tipos, trastorno
depresivo recurrente y el trastorno afectivo bipolar; el pri-
mero versa sobre diversos episodios de depresión que son
frecuentes en el sujeto y que puede afectar la condición
emocional, disminución de energía o interés, si llegase a
aumentar el trastorno puede impedir que la persona realice
sus actividades diarias. Y el segundo versa cuando en el su-
jeto tiene episodios maniacos o depresivos separados por
intervalos con un estado de ánimo normal.

Nuestro país no es la excepción que suceda este trastorno
en los ciudadanos, ya que la Comisión Nacional de Dere-
chos Humanos (CNDH) y la Organización Mundial de la
Salud (OMS), informan que aproximadamente hay 10 mi-
llones de mexicanos diagnosticadas con depresión.3

La depresión en una enfermedad que se origina por factores
psicológicos o sociales, puede ser diagnosticada a cualquie-
ra sin diferencia de edad, sexo, condición social o económi-
ca, todos los mexicanos pueden ser susceptibles de adquirir
este trastorno mental frecuente.

Millones de mexicanos son afectados por este trastorno y
muchos más desconocen este tipo de enfermedad o que
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pueden confundir los síntomas con otro tipo de enfermeda-
des, llegando a perjudicar además de su vida cotidiana y la-
boral, al no ser eficaz o impedir que trabaje de manera ade-
cuada, trayendo como consecuencia, despido.

De acuerdo con el Anuario de morbilidad de la Secretaría
de Salud federal entre los años 2014 y 2015, esta enferme-
dad de trastorno recurrente tuvo un aumento de 31 por
ciento, es decir, que se registraron 91 mil 521 nuevos casos
detectados.4

Se estima que para 2020, la depresión se habrá convertido
en la segunda causa principal de discapacidad a nivel mun-
dial. En los países desarrollados, la depresión ocupará el
tercer lugar en días de incapacidad, y en los países en de-
sarrollo ocupará el primer lugar. Se espera que las tasas de
suicidio también vayan a subir.5

De acuerdo con la información proporcionada por el Anuario
de morbilidad de la Secretaría de Salud federal, la etapa de
vida que recorre entre 25 a 59 años de edad (que es la etapa
donde la mayoría de las personas está dentro del ámbito la-
boral), por lo que los trabajadores pueden tener síntomas co-
mo el desánimo, pérdida de interés o de concentración, auto-
estima baja, alteraciones del sueño y del apetito, principios
que originan la depresión. Dando como resultado que esta en-
fermedad igual afecta al sector laboral y es perjudicial para la
economía y sustento de nuestro país.

En mayo pasado se publicó en la revista Nature un meta
análisis genético, coautoría de alrededor de 300 científicos
de 161 instituciones de diversos países, donde se comparan
los resultados de estudios realizados en 135 mil 458 casos
de trastorno depresivo mayor (TDM) y 344 mil 901 con-
troles. El resultado fue que se encontraron nada menos que
44 genes asociados directamente a la depresión. Treinta de
ellos no se conocían antes. Además, hallaron otros 153 que
pueden tener cierta influencia en el padecimiento.6

Por lo que se puede considerar que la depresión es similar
a la diabetes o el cáncer, al traer predispuesto un cambio
genético en su ADN, incluso las cifras mencionadas por la
Organización Mundial de la Salud, podría considerarse co-
mo una epidemia mundial si no se realizan las prevencio-
nes necesarias.

La directora del Instituto Nacional de Psiquiatría, explica
que algunos factores que provocan la depresión, es la inse-
guridad que se encuentra el país, la pobreza, falta de opor-

tunidades laborales, violencia familiar, acoso laboral, etcé-
tera. De acuerdo con la Encuesta Nacional de Epidemiolo-
gía Psiquiátrica 2007, el promedio de días de trabajo per-
didos en 2006 por causa de la depresión fue de 25.1,
mientras que el de días perdidos por enfermedades cróni-
cas fue de 6.89.7

Este trastorno afecta a cientos de mexicanos que les puede
ocasionar apatía, pérdida de peso, que origina que bajen sus
defensas, provocándoles enfermedades, sin mencionar la fal-
ta de interés en sus actividades diarias.

De acuerdo con el Instituto Nacional de Estadística y Geo-
grafía (Inegi), integrantes del hogar de 12 años y más con
sentimientos de depresión 32.5 por ciento de la población
se ha sentido alguna vez deprimido.

Gráfica 1.8

En la siguiente gráfica se refleja que cada cuanto sufre una
persona con depresión, 9.9 por ciento es diario, 11.7 por
ciento es semanal, 11.5 por ciento mensualmente y 66.9
por ciento algunas veces por año.

Gráfica 2.9

La Ley General para la Inclusión de las Personas con Disca-
pacidad en su artículo 2, fracción IX, que la discapacidad:



“Es la consecuencia de la presencia de una deficiencia o
limitación en una persona, que al interactuar con las ba-
rreras que le impone el entorno social, pueda impedir su
inclusión plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de
condiciones con los demás”.10

Y que existen tres géneros la discapacidad física, mental e
intelectual, en la que correspondería la depresión como dis-
capacidad mental que la misma ley establece en su artícu-
lo 2, fracción XI, como:

“A la alteración o deficiencia en el sistema neuronal de
una persona, que aunado a una sucesión de hechos que
no puede manejar, detona un cambio en su comporta-
miento que dificulta su pleno desarrollo y convivencia
social, y que al interactuar con las barreras que le impo-
ne el entorno social, pueda impedir su inclusión plena y
efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con
los demás”.11

La depresión concuerda con las especificaciones de disca-
pacidad mental, al contar una alteración en su sistema neu-
ronal que detona cambios en su comportamiento de su ple-
no desarrollo psicosocial. 

Por ello propongo que se reforme la Ley Federal del Tra-
bajo para considerar a la depresión como causa de discapa-
cidad laboral, ya que puede ser causante de aislamiento,
enfermedades e incluso el suicidio.

Por lo anteriormente expuesto y fundamentado, someto a
consideración del pleno el siguiente proyecto de

Decreto

Se adiciona un numeral 162 del artículo 513 de la Ley
Federal del Trabajo, para considerar a la depresión co-
mo discapacidad laboral

Único. Se adiciona un numeral 162 del artículo 513 de la
Ley Federal del Trabajo, para quedar como sigue:

Tabla de enfermedades de trabajo

(...)

1. a 161. (...)

Enfermedades mentales

Alteración de aspectos cognoscitivos, afectivos y con-
ductuales, en que quedan afectados el despliegue óp-
timo de la emoción, la motivación, la cognición, la
conciencia, la conducta, la percepción, la sensación,
el aprendizaje, el lenguaje, etcétera; para la convi-
vencia, el trabajo y la recreación.

162. Depresión.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Notas

1 OMS, “Depresión”, 2017. http://www.who.int/topics/depression/es/

2 OMS, “Depresión, cifras y generalidades”, 2018. 

http://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/depression

3 Comisión Nacional de los Derechos Humanos, Alerta CNDH sobre
la necesidad de identificar y reconocer a la depresión, como causa de
discapacidad laboral en el mundo,07/abril/2017. 

http://www.cndh.org.mx/sites/all/doc/Comunicados/2017/Com_20
17_106.pdf

4 Ibídem.

5 OMS, Prevención del Suicido un instrumento en el trabajo, 2006. 

https://www.who.int/mental_health/prevention/suicide/resource_w
ork_spanish.pdf

6 Newsweek, en Español, Depresión, el trastorno mental que será la
primera causa de discapacidad en México en 2020, 2018. 

https://newsweekespanol.com/2018/07/depresion-mexico-discapa-
cidad/

7 Bianca Carretto y Luz Elena Marcos, La depresión, un mal silencio-
so pero creciente entre los mexicanos, Expansión, 07/abril/2017.

8 Inegi, Salud Mental, 2017. http://www.beta.inegi.org.mx/temas/sa-
lud/
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9 Ídem.

10 Ley General para la Inclusión para las Personas con Discapacidad,
2018.

11 Ídem.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 4 de diciembre de 2018.— Dipu-
tado Juan Martín Espinoza Cárdenas (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.

LEY DE OBRAS PÚBLICAS Y SERVICIOS 
RELACIONADOS CON LAS MISMAS Y LEY

DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y
SERVICIOS DEL SECTOR PÚBLICO

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 27 de la
Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las
Mismas y 26 de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos
y Servicios del Sector Público, a cargo del diputado Mario
Alberto Ramos Tamez, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano

El suscrito, Mario Alberto Ramos Tamez, integrante del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano en la
LXIV Legislatura, de conformidad con el artículo 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, somete a la consideración de esta soberanía la
presente iniciativa con proyecto de decreto, por el que se
reforma y adiciona un cuarto párrafo del artículo 27 de la
Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las
Mismas, así como la adición de un tercer párrafo al artícu-
lo 26 de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servi-
cios del Sector Público, al tenor de las siguientes

Consideraciones

Una de las principales responsabilidades de la administración
pública federal es la de generar bienes y servicios para sus re-
presentados. Para alcanzar este propósito, se han establecido
una serie de reglas que permitan cumplir este fin, pero tam-
bién que garanticen un libre acceso a quienes desean proveer
de bienes y servicios y que al mismo tiempo reducir trámites
engorrosos y posibilidades de corrupción.

La anterior función está considerada de manera general en
el artículo 134 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y de manera específica en las leyes re-
glamentarias: las Leyes de Obras Públicas y Servicios Re-
lacionados con las Mismas; y de Adquisiciones, Arrenda-
mientos y Servicios del Sector Público.

Estos dos instrumentos jurídicos establecen el procedi-
miento de contratación pública, para lo cual, mediante una
declaración unilateral de voluntad contenida en una convo-
catoria pública, el Estado se obliga a celebrar un contrato
para la adquisición de un bien o servicio –incluida obra pú-
blica-, con aquél interesado que, cumpliendo determinados
requisitos prefijados en la convocatoria, emitida por el en-
te público de que se trate, ofrezca al Estado las mejores
condiciones de contratación.

Aunado a lo anterior, cabe señalar que estos procedimientos
deben atender, también, a principios económicos, en el en-
tendido que la competencia en este terreno debe tener una
connotación económica y de mercado.

Diversas teorías económicas como la de Adam Smith, se-
ñalan que la competencia es buena para la economía por-
que genera una asignación eficiente de los recursos, en la
cual, no hay despilfarro, ya que permite la existencia de
compradores y vendedores bien informados, que buscan
beneficios para ambos”.1

Atendiendo a lo anterior, el diseño de procedimientos a fa-
vor de la libre competencia en la contratación pública des-
empeña un papel fundamental en la obtención de las mejo-
res condiciones de precio, calidad, cantidad y variedad de
los bienes, servicios u obras que contrata el Estado, así co-
mo en la asignación eficiente de los recursos públicos des-
tinados para estos fines. Éste debe de ser el fin primario de
la contratación pública, sin embargo, no el único. Es co-
mún que además de este propósito, el sistema de compras
públicas ya sea desde la ley o a través de medidas admi-
nistrativas, apoye objetivos secundarios tal como el desa-
rrollo de proveedores locales y las micro, pequeñas y me-
dianas empresas, el cuidado del ambiente o el apoyo a
grupos vulnerables como las personas con discapacidad.

Los objetivos secundarios son deseables, más aun en una
sociedad tan diversa que ha obligado a implantar políti-
cas públicas para incluir a todos los grupos sociales en el
desarrollo y con mayor razón cuando este se refiere a la
aplicación y asignación de recursos públicos de manera
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directa o indirecta, como es el caso de las contrataciones
en este sector.

Uno de los objetivos secundarios que debe atenderse es el
referente al desarrollo del mercado local y de las pequeñas
y medianas empresas que se convierten en motor de desa-
rrollo regional y hasta nacional, pero que necesitan del im-
pulso para lograrlo.

Aunque muchas de las teorías económicas refieran un libre
mercado de manera absoluta, también es de destacar que a
lo largo de la historia ha habido múltiples ejemplos de ca-
sos de economías que se desarrollaron a partir de fortalecer
su mercado local. Un caso emblemático es el de Reino
Unido, que a través de la historia ha ocupado este tipo de
prácticas y ha logrado ser una de las principales economí-
as del mundo.

Otro de los casos destacados es el de Estados Unidos, el
cual desde tiempos de su independencia iniciaron una fuer-
te lucha de protección a su industria naciente. El pensa-
miento norteamericano de la época, sobre todo con el se-
cretario del tesoro Alexander Hamilton estaba encaminado
a la defensa de la industria naciente, pues se aludía a la pro-
tección de la industria hasta que ésta fuera lo suficiente-
mente competitiva para luchar con productos establecidos.
Desde 1816 hasta finales de la Segunda Guerra Mundial,
Estados Unidos contó con uno de los niveles de impuestos
sobre manufacturas más altos del mundo, lo cual le permi-
tió, casi sin resistencia competitiva, alcanzar el desarrollo
necesario en sus productos.

Como en los anteriores casos, resulta una premisa funda-
mental fortalecer el mercado interno para poder ser más
competitivos.

A través de un conceso de diversas instituciones globales
como el Banco Mundial, Naciones Unidas, la Organiza-
ción para la Cooperación y el Desarrollo Económicos y
CAF –banco de desarrollo de América Latina–, así como
de académicos y profesionales con experiencia en el área
han definido “que el objetivo del desarrollo local es
construir las capacidades institucionales y productivas de
un territorio definido, con frecuencia una región o muni-
cipalidad, para mejorar su futuro económico y la calidad
de vida de sus habitantes”.2

El desarrollo local hace una contribución importante a la
mejora del desempeño económico nacional. De hecho, en

los últimos años, este tipo de desarrollo ha ganado una im-
portancia crítica debido a la creciente competencia global,
la movilidad poblacional, los avances tecnológicos y las
consecuentes diferencias espaciales y desequilibrios terri-
toriales. Un desarrollo local efectivo puede contribuir a la
reducción de disparidades; generar empleos y multiplicar
empresas; aumentar la inversión total del sector privado;
mejorar los flujos de información con los inversionistas,
además de aumentar la coherencia y confianza de la estra-
tegia económica local. Este tipo de políticas también con-
templa una mejor evaluación y diagnóstico de los activos
económicos locales y de una sólida identificación de sus
ventajas comparativas, lo cual permite apoyar una estrate-
gia de desarrollo más robusta.

Ante el reto que podría suponer el cumplir el propósito de
impulsar el desarrollo local a través de considerar que los
proveedores locales obtengan algún “beneficio” en las lici-
taciones públicas y el respetar la libre competencia que
obligan los mercados económicos, es que propongo esta
iniciativa, que encuentra un justo medio para cumplir am-
bos fines.

El Instituto Mexicano para la Competitividad, AC, elaboró
el documento Guía práctica de compras públicas, con el
propósito de ofrecer a los tomadores de decisiones y a los
operadores de los sistemas de compras públicas, a nivel es-
tatal, una guía básica de los elementos que deben conocer
para poder ejecutar los procedimientos de adquisiciones de
la forma más eficiente, transparente y competitiva posible.
En este documento señala que, como medida de fomento
del mercado local a escala federal, la Ley de Adquisicio-
nes, Arrendamientos y Servicios del Sector Público esta-
blece que, en las licitaciones internacionales abiertas, las
ofertas de participantes nacionales tendrán un margen de
preferencia hasta de 15 por ciento respecto a los bienes de
importación (artículo 14). De manera similar, a escala es-
tatal, 16 entidades federativas dan un margen de preferen-
cia a los participantes con domicilio fiscal en sus estados,
aunque el tamaño del margen tiene amplia variación, que
va de 2 a 15 por ciento, según el estado. Además, de una
forma aún más restrictiva, existen legislaciones a escala es-
tatal que contemplan la posibilidad llevar a cabo licitacio-
nes estatales, en las que únicamente pueden acudir provee-
dores locales.

Asimismo, este estudio señala que, en términos generales,
existen cinco principales mecanismos que permitirían fa-
vorecer desde la ley a estos distintos grupos. Éstos son
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1. Criterio de desempate: Se define que en caso de que
dos participantes empaten, se le debe otorgar el contra-
to al participante que forme parte del grupo que se de-
sea apoyar (proveedores locales, Mipyme, grupos vul-
nerables, etcétera).

2. Criterio de evaluación: Con este método, se otorgan
puntos adicionales a los oferentes que cuenten con las
características que se quieren favorecer (ser micro, pe-
queña o mediana empresa, ofrecer bienes favorables al
ambiente, ser un proveedor local, etcétera).

3. Margen de preferencia: Se considera que la oferta
económica de un grupo favorecido puede ser más alta
que la del resto y aun así considerarse en igualdad de
condiciones.

4. Cumplimiento de cuotas: La ley fija que cierto por-
centaje del total del gasto en compras públicas debe de
adjudicarse a un grupo en particular.

5. Concursos exclusivos para un grupo: Se refiere a
concursos en los cuales la participación está restringida
al grupo que se quiere favorecer.

Justamente en el primer criterio se centra esta iniciativa,
que permite conciliar uno de los objetivos secundario en
las licitaciones públicas y que toma mayor relevancia a
partir del crecimiento económico que pude tener nuestro
país a partir de impulsar el mercado local.

Por lo expuesto y fundado se somete a consideración de es-
ta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma y adiciona un cuarto pá-
rrafo al artículo 27 de la Ley de Obras Públicas y Ser-
vicios Relacionados con las Mismas, así como la adición
de un tercer párrafo al artículo 26 Ley de Adquisicio-
nes, Arrendamientos y Servicios del Sector Público

Primero. Se reforma y adiciona un cuarto párrafo del ar-
tículo 27 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacio-
nados con las Mismas, para quedar como sigue:

Artículo 27. Las dependencias y entidades seleccionarán
de entre los procedimientos que a continuación se señalan,
aquél que de acuerdo con la naturaleza de la contratación
asegure al Estado las mejores condiciones disponibles en
cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y de-
más circunstancias pertinentes:

I. …

…

III. …

Los contratos de obras públicas y los servicios relaciona-
dos con las mismas se adjudicarán, por regla general, a tra-
vés de licitaciones públicas, mediante convocatoria públi-
ca, para que libremente se presenten proposiciones
solventes en sobre cerrado, que será abierto públicamente.

En los procedimientos de contratación deberán establecer-
se los mismos requisitos y condiciones para todos los par-
ticipantes, debiendo las dependencias y entidades propor-
cionar a todos los interesados igual acceso a la información
relacionada con dichos procedimientos, a fin de evitar fa-
vorecer a algún participante.

En caso de que dos o más proposiciones cumplan en
igualdad de circunstancias con todos los requisitos, se
buscará dar preferencia a proveedores locales del lugar
en donde se realice la ejecución de la obra o del servicio
relacionado.

Las condiciones contenidas en la convocatoria a la licita-
ción e invitación a cuando menos tres personas y en las
proposiciones presentadas por los licitantes no podrán ser
negociadas, sin perjuicio de que la convocante pueda soli-
citar a los licitantes aclaraciones o información adicional
en los términos del artículo 38 de esta ley.

Segundo. Se reforma y adiciona un tercer párrafo al ar-
tículo 26 Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servi-
cios del Sector Público, para quedar como sigue:

Artículo 26. Las dependencias y entidades seleccionarán
de entre los procedimientos que a continuación se señalan,
el que de acuerdo con la naturaleza de la contratación ase-
gure al Estado las mejores condiciones disponibles en
cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y de-
más circunstancias pertinentes:

I. Licitación pública;

II. Invitación a cuando menos tres personas; o

III. Adjudicación directa.
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Las adquisiciones, arrendamientos y servicios se adjudica-
rán, por regla general, a través de licitaciones públicas, me-
diante convocatoria pública, para que libremente se pre-
senten proposiciones, solventes en sobre cerrado, que será
abierto públicamente, a fin de asegurar al Estado las mejo-
res condiciones disponibles en cuanto a precio, calidad, fi-
nanciamiento, oportunidad, crecimiento económico, gene-
ración de empleo, eficiencia energética, uso responsable
del agua, optimización y uso sustentable de los recursos,
así como la protección al medio ambiente y demás cir-
cunstancias pertinentes, de acuerdo con lo que establece la
presente ley.

En caso de que dos o más proposiciones cumplan en
igualdad de circunstancias con todos los requisitos, se
buscara dar preferencia a proveedores locales del lugar
en donde se realice la ejecución de la obra o del servicio
relacionado.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Fischer, Stanley, Rudiger Dornbusch y Richard Schmalense. Econo-

mía, Mc Graw-Hill, México, segunda edición, 1998.

2 La economía local: la función de las agencias del desarrollo. Banco
de Desarrollo de América Latina y OCDE. Serie Políticas Públicas y
Transformación Productiva número 2 / 2012 Greg Clark, Joe Huxley y
Debra Mountford.

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, a
4 de diciembre de 2018.— Diputado Mario Alberto Ramos Tamez
(rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrup-
ción, para dictamen.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO Y LEY DEL
INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL DE 

LA VIVIENDA PARA LOS TRABAJADORES

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de las Leyes Federal del Trabajo, y del Instituto del Fondo
Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, a cargo de
la diputada Adriana Gabriela Medina Ortiz, del Grupo Par-
lamentario de Movimiento Ciudadano

La suscrita, diputada Adriana Gabriela Medina Ortiz, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano
en la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados, con
fundamento en los artículos 71, fracción II, y 72 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como el artículo 6, fracción I, y los artículos 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, somete a la consideración de esta
asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
que reforma y adiciona los artículos 41 y 51 de la Ley del
Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Tra-
bajadores y los artículos 110 y 145 de la Ley Federal del
Trabajo.

Exposición de Motivos

El texto vigente de Ley del Instituto del Fondo Nacional de
la Vivienda para los Trabajadores (Infonavit), en materia
de créditos para los trabajadores, no garantiza condiciones
de equidad e igualdad para las personas con discapacidad,
ya que considera mecanismos de protección sobre los cré-
ditos de aquellas, que en términos de la Ley del Seguro So-
cial, son incapacitadas de forma total permanente o parcial
por encima de 50 por ciento. Con esa redacción, se ignora
a la población que se encuentra con incapacidades parcia-
les por debajo de 50 por ciento o de forma temporal por
una enfermedad no profesional generando un espacio para
la desigualdad ya que estas personas no cuentan con las
mismas condiciones para afrontar sus deudas crediticias
ante Infonavit que las personas que no tienen registrado al-
gún tipo de incapacidad. Sólo en Jalisco, el promedio anual
de los últimos 10 años es de mil 440 personas que caen en
este supuesto. Asimismo, para el trimestre de junio de
2018, en la misma entidad, la cartera vencida del Infonavit
era de 11 mil 7601 cuentas del total de saldo nacional ven-
cido, alrededor de 294 mil cuentas.

Sólo en 2017, se registró por el IMSS la emisión de casi 7
millones2 de certificados por incapacidad de enfermedades
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no profesionales, de los cuales 3 millones no generaron
subsidio, es decir sus ingresos se vieron disminuidos.

De los registros de riesgos de trabajo, 34 mil3 fueron inca-
pacidades permanentes por fracturas, luxaciones y trauma-
tismos leves o medios que no implicaron la reducción de
capacidades en más de 50 por ciento. En este sentido, re-
sulta evidente que los casos de incapacidad parcial perma-
nente y temporal por enfermedad no profesional, ponen en
riesgo, la viabilidad de mantener una vivienda digna por lo
que estableciendo un mecanismo para dar prorrogas en
esas condiciones, se generan condiciones para hacer viable
la liquidación final de los créditos al otorgar por las condi-
ciones extraordinarias mencionadas prorrogas que eviten
que la deuda se torne irremontable.

Bajo esta tesitura, el texto vigente de la Ley Federal del
Trabajo, en su artículo 110, establece como obligaciones
del patrón realizar los descuentos sobre los salarios del tra-
bajador, cuando tenga un crédito hipotecario con el Institu-
to, sin importar la condición del mismo, es decir aunque se
encuentre incapacitado temporalmente por enfermedad no
profesional o parcialmente. Asimismo, la misma ley, regla-
menta la existencia del instituto (Infonavit), en el artículo
145 establece que el organismo administrador del fondo
nacional de vivienda, debe contar con seguros para los cré-
ditos que otorgue, sin embargo sólo para los casos de muer-
te o incapacidad total permanente. De igual manera, en su
artículo 41, sobre el derecho a las prórrogas, sólo las per-
mite en periodos de 12 meses hasta un máximo de 24, no
se incluyen las incapacidades temporales o parciales. Todo
esto plantea un marco administrativo desfavorable para el
trabajador y tendiente a las pérdidas para el Instituto.

Derivado de lo anterior, el 29 de junio de 2007, la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación, emitió un fallo relativo
a que las y los trabajadores con invalidez temporal, debían
acceder a las prórrogas, ya que considero que “cuando a un
acreditado se le clasifica con invalidez temporal, se en-
cuentra impedido para allegarse de los medios económicos
suficientes para enfrentar las obligaciones crediticias deri-
vadas de la adquisición de vivienda a través del Infonavit”4

permitir el acceso a las prórrogas.

Cabe añadir que México se ha quedado rezagado, respecto
a las democracias consolidadas, en la actualización de su
sistema de seguridad y protección social, erosionando des-
de el Estado el bienestar de su población y específicamen-
te de la más vulnerable.

Para contrastar estas áreas de oportunidad en nuestro país,
podemos observar que en la región de América Latina, Chile
es referente en la conquista de derechos sociales, por lo que
atendiendo a garantizar el derecho humano de acceso a la vi-
vienda digna, opto por aplicar mecanismos de protección hi-
potecaria completa. En este sentido implementó a través del
Ministerio de Vivienda y Urbanismo, un seguro de protec-
ción de pagos hipotecarios por  desempleo e incapacidad
temporal, incluso para trabajadores independientes5 que es
compatible o complementario a otros seguros que otorgue la
institución que financia el inmueble.

Atendiendo a la misma necesidad, el gobierno Español ex-
pidió un decreto para la contratación de seguro de protec-
ción de pagos o amortización hipotecaria, a causa de la cri-
sis económica y financiera de 2009, buscando asegurar las
viviendas de los trabajadores que se encontraban en situa-
ción de desempleo o incapacidad temporal, por accidente o
enfermedad hasta máximo 30 meses o 12 pagos por sinies-
tro6 durante la vida del crédito. En el caso de España, de
acuerdo con el Comité Español de Representantes de Per-
sonas con Discapacidad7 las personas con discapacidad,
incluso de 33 por ciento, tienen que acceder a créditos hi-
potecarios para complementar sus ingresos.

Ante la evidencia internacional sobre el compromiso que
puede y debe adquirir el Estado con el derecho a la vivien-
da de sus trabajadores y considerando al Infonavit, como
“la principal institución hipotecaria de América Latina, y la
cuarta más grande e importante de todo el mundo”8 debe-
mos actuar con congruencia y recordar el objeto social del
instituto, planteando los cambios que sean necesarios para
brindar mejores condiciones de acceso a la vivienda y la
preservación de ésta en México.

En consecuencia, la presente iniciativa busca asegurar la
equidad entre las y los trabajadores beneficiarios del Infona-
vit, al asegurar el derecho a la vivienda sin importar su con-
dición de salud, en acatamiento del fallo de la corte y aten-
diendo a la realidad social de una porción de la población.

Por lo expuesto y fundado, me sirvo someter a considera-
ción del pleno de esta soberanía, la siguiente iniciativa con
proyecto de

Decreto

Primero. Se reforman la fracción III del artículo 110, el
primer párrafo y se le adiciona un párrafo del artículo 145
de la Ley Federal del Trabajo.
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Artículo 110. Los descuentos en los salarios de los traba-
jadores, están prohibidos salvo en los casos y con los re-
quisitos siguientes:

I. …

II. …

III. Pago de abonos para cubrir préstamos provenientes
del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajado-
res destinados a la adquisición, construcción, repara-
ción, ampliación o mejoras de casas habitación o al pa-
go de pasivos adquiridos por estos conceptos
exceptuando aquellos trabajadores que se encuen-
tren incapacitados temporal o parcialmente. Asimis-
mo, a aquellos trabajadores que se les haya otorgado un
crédito para la adquisición de viviendas ubicadas en
conjuntos habitacionales financiados por el Instituto del
Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores se
les descontará el 1% del salario a que se refiere el ar-
tículo 143 de esta Ley, que se destinará a cubrir los gas-
tos que se eroguen por concepto de administración, ope-
ración y mantenimiento del conjunto habitacional de
que se trate. Estos descuentos deberán haber sido acep-
tados libremente por el trabajador.

IV. a VII. …

Artículo 145. Los créditos que se otorguen por el organis-
mo que administre el Fondo Nacional de la Vivienda, esta-
rán cubiertos por un seguro, para los casos de incapacidad,
temporal, parcial y total permanente o de muerte, que li-
bere al trabajador o a sus beneficiarios de las obligaciones,
gravámenes o limitaciones de dominio a favor del citado
organismo, derivadas de esos créditos.

�

…

En los casos de incapacidad parcial o temporal, se libe-
rará al trabajador acreditado del adeudo por el tiempo
que dure la incapacidad, los gravámenes o limitaciones
de dominio a favor del Instituto, siempre y cuando no
sea sujeto de una nueva relación de trabajo por un pe-
ríodo mínimo de dos años, lapso durante el cual gozará
de una prórroga sin causa de intereses, para el pago de
su crédito. La existencia de estos supuestos deberá com-
probarse ante el Instituto del Fondo Nacional de la Vi-
vienda para los Trabajadores, dentro del mes siguiente
a la fecha en que se determinen.

Segundo. Se reforman los párrafos segundo y tercero del
artículo 41, se reforma el párrafo primero y se adiciona un
párrafo al artículo 51 la Ley del Instituto del Fondo Nacio-
nal de la Vivienda para los Trabajadores.

Artículo 41. …

Cuando un trabajador hubiere recibido crédito del Institu-
to, éste le otorgará a partir de la fecha en que haya dejado
de percibir ingresos salariales o se encuentre incapacita-
do temporal o parcialmente, prórrogas en los pagos de la
amortización que tenga que hacer por concepto de capital e
intereses ordinarios. Para tal efecto, el trabajador acredita-
do deberá presentar su solicitud al instituto dentro del mes
siguiente a la fecha en que deje de percibir ingresos sala-
riales o en el mes en que se registre el inicio de la inca-
pacidad temporal o parcial. Durante dichas prórrogas los
pagos de principal y los intereses ordinarios que se generen
se capitalizarán al saldo insoluto del crédito. En caso de
que el trabajador no solicite la prórroga en el plazo ésta no
se le autorizará.

Las prórrogas que se otorguen al trabajador de conformi-
dad con el párrafo anterior no podrán ser mayores de doce
meses cada una, ni exceder en su conjunto más de veinti-
cuatro meses, y terminarán anticipadamente cuando el tra-
bajador inicie una nueva relación laboral o concluya el pe-
riodo de incapacidad temporal o parcial.

…

Artículo 51. Los créditos que el Instituto otorgue a los tra-
bajadores estarán cubiertos por un seguro para los casos de
incapacidad total permanente o de muerte, que libere al tra-
bajador o a sus beneficiarios de las obligaciones, graváme-
nes o limitaciones de dominio a favor del Instituto deriva-
dos de esos créditos.

…

…

…

En los casos de incapacidad temporal o parcial, en los
términos de la Ley del Seguro Social, se liberará al tra-
bajador acreditado del adeudo generado durante el pe-
ríodo de incapacidad, los gravámenes o limitaciones de
dominio a favor del Instituto, siempre y cuando no sea
sujeto de una nueva relación de trabajo por un período
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mínimo de dos años.  La existencia de este supuesto
también deberá comprobarse ante el Instituto del Fon-
do Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, den-
tro del mes siguiente a la fecha en que se determinen.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Segundo. Una vez publicado el decreto en el Diario Oficial
de la Federación, el Ejecutivo emitirá el nuevo reglamento
a más tardar en 90 días.

Notas

1 Infonavit (2018) Cartera Vencida por Trimestre. Junio

2 IMSS. (2017) memoria estadística. Capítulo X, Prestaciones econó-
micas.

3 IMSS. (2017) memoria estadística. Capítulo VII, Salud en el trabajo.

4 SCJN (2007) Derecho a Prórroga. Expediente 121/2007.

5 Ministerio de Vivienda y Urbanismo (2010) Chile. 

http:/ /www.minvu.cl/ incjs/download.aspx?glb_cod_no-
do=20070322110841&hdd_nom_archivo=Seguro%20desem-
pleo%20presidencial.pdf

6 García, L. (2014) Seguros de protección de pagos: Una garantía li-
mitada ante situaciones de fallecimiento, desempleo o incapacidad
temporal. Universidad Castilla-La Mancha: España 

7 Nota: CERMI (2010) Guía sobre hipoteca inversa para personas con
discapacidad. España 

http://www.medulardigital.com/?act=dnews&s=1&n=6045

8 Nota: Cumbre de financiamiento a la vivienda Infonavit (2018) 

https://www.gob.mx/presidencia/articulos/cumbre-de-financia-
miento-a-la-vivienda-infonavit-2018-155847

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 4 de diciembre de
2018.— Diputada Adriana Gabriela Medina Ortiz (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

«Iniciativa que adiciona el artículo 41 de la Ley General de
Educación, a cargo de la diputada María Libier González
Anaya, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

La que suscribe, diputada federal migrante María Libier
González Anaya, integrante  del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano en la presente LXIV Legislatura
del Congreso de la Unión, con fundamento en lo estableci-
do en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, y los artículos 6, nume-
ral 1, fracción I; 77 y 78, y demás relativos del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, someto a consideración de
esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de decre-
to por el que se adicionan diversas disposiciones a la Ley
Federal de Migración, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

La educación es uno de los pilares del desarrollo huma-
no y del progreso de las naciones, una sociedad que no
proporciona enseñanza a su población en las diversas
modalidades, está condenada a obtener pobres resultados
en materia educativa, en demerito de las personas y de la
misma sociedad.

Se tiene conocimiento que cuando los ciudadanos poseen
un nivel educativo mayor al promedio, pueden tener acce-
so a mejores empleos y una vida digna, de esta manera se
rompe el circulo vicioso de la pobreza; la educación se
convierte en uno de los principales detonadores del desa-
rrollo social. 

La educación como uno de los derechos consagrados en la
Constitución, es uno de los mayores logros en el devenir
histórico de nuestra patria. Como un bien público y social,
la educación debe llegar a ser accesible para todos inde-
pendientemente de su condición social, cultural, étnica e
incluso independientemente de su calidad migratoria, la
que debe impartirse bajo criterios de calidad y equidad, y
de acuerdo a los requerimientos de cada uno de los edu-
candos. Es obligación del Estado mexicano garantizar el
derecho a la educación. 
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El fenómeno de retorno de los migrantes mexicanos ha
propiciado el regreso de miles de niños que estaban incor-
porados a los sistemas educativos de la unión americana.
Ingresar a los planteles educativos mexicanos   no ha sido
nada fácil para ellos, por el contrario, la diferencia de mé-
todos y programas en la impartición de la enseñanza ha tra-
ído como consecuencia que el niño retornado se enfrente a
la difícil tarea de incorporarse al sistema educativo nacio-
nal, en donde encontrará un idioma distinto que en su ma-
yoría no domina, además, de un ambiente social, económi-
co y cultural que son, en suma, totalmente diferentes.

Estimaciones del gobierno de Estados Unidos indican que,
en 2015, residían en México 600,000 menores de origen
estadounidense. Sin embargo, carecemos de datos actuali-
zados al 2018; por su parte, el gobierno mexicano a través
de la Encuesta Intercensal realizada por el Inegi en 2015
indicó que había 497,400 mil menores binacionales naci-
dos en Estados Unidos.i

De acuerdo con datos obtenidos a través de un requerimien-
to de acceso a la información interpuesto por el Instituto de la
Mujer Migrante y citado por Jacobo-Suárez (2017)ii se sabe
que en 2010 la cifra de la SEP sobre alumnos nacidos en Es-
tados Unidos inscritos en educación básica fue de 227,328.
Tres años después, en 2013, el número de estudiantes incre-
mento a 307,125 y para 2014 había 422,000.

Los datos más recientes, según la Encuesta Intercensal de
2015, las y los alumnos nacidos en EUA inscritos en es-
cuelas mexicanas fueron de 473, 582.iii

La población retornada ya sea nacida en México o Estados
Unidos, presenta desafíos en materia educativa, no solo en
los niveles básicos sino en el nivel medio y el superior; es-
tos desafíos están directamente en relación con el proceso
de inscripción al sistema educativo, con los métodos de en-
señanza, así como recursos económicos limitados, carencia
de documentos que acrediten su identidad o la de los estu-
dios que han realizado en el extranjero, de igual manera se
enfrentan al que sus padres se les dificulte la inserción o
reinserción al mercado laboral.

Entre los efectos negativos que pueden generarse entre los
hijos de migrantes en retorno está el de no adaptarse al mo-
delo educativo mexicano, lo cual puede reflejarse en cam-
bios en su salud emocional como puede ser tristeza, oca-
sionada por encontrar un entorno diferente al que estaban
acostumbrados, al haber dejado su hogar, así como todo lo

que para ellos es familiar, incluyendo sus amigos y parien-
tes, por un nuevo modo de vida. 

Sin duda alguna, la incompatibilidad de los programas edu-
cativos, dificulta a los niños en retorno avanzar en el pro-
ceso de enseñanza, pues, se descubre que son alumnos que
están al margen de instrumentos académicos apropiados
que les permitan una transición progresiva y favorable a su
nuevo entorno educativo en México. Lo anterior revela que
el sistema educativo mexicano no cuenta con una estructu-
ra pedagógica e institucional para atender integralmente a
esta comunidad.

De manera general, podemos señalar que el enfoque meto-
dológico en la impartición de educación tanto en México
como en Estados Unidos tiene los siguientes fundamentos
que detallo en la siguiente gráfica.
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En este estudio de la investigadora educativa Martha Jose-
fina Franco García, se aprecia que el modelo educativo en
México es diferente al de Estados Unidos, por la centrali-
zación versus la descentralización ya que estructura de ma-
nera diferente, la experiencia escolar en las escuelas por
donde transitan los niños migrantes entre uno y otro país.
El caso más evidente es que los estados, distritos educati-
vos y escuelas de Estados Unidos pueden ajustarse a la rea-
lidad de su población migrante, por ello encontramos múl-
tiples programas para la atención de estos niños con
resultados diversos; desde los altamente eficientes e inte-
grales hasta programas precarizados en presupuesto y acti-
vidades pedagógicas. En el caso de México, las decisiones
son generalmente centralizadas, lo que dificulta la atención
a esta población.

En el caso de Estados Unidos, con la libertad educativa se
construye la idea de la educación como una acción propia
de las personas  más allá de la determinación del Estado, en
este caso, los padres se vuelven piezas clave para tomar de-
terminaciones, sin embargo, en condiciones de pobreza e
inmigración (ya sea documentada o indocumentada) es ca-
si nula la posibilidad de elegir la escuela de los hijos; mien-
tras que en el caso mexicano la obligatoriedad de la educa-

ción es un derecho que tienen los niños y que se relaciona
con la propia historia nacional. 

Si bien es cierto, que en ambos sistemas están funda-
mentados en la razón y con ello en la universalidad y la
autonomía, y que ello aparentemente debería posibilitar
que el niño educado sea capaz de situarse en cualquier
contexto, en este caso tanto en Estados Unidos como en
México. Sin embargo, “como el sentido de la educación
se instaura en la razón de occidente; los estudiantes mi-
grantes -por su diversidad étnica y social- están alejados
de la tesis cultural de la currícula escolar; por otra parte,
el idioma en que se enseñan los contenidos, la metodolo-
gía y la organización disciplinaria se arman desde refe-
rentes distintos en cada país; esto obstaculiza el tránsito
de estos estudiantes; a la vez que, no sin tensiones y con-
tradicciones, al desplazarse les está permitiendo apren-
der a situarse en contextos diferentes posicionándose
desde sus experiencias en más de uno.”iv

Si la educación para los niños que cruzan la frontera hacia el
país del norte es complicada, lo es más para quienes deben
regresar con sus padres a sus lugares de origen, pues cargan
con todos los problemas y situaciones difíciles que debieron
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pasar al llegar a un país distinto del suyo. Como ya he men-
cionado, entre los factores que es necesario atender para fa-
cilitar la incorporación de los niños y jóvenes en retorno a la
enseñanza, se encuentra la eliminación de barreras burocrá-
ticas, tales como la presentación innecesaria de documenta-
ción, lo que se convertiría en un aliciente no solo para los
menores sino para los propios padres o tutores. 

El proceso de ingreso, registro e inscripción de niños y jó-
venes migrantes de retorno procedentes de los Estados
Unidos, al sistema de educación, se torna complicado, por-
que se carecen de protocolos específicos de normatividad
institucional y de procesos normativos y directivos de
acompañamiento, que permitan la uniformidad de criterios
en el tema por parte de las autoridades educativas. De tal
manera, que el cuerpo docente conozca qué debe hacer pa-
ra la atención de niños y jóvenes en retorno.

La siguientes son algunos datos gráficos de los niños en re-
torno, en el periodo que va de 2010-2015, y que nos dan re-
ferencia de la movilidad que existe.

Fuente: Unidad de Política Migratoria, Segob, a partir del Boletín
Mensual de Estadísticas Migratorias 2012-2015

Tabla. Estudiantes en educación básica nacidos en el ex-
tranjero por región migratoria, Mexico, 2014

Fuente: Elaboración a partir del censo de escuelas, maestros y alum-
nos en educación básica, 2014, levantado por el INEGI.

En el proceso de incorporación al sistema educativo, el ni-
ño que regresa o llega por primera vez al país proveniente
del extranjero, encontrará mayor dificultad cuando el do-
cente del lugar no tenga la competencia necesaria para su
debida atención, a esta problemática.  El estado mexicano
deberá tomar las debidas previsiones para concientizar al
maestro que atiende a los niños y jóvenes en retorno, cum-
pliendo su responsabilidad de dar educación de calidad pa-
ra todos “de manera que los materiales y métodos educati-
vos, la organización escolar, la infraestructura educativa y
la idoneidad de los docentes y los directivos garanticen el
máximo logro de aprendizaje de los educandos”,v

Es una realidad que, a mayor número de retornados, ten-
dremos un aumento de niños que vienen acompañando a
sus padres, pero que son ajenos del todo a la realidad na-
cional; en este sentido, el Programa Binacional de Educa-
ción Migrante (PROBEM) de las Secretarías de Educación
Pública, así como la de Relaciones Exteriores que permite
el intercambio de docentes entre los Estados Unidos de
Norteamérica y México; cuyo objetivo es “favorecer el in-
tercambio de ideas, experiencias e información entre los
educadores de ambos países; y sensibilizar a los educado-
res sobre la problemática educativa que debido a los flujos
migratorios, comparten México y Estados Unidos.”vi

Este programa, atiende las necesidades de los hijos de mi-
grantes que radican esencialmente en el territorio estadou-
nidense, pero bien puede ser el inicio para poner en prácti-
ca en nuestro país las experiencias adquiridas en la unión
americana, garantizando educación de calidad de acuerdo a
los requerimientos de los niños en retorno, con base a la
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metodología y programas a los que estaban acostumbrados
en el país de procedencia. 

La capacitación del docente, se convierte de esta manera en
el camino adecuado para responder a la necesidad de un
modelo de educación, que permita considerar las caracte-
rísticas propias del educando que llega a establecerse en el
territorio nacional, en su proceso de incorporación al siste-
ma educativo nacional.

En este proceso de reincorporación de los menores retor-
nados, los docentes se encuentran en el punto fundamental,
ya que son los encargados de la transmisión del conoci-
miento y de la formación de mexicanos. Sensibilizar y ca-
pacitar a profesores respecto a las necesidades específicas
de estos alumnos va de la mano con brindarles una educa-
ción inclusiva que busque erradicar conductas discrimina-
torias.  La carencia de protocolos para la inclusión de estos
nuevos educandos hace aún más complicado esta realidad.

Es por ello que resulta necesario adecuar la Ley General de
Educación, para establecer la obligación del estado mexi-
cano de crear condiciones de idoneidad en el cuerpo do-
cente, así como la implementación de metodologías y pro-
gramas para la atención de los niños y jóvenes en situación
de retorno; considerando el modelo educativo del país del
que provienen, de tal manera que se facilite el camino pa-
ra incorporar o reincorporarles al modelo educativo nacio-
nal, en apego al precepto constitucional de garantizar la
educación para todos los individuos que se encuentren en
el territorio nacional.

El proceso de ingreso, registro e inscripción de niños y jó-
venes migrantes de retorno procedentes de los Estados
Unidos al sistema de educación, se torna complicado, por-
que se carecen de protocolos específicos de normatividad
institucional y de procesos normativos y directivos de
acompañamiento, que permitan la uniformidad de criterios
en el tema por parte de las autoridades educativas. De tal
manera, que el cuerpo docente conozca que debe hacer pa-
ra la atención de niños y jóvenes en retorno.

Estimo necesario iniciar la construcción de políticas públi-
cas que atiendan la diversidad de trayectorias educativas y
de retorno; por lo que desde el ámbito legislativo debemos
generar estos espacios de inclusión, que garanticen la en-
señanza en los diversos niveles educativos  de manera idó-
nea a los niños y jóvenes en retorno; no solo como una
obligación del estado para con ellos, sino  como un deber

moral de la sociedad, en el sentido de tener generaciones
de mexicanos con mayor información y formación, en los
aspectos de las ciencias, la tecnología y la cultura,   que po-
sibiliten la existencia de  un México en condiciones de vi-
da digna. Garanticemos el derecho pleno de todos los me-
xicanos a la educación. 

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
de esta soberanía, iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona un párrafo tercero, reco-
rriéndose los subsecuentes, y reformando el cuarto pá-
rrafo del artículo 41 de la Ley General de Educación

Artículo Único: Se adiciona un párrafo tercero, recorrién-
dose los subsecuentes, y reformando el cuarto párrafo del
artículo 41 de la Ley General de Educación, para quedar
como sigue:

Capítulo IV
Del Proceso Educativo

Sección 1.- De los tipos y modalidades de educación

Artículos 37 al 40.

Artículo 41.-

…

…

Para la atención de los hijos de migrantes mexicanos de
retorno; se implementarán acciones correspondientes a
fin de capacitar al cuerpo docente con las debidas com-
petencias, elaborándose   estrategias y programas nece-
sarios para facilitar su incorporación al sistema educa-
tivo nacional; considerando las diferencias existentes en
planes, programas y métodos de estudio, así como al
idioma y cultura del país del que proceden.   

La formación y capacitación de maestros promoverá la edu-
cación inclusiva y desarrollará las competencias necesarias
para su adecuada atención; tomando en cuenta las dife-
rencias culturales que existen en la sociedad mexicana,
así como las de aquellos mexicanos que se encuentran de
retorno en nuestro país.
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Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Notas

i Conapo, 2015 https://www.gob.mx/conapo/articulos/30-de-abril-dia-
de-la-ninez-algunos-datos-de-las-ninas-y-ninos-migrantes-internacio-
nales?idiom=es

ii De regreso a “casa” y sin apostilla: estudiantes mexicoamericanos en
México. Jacobo-Suárez, Revista Sinéctica. Pag. 48, México. (2017).
Consultado en:  

http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S166
5-109X2017000100003.

iii Cifras de Meade sobre americanos estudiando en México son im-
precisas, En 

https://www.huffingtonpost.com.mx/2018/05/22/cifras-de-meade-
s o b r e - e s t a d o u n i d e n s e s - e s t u d i a n d o - e n - m e x i c o - s o n -
imprecisas_a_23440752/

iv Revista mexicana de investigación educativa. RMIE vol.22 no.74
México jul./sep. 2017

v Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1_270818.pdf

vi Programa Binacional de Educación Migrante. 

https://www.gob.mx/ime/acciones-y-programas/programa-binacio-
nal-de-educacion-migrante-probem-61464

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de diciembre de
2018.— Diputada María Libier González Anaya (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen.

LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES 
A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA

«Iniciativa que adiciona los artículos 5 y 50 de la Ley Ge-
neral de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia, suscrita por diputadas de los Grupos Parlamentarios
de Movimiento Ciudadano y de Morena

Quienes suscriben, Carmen Julia Prudencio González, Lo-
rena Villavicencio Ayala, Martha Tagle Martínez, Lourdes
Celenia Contreras González, Fabiola Raquel Guadalupe
Loya Hernández, Dulce María Méndez de la Luz Dauzón,
Maiella Martha Gabriela Gómez Maldonado, María Libier
González Anaya, Ana Priscila González García, Geraldina
Isabel Herrera Vega, Kehila Abigail Ku Escalante, Pilar
Lozano Mac Donald, Julieta Macías Rábago, Adriana Ga-
briela Medina Ortiz, Ruth Salinas Reyes y Martha Angéli-
ca Zamudio Macías, integrantes de la LXIV Legislatura del
Congreso de la Unión, y con fundamento en lo dispuesto
en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, someten a
consideración del pleno la presente iniciativa con proyecto
de decreto, por el que se adicionan las fracciones X y XI,
corriéndose las subsecuentes, al artículo 5; y XI a XX, co-
rriéndose la subsecuente, al artículo 50 de la Ley General
de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

A partir de la publicación de la Ley General de Acceso de
las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, el 1 de febrero
del 2007, se han atribuido responsabilidades en los tres ór-
denes de gobierno y a distintas dependencias para impulsar
una agenda que favorezca el cumplimiento del objetivo de
la misma, y que es prevenir, sancionar y erradicar la violen-
cia contra las mujeres.

Sin embargo, somos conscientes que es necesario cambiar
los “patrones culturales” que fomentan las relaciones de
desigualdad entre hombres y mujeres en todos los ámbitos.

El objetivo de la presente iniciativa es establecer normati-
vas en el orden municipal orientadas a la atención inme-
diata a víctimas de violencia de género, toda vez que la
sensibilización y desarrollo de capacidades de los funcio-
narios públicos municipales es indispensable para la aten-
ción oportuna de las órdenes de protección eficaces.
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Entendemos la violencia contra las mujeres como “cual-
quier acción u omisión, basada en su género, que les cause
daño o sufrimiento psicológico, físico, patrimonial, econó-
mico, sexual o la muerte tanto en el ámbito privado como
en el público” (artículo 5, fracción IV, de la Ley General de
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia).

Conforme al artículo 325 del Código Penal Federal, “co-
mete el delito de feminicidio quien prive de la vida a una
mujer por razones de género”.

Desgraciadamente, la tipificación del delito y las estadísti-
cas no resolverán el problema, por lo que es necesario ac-
ciones que prevengan que tales conductas se materialicen,
como es el caso de esta iniciativa de ley con proyecto de
decreto.

Entendemos las órdenes de protección como los actos de
protección y de urgente aplicación en función del interés
superior de la Víctima y que son fundamentalmente pre-
cautorias y cautelares, las cuales deberán otorgarse por la
autoridad competente, inmediatamente que conozcan de
hechos probablemente constitutivos de infracciones o deli-
tos que impliquen violencia contra las mujeres (artículo 27
Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de
Violencia).

Las órdenes de protección están vinculadas con medidas
cautelares, las cuales se encuentran contempladas en el ar-
tículo 155 del Código Nacional de Procedimientos Penales,
siendo la autoridad competente la que dicta las que a su jui-
cio procedan.

Sin embargo, estimamos que una manera de fortalecer las
acciones llevadas a cabo por el Sistema Nacional de Pre-
vención, Atención, Sanción y Erradicación de la Violencia
contra las Mujeres; el Programa Integral y los Sistemas Es-
tatales en la materia, es que la autoridad municipal, en co-
ordinación con las dependencias encargadas de la procura-
ción de justicia, y a través de los cuerpos de policía se dé
cumplimiento eficaz a la orden de protección, indepen-
dientemente de su naturaleza y del cumplimiento del plan
de seguridad y funciones de reporte a través del sistema de
radio comunicaciones a los Centros diseñados para coordi-
nar y supervisar los planes y programas en materia de se-
guridad mediante tecnología computacional e infraestruc-
tura de comunicaciones.

De acuerdo con los resultados de la Encuesta Nacional so-
bre la Dinámica de las Relaciones en los Hogares de 2006,

En México, 43.2 por ciento de las mujeres de 15 años y
más sufrió algún incidente de violencia por su pareja (es-
poso o pareja, ex esposo o ex pareja, o novio) durante su
última relación.

Entre los principales motivos por los que las mujeres casa-
das no denuncian la violencia contra ellas por su pareja se
encuentra la creencia de que se trató de algo sin importan-
cia (38.5 por ciento), por sus hijos (23.3), por vergüenza
(18.6), por miedo (17.3), porque no sabían que podía de-
nunciar (10.5) y porque no confían en las autoridades (8.4).

Los motivos por los que no denunciaron los actos de vio-
lencia física o sexual por parte de su ex pareja cuando es-
taban con ellos las ahora separadas son un poco similares,
aunque en porcentajes mayores: por miedo (31.9 por cien-
to), por sus hijos (29.6), por vergüenza (26.1), porque cre-
yeron que se trató de algo sin importancia (17.5), por des-
confianza en las autoridades (13.4), porque no sabían que
podía denunciar la agresión (15), porque su ex esposo o ex
pareja las amenazaron (8.8).1

En un escenario donde el Instituto Nacional de las Mujeres
publicó cifras que refieren un aumento gradual de la vio-
lencia contra las mujeres desde 2011, “momento en que la
tasa de mujeres que han sufrido violencia a lo largo de su
vida es de 41.3 por cada 100 habitantes, llegando hasta
52.7 datos nacionales”.2

De acuerdo con el estudio Carga de violencia armada
2015, citado por ONU Mujeres y la Comisión Económi-
ca para América Latina y el Caribe, en la lista de los 25
países con mayor prevalencia de violencia feminicida en
el periodo 2007-2012, México ocupa el lugar 23 de 25
posiciones, calificado por ello con una tasa alta de femi-
nicidios (tasa de 3 feminicidios registrados por cada 100
mil mujeres).

Cifras del Instituto Nacional de Estadística y Geografía
“indican que la tasa en 2016 se elevó a 4.4 asesinatos por
cada 100 mil mujeres”.3

Por otra parte, la Encuesta Nacional sobre la Dinámica de
las Relaciones en los Hogares de 2016, realizada por el
Instituto Nacional de Estadística y Geografía, aportó da-
tos en los que 66.1 por ciento de las encuestadas ha sufri-
do al menos un incidente de violencia emocional, econó-
mica, física, sexual o discriminación.
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En cifras del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional
de Seguridad Pública, durante 2015 se cometieron 2 mil
144 asesinatos de mujeres; en 2016, 2 mil 790; y en 2017,
el alarmante número de 3 mil 256 homicidios, en el orden
nacional, lo que representa un aumento de 152 por cien-
to en sólo dos años.

En el informe Implementación del tipo penal de feminici-
dio en México: desafíos para acreditar las razones de gé-
nero 2014-2017, del Observatorio Ciudadano Nacional
del Feminicidio, se revela que la mayoría de las mujeres
víctimas de feminicidio fueron encontradas en espacios
públicos como: carreteras, terrenos baldíos, hoteles, ba-
res, hospitales y restaurantes entre otros. Lo que eviden-
cia el nivel de riesgo e inseguridad que viven las mujeres
en estos espacios.

Ahí se menciona que “otra preocupación son los casos de
feminicidio que se pudieron haber evitado, pues las vícti-
mas habían acudido previamente ante la autoridad para de-
nunciar la violencia de la que eran objeto; sin embargo, las
autoridades no generaron los mecanismos de protección.
Ejemplo de ello, es el caso de Michoacán, en donde el in-
forme del grupo de trabajo de la Alerta de Violencia de Gé-
nero contra las Mujeres reconoció un alto índice de rein-
cidencia en casos de violencia; o el caso de Sinaloa donde
el Grupo documentó que, en 109 casos de asesinatos, las
mujeres habían denunciado violencia previamente”, es-
te es el tipo de situaciones más graves que las institu-
ciones no pueden permitirse, cuando la violencia contra
las mujeres denunciada y señalada, es omitida o igno-
rada por las autoridades, quienes se convierten por ello en
cómplices por omisión.

Es necesario tener presentes a todas las mujeres que con-
tando con una orden de protección no son atendidas o no
se acercan a la autoridad por lo complejo de la situación de
violencia que viven.

En el caso particular de Jalisco, durante 2018 se superó en
40.7 por ciento el récord de homicidios de mujeres, de
acuerdo con el Comité para América Latina y el Caribe pa-
ra la Defensa de los Derechos de la Mujer y en referencia
al Observatorio Ciudadano Nacional de Feminicidios, 80
por ciento de los homicidios de mujeres son feminicidios;
es decir, el móvil es una razón de género. En el mismo sen-
tido, de 609 asesinatos de mujeres acontecidos en 2015, só-
lo 164 se catalogaron oficialmente como feminicidios, que
se traducen en 26.9 por ciento.

En efecto, se han tomado consideraciones desde la federa-
ción para mitigar la violencia contra las mujeres, una de
esas acciones es la alerta de violencia de género, instru-
mento considerado en la Ley General de Acceso de las Mu-
jeres a una Vida Libre de Violencia y que tuvo su aparición
desde 2007.

Con relación a esa medida, la primera declaratoria de aler-
ta de violencia de género fue en el estado de México: el
31 de julio de 2015, en 11 municipios; seguido del estado
de Morelos: el 10 de agosto de 2015, para 8 municipios;
Michoacán: el 27 de junio de 2016, para 14 municipios;
Chiapas: el 18 de noviembre, en 7 municipios; Nuevo Le-
ón: el 18 de noviembre, en 5 municipios; Veracruz: el 23 de
noviembre de 2016, en 11 municipios; Sinaloa: el 31 de
marzo de 2017, en 5 municipios; Colima: el 20 de junio de
2017, en 5 municipios; San Luis Potosí: el 21 de junio de
2017, en 6 municipios; Guerrero: el 22 de junio de 2017,
en 8 municipios; Quintana Roo: el 7 de julio de 2017, en 3
municipios; y por último en Nayarit: Se declaró el 4 de
agosto de 2017, en 7 municipios.

Las cifras expuestas en párrafos precedentes nos exigen
por medio de acciones legislativas, el evitar que se repitan
los patrones de violencia contra las mujeres a través de la
emisión y seguimiento de las órdenes de protección en el
orden municipal, siendo ello lo que se busca con el presen-
te proyecto de decreto, pasando con ello del discurso a la
acción.

Por último, se considera necesario establecer definiciones
en el cuerpo normativo que nos ocupa, a fin de dar claridad
al proyecto en su conjunto.

En 1993, la Asamblea General de las Naciones Unidas
aprobó la Declaración sobre la Eliminación de la Violencia
contra la Mujer.

Años después, el 17 de diciembre de 1999, la Asamblea
General de las Naciones Unidas designó el 25 de noviem-
bre como el Día Internacional de la Eliminación de la Vio-
lencia contra la Mujer.

El pasado 25 de noviembre se conmemoró el Día Interna-
cional de la Eliminación de la Violencia contra la Mu-
jer o Día Internacional de la No Violencia contra la Mu-
jer, con el fin de reclamar políticas en todos los países para
denunciar y erradicar la violencia que se ejerce sobre las
mujeres en todo el mundo.
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Éste es un compromiso asumido por la Organización de
las Naciones Unidas desde 1999, y dando a cada con-
memoración un lema desde 2005, siendo el lema mun-
dial de promoción de la campaña Únete de 2018 Pinta
el mundo de naranja, escúchame también. A fin de re-
forzar la solidaridad con los movimientos de defensa de
las sobrevivientes y los derechos humanos de las muje-
res, que están trabajando para prevenir y acabar con la
violencia contra mujeres y niñas.

El naranja será un elemento clave unificador de todas las
actividades, y los edificios y lugares emblemáticos se ilu-
minarán y decorarán en este tono para atraer la atención
mundial hacia la iniciativa. En el caso de la Ciudad de Mé-
xico serán “el Ángel de la Independencia, la fuente de la
Diana Cazadora, las glorietas de Cuitláhuac, Colón y de La
Palma; las laterales de Paseo de la Reforma, el Monumen-
to a la Revolución y el Palacio de Bellas Artes”.4

La impunidad hacia la violencia a las mujeres requiere dos
factores: falta de educación que transforme de raíz los ro-
les sociales y una inexistente justicia pronta, expedita e im-
parcial a través de mecanismos legales. Ello da lugar a que
las víctimas de la violencia de género opten por el silencio,
a fin de evitar la estigmatización y la vergüenza.

Así, esta iniciativa con proyecto de decreto busca a través
de unidades de apoyo local interdisciplinarias acompañar,
ayudar y proteger a las víctimas de violencia de género de
manera permanente, y con esto estaría en armonía con uno
de los objetivos de la Planificación temporal de la campa-
ña de defensa Únete y objetivos para 2018, y que sería:
“Defender cambios concretos en instituciones y lugares de
trabajo, incluso en el sistema de las Naciones Unidas, or-
ganizaciones del sector privado, instituciones educativas,
organizaciones de la sociedad civil y gobiernos, para pro-
mover la igualdad de género y acabar con la violencia
contra las mujeres”.5

Se busca aportar medidas legislativas para disminuir este
fenómeno, pero también sus proponentes somos conscien-
tes de que debemos buscar lo realizable sobre lo necesario.

Podemos enunciar un sinfín de datos, tanto en el orden,
municipal, estatal y nacional o bien por región, por conti-
nente o mundialmente reconocidos, pero de poco o nada
sirve si no se actúa, sino se lleva el discurso a la imple-
mentación de acciones legislativas o políticas públicas que
disminuyan al menos el fenómeno del feminicidio.

Estaremos de acuerdo en que, si fuera nuestra hermana,
nuestra madre o nuestra hija la que sufriera la violencia en
carne propia, no necesitaríamos que nos convencieran con
cifras para actuar e impedirlo, pero nos enfrentaríamos a
dos inconvenientes la impunidad y la legislación precaria e
insuficiente en la materia.

Mas si lo único que nos convence son los datos, uno solo
es necesario: “Hasta 70 por ciento de las mujeres (es decir,
7 de cada 10) en el orden mundial, experimentan violencia
en el transcurso de su vida”.6

En el marco de la Campaña Únete para poner fin a la vio-
lencia contra las mujeres 16 Días de Activismo contra la
Violencia de Género, dirigida por el secretario general de
las Naciones Unidas, que se realiza del 25 de noviembre al
10 de diciembre de 2018, y cuyo lema para este año es
“Pinta el mundo de naranja: # Escúchame También”, se pro-
pone en esta iniciativa la existencia de un “Código Naran-
ja” el cual está definido en el artículo 5, fracción X, como
“clave operativa asignada a todas las mujeres integra-
das en la base de datos de órdenes de protección del mu-
nicipio, a través de las unidades de policía especializada
en la atención a víctimas de violencia contra las muje-
res” y el cual será parte de las atribuciones de las auto-
ridades municipales en el artículo 50, fracción XVI.

Se ocupa el término naranja para nombrar dicho código, y
poder contribuir así a la “campaña Únete 2018, que ha usa-
do el color naranja como símbolo de un futuro más brillan-
te, libre de violencia contra mujeres y niñas, y como ele-
mento unificador en todas sus actividades mundiales”.7

El asunto que nos ocupa es multisectorial, sin embargo y al
tenor de los hechos, es claro se habla demasiado y se actúa
poco, esperamos que para la administración federal 2018-
2024, este asunto pase a ser una prioridad de Estado.

Por lo citado, la presente iniciativa es un acto de concien-
tización concreto que quedara plasmado en la legislación
nacional, y que tiene por fin prevenir la violencia contra las
mujeres.

Si bien hay instrumentos jurídicos orientados a garantizar
la seguridad de las mujeres que sufren algún tipo de vio-
lencia, los altos niveles de la misma no se han reducido, en-
tre otras cosas, porque consideramos que hay un vacío en
la coordinación entre los tres órdenes de gobierno, pero es
la autoridad municipal la más cercana a las víctimas y por
lo tanto quien puede de manera más rápida actuar en favor
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de estas, es por ello que el presente proyecto de decreto se
centra en esta autoridad.

Por lo expuesto sometemos a consideración de esta asam-
blea la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adicionan las fracciones X y XI,
corriéndose las subsecuentes al artículo 5; y XI a XX,
corriéndose la subsecuente, al artículo 50 de la Ley Ge-
neral de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia

Único. Se adicionan las fracciones X y XI, corriéndose las
subsecuentes al artículo 5; y XI a XX, corriéndose la sub-
secuente, al artículo 50 de la Ley General de Acceso de las
Mujeres a una Vida Libre de Violencia, para quedar como
sigue:

Artículo 5. Para los efectos de la presente ley se entende-
rá por

I… a IX. …

X. Código Naranja: Clave operativa asignada a todas
las mujeres integradas en la base de datos de órdenes
de protección del municipio, a través de las unidades
de policía especializada en la atención a víctimas de
violencia contra las mujeres;

XI. Unidad de policía especializada en la atención a
víctimas de violencia contra las mujeres: cuerpos de
policía pertenecientes a las instituciones de seguri-
dad pública del orden municipal, integrada con ele-
mentos que poseen perfiles específicos y especializa-
dos;

XII. y XIII. …

Artículo 50. Corresponde a los municipios, de conformi-
dad con esta ley y las leyes locales en la materia y acorde
con la perspectiva de género, las siguientes atribuciones: 

I. a X. …

XI. Formar una unidad de policía especializada en la
atención de víctimas de violencia contra las mujeres,
la cual dará seguimiento a las órdenes de protección
emitidas por las instituciones de procuración de jus-
ticia, a través de las dependencias encargadas de la
seguridad pública;

XII. Brindar la protección a las víctimas de violen-
cia, con base en los niveles de: emergencia, preventi-
vas y de naturaleza civil, como lo dispone el artículo
28 de la presente ley y conforme a los protocolos es-
tablecidos en la materia;

XIII. Las unidades de policía especializada en la
atención a víctimas de violencia contra las mujeres
podrán solicitar a las instituciones de procuración de
justicia la información que exista en sus registros de
datos correspondiente al municipio de su competen-
cia y en relación a las órdenes de protección genera-
das cada 24 horas, misma que deberá entregarse sin
dilación alguna por éste;

XIV. Las unidades de policía especializada en la
atención a víctimas de violencia contra las mujeres,
conformaran una base de datos con la información
de los registros de datos que le sean proporcionados
de acuerdo con lo establecido en la fracción anterior;

La base de datos contara al menos con la siguiente
información:

a) Número de folio 

b) Fecha de recepción

c) Fecha de orden de protección

d) Origen

e) Número de carpeta de investigación;

f) Nombre;

g) Calle;

h) Número;

i) Cruce;

j) Colonia;

k) Tipo de orden;

l) Teléfono de la víctima;

m) Nombre del generador de violencia;
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n) Parentesco;

o) Observaciones; y

p) Visita domiciliaria;

XV. Las unidades de policía especializadas en la
atención a víctimas de violencia contra las mujeres,
contarán con un equipo multidisciplinario y profe-
sional en las áreas de: trabajo social, psicología, de-
recho y demás afines, las cuales brindarán asesoría
gratuita a las víctimas y a su vez contarán con el per-
sonal operativo para la conformación de la base de
datos de órdenes de protección emitidas y que co-
rrespondan al municipio;

XVI. Crear la clave operativa Código Naranja para
las mujeres integradas en la base de datos de órdenes
de protección, misma que será recibida por el núme-
ro de emergencia 911 o el disponible para emergen-
cias en el municipio;

XVII. Crear o definir un protocolo de actuación po-
licial municipal que garantice la respuesta inmedia-
ta ante los reportes de amenaza de las víctimas con
órdenes de protección, con el siguiente orden de pre-
lación: atención inmediata al reporte, resguardo de
la víctima y localización del agresor;

XVIII. Integrar una mesa operativa, formada por
autoridades municipales, sector privado y miembros
de la sociedad civil organizada, la cual podrá invitar
a autoridades de la federación y de la entidad fede-
rativa correspondiente para que se analicen los casos
de todas las mujeres que cuenten con órdenes de pro-
tección a fin de brindarles posibilidades para su in-
dependencia económica, emocional y familiar;

XIX. Capacitar a la unidad de policía especializada
en la atención del Código Naranja, así como a los de-
más integrantes de los cuerpos de policía de su com-
petencia;

XX. Las unidades de policía especializada en la aten-
ción a víctimas de violencia contra las mujeres esta-
blecerán mecanismos para informar a los generado-
res de violencia sobre su estatus legal y todas las
consideraciones que deben atender para no violar la
orden de protección, así como para brindarles posi-

bilidades para su reeducación y concientización so-
bre la violencia de género; y

XXI. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Instituto Nacional de las Mujeres (Sistema de Indicadores de Géne-
ro), “Estadísticas de violencia contra las mujeres en México”, México.
Disponible en línea en 

http://estadistica.inmujeres.gob.mx/formas/convenciones/No-
ta%20violencia.pdf

2 Instituto Nacional de las Mujeres, “Prevalencia de la violencia física
o sexual contra las mujeres de 15 años y más, infligida por cualquier
agresor a lo largo de su vida”, México. Disponible en línea en 

https://datos.gob.mx/busca/dataset/estadisticas-de-mujeres-indi-
cadores-de-inclusion-social-igualdad-y-empoderamiento/resour-
ce/6e947455-558b-46d0-9337-aba15ef58c00

3 El Economista, “14 de los 25 países con más feminicidios se ubican
en América Latina”, Ana Karen García, 20 de noviembre de 2018, Mé-
xico. Disponible en línea en 

https://www.eleconomista.com.mx/politica/14-de-los-25-paises-
con-mas-feminicidios-se-ubican-en-America-Latina—20181120-
0048.html

4 Gobierno de la Ciudad de México; “Ilumina Gcdmx monumentos de
color naranja contra violencia hacia mujeres y niñas”, boletín, 25 de no-
viembre de 2017, México. Disponible en línea en 

https://www.cdmx.gob.mx/comunicacion/nota/ilumina-gcdmx-mo-
numentos-de-color-naranja-contra-violencia-hacia-mujeres-y-ninas

5 Organización de las Naciones Unidas/Campaña del Secretariado Ge-
neral de las Naciones Unidas “Pinta el mundo de naranja: # Escúcha-
meTambiénCampaña Únete para poner fin a la violencia contra las mu-
jeres 16 Días de Activismo contra la Violencia de Género”, 25 de
noviembre de 2018, México. Disponible en línea en 
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http://www.unwomen.org//media/headquarters/attachments/sec-
tions/what%20we%20do/evaw/16days-2018-conceptnote-es-com-
pressed.pdf?la=es&vs=2816

6 Organización de las Naciones Unidas/Campaña del Secretariado Ge-
neral de las Naciones Unidas “Violencia contra las mujeres”, México.
Disponible en línea en 

http://www.un.org/es/events/endviolenceday/pdfs/unite_the_situa-
tion_sp.pdf

7 Organización de las Naciones Unidas/Campaña del Secretariado Ge-
neral de las Naciones Unidas “Pinta el mundo de naranja: # Escúcha-
meTambiénCampaña Únete para poner fin a la violencia contra las mu-
jeres 16 Días de Activismo contra la Violencia de Género”, 25 de
noviembre de 2018, México. Disponible en línea en 

http://www.unwomen.org//media/headquarters/attachments/sec-
tions/what%20we%20do/evaw/16days-2018-conceptnote-es-com-
pressed.pdf?la=es&vs=2816

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de diciembre de 2018.— Di-
putadas: Carmen Julia Prudencio González, Lorena Villavicencio
Ayala, Martha Tagle Martínez, Lourdes Celenia Contreras González,
Fabiola Raquel Guadalupe Loya Hernández, Dulce María Méndez de
la Luz Dauzón, Maiella Martha Gabriela Gómez Maldonado, María Li-
bier González Anaya, Ana Priscila González García, Geraldina Isabel
Herrera Vega, Kehila Abigail Ku Escalante, Pilar Lozano Mac Donald,
Julieta Macías Rábago, Adriana Gabriela Medina Ortiz, Ruth Salinas
Reyes, Martha Angélica Zamudio Macías (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Igualdad de Género, para
dictamen.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

«Iniciativa que y adiciona diversas disposiciones de la
Ley Federal del Trabajo, a cargo del diputado Jorge Al-
cibíades García Lara, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano

El suscrito, diputado Jorge García Lara, integrante del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano, de la LXIV Legis-
latura de la Cámara de Diputados, con fundamento en lo dis-
puesto en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, y en los artículos 6,
numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara

de Diputados, somete a la consideración de esta asamblea la
presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se adi-
ciona un Capítulo XVIII al Título Sexto de la Ley Federal del
Trabajo, en materia de condiciones laborales de los periodis-
tas, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La Declaración Universal de Derechos Humanos señala, en
su artículo 22, que: “Toda persona, como miembro de la
sociedad, tiene derecho a la seguridad social, y a obtener,
mediante el esfuerzo nacional y la cooperación internacio-
nal, habida cuenta de la organización y los recursos de ca-
da Estado, la satisfacción de los derechos económicos, so-
ciales y culturales, indispensables a su dignidad y al libre
desarrollo de su personalidad.”

Este mismo documento establece, en su artículo 25, que:
“1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecua-
do que le asegure, así como a su familia, la salud y el bien-
estar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda,
la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tie-
ne asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo,
enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pér-
dida de sus medios de subsistencia por circunstancias inde-
pendientes de su voluntad. 2. La maternidad y la infancia
tienen derecho a cuidados y asistencia especiales. Todos
los niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio,
tienen derecho a igual protección social.”

El Estado mexicano tiene todo un andamiaje institucional
para dar cumplimiento y atender la amplia demanda de se-
guridad social, a través de instancias especiales para la pro-
tección de trabajadores de los sectores público y privado.
La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
refiere, en el artículo 123, el derecho a la seguridad social
que tienen los trabajadores mexicanos. 

Por su parte, la Ley del Seguro Social, en su artículo 2, esta-
blece: “La seguridad social tiene por finalidad garantizar el
derecho a la salud, la asistencia médica, la protección de los
medios de subsistencia y los servicios sociales necesarios pa-
ra el bienestar individual y colectivo, así como el otorga-
miento de una pensión que, en su caso y previo cumplimien-
to de los requisitos legales, será garantizada por el Estado.”
En el artículo 3, señala: “La realización de la seguridad social
está a cargo de entidades o dependencias públicas, federales
o locales y de organismos descentralizados, conforme a lo
dispuesto por esta Ley y demás ordenamientos legales sobre
la materia.”
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Lo anterior, sirve de marco de referencia para abordar el te-
ma de los periodistas como trabajadores que históricamen-
te han luchado por reivindicar sus derechos laborales fren-
te a las empresas de comunicación en las que prestan sus
servicios profesionales, ya sea como empleados o como
trabajadores independientes (freelancer).

Si bien un 83.6 por ciento de los periodistas labora de tiem-
po completo en su medio –mientras que 10.3 por ciento lo
hace de tiempo parcial y el 5.3 son freelancers– más de la
tercera parte (34.8 por ciento) tiene otra actividad remune-
rada además del periodismo, lo que implica que el perio-
dismo no garantiza un ingreso digno, y se tienen que bus-
car otras fuentes de ingreso complementarias. Además, en
promedio, los periodistas mexicanos trabajan para 2.21 di-
ferentes medios.  La desviación estándar relativamente al-
ta (DE=1.10) sugiere mucha variedad en este aspecto. Me-
nos de un tercio (el 30.5 por ciento) trabaja para una sola
organización, mientras que el resto trabaja para dos o más
medios. Por otra parte, casi seis de diez (58.1 por ciento) se
especializa en un solo tipo de plataforma, mientras que el
resto es periodista multimedia al enfocarse en dos platafor-
mas o más.1

Como se puede apreciar, las condiciones de seguridad en el
trabajo para los periodistas distan mucho de tener una esta-
bilidad y, menos aún, de contar con las garantías mínimas
de seguridad social, como lo tienen la mayoría de los tra-
bajadores que se desempeñan en la formalidad. La diversi-
dad de empleos a la que en no pocas ocasiones se ven obli-
gados, puede repercutir negativamente en la calidad de su
trabajo, además que puede variar también la línea editorial
en cada empresa para la que preste sus servicios.

Los periodistas en México desarrollan su trabajo en un cli-
ma de gran incertidumbre, de altas dosis de estrés, largas
jornadas laborales, con remuneraciones que no van acordes
a la especialidad de su trabajo y, menos aún, del riesgo que
significa el oficio desde hace varias décadas; es común que
existan condicionamientos externos o de la propia empresa
a la libertad de prensa, e incluso los problemas familiares o
de salud, generados por las malas condiciones de trabajo,
influyen en la calidad del periodismo que llega al público.

Uno de los indicadores de precarización laboral, es la enor-
me brecha salarial entre periodistas. Uno de cada tres (33.2
por ciento) ganaba entre cinco y diez mil pesos mensuales,
y un 13.9 por ciento percibía menos de cinco mil pesos al
mes, poco más de dos salarios mínimos, un salario sin du-
da bajo para el nivel de estudios y el tipo de responsabili-

dad. Menos de un cuarto de los periodistas (23.1 por cien-
to) ganaba entre diez y quince mil pesos y el resto –poco
menos de un tercio– (29.8 por ciento) ganaba más de quin-
ce mil al mes. Hay algunos matices por segmento de pues-
to que indican que la precariedad es aún mayor entre los re-
porteros. Casi uno de cada cinco reporteros (18.9 por
ciento) ganaba menos de cinco mil pesos (justo el salario
mínimo mensual para reportero) y 43.8 por ciento percibía
entre cinco y diez mil pesos, lo que significa que aproxi-
madamente dos tercios de los reporteros está por debajo del
nivel salarial de los diez mil pesos mensuales.2

En este contexto, por demás desfavorable, en que se reali-
za el trabajo de los periodistas, destaca también el hecho
ampliamente conocido de que generalmente se trabaja sin
un contrato laboral o, cuando lo hay, no siempre es en las
mejores condiciones para el trabajador y sin que se consi-
dere en los contratos la cláusula de conciencia y el secreto
profesional como derechos inalienables de los periodistas.

La cláusula de conciencia es el derecho de todo periodista
a que se garantice su independencia en el desarrollo de su
trabajo profesional, quien podrá rescindir su relación labo-
ral con la empresa contratante cuando ésta, sin su consen-
timiento, decida cambiar de manera sustancial la orienta-
ción informativa o ideológica de su trabajo. Este supuesto
será considerado como despido injustificado para todo
efecto legal.

La cláusula de conciencia de los periodistas tiene una tra-
dición jurídica en Europa que se remonta a principios del
siglo XX. El primer país en el que se reguló mediante una
ley específica fue Francia, en 1935. La norma francesa ha
servido de modelo a otros países y en ella se inspira par-
cialmente la legislación adoptada en España, primer país
europeo que constitucionalizó este derecho. La aparición
de la cláusula de conciencia está vinculada al proceso de
profesionalización del periodismo que tuvo lugar en el pri-
mer tercio del siglo XX, y en la actualidad se encuentra re-
gulada como derecho propio de los periodistas en algunos
países europeos (Italia, Portugal, Austria) y latinoamerica-
nos, entre ellos Bolivia, Paraguay y Ecuador, que la tienen
incorporada en su ordenamiento constitucional.3

El secreto profesional es el derecho inalienable que tiene
todo periodista para reservarse el anonimato de sus fuentes
informativas a su empresa, a terceros y a las autoridades
públicas o judiciales, sin que ello pueda ser causa para la
rescisión de contrato. El derecho al secreto profesional
asiste igualmente a cualquier otro informador involucrado
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en el proceso informativo que hubiera podido conocer in-
directamente la identidad de la fuente reservada.

“La diferencia más significativa del secreto profesional
de los periodistas con respecto a otros secretos profe-
sionales como pueden ser el del abogado, el médico o el
cura, radica en el hecho de que mientras en estos casos
la información proporcionada es lo que debe guardarse
en secreto, en el caso de los periodistas la información
transmitida es destinada a darse a conocer públicamen-
te. El secreto del periodista no recae en la información
proporcionada sino en el anonimato de la fuente de don-
de proviene.”4

El gremio periodístico se identifica plenamente entre sus
miembros, destaca su solidaridad, sin que ello disminuya la
sana competencia profesional, buscar la nota, anticiparse a
la noticia, intuir donde puede haber material de impacto in-
formativo, son actividades cotidianas de los periodistas.
Sin embargo, quizá en gran medida por las situaciones des-
critas párrafos antes, en cuanto a lo precario de los salarios
y la incertidumbre de conservar el empleo, se dificulta que
exista una sólida y amplia organización gremial o sindical
de trabajadores de los medios de comunicación.

Estas descripciones muy genéricas sobre la problemática
que enfrentan los periodistas en su trabajo diario, sustentan
el planteamiento inicial de esta exposición de motivos, en
relación a la seguridad social de la que carecen la inmensa
mayoría de los periodistas en México, contraviniendo no
sólo la legislación nacional, sino incluso lo establecido en
instrumentos jurídicos internacionales.

La Ley Federal del Trabajo contempla, en su Título Sexto,
diecisiete trabajos a los que cataloga como especiales, en-
tre otros, los ferrocarrileros, las tripulaciones aeronáuticas,
autotransportistas, agentes de comercio, deportistas profe-
sionales. Sin embargo, los periodistas no se encuentran
contemplados dentro de nuestra legislación laboral. En
cambio, los trabajos que sí son reconocidos como especia-
les gozan de condiciones particulares que permiten mayor
protección para estos trabajadores. En reconocimiento de
la importancia del derecho a la libertad de expresión y de
información es que resulta de suma importancia que la pro-
fesión de periodista sea reconocida como especial y que
por ende se reciba la protección adecuada para su libre 
desempeño.

En este sentido, en Movimiento Ciudadano consideramos
que es necesario que la Ley Federal del Trabajo reconozca

la actividad periodística como un trabajo especial, con lo
cual se les pueda asegurar el acceso pleno a la seguridad
social, además de que se eviten abusos en sus relaciones la-
borales. Asimismo, ante la falta de una verdadera y sólida
organización gremial o sindical, no hay una defensa pun-
tual de sus derechos laborales. 

En este sentido, la presente Iniciativa tiene el propósito de
incorporar de manera explícita en la Ley Federal del Tra-
bajo, disposiciones que puedan garantizar a los periodistas
la realización de su trabajo mediante condiciones laborales
establecidas en un contrato de trabajo, ya sea con una em-
presa o con un empleador cuando haga trabajo indepen-
diente; se propone también que todo contrato de trabajo
contenga obligatoriamente una cláusula de conciencia y el
respeto irrestricto al secreto profesional; asimismo, se in-
corpora el derecho de asociación gremial y  sindical como
potestad individual, lo cual en ningún caso podrá ser exigi-
do como condición para suscribir o mantener la vigencia de
un contrato de trabajo.

De igual forma, esta Iniciativa propone que se establezca la
creación de un Fondo Nacional de Apoyo a Periodistas, cu-
yo objetivo es establecer las condiciones materiales que
permitan mejorar las condiciones de vida de los periodis-
tas, mediante el acceso a la vivienda; la atención médica de
especialidad; la cesantía temporal en caso de accidente o
enfermedad; así como para obtener créditos para adquirir
los elementos necesarios para el desarrollo de su actividad
profesional.

El número de periodistas independientes que trabajos desde
diversas plataformas digitales, ha ido en aumento en los úl-
timos años, mismos que se suman a aquellos que laboran en
los llamados medios tradicionales o, incluso, hay muchos
que trabajan tanto en una como en otra forma. Es por ello
que es urgente que la ley les reconozca como sujetos con
trabajo especial, con lo cual disminuirá la vulnerabilidad en
que están actualmente.

La inestabilidad laboral en que viven los periodistas, auna-
do a los riesgos que implica el desarrollo de su profesión,
es una problemática que se acrecienta si consideramos que
además no cuentan con seguridad social. 

Por lo antes expuesto y fundado, se pone a consideración
de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de
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Decreto por el que se adiciona un Capítulo XVIII al Tí-
tulo Sexto de la Ley Federal del Trabajo

Artículo Único. Se adiciona un Capítulo XVIII al Título
Sexto de la Ley Federal del Trabajo, para quedar como 
sigue:

Título Sexto

Capítulo XVIII
Trabajo de los Periodistas

Artículo 353 Bis. Lo dispuesto en este Capítulo será
aplicable a las relaciones laborales que tengan los pe-
riodistas con las empresas en las que presten sus servi-
cios profesionales, ya sea de manera permanente o
eventual.

Artículo 353 Ter. Se entiende por periodista la perso-
na física cuyo trabajo consiste en recabar, generar,
procesar, editar, comentar, opinar, difundir, publicar
o proveer información, a través de cualquier medio de
difusión y comunicación que puede ser impreso, ra-
dioeléctrico, digital o imagen, y que sea desarrollado
de manera independiente o en medios de comunica-
ción y difusión públicos, comunitarios, privados, in-
dependientes, universitarios, experimentales o de
cualquier otra índole.

Artículo 353 Quater. Toda relación de trabajo que rea-
licen los periodistas deberá establecerse mediante con-
trato con la empresa en la que prestará sus servicios
profesionales. En caso de realizar trabajo independien-
te para ponerlo a disposición de algún medio de comu-
nicación, las condiciones de pago se establecerán por es-
crito y cubriendo con las disposiciones fiscales
correspondientes.

Artículo 353 Quinquies. En todos los casos los contratos
de trabajo deberán establecer de manera expresa la
cláusula de conciencia y el secreto profesional como de-
rechos inalienables de los periodistas.

La cláusula de conciencia es el derecho de todo perio-
dista a que se garantice su independencia en el desarro-
llo de su trabajo profesional, quien podrá rescindir su
relación laboral con la empresa contratante cuando és-
ta, sin su consentimiento, decida cambiar de manera
sustancial la orientación informativa o ideológica de su

trabajo. Este supuesto será considerado como despido
injustificado para todo efecto legal.

El secreto profesional es el derecho inalienable que tie-
ne todo periodista para reservarse el anonimato de sus
fuentes informativas a su empresa, a terceros y a las au-
toridades públicas o judiciales, sin que ello pueda ser
causa para la rescisión de contrato. El derecho al secre-
to profesional asiste igualmente a cualquier otro infor-
mador involucrado en el proceso informativo que hu-
biera podido conocer indirectamente la identidad de la
fuente reservada.

Artículo 353 Sexties. Todo periodista tiene el derecho de
asociación gremial y sindical como potestad individual,
lo cual en ningún caso podrá ser exigido como condi-
ción para suscribir o mantener la vigencia de un con-
trato de trabajo.

Artículo 353 Septies. El Ejecutivo Federal, a través de
la Secretaría del Trabajo y Previsión Social y con la
participación de las empresas de comunicación, impul-
sará la plena integración de los periodistas y de sus fa-
milias a los programas de salud, seguridad social y vi-
vienda, y promoverá la ejecución de acciones
específicas encaminadas a elevar el nivel de vida de los
periodistas en el país.

Artículo 353 Octies. Para efectos de lo señalado en el
artículo anterior, el Ejecutivo Federal promoverá la
creación de un Fondo Nacional de Apoyo a Periodistas,
el cual se integrará con recursos provenientes de una
aportación tripartita, del Gobierno Federal, de empre-
sarios y dueños de los medios de comunicación y de la
contribución de los propios periodistas. 

El Fondo Nacional de Apoyo a Periodistas será un ins-
trumento institucional y social de los periodistas para
favorecer su estabilidad económica y que promoverá su
desarrollo y protección para brindar un mejor trabajo
de información a la sociedad. 

El Fondo Nacional de Apoyo a Periodistas tendrá por
objeto establecer las condiciones materiales que permi-
tan mejorar sus condiciones de vida, mediante el acce-
so a la vivienda; la atención médica de especialidad; la
cesantía temporal en caso de accidente o enfermedad;
así como para obtener créditos para adquirir los ele-
mentos necesarios para el desarrollo de su actividad
profesional.
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La aportación del Ejecutivo federal al Fondo Nacional
de Apoyo a Periodistas será establecida en el Presu-
puesto de Egresos de la Federación de cada año fiscal, a
partir de las estimaciones que realice la Secretaría del
Trabajo y Previsión Social en coordinación con la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

Segundo. El Ejecutivo federal contará con 90 días, conta-
dos a partir de la entrada en vigor del presente decreto, pa-
ra realizar los análisis para definir la cantidad de recursos
que se requiere para integrar el Fondo Nacional de Apoyo
a Periodistas.

Tercero. El Fondo Nacional de Apoyo a Periodistas debe-
rá ser propuesto en el proyecto de Presupuesto de Egresos
de la Federación posterior inmediato a la entrada en vigor
del presente decreto. 

Cuarto. A partir de la entrada en vigor del presente decre-
to, la Secretaría del Trabajo y Previsión Social tendrá a car-
go la operación, ejecución y evaluación del Fondo Nacio-
nal de Apoyo a Periodistas, y contará con un plazo de 90
días para emitir su reglamento de operación.

Notas

1 Márquez Ramírez, Mireya y Sallie Hughes (2016). “Panorama de los
perfiles demográficos, laborales y profesionales de los periodistas en
México”, Universidad Iberoamericana, Ciudad de México. En este es-
tudio se da cuenta de las percepciones que tienen 377 periodistas en ac-
tivo de todo el país, de cinco tipos de medios: impresos (diarios y no
diarios), radiofónicos, televisivos y digitales; que ocupan diversos
puestos y cargos en sus redacciones. Se trata de una muestra que re-
presenta al sistema de medios en México y a la distribución geográfi-
ca de los mismos alrededor del país. Consulta en línea: 

https://journals.tdl.org/gmjei/index.php/GMJ_EI/article/view/28
1/281

2 Ídem.

3 Carmen Fuentes-Cobo* & José Alberto García-Avilés. – “La aplica-
ción de la cláusula de conciencia de los periodistas en España. Proble-
mas y limitaciones de un modelo incompleto”. Consulta en línea: 

https://scielo.conicyt.cl/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0719-
367X2014000200013

4 Cáceres Nieto, Enrique. – “El Secreto Profesional de los Periodis-
tas”. Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídi-
cas de la UNAM.

https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/1/7/23.pdf

Dado en Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de diciembre de
2018.— Diputado Jorge Alcibíades García Lara (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

«Iniciativa que deroga diversas disposiciones de la Ley Fe-
deral del Trabajo, a cargo del diputado Juan Martín Espi-
noza Cárdenas, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano

El suscrito, diputado Juan Martín Espinoza Cárdenas, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano
en la LXIV Legislatura, de conformidad con lo dispuesto
en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción
I; 62, numeral 2, 77 y 78, Reglamento de la Cámara de
Diputados, por lo que se somete a consideración de esta
honorable asamblea, la siguiente iniciativa con proyecto de
decreto, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Nuestro país fue el primero en el mundo en incluir los dere-
chos sociales en la Ley Suprema, es decir, en la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos de 1917, plasma-
dos específicamente en los artículos 27 y 123; el primero ver-
sa sobre el derecho agrario o de las tierras y el segundo sobre
el derecho laboral o del trabajo, respectivamente. 

Uno de los principios revolucionarios era que los campesi-
nos, jornaleros, obreros y demás se les respetara sus dere-
chos laborales y con posibilidad de crear un sindicato para
su defensa contra el patrón. Estos principios aún deben de
seguir vigentes, pero se vulneraron al publicarse el treinta
de noviembre del 2012 en el Diario Oficial de la Federa-
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ción, la aprobación de la subcontratación o mejor conocida
como outsourcing, deja en un estado de indefensión al tra-
bajador ante un despido, a exigir un salario digno, presta-
ciones por ley y seguridad social.

El artículo 123, primer párrafo, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, establece que: “Toda
persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil;
al efecto, se promoverán la creación de empleos y la orga-
nización social de trabajo, conforme a la ley”.1

El trabajo o relación laboral es cuando una persona física
que presta a otra, ya sea física o moral, un trabajo personal
y subordinado, establecido en el artículo 8o. de la Ley Fe-
deral del Trabajo.

Durante la última gran reforma laboral se incorporaron
los contratos outsourcing o subcontratación como lo es-
tablece la ley, que se establecen por temporada, capacita-
ción inicial, de pago por hora y de prueba.

Esto es que la contratante que es la empresa solicitante de
servicios que necesitan trabajadores y la contratista que es
la empresa que contrata a personas físicas para que puedan
laborar en una empresa contratante. Y aunque la ley esta-
blece responsabilidades para cada parte; en varias ocasio-
nes el contratante quiere quitarse responsabilidades labora-
les con los trabajadores; vulnerando así los derechos de los
que prestan un servicio personal-subordinado, además de
no tener una seguridad de permanencia en el empleo, tra-
yendo como consecuencia, que jamás generarán antigüe-
dad y mucho menos el derecho a asociarse a través de un
contracto colectivo. 

La Secretaría del Trabajo y Previsión Social (STPS) infor-
mó la decisión de las autoridades laborales de todo el país
de combatir el “outsourcing malo”, que es aquel que se re-
aliza con la finalidad de evadir las responsabilidades fisca-
les y laborales de los patrones afectando los derechos de
los trabajadores, en especial las prestaciones de seguridad
social.2

El artículo 2o. de la Ley Federal del Trabajo menciona que
“las normas del trabajo tienden a conseguir el equilibrio
entre los factores de la producción y la justicia social, así
como propiciar el trabajo digno o decente en todas las re-
laciones laborales”.3

Un trabajo digno debe ser remunerado con un salario dig-
no y prestaciones enmarcadas por la ley. La subcontrata-

ción violenta este derecho humano, propiciando que los
trabajadores no estén asegurados bajo un régimen de segu-
ridad social y para sus familias. 

El mismo artículo 2o., párrafo tercero, establece: “El tra-
bajo digno o decente también incluye el respeto irrestricto
a los derechos colectivos de los trabajadores, tales como la
libertad de asociación, autonomía, el derecho de huelga y
de contratación colectiva”.4

Este tipo de contratación materia de esta iniciativa contra-
dice lo establecido por la misma Ley Federal del Trabajo;
el derecho de asociación jamás se cumpliría a no tener una
estabilidad laboral por la subcontratación. Por ello propon-
go la derogación de la subcontratación en la ley por vio-
lentar derechos humanos.

Por lo anteriormente expuesto y fundamentado, someto a
consideración del pleno el siguiente proyecto de

Decreto 

Se deroga diversos artículos de la Ley Federal del Trabajo.

Único. Se derogan los artículos 15-A., 15-B., 15-C. y 15-
D., de la Ley Federal del Trabajo, para quedar como 
sigue:

Artículo 15-A. (Se deroga)

Artículo 15-B. (Se deroga)

Artículo 15-C. (Se deroga)

Artículo 15-D. (Se deroga)

Notas

1 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 2018.

2 Gobierno Federal. https://www.gob.mx/stps/prensa/enfrentaran-au-
toridades-laborales-uso-de-subcontratacion-u-outsourcing-que-no-res-
pete-la-ley

3 Ley Federal del Trabajo, 2018.

4 Ibídem.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 21 de diciembre de
2018.— Diputado Juan Martín Espinoza Cárdenas (rúbrica).»
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Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.

CÓDIGO PENAL FEDERAL

«Iniciativa que reforma el artículo 262 del Código Penal
Federal, a cargo del diputado Juan Martín Espinoza Cárde-
nas, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

El suscrito, diputado Juan Martín Espinoza Cárdenas, inte-
grante del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano en
la LXIV Legislatura, de conformidad con lo dispuesto en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I;
62, numeral 2, 77 y 78, Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, por lo que se somete a consideración de esta hono-
rable asamblea, la siguiente iniciativa con proyecto de de-
creto, al tenor de los siguientes:

Exposición de Motivos

“Este vocablo viene del latín stuprum y, a su vez, del
griego strophe, que significa engaño o estafa. En su sen-
tido legal, se trata de una figura jurídica que se aplica a
un tipo de delito sexual”.1

El mantener un contacto sexual con una persona que toda-
vía no ha alcanzado la mayoría de edad y recurriendo para
ello a algún engaño o a una cierta manipulación psicológi-
ca del menor, es considerado como estupro.

Si atendemos a su etimología, podríamos decir que el es-
tupro es un engaño sexual, por lo tanto, quien comete este
delito es una persona adulta que manipula a un menor para
mantener relaciones sexuales.

Para que el estupro se considere delito es necesario que la
persona sea adulta y que su víctima sea menor de edad. En
la mayoría de casos, esta acción va acompañada de un
aprovechamiento por parte del adulto, quien abusa sexual-
mente del menor utilizando la inmadurez de éste.

Nuestro Código Penal Federal, en el artículo 262, define al
estupro como: “Artículo 262. Al que tenga cópula con per-
sona mayor de quince años y menor de dieciocho, obte-
niendo su consentimiento por medio de engaño”.2

El estupro es una conducta sexual considerada como un de-
lito en la mayoría de las legislaciones actuales. Común-
mente es confundido con el abuso sexual infantil, pero la
diferencia radica en que el estupro solo se puede cometer
en contra de una persona en edad de consentimiento sexual
y menor de 18 años, mientras que el abuso sexual infantil
engloba a menores de dicha edad, siendo además el abuso
sexual infantil un agravante de la violación.

A la cópula con una persona empleando la seducción o el
engaño para alcanzar el consentimiento de la víctima se
considera estupro. Uno de los requisitos fundamentales es
la edad de la víctima, que varía según las legislaciones y la
doctrina, al igual que otros aspectos, y la ausencia de ena-
jenación mental en la víctima y de fuerza o intimidación en
el estuprador.

Sujetos

-Activo: El sujeto activo en el estupro es el hombre ma-
yor de edad.

-Pasivo: La norma precisa, de manera clara y categóri-
ca, que puede ser sujeto de estupro la mujer que tenga
más de 12 años de edad y menos de 18.

Objetos

- Material: Es el propio sujeto pasivo del delito, que en
este caso es la mujer mayor de 12 y menor de 18 años,
en relación con lo dispuesto en Código Penal del estado
de Jalisco.

-Jurídico: El bien tutelado en el estupro es la libertad se-
xual, y dependientemente de la edad, el normal desarro-
llo psicosexual.

Bien Jurídico Tutelado

El objeto jurídico en el estupro es la seguridad sexual pues
la represión trata de proteger la inexperiencia de la mujer
que no ha logrado el desarrollo completo de su capacidad
volitiva de acuerdo a la presunción que se establece al fijar
la edad máxima, para considerarla como sujeto pasivo.

Clasificación

-Por su gravedad: El estupro es un delito en virtud de ser
sancionado por la autoridad judicial correspondiente,
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sometiéndolo a un procedimiento penal, con el fin de
imponer una pena.

-Por la conducta del agente: El estupro es un delito de
acción, porque para su ejecución se requiere de un mo-
vimiento corporal o material, la cópula con la víctima,
resultando imposible, por este hecho su realización por
omisión.

-Por su resultado: El estupro es material porque, para la
configuración del tipo penal se requiere de un hecho
cierto, consistente en la cópula.

-Por el daño causado: Este delito es de lesión ya que no
sólo pone en riesgo el bien jurídicamente tutelado, sino
que motiva un menoscabo en el mismo. Se daña el nor-
mal desarrollo psicosexual de la víctima.

-Por su duración: Es instantáneo, porque la acción delicti-
va se consuma en el mismo momento de su realización.

-Por el elemento interno: El estupro es delito doloso, por-
que en su ejecución el agente activo tiene la intención de
realizarlo, desea la cópula con su víctima mayor de doce y
menos de dieciocho años, mediante el engaño.

-Por su estructura: Es de estructura simple, porque el
texto del tipo penal únicamente protege el bien jurídica-
mente tutelado del normal desarrollo psicosexual.

-Por el número de actos: Este delito es unisubsistente.

-Por el número de sujetos que intervienen en el hecho:
Es unisubjetivo, ya que para su realización el tipo penal
requiere de un solo sujeto activo.

- Por su forma de persecución: Este delito es de quere-
lla, es perseguible únicamente por la petición de la par-
te ofendida.

Formas y medios de ejecución

El medio ejecutivo en el estupro es el engaño. El sujeto ac-
tivo debe engañar a la víctima y así obtener su consenti-
miento, para copular con ella. Solo mediante el engaño se
puede realizar el estupro; jamás la violencia podría integrar
el estupro, en este caso se entendiera que se trata de otro
delito el de la violación.

Engaño: Es inducir a alguien a creer que resulta cierto lo
que no es. Consiste en dar apariencia de verdad a una men-
tira. Puede consistir en una simulación.

Es por ello motivo de esta iniciativa, que se castigue con
mayor pena a los responsables de la comisión del delito, ya
que ellos solo velan por sus intereses, sin importarles los
daños que acarrean a la víctima, tanto en su vida personal
como en su libre desarrollo con la sociedad.

Lamentablemente las y los jóvenes de ahora, quieren vivir
la vida apresuradamente, sin pensar las consecuencias que
conllevan sus actos, a su edad aun no tienen el raciocinio
necesario para la libertad de toma de decisiones.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a consideración
la siguiente iniciativa con proyecto de:

Decreto que reforma el artículo 262 del Código Penal
Federal

Único. Se reforma el artículo 262 del Código Penal Fede-
ral., para quedar como sigue:

Artículo 262. Al que tenga cópula con persona mayor
de quince años y menor de dieciocho, obteniendo su
consentimiento por medio de engaño, se le aplicará de
seis meses a 8 años de prisión.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Definicion de estupro.

https://www.definicionabc.com/derecho/estupro.php

2 Codigo Penal Federal.

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/9_090318.pdf

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 21 días del mes de
diciembre de 2018.— Diputado Juan Martín Espinoza Cárdenas
(rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.
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CÓDIGO PENAL FEDERAL

«Iniciativa que reforma y adiciona el artículo 325 del Có-
digo Penal Federal, a cargo del diputado Juan Martín Espi-
noza Cárdenas, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano

El suscrito, Juan Martín Espinoza Cárdenas, integrante del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano en la
LXIV Legislatura, de conformidad con lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I 62,
numeral 2, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta asamblea iniciativa
con proyecto de decreto, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La muerte violenta de las mujeres por razones de género, ti-
pificada en el sistema penal como feminicidio, es la forma
más extrema de violencia contra la mujer, esta violencia con-
tra las mujeres tiene su origen en la desigualdad de género, es
decir, en la posición de subordinación, marginalidad y riesgo
en el cual éstas se encuentran respecto a los hombres.

En el Código Penal Federal, el feminicidio se encuentra ti-
pificado en el artículo 325:

Comete el delito de feminicidio quien prive de la vida a
una mujer por razones de género. Se considera que existen
razones de género cuando concurra alguna de las siguien-
tes circunstancias:

1. La víctima presente signos de violencia sexual de
cualquier tipo;

2. A la víctima se hayan infligido lesiones o mutilacio-
nes infamantes o degradantes, previas o posteriores a la
privación de la vida o actos de necrofilia;

3. Existan antecedentes o datos de cualquier tipo de vio-
lencia en el ámbito familiar, laboral o escolar, del suje-
to activo en contra de la víctima;

4. Haya existido entre el activo y la víctima una relación
sentimental, afectiva o de confianza;

5. Existan datos que establezcan que hubo amenazas re-
lacionadas con el hecho delictuoso, acoso o lesiones del
sujeto activo en contra de la víctima;

6. La víctima haya sido incomunicada, cualquiera que
sea el tiempo previo a la privación de la vida; y

7. El cuerpo de la víctima sea expuesto o exhibido en un
lugar público.1

Comúnmente, los homicidios cometidos contra mujeres no
son investigados tomando en consideración que podrían
tratarse de feminicidios. Por esa razón, el modelo de pro-
tocolo latinoamericano de investigación de las muertes
violentas de mujeres por razones de género recomienda
que todas las muertes violentas de mujeres que en princi-
pio parecerían haber sido causadas por motivos criminales,
suicidio y accidentes deben analizarse con perspectiva de
género, para poder determinar si hubo o no razones de gé-
nero en la causa de la muerte y para poder confirmar o des-
cartar el motivo de ésta.

En el mismo tenor se encuentra la sentencia de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación relacionada con el caso de
Mariana Lima Buendía, la cual establece que en el caso de
muertes de mujeres se debe

1. Identificar las conductas que causaron la muerte de la
mujer;

2. Verificar la presencia o ausencia de motivos o razones
de género que originan o explican la muerte violenta;

3. Preservar evidencias específicas para determinar si
hubo violencia sexual; y

4. Hacer las periciales pertinentes para determinar si la
víctima estaba inmersa en un contexto de violencia.

Lamentablemente, mujer tiene un riesgo muy grande, y por
ello se le ha subestimado, incluso las posibilidades de salir
adelante son menores, ya que como mujer nos subestiman
y consideran débiles. En comparación con un hombre cues-
ta trabajo que tengamos credibilidad en un trabajo y que
obtengamos un salario digno. Hoy, ser mujer es un riesgo
y peor aún estar embrazada, el riego crece mucho más, re-
cientemente se ha escuchado diversos feminicidios en mu-
jeres que se encuentran en la última etapa de su gestación.

Una embrazada se define como:

Se conoce como embarazo al periodo comprendido que
va desde la fecundación del óvulo por el espermatozoi-
de, hasta el momento del parto. En este se incluyen los
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procesos físicos de crecimiento y desarrollo del feto en
el útero de la madre y también los importantes cambios
que experimenta esta última, que además de físicos son
morfológicos y metabólicos.

El embarazo humano dura un total de 40 semanas, equi-
valente a 9 meses calendario.2

Recientemente en tres localidades diferentes en México
tres mujeres fueron asesinadas y en dos de los casos les
sacaron de su vientre a sus bebes pretendiendo robarlos,
estos hechos ocurrieron en el estado de Tamaulipas, en
Tabasco y en Veracruz.3

Otros casos similares en Puebla donde se han encontrado a
seis mujeres en estado de gestación, en cuatro de ellas sa-
caron a los bebés del vientre de la madre y en las otras tres
sus parejas las privaron de la vida sólo para no hacerse car-
go de su paternidad.

Por ello el motivo de esta iniciativa. Es preocupante que
por el simple hecho de ser mujer seamos más vulnerables
y peor aun estando en cualquier etapa de la gestación.
Como legisladora, me preocupa y quiero que se castigue
con todo el peso de la ley a los responsables de estos fe-
minicidios y más con la agravante de que sea una mujer
en gestación.

Por lo expuesto sometemos a consideración la siguiente
iniciativa con proyecto de

Decreto que se reforma y adiciona una fracción VIII al
artículo 325 del Código Penal Federal

Único. Se reforma y adiciona una fracción VIII al artícu-
lo 325 del Código Penal Federal, para quedar como sigue:

Artículo 325. Comete el delito de feminicidio quien prive
de la vida a una mujer por razones de género. Se conside-
ra que existen razones de género cuando concurra alguna
de las siguientes circunstancias:

I. a VII. (…)

VIII. La víctima estuviera en cualquier etapa de la
gestación, le hayan extraído el feto y dejaran aban-
donado el cuerpo.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Notas

1 Código Penal Federal, https://www.gob.mx/cms/uploads/attach-
ment/file/235549/Co_digo_Penal_Federal_22_06_2017.pdf

2 Mujeres en gestación, https://www.definicionabc.com/salud/embara-
zo.php

3 Mujeres embrazadas asesinadas,

https://www.definicionabc.com/salud/embarazo.php

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 21 de diciembre de
2018.— Diputado Juan Martín Espinoza Cárdenas (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

«Iniciativa que reforma y adiciona el artículo 48 de la Ley
General de Educación, a cargo del diputado Juan Martín
Espinoza Cárdenas, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano

El suscrito, diputado Juan Martín Espinoza Cárdenas, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano
en la LXIV Legislatura, de conformidad con lo dispuesto
en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; y en los artículos 6, nume-
ral 1, fracción 1; 62, numeral 2,77 y 78, del Reglamento de
la Cámara de Diputados, somete a consideración de esta
asamblea, la presente iniciativa de ley con proyecto de de-
creto al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Hoy en día una de las principales preocupaciones en nues-
tro país, se asocia a la ignorancia y falta de interés por
aprender de los múltiples aspectos de la identidad cultural
mexicana siendo esta lo que caracteriza a nuestra sociedad;
los valores regionales, la música mexicana, nuestro pasado
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prehispánico, nuestra historia, las tradiciones y costumbres
de los pueblos, nuestras lenguas, etcétera, son sólo algunas
semblanzas que definen nuestras raíces y nuestra cultura y
es verdaderamente triste ver que poco a poco esto se des-
vanece día a día a través del mundo globalizado.

“La identidad cultural se define como el conjunto de pe-
culiaridades propias de una cultura o grupo que permi-
ten a los individuos identificarse como miembros de es-
te grupo, pero también diferenciarse de otros grupos
culturales.

La identidad cultural comprende aspectos tan diversos
como la lengua, el sistema de valores y creencias, las
tradiciones, los ritos, las costumbres o los comporta-
mientos de una comunidad. Este conjunto de particula-
ridades, patrimonio y herencia cultural de la colectivi-
dad, es lo que viene definiendo históricamente la
identidad cultural de los pueblos”.1

Ejemplo de lo anterior lo tenemos con la celebración del
tradicional día de muertos; en México como en Centroa-
mérica, esta fecha tradicional en México se trata de una
costumbre milenaria que arropa un enorme significado pa-
ra nuestras generaciones pasadas y aquellas maduras que
aún se aferran a transmitir lo valioso de su significado.

Dicha costumbre data desde tiempos prehispánicos hace
aproximadamente unos 3 mil años; regocijo cultural que
representaba la muerte y el renacimiento mediante ofren-
das y osamentas exhibidas durante rituales que hacían sa-
ber dentro de su idiosincrasia que era una manera de sentir
cerca a los fallecidos; en el calendario mexica era marcado
para celebrarse en el noveno mes del año.

Hoy en día estas costumbres se encuentran plagadas de
usanzas católicas que coinciden con la celebración de los
Días de los Fieles Difuntos y de Todos los Santos (1 y 2 de
noviembre de cada año respectivamente).

En voz de muchos especialistas se hace casi inmediata la
necesidad de generar en los alumnos un pleno desarrollo de
la personalidad potencial, visto desde un aspecto social, así
como en lo individual, además de integrar una compren-
sión sobre los derechos de las personas, los valores, la éti-
ca y una equidad encaminada a ofrecer acciones construc-
tivas en el tejido social. Baste decir en pocas palabras, es
necesario rescatar y fortalecer la identidad cultural desde
las primeras etapas de formación en los educandos.

No es de extrañarse que las generaciones jóvenes y la ma-
yoría de los estudiantes en edad de cursar su educación bá-
sica sólo precisan los días festivos como una fecha óptima
para relajarse aprovechando un puente en días no labora-
bles y así poder vacacionar. Tristemente hoy muchos jóve-
nes sí son capaces de citar de forma mecánica algunas fe-
chas importantes, pero desafortunadamente lo hacen sin
interés de conocer sus orígenes.

Ignoran que “la afamada representación al estilo muy me-
xicano de la muerte en “La Catrina” la enarboló Diego Ri-
vera quién en su momento retomara tan emblemático sím-
bolo bajo la creación del célebre grabador y dibujante José
Guadalupe Posadas”.2

El desconocimiento y falta de interés sobre fechas impor-
tantes por acontecimientos ocurridos en el país y el mundo
únicamente refleja una enorme falta de seriedad y una muy
mala costumbre de sólo recordar que son días que en cada
año se tiene una excelente oportunidad para distraerse; sin
embargo impera la falta de interés por hacer conciencia de
los grandes esfuerzos hechos por nuestras generaciones pa-
sadas, prevalece la ausencia de reflexión sobre la impor-
tancia que conllevan estos sucesos para forjar las bases de
nuestro contexto actual.

Sorprendentemente “muchos jóvenes ignoran que el 1 de
mayo representa una cruenta lucha iniciada en 1886 por
miles de obreros en defensa de los derechos del trabaja-
dor”,3 condición que también incluye a México, y que pa-
ra el caso del día 5 de mayo en nuestro país se conmemora
la batalla de Puebla del año de 1862, un acontecimiento
histórico que simboliza el espíritu de lucha y de defensa de
nuestra soberanía frente a gobiernos extranjeros, invasores
y oportunistas. 

“Esta lucha armada distintiva por la participación de un ba-
tallón mayormente conformado por indígenas Zacapoax-
tlas, comandados por el general Ignacio Zaragoza quienes
por su arrojo y valor derrotaron al ejército francés, el me-
jor preparado del mundo en esos tiempos”4 es digna de ce-
lebrarse y recordarse no sólo por un anecdotario sino como
parte simbólica de libertad y amor patrio en todo mexica-
no, ejemplos como los antes descritos hay muchos.

Es importante mencionar y a la vez lamentable que miles de
jóvenes hoy en día sólo saben se preocupan y están más inte-
resado en las nuevas tecnologías, como obtener el teléfono
inteligente último modelo, los éxitos musicales del momen-
to, están más al pendiente de la vida de las celebridades del
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espectáculo, hablan de modas y estilos que están a la van-
guardia, de cuestiones más triviales que el hecho de aprender
más sobre aspectos culturales, históricos, aprender más sobre
nuestro patrimonio cultural e inmaterial y de todo aquello que
engrandecen nuestras raíces como mexicanos.

Con lo anterior no se está en desacuerdo con que se tenga
la libertad de escoger cuales serán nuestras maneras de ha-
blar, de pensar ni de actuar o de qué tipo de música elegir,
tampoco se busca obligar a estas generaciones jóvenes a
aprender algo que no les nace, sin embargo hay muchas
personas de generaciones actuales quienes estamos con-
vencidos de que es necesario apuntalar el diseño educativo
y de formación cívica para la población, desde la edad jo-
ven y desde las primeras etapas de educación básica, para
arraigar en ellos un marco mínimo de formación personal,
de educación e inclusive de capital humano .

“Nuestro país inmerso en esta era de globalización arroja
como consecuencia una nueva homogeneización cultural y
la generación de nuevos códigos identitarios”;5 se alcanza
a notar la pérdida de dedicación, de tiempo y espacio a
eventos públicos, culturales, poco se recrean escenas en
memoria de algún suceso histórico, ya no hay convivencia
directa con gente mayor, adultos, abuelos, conocedores de
sucesos llenos de remembranzas, ya no hay interacción di-
recta con celebraciones ni se experimentan en presencia
festividades ni tradiciones. 

Algo similar sucede en la academia, pocos son los intere-
sados quienes pusieron atención a la clase o la cátedra, ya
no hay suficiente investigación; el aprendizaje se convier-
te en algo básico, superficial y mecánico.

Es de resaltar que el sistema educativo nacional da cabida
a eventos, espacios culturales, de formación cívica y ética,
aunque también hay que señalar que no se hace con los re-
sultados deseados pues no se logra percibir en las personas
un arquetipo en su subconsciente que pueda generar las mí-
nimas referencias de ciudadanos interesados ni mucho me-
nos de personas con una identidad cultural nacional.

Queda mucho por rescatar y en ese sentido, preocupados
por una reorientación y el fortalecimiento de nuestra iden-
tidad cultural es que se propone reformar la Ley General de
Educación para dar paso no sólo a contenidos regionales
para adquirir un mejor conocimiento de la historia, la geo-
grafía, costumbres o tradiciones en los educandos, sino
también para permitir y fomentar el desarrollo de eventos
relacionados al rescate y fortalecimiento de aquellos con-

ceptos que den soporte a la identidad cultural en los mis-
mos, sin menoscabo de los objetivos generales proyectados
por el sistema educativo nacional.

“El concepto de identidad cultural encierra un sentido
de pertenencia a un grupo social con el cual se compar-
ten rasgos culturales, como costumbres, valores y cre-
encias”.6

Con base a ello es posible conjugar los esfuerzos para una
educación complementaria que apueste por el fortaleci-
miento de la identidad cultural manifestada a través del pa-
trimonio cultural inmaterial de nuestros pueblos incluso en
correspondencia a las descripciones hechas por la UNES-
CO en relación al “respeto a la diversidad cultural y la cre-
atividad humana”.7

Con la presente propuesta de ley se busca que tanto jóve-
nes, adultos y familias enteras podamos conjugar una me-
jor dinámica de aprendizaje sobre aspectos importantes
que definitivamente pueden enriquecer nuestro conoci-
miento general y proporcionarnos los elementos necesarios
a través de nuevas experiencias enfocadas al fortalecimien-
to de nuestra identidad cultural.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a consideración
la siguiente iniciativa con proyecto de:

Decreto 

Por el que se reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley General de Educación.

Único. Se reforma el párrafo cuarto del artículo 48 de la
Ley General de Educación, para quedar como sigue:

Ley General de Educación

Capítulo IV
Del proceso educativo

Sección 2.- De los planes y programas 
de estudio

Artículo 48.- La Secretaría determinará los planes y pro-
gramas de estudio, aplicables y obligatorios en toda la Re-
pública Mexicana, de la educación preescolar, 

la primaria, la secundaria, la educación normal y demás pa-
ra la formación de maestros de educación básica, de con-
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formidad a los principios y criterios establecidos en los ar-
tículos 7 y 8 de esta Ley.

Párrafo segundo (...)

Párrafo Tercero (…)

Párrafo Cuarto (…) La Secretaría de Educación Públi-
ca implementará de manera conjunta con la Secretaría
de Cultura, programas especiales para el fortalecimien-
to de la identidad cultural, enfocados a un mejor apren-
dizaje de la historia, la geografía, las costumbres, las
tradiciones, los ecosistemas y demás aspectos propios
de la entidad y municipios respectivos, así como del pa-
ís en general, implementados en todas las escuelas pú-
blicas consideradas en este ordenamiento y con base a
las fechas calendario a celebrarse en cada región.

Párrafo Quinto (…)

Párrafo Sexto (…)

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Identidad Cultural.

https://www.significados.com/identidad-cultural/

2 Biografía de José Guadalupe Posada (En línea): Referente global pa-
ra conocer y viajar en México. México.

https://www.mexicodesconocido.com.mx/jose-guadalupe-
posada.html

3 Primero de mayo, “Los mártires de Chicago”: (En línea): El legado
de la historia.

http://ellegadodelahistoria.blogspot.mx/2011/10/1-de-mayo-los-
martires-de-chicago.html

4 Zacapoaxtla.Info (En línea). México. 

http://www.zacapoaxtla.info/historia.htm

5 Cultura e identidad. Mexicanos en la era global (En línea). UNAM
México.

http://www.revistadelauniversidad.unam.mx/9211/pdf/92arizpe.pd
f

6 Identidad cultural, un concepto que evoluciona (En línea): Revistas
Universidad Externado de Colombia. Colombia. 

http://revistas.uexternado.edu.co/index.php/opera/article/viewFi-
le/1187 /1126

7 Patrimonio Inmaterial (En línea): Oficina de la UNESCO en Méxi-
co.

http://www.unesco.org/new/es/mexico/work-areas/culture/intangi-
ble-heritage/

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 21 de diciembre de
2018.— Diputado Juan Martín Espinoza Cárdenas (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma los artículos 95 y 96 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
de la diputada María Guadalupe Almaguer Pardo, del Gru-
po Parlamentario del PRD

La suscrita María Guadalupe Almaguer Pardo diputada fe-
deral e integrante del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática a la LXIV Legislatura de la Cá-
mara de Diputados, con fundamento en lo dispuesto en el
artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6, nu-
meral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados del honorable Congreso de la Unión, pone a
consideración la siguiente iniciativa con proyecto de de-
creto que reforman los artículos 95 y 96 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos (para la desig-
nación de ministras mujeres en la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación), al tenor de lo siguientes aspectos
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Planteamiento del problema

La conformación actual del Pleno de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación (SJCN) adolece de una representación
paritaria entre mujeres y hombres (18 por ciento y 82 por
ciento, respectivamente), por lo que este proceso de designa-
ción es una oportunidad histórica para reducir esta brecha de
desigualdad política por razones de género y avanzar con el
principio de paridad que establece la Constitución en el má-
ximo tribunal del país.

En el caso del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la
Federación, su integración es de 28.6 por ciento en muje-
res y de 71.4 por ciento.

En del Consejo de la Judicatura Federal, su composición de
28.6 por ciento de mujeres y 71.4 por ciento en el caso de
hombres.

De acuerdo a la impartición de justicia federal, las mujeres
representan sólo 21 por ciento de quienes encabezan los
juzgados de Distrito, 18.1 por ciento en los tribunales Co-
legiados y 22.6 por ciento en los tribunales Unitarios1.

Como podemos observar el Poder Judicial es uno de los ór-
ganos del Estado que se ha quedado rezagado en materia de
igualdad sustantiva, por tanto la iniciativa que ponemos a
la consideración de este pleno propone en primer lugar que
la terna que el presidente de la República somete al Sena-
do para designar a un ministro o ministra de la SCJN se in-
tegre por personas del mismo género, con la finalidad de
reducir esta brecha de desigualdad política por razones de
género y avanzar con el principio de paridad que establece
la Constitución.

Argumentos que sustentan la presente iniciativa

El próximo 30 de noviembre concluye el periodo de uno de
los ministros de la SCJN. A partir de esta fecha se pone en
marcha el procedimiento previsto en la Constitución para
su designación.

Una vez que el presidente electo asuma el cargo, estará en
la posibilidad de enviar la terna correspondiente al Senado
de la República, para que este órgano legislativo con apro-
bación de dos terceras partes de sus integrantes elijan a
quien será ministra o ministro de nuestro máximo tribunal
por un periodo de 15 años.

Se trata de un proceso importante para la vida democrática
del país ya que en un Estado democrático de derecho la
Corte Suprema como su máximo tribunal, debe contar con
un adecuado equilibrio con juezas y jueces de carrera, ju-
ristas de la academia, litigantes, incluso abogados de otras
ramas de la administración. No puede ser más un tribunal
monolítico y formalista.

No hay que olvidar que la designación del ministro Medi-
na Mora sentó un precedente que puso en entredicho la au-
tonomía e independencia del Poder Judicial frente a las de-
cisiones del Ejecutivo, –por cierto, que esto pasa también
en todas las entidades federativas donde desde hace mucho
tiempo los gobernadores no tienen límites para intervenir
en las decisiones de sus respectivos poderes judiciales–.

La SCJN necesita ser integrada por mujeres que aporten a
la legitimidad institucional y sin claros conflictos de inte-
rés. El nombramiento de una ministra de la Suprema Corte
es de enorme trascendencia para el país porque al final del
día los integrantes que la constituyen dotan o restan legiti-
midad al máximo órgano del sistema judicial.

Resulta por tanto inaceptable que, habiendo muchas juris-
tas destacadas con una vasta experiencia en la función ju-
risdiccional o en la academia, su participación se vea redu-
cida para su integración al máximo tribunal del país.

Fundamento legal

En mérito de lo expuesto y con fundamento dispuesto en el
artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6, nu-
meral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados del honorable Congreso de la Unión, se so-
mete a la consideración de esta soberanía la siguiente ini-
ciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman los artículos 95 y 96 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Único. Se reforman las fracciones IV y VI del artículo 95
y el primer párrafo del artículo 96 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como
sigue:

Artículo 95. Para ser electo ministro de la Suprema Corte
de Justicia de la Nación, se necesita:
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I. a III. …

IV. No haber sido sentenciado por delito que amerite pe-
na de prisión preventiva oficiosa, violencia de género o
haber sido inhabilitado para el servicio público;

V. Haber residido en el país durante los dos años ante-
riores al día de la designación; y

VI. No haber sido secretario de Estado, fiscal general de
la República, senador, diputado federal ni gobernador
de algún estado o jefe de gobierno del Distrito Federal,
durante el año previo al día de su nombramiento y en el
ejercicio de su encargo no haber sido objeto de reco-
mendaciones de los organismos de defensa y protec-
ción de los derechos humanos, y

Las designaciones en todo caso recaerán en juristas ex-
pertos en derecho constitucional de reconocida compe-
tencia y prestigio o en magistrados de Circuito o jueces
de Distrito que se hayan distinguido por su honorabilidad,
competencia y antecedentes profesionales en el ejercicio
de la actividad jurídica. En la designación se garantizará
en todo momento por una integración paritaria entre
mujeres y hombres.

Artículo 96. Para nombrar a los ministros de la Suprema
Corte de Justicia, el presidente de la República someterá
una terna integrada por personas del mismo género a
consideración del Senado, el cual, previa comparecencia
de las personas propuestas, designará al ministro o minis-
tra que deba cubrir la vacante. La designación se hará por
el voto de las dos terceras partes de los miembros del Se-
nado presentes, dentro del improrrogable plazo de treinta
días. Si el Senado no resolviere dentro de dicho plazo, ocu-
pará el cargo de Ministro la persona que, dentro de dicha
terna, designe el Presidente de la República.

En caso de que la Cámara de Senadores rechace la totali-
dad de la terna propuesta, el presidente de la República so-
meterá una nueva, en los términos del párrafo anterior. Si
esta segunda terna fuera rechazada, ocupará el cargo la per-
sona que dentro de dicha terna, designe el presidente de la
República.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Nota

1 Datos del Censo Nacional de Impartición de Justicia Federal 2018.
INEGI, 6 de julio de 2018.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 8 de noviembre de 2018.— Dipu-
tada María Guadalupe Almaguer Pardo (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 123 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, para garantizar
a todos los trabajadores del país y sus familias una vida
digna, suscrita por integrantes del Grupo Parlamentario del
PRD

Planteamiento del problema 

De acuerdo con la Organización Internacional del Traba-
jo, el salario mínimo es “la cuantía mínima de remunera-
ción que un empleador está obligado a pagar a sus asala-
riados por el trabajo que éstos hayan efectuado durante
un periodo determinado, cuantía que no puede ser reba-
jada ni en virtud de un convenio colectivo ni de un acuer-
do individual”.

El numeral 90 de la Ley Federal del Trabajo establece que
el salario mínimo es la cantidad menor que debe recibir en
efectivo el trabajador por los servicios prestados en una
jornada de trabajo.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos señala en el artículo 123, Apartado A, fracción VI,
que los salarios mínimos generales deberán ser suficien-
tes para satisfacer las necesidades normales de un jefe de
familia, en el orden material, social y cultural, y para
proveer a la educación obligatoria de los hijos, siendo
que por lo que ve a los salarios mínimos profesionales se
fijarán considerando, además, las condiciones de las dis-
tintas actividades económicas.

Además del marco nacional, México ha suscrito instru-
mentos internacionales en la materia que señalan que “to-
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da persona que trabaja tiene derecho a una remuneración
equitativa y satisfactoria, que le asegure, así como a su fa-
milia, una existencia conforme a la dignidad humana y que
será completada, en caso necesario, por cualesquiera otros
medios de protección social” (Declaración Universal de
Derechos Humanos, en su artículo 23, numeral 3). El Pac-
to Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cul-
turales reconoce el derecho de toda persona al goce de con-
diciones de trabajo equitativas y satisfactorias, que le
aseguren en especial una remuneración que proporcione
como mínimo a todos los trabajadores, condiciones de
existencia dignas para ellos y para sus familias.

Pese a lo señalado, el estudio La pobreza persistente en
México, realizado por el Instituto de Investigaciones para
el Desarrollo con Equidad, concluyó que el salario mínimo
general actual en México de ninguna manera es suficiente.

Exposición de Motivos

El salario mínimo general diario en México está fijado en
88.36 pesos; es decir, dos mil 686.14 mensuales, por lo
cual resulta uno de los más bajos en Latinoamérica. De
acuerdo a la Comisión Económica para América Latina y
el Caribe, México es el único país en la región en donde el
salario real mantiene a los trabajadores en un estado per-
manente de pobreza y no alcanza a cubrir las necesidades
básicas de una persona media, esto resulta alarmante y se
contrapone a los marcos normativos.

Actualmente los salarios mínimos se fijan por una comi-
sión nacional integrada por representantes de los patrones,
de los trabajadores y del gobierno. Aparentemente, la fór-
mula de su integración resulta útil porque “los representan-
tes de los trabajadores integrarán esta autoridad del traba-
jo”. Sin embargo, los resultados no son alentadores: hoy en
día vemos que los incrementos acordados por esta comi-
sión en nada han beneficiado a los trabajadores.

La correlación de fuerzas en este organismo opera en con-
tra del trabajador, ya que en la mayoría de los casos el vo-
to de los representantes del gobierno y el de los represen-
tantes del capital, y en ocasiones la aquiescencia de la
representación de los trabajadores, en la Comisión Nacio-
nal de los Salarios Mínimos, han resultado tangiblemente
negativos: cada vez nos alejamos más del salario constitu-
cional y la extrema miseria impera entre las familias de los
trabajadores que reciben el salario mínimo y su precariedad
es tal, que la suma de varios salarios mínimos no supera la

línea de la pobreza en la mayoría de las familias mexicanas
que los perciben, en razón de que el salario mínimo en Mé-
xico es ya uno de los más bajos del mundo.

La dramática caída de los salarios pone en evidencia que
los procedimientos establecidos para la revisión de éstos
es no sólo ineficiente, sino contraria a los derechos de los
trabajadores, sobre todo cuando se encuentran en juego
intereses ajenos de los trabajadores. Asimismo, la com-
posición tripartita de la autoridad encargada de fijar y re-
visar los salarios posibilita la asociación de los represen-
tantes de los patrones y del gobierno, en donde el voto de
los representantes de los trabajadores no ha logrado efec-
to positivo alguno.

Con objeto de eliminar el control gubernamental corporati-
vo sobre la determinación de los salarios, se propone que la
decisión de fijar los montos de éstos sea una facultad ex-
clusiva de una nueva institución constitucional autónoma,
cuya integración tenga como principios el profesionalismo
y la representatividad con contenido social y técnico.

Se propone la desaparición de la Comisión Nacional de los
Salarios Mínimos y la creación de un organismo constitu-
cional autónomo del Estado, denominado Instituto Nacio-
nal del Salario Digno, que tendrá a su cargo realizar los
estudios para determinar los salarios dignos generales y
profesionales, bajo los principios de acceso a la informa-
ción, transparencia, objetividad, independencia y compro-
miso social.

En la iniciativa se propone que los salarios dignos sean
anuales, pero el Instituto podrá acordar un ajuste en algún
otro momento del año, en función del deterioro salarial su-
frido por el incremento del costo de la vida.

Fundamento legal

El suscrito diputado federal José Ricardo Gallardo Cardo-
na, integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática en la LXIV Legislatura de la Cá-
mara de Diputados; con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 71 fracción II de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77 y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a
consideración del pleno de la Honorable Cámara de Dipu-
tados el siguiente proyecto de
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Decreto

Artículo Único. Se modifica la fracción VI del apartado A
del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, para quedar de la siguiente forma:

Artículo 123. …

A. ...

I al V…

VI.- El salario digno que deberán disfrutar los trabaja-
dores se clasificará en general y profesional. El primero
regirá en todo el país; el segundo se aplicará de forma
diferenciada en ramas determinadas de la actividad eco-
nómica, así como en profesiones, oficios o trabajos es-
peciales. 

El salario digno no podrá ser utilizado como índice, unidad,
base, medida o referencia para fines ajenos a su naturaleza.

El salario digno general deberá ser suficiente para satisfacer
las necesidades individuales de los responsables de familia,
en el orden material, social y cultural; para proveer alimento,
vestido, recreación, salud y educación a sus hijos. 

El salario digno profesional se fijará considerando, además,
las condiciones de las distintas actividades económicas.

La Federación contará con un Sistema Federal de In-
formación Económica para los Salarios cuyos datos se-
rán de uso obligatorio en los términos que establezca la
ley. El salario digno se determinará en forma anual por
un organismo público autónomo, dotado de personali-
dad jurídica y patrimonio propios, conforme a la ley
que al respecto expida en Congreso de la Unión, y se de-
nominará Instituto Nacional del Salario Digno.

El salario digno deberá publicarse al 1 de mayo de ca-
da año y podrá revisarse e incrementarse en cualquier
momento en el curso de su vigencia, de conformidad
con lo que disponga la Ley.

La responsabilidad de normar y coordinar el Sistema Fe-
deral de Información Económica para los Salarios estará
a cargo del Instituto Nacional del Salario Digno, que con-
tará con las facultades necesarias para captar, procesar y
publicar la información que genere el Sistema.

El organismo tendrá una Junta de Gobierno integrada
por nueve vocales, designados escalonadamente por las
dos terceras partes de los miembros de la Cámara de
Senadores, uno de ellos fungirá como Presidente de la
Junta, mismo que se nombrará a partir de una terna
que al efecto presente el Presidente de la República,
cuatro de ternas que presenten los organismos de tra-
bajadores y cuatro ternas que presenten los organismos
patronales.

Los vocales deberán contar con título profesional en las
áreas económica, social o jurídica, con experiencia no
menor a 10 años, ser de nacionalidad mexicana, no ha-
ber sido dirigente de algún partido político durante los
cinco años previos a su designación, ni haber tenido en
los cinco años previos a su designación un cargo de elec-
ción popular o en los gobiernos federal, estatal o muni-
cipal, con mando medio o superior.

Los miembros de la Junta de Gobierno sólo podrán ser
removidos por el Senado de la República por causa gra-
ve y no podrán tener ningún otro empleo, cargo o co-
misión, con excepción de los no remunerados en insti-
tuciones docentes, científicas, culturales o de
beneficencia y estarán sujetos a lo dispuesto por el Tí-
tulo Cuarto de esta Constitución.

El organismo realizará los estudios y diagnósticos eco-
nómicos y sociales para determinar el salario digno,
tanto general como profesional, y dictará las bases nor-
mativas de los programas federal y sectoriales en mate-
ria de conservación y creación de empleos adecuada-
mente remunerados. Las sesiones de su Junta de
Gobierno serán públicas en los términos que señale la
ley reglamentaria.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Segundo. El Congreso de la Unión expedirá, en un plazo
no mayor de noventa días a partir de la entrada en vigor del
presente Decreto, la Ley del Sistema Federal de Informa-
ción Económica para los Salarios.

Tercero. El Congreso de la Unión expedirá en un plazo no
mayor de noventas días a partir de la entrada en vigor del
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presente Decreto, la Ley Orgánica del Instituto Nacional
del Salario Digno.

Cuarto. Se derogan todas las disposiciones contrarias al
contenido del presente decreto.

Dado en el Palacio del Poder Legislativo de San Lázaro, a 8 de no-
viembre de 2018.— Diputado y diputadas: José Ricardo Gallardo
Cardona, Verónica Beatriz Juárez Piña, Norma Azucena Rodríguez
Zamora (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO GENERAL
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 40 de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, a
cargo de la diputada Norma Azucena Rodríguez Zamora,
del Grupo Parlamentario del PRD

La que suscribe, Norma Azucena Rodríguez Zamora, en su
carácter de diputada federal a la LXIV Legislatura del ho-
norable Congreso de la Unión, con fundamento en los artí-
culos 71, Fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I, 77 y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta honorable asamblea la presente ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el ar-
tículo 40 de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos con base en la siguiente

Exposición de Motivos

I. Los teóricos de la planeación señalan que ésta es un pro-
ceso anticipatorio de asignación de recursos para el logro
de fines determinados. En dicho proceso, nos dice Tomás
Miklos, se hace la reflexión sobre qué hacer para pasar, de
un presente conocido, a un futuro deseado.1

Refiriéndose a la planeación del desarrollo en México, el
mismo autor señala que nuestra Constitución establece la
facultad del Estado para procurar rumbo, orden y racio-
nalidad al esfuerzo colectivo, dar certidumbre a la socie-
dad sobre las acciones del gobierno y avanzar hacia el
cumplimiento del proyecto nacional.

II. Desde la incorporación del concepto de planeación del
desarrollo en el texto constitucional, ocurrida en 1983, la
elaboración del Plan Nacional de Desarrollo estaba conce-
bida en la Constitución y en la Ley como un ejercicio uni-
lateral del Poder Ejecutivo. Tal marco jurídico se mantuvo
durante décadas, correspondiendo a la Cámara tan solo un
papel de conocimiento y de formulación de observaciones
que, al final, serían resueltas por el Ejecutivo. Por lo de-
más, la atribución concedida a la Cámara resultó tan limi-
tada que los legisladores nunca formalizaron observacio-
nes al Plan Nacional de Desarrollo elaborado por el
Ejecutivo en turno, mucho menos presentaron contrapro-
puestas al texto presidencial.

III. El 10 de febrero de 2014 fue publicada en el DOF la
reforma constitucional en materia política-electoral.2 Di-
cha reforma incluyó una nueva facultad del Poder Legisla-
tivo en materia de la planeación del desarrollo.

Efectivamente, dicha reforma estableció en el artículo 74
constitucional, entre las facultades exclusivas de la Cámara
de Diputados, la de aprobar del Plan Nacional de Desarrollo:3

“Artículo 74. Son facultades exclusivas de la Cámara
de Diputados:

…

VII. Aprobar el Plan Nacional de Desarrollo en el plazo
que disponga la ley. En caso de que la Cámara de Dipu-
tados no se pronuncie en dicho plazo, el Plan se enten-
derá aprobado.

…” 

La importancia de esta reforma constitucional es que creó
un mecanismo deliberante y democratizador dentro del sis-
tema nacional de planeación, pues facultó a un órgano de
representación popular para la aprobación del Plan Nacio-
nal de Desarrollo. Asimismo, estableció la afirmativa ficta
en favor del Ejecutivo, para el caso de que la Cámara no se
pronunciara en el plazo establecido por la Ley.

La adición de ésta facultad a la Cámara de Diputados ga-
rantizará, según las consideraciones de su dictamen apro-
batorio, el que la pluralidad de intereses y las visiones re-
presentadas por las distintas fuerzas políticas que
componen la Cámara de Diputados, quedarán plasmadas
en la ruta que el Ejecutivo Federal traza para sus accio-
nes durante cada sexenio. Uno de los efectos buscados es
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el aumento del nivel de corresponsabilidad entre los Po-
deres de la Unión respecto de la planeación del desarro-
llo de México. 

IV. El 16 de febrero de 2018 en el Diario Oficial de la Fe-
deración4 se publicó el Decreto con las reformas y adicio-
nes a la Ley de Planeación, mismas que adecuaron ese or-
denamiento a la reforma al artículo 74, Fracción VI, de la
Constitución. Los contenidos principales de dicha reforma
son los siguientes:

• La incorporación, entre los principios conductores de
la planeación, de los conceptos del carácter laico del Es-
tado, la garantía de los derechos humanos y la transver-
salidad en materia de interculturalidad y de género (ar-
tículo 2).

• La aprobación del Plan Nacional de Desarrollo por la
Cámara de Diputados (artículo 5).

• La obligación para el Ejecutivo de dar cuenta a la Cá-
mara de Diputados de la evaluación del Plan Nacional
de Desarrollo en sus informes anuales y en los de la
Cuenta Pública (artículo 6).

• Respecto del plazo dentro del cual el Presidente de la
República deberá entregar el Plan Nacional de Desarro-
llo a la Cámara de Diputados, el artículo 21 y el Transi-
torio Segundo del Decreto establecen que lo deberá ha-
cer a más tardar el último día hábil de abril del año
siguiente a su toma de posesión (artículo 21 y Transito-
rio Segundo)

• El Plan Nacional de Desarrollo deberá contener, por lo
menos: un diagnóstico general, los ejes generales del
impulso del desarrollo nacional, los objetivos específi-
cos, las estrategias para ejecutar las acciones y los indi-
cadores de desempeño y sus metas, que permitan dar se-
guimiento al logro de los objetivos definidos (artículo
21 Ter).

• El Plan Nacional de Desarrollo indicará los programas
sectoriales, institucionales, regionales y especiales que
deberán ser elaborados, la sujeción de éstos al mismo y
la obligación de las dependencias que los emitan para
que su contenido se adecue a una estructura similar (ar-
tículos 22 a 31).

V. La reforma a diversos artículos de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, pu-

blicada el 5 de octubre de 2018, omitió hacer la adecuación
necesaria de dicha ley reglamentaria para que la Cámara de
Diputados atienda la nueva facultad exclusiva contenida en
la Fracción VII del artículo 74 constitucional, así como la
regulación de la misma que se desarrolló en las reformas a
la Ley de Planeación ya referidas.

Se dejó pendiente, así, la atención necesaria y en extremo
importante, que la Cámara de Diputados debe dar a su nue-
va facultad exclusiva en materia de planeación del desarro-
llo, por lo que se requiere que el Congreso de la Unión ha-
ga las reformas necesarias para que se encauce la
deliberación y la aprobación del Plan Nacional de Desarro-
llo, así como el seguimiento de la ejecución del mismo, a
través de una comisión ordinaria, como se propone en esta
Iniciativa.

VI. No pasa desapercibido a esta proponente que el ar-
tículo 39 de la Ley Orgánica del Congreso General esta-
blece comisiones ordinarias de la Cámara de Diputados
cuya competencia se corresponde, en lo general, con las
otorgadas a las dependencias y entidades de la Adminis-
tración Pública Federal. No sería el caso de la comisión
encargada del Plan Nacional de Desarrollo, pues su mate-
ria competencial, al cubrir al conjunto del Poder Ejecuti-
vo y de la administración pública federal, trasciende la de
cualquiera de las secretarías y dependencias consideradas
en lo particular. 

Tampoco se omite el que los artículos 41 y 42 de la misma
ley establecen las comisiones de investigación y las espe-
ciales, que tienen un carácter transitorio, las primeras, y
que atienden un tema específico las segundas. No es el ca-
so de la comisión que se propone, pues su materia de tra-
bajo es permanente y general.

El artículo 40 de la ley en comento incluye diversas comi-
siones ordinarias que atienden tareas específicas. Estas
son: la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas
Parlamentarias, la Comisión de Vigilancia de la Auditoría
Superior de la Federación y la Comisión Jurisdiccional.

La comisión que se está proponiendo en esta iniciativa ten-
drá las siguientes tareas específicas:

• Conducir la deliberación previa de los legisladores, or-
ganizaciones sociales y ciudadanía en general

• Elaborar el dictamen de aprobación del Plan nacional
de Desarrollo 
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• Dar seguimiento de la ejecución del Plan 

En consecuencia y por ser lo más pertinente, se propone
que la Comisión del Plan Nacional de Desarrollo sea una
comisión ordinaria de las contenidas en el artículo 40 de la
Ley Orgánica.

Es por todo lo anterior que se somete a la consideración de
esta Asamblea el siguiente proyecto de

Decreto que reforma el artículo 40 de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos

Único. Se reforma el artículo 40 de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos para
añadir un numeral 6, para quedar como sigue:

Articulo 40.

1 al 5…

6. La Comisión del Plan Nacional de Desarrollo se con-
formará por 20 miembros, con la participación de todos
los Grupos Parlamentarios. Se encargará de:

a) Recibir en turno el Plan Nacional de Desarrollo
que el Poder Ejecutivo remita a la Cámara de 
Diputados. 

b) Convocar y llevar a cabo foros de consulta públi-
ca en esta materia, tanto temáticos como especializa-
dos, para conocer las observaciones de la ciudada-
nía, de organismos de la sociedad y de especialistas.

c) Dictaminar sobre la aprobación del Plan Nacional
de Desarrollo.

d) Conocer y dar seguimiento a los informes de
avance y balances que el poder Ejecutivo y sus de-
pendencias remitan periódicamente, en términos de
la Ley de Planeación.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Miklos, Tomás. “Criterios básicos de planeación” en Las decisiones

políticas. De la planeación a la acción. Coedición Siglo XXI Editores-
IFE. México, 2000, pp. 9 y 11.

2 Segob. Diario Oficial de la Federación. DOF: 10/02/2014. “DE-
CRETO por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposi-
ciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
materia política-electoral”. Consultado en: 

http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5332025&fe-
cha=10/02/2014

3 INE (2017). Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
en Compendio de Legislación Nacional Electoral. Tomo I, p. 87.

4 Poder Ejecutivo. “Decreto por el que se reforman, adicionan y dero-
gan diversas disposiciones de la Ley de Planeación”. Diario Oficial de

la Federación. Viernes 16 de febrero de 2018. Primera Sección. pp.
17-22. Consultado en: 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lplan/LPlan_ref09_
16feb18.pdf

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 20 días del mes de
noviembre de 2018.— Diputada Norma Azucena Rodríguez Zamo-
ra (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias, para dictamen.

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y
LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente, a cargo de la diputada María Guadalupe Al-
maguer Pardo, del Grupo Parlamentario del PRD

Planteamiento del problema

La Ley General de Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente necesita actualizarse a la realidad que vive el pa-
ís, la lógica de hace 30 años de protección al ambiente es
inservible ante la devastación ambiental que hoy tenemos.

La Ley General de Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente (LGEEPA) señala en su artículo 28 que la Eva-
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luación del Impacto Ambiental (EIA), “es el procedimien-
to a través del cual la Secretaría establece las condiciones
a las que se sujetará la realización de obras y actividades
que puedan causar desequilibrio ecológico o rebasar los lí-
mites y condiciones establecidas en las disposiciones apli-
cables para proteger el ambiente y preservar y restaurar los
ecosistemas, a fin de evitar o reducir al mínimo sus efectos
negativos sobre el medio ambiente.” 

Han transcurrido 30 años desde la publicación de la LGE-
EPA en 1988 y casi 18 años de la publicación, en el año
2000, del Reglamento de la LGEEPA en materia de Eva-
luación del Impacto Ambiental (REIA), desde entonces, un
gran número de obras y actividades, se han sometido al
procedimiento de evaluación del impacto ambiental.

Sin duda alguna, la EIA es el instrumento de política am-
biental más usado para tomar decisiones en este aspecto.
Aquí, se debe señalar, que no es el único de instrumento de
política ambiental enmarcado en la LGEEPA, existen otros
instrumentos como los ordenamientos ecológicos del terri-
torio, la regulación ambiental de los asentamientos huma-
nos, los instrumentos económicos o las normas oficiales
mexicanas en materia ambiental, por citar algunos. Sin em-
bargo, estos instrumentos, palidecen ante la preeminencia
de la EIA.

En estos 30 años de la LGEEPA, se ha observado que la de-
pendencia responsable de la evaluación del impacto am-
biental, la actual Secretaría de Medio Ambiente y Recursos
Naturales del Gobierno Federal (Semarnat), ha sido sujeta
a serios cuestionamientos por las resoluciones emitidas au-
torizando en materia de EIA la realización de obras y acti-
vidades, que son promovidas tanto por el sector privado,
como el sector público. De manera general, los principales
cuestionamientos enfatizan, que en muchos casos las obras
y actividades autorizadas a través de la EIA sobreestiman
sus beneficios económicos y subestiman sus costos por ex-
ternalidades de tipo ambiental y social, y que finalmente
pueden contribuir a un incremento del deterioro ambiental
y social, dejando sin cumplir el derecho constitucional de
las personas a un medio ambiente sano.

El actual procedimiento de EIA de la LGEEPA, parece en
el devenir cotidiano más un mero trámite administrativo,
cuyo único fin es lograr la aprobación de las obras y ac-
tividades involucradas. En este actual procedimiento de
EIA, los impactos ambientales adversos sin importar su
magnitud, son aparentemente mitigables o pueden ser
compensados.

Por lo anterior, se considera necesario transformar el actual
proceso de EIA contenido en la LGEEPA. Para ello, se con-
sidera pertinente plantear una serie de reformas y adiciones
a la sección V Evaluación del Impacto Ambiental del capí-
tulo IV Instrumentos de Política Ambiental de la LGEEPA. 

Al respecto, con el objetivo de buscar la armonización e in-
troducir las mejores prácticas internacionales en materia de
regulación de la evaluación del impacto ambiental, se toma
como referencia primordial la Directiva 2011/92/UE del
Parlamento Europeo y del Consejo de la Unión Europea de
13 de diciembre de 2011 relativa a la evaluación de las re-
percusiones de determinados proyectos públicos y priva-
dos sobre el medio ambiente. 

Argumentos que sustentan la presente iniciativa. 

1. Se requiere una definición referente a “actividad alta-
mente riesgosa” en la LGEEPA, el concepto se cita en los
artículos 23, 28, 147 Bis y 148 de la Ley. En especial, el ar-
tículo 30 de la Ley, referente a la presentación de la mani-
festación de impacto ambiental, señala que cuando se pre-
senten actividades altamente riesgosas, la manifestación
debe incluir el estudio de riesgo correspondiente. También,
la fracción VII del artículo 28 determina que son sujetos a
evaluación del impacto ambiental “los parques industriales
donde se prevea la realización de actividades altamente
riesgosas.”

También es importante agregar definición que sustentan el
Principio Precautorio ya que si pretendemos modificar todo
este apartado para transformar a la presente ley de una ley
permisiva a una ley preventiva resulta esencial agregar estos
conceptos, por lo tanto este principio precautorio no parte de
la anticipación de un daño ambiental futuro, ni tampoco
adopta acciones que permitan su anulación, tiene como ante-
cedente la incertidumbre de las consecuencias que se puedan
producir en el medio ambiente por la acción humana. Al no
existir la suficiente valoración real y científica de las conse-
cuencias (positivas o negativas) ingresa a restringir cualquier
modificación o alteración al medio ambiente. Es así que, si
bien no existe una real evidencia de un beneficio o daño al
medio ambiente, rige la denominada presunción relativa de
que la duda es siempre en beneficio del medio ambiente, por
ende, mientras no exista la certeza de un beneficio o del no
daño, el bien jurídico denominado medio ambiente es de ma-
yor valoración que la relatividad científica.

Por el Principio Precautorio, no se requiere la existencia re-
al y tangible de un daño sino la posibilidad de que pueda
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existir, es decir, el riesgo se genera si no se adoptan las me-
didas de precaución.

El principio precautorio surge como consecuencia del re-
sultado del rechazo de la actividad humana incesante sin
medir consecuencias y que afectan de manera irreparable el
medio ambiente o la propia salud del ser humano. El prin-
cipio precautorio marca el comienzo de una era de protec-
ción al medio ambiente, (Vanderzwaag: 1999) en vez de
tratar los problemas ambientales este principio busca anti-
ciparse al daño y así proteger la salud humana y el medio
ambiente.

Esta definición puede ampliarse para incorporar la pro-
tección de la salud humana y no sólo los daños serios o
irreversibles sino también en la prevención de riesgos
desconocidos o no caracterizados en su totalidad. Un
ejemplo de su aplicación fue el retiro del mercado de los
juguetes de PVC blando en la Unión Europea, con base
en evidencia de que el plastificante (el aditivo utilizado
para hacerlo blando) normalmente se libera y puede ser
ingerido por los menores de edad. En este caso, al ser
prácticamente desconocida la toxicidad del aditivo, se
optó por evitarlo hasta contar con más información. Otro
ejemplo es la legislación sueca, que recientemente esta-
bleció que la persistencia y capacidad de una sustancia
para acumularse en el cuerpo humano son características
suficientes para prohibirlo, pues constantemente se ha-
cen nuevos hallazgos sobre la toxicidad de los compues-
tos químicos. Este es un ejemplo más de que en ausencia
de certidumbre científica es preferible errar en la sobre-
protección de la salud. (Greenpeace, 2001).

La Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio
Ambiente y el Desarrollo consagró en su Declaración de
Río de 1992 contiene una serie de principios esenciales al
desarrollo sostenible. Uno de ellos es el denominado
“principio o enfoque precautorio” que, frente a una even-
tual obra o actividad con posibles impactos negativos en el
medio ambiente, permite que la decisión política que no
da lugar a su realización, se base exclusivamente en indi-
cios del posible daño sin necesidad de requerir la certeza
científica absoluta. Este principio ha ido consolidándose
en los temas de directa relevancia para la salud humana
como el efecto del uso de productos químicos o de la des-
carga de contaminantes y se constituyó en una herramien-
ta de apoyo a los países, cuyos medios científicos no les
permitían cuestionar de manera fehaciente los supuestos
planteados en cuanto a la inocuidad de tales sustancias. La
evolución del principio lo incorpora también a materias

vinculadas al manejo de los recursos naturales como las
áreas forestales, pesqueras y biotecnológicas pasando a ser
un tema de discusión en distintas instancias referidas al
comercio internacional. 

En concordancia con lo antes señalado se propone la refor-
ma al artículo 3o. de la LGEEPA, para quedar como sigue: 

Artículo 3o. Para los efectos de esta Ley se entiende
por: 

I. Actividades altamente riesgosas: Las actividades
que implican la generación o manejo de sustancias
con características corrosivas, reactivas, explosivas,
tóxicas, inflamables o biológico-infecciosas para el
equilibrio ecológico o el ambiente, tomando en cuen-
ta el volumen de manejo y la ubicación del estableci-
miento respectivo, de acuerdo a la clasificación pre-
vista en su reglamento y el listado de la norma oficial
mexicana correspondiente.

XI. Daño grave al Medio Ambiente: Es la pérdida de
uno o varios elementos ambientales, que afecta su es-
tructura o función, o que modifica las tendencias
evolutivas o sucesionales del ecosistema y es de tal
magnitud que genera cambio perjudicial en las ca-
racterísticas físicas, químicas o biológicas del aire,
tierra o agua pudiendo afectar nocivamente la vida
humana o de otros seres vivos

XII. Daño irreversible al Medio Ambiente: Es aquel
impacto o conjunto de actividades antropogénicas
que afectan al ecosistema en tal magnitud que éste
no puede ser revertido a su estado original, generan-
do pérdida del ecosistema de forma definitiva, sin
que exista la posibilidad de mitigación o reparación
de la zona afectada.

XXVI. Medidas de prevención: Conjunto de accio-
nes que deberá ejecutar el promovente para evitar
efectos previsibles de deterioro del ambiente; 

XXVII. Medidas de mitigación: Conjunto de accio-
nes protectoras o correctoras que deberá ejecutar el
promovente para atenuar los impactos negativos o
adversos y restablecer o compensar las condiciones
ambientales existentes antes de la perturbación que
se causare con la realización de una obra o actividad
en cualquiera de sus etapas;
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XXVIII. Medidas de compensación: Acciones que
deberá de ejecutar el promovente para resarcir el de-
terioro ocasionado por la obra o actividad proyecta-
da, en un elemento natural distinto al afectado,
cuando no se pueda restablecer la situación anterior
en el elemento afectado;

XXXII. Principio precautorio: Cuando exista peligro
de daño ambiental grave o irreversible, la falta de
certeza científica sobre ciertos procesos de tecnologí-
as que representen algún riesgo para el Medio Am-
biente y la salud pública, deberá utilizarse como ra-
zón para prohibir y/o en su caso detener
definitivamente el proyecto hasta obtener medidas
eficaces para impedir la degradación del ambiente,
siendo prioritaria la salvaguarda de los derechos hu-
manos como el derecho a un medio ambiente sano y
el derecho humano al agua .

2. Es primordial modificar la redacción del artículo 28 de
la LGEEPA, a fin de que la conceptualización actual de
la EIA enfatice y afiance su carácter preventivo, y no
justificativo.

Al analizar la redacción actual del citado artículo 28, se es-
tablece que las obras o los proyectos sujetos a la EIA pue-
den ser autorizados, siempre y cuando se establezcan con-
dicionantes que reduzcan su impacto negativo al ambiente,
pero no se prevé la posibilidad expresa de que éstos puedan
ser desechados, ya sea por su inviabilidad o por provocar
un impacto significativo al ambiente. 

Se propone reformar esta redacción en el sentido de que la
EIA será un procedimiento de carácter preventivo, multi-
disciplinario, y en su desarrollo la Semarnat podrá autori-
zar con condicionantes o negar la ejecución de la obra o ac-
tividad sujeta a evaluación, cuidando en todo momento que
se respete la capacidad de carga de los ecosistemas.

2. Es primordial modificar la redacción del artículo 28 de
la LGEEPA, a fin de que la conceptualización actual de
la EIA enfatice y afiance su carácter preventivo, y no
justificativo.

Al analizar la redacción actual del citado artículo 28, se es-
tablece que las obras o los proyectos sujetos a la EIA pue-
den ser autorizados, siempre y cuando se establezcan con-
dicionantes que reduzcan su impacto negativo al ambiente,
pero no se prevé la posibilidad expresa de que éstos puedan

ser desechados, ya sea por su inviabilidad o por provocar
un impacto significativo al ambiente. 

Se propone reformar esta redacción en el sentido de que la
EIA será un procedimiento de carácter preventivo, multi-
disciplinario, y en su desarrollo la Semarnat podrá autori-
zar con condicionantes o negar la ejecución de la obra o ac-
tividad sujeta a evaluación, cuidando en todo momento que
se respete la capacidad de carga de los ecosistemas.

De la misma forma se explicita que los efectos de la obra o
actividad sobre el ambiente deben evaluarse para proteger
la salud humana, contribuyendo mediante un mejor entor-
no a la calidad de vida, y por tanto al bienestar de las per-
sonas, así como cuidar por el mantenimiento de la biodi-
versidad y conservar la capacidad funcional del ecosistema
como recurso fundamental de la vida. Para ello, se toma
como referencia la Directiva 2011/92/UE del Parlamento
Europeo y del Consejo de la Unión Europea de 13 de di-
ciembre de 2011 relativa a la evaluación de las repercusio-
nes de determinados proyectos públicos y privados sobre el
medio ambiente, en especial su artículo 3, que señala el
propósito de la evaluación del impacto ambiental, y que se
armoniza en el artículo 28 de la Ley considerando con ello
factores sociales, culturales y productivas de las personas,
como parte de la evaluación.

En alcance a la reforma explicada al artículo 28 de la
LGEEPA, se considera necesario incorporar de manera ex-
presa al procedimiento de EIA a obras o actividades, así
como ecosistemas en riesgo o con hábitats críticos, que en
la actualidad no están citados. Para ello, se propone refor-
mar también las fracciones I, IV, V, VII X y Agregar una
fracción XIV del artículo 28 de la LGEEPA.

La reforma propuesta al artículo 28 de la LGEEPA queda-
ría de la siguiente forma:

Artículo 28. La evaluación del impacto ambiental es el
procedimiento preventivo a través del cual la Secretaría
realiza el conjunto de estudios y análisis técnicos, sis-
temáticos, reproducibles e interdisciplinarios con el
objeto de asegurar la integración de los aspectos am-
bientales en las obras o actividades de que se trate
mediante la incorporación de dicho procedimiento,
para resolver la autorización o desecho de las obras
o actividades sujetas a dicha evaluación.
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La evaluación del impacto ambiental identificará,
describirá, valorará, y evaluará de forma apropiada,
en función de cada caso particular y de conformidad
con esta Ley, los efectos directos e indirectos de obras
o actividades sobre los siguientes factores: 

a) El ser humano, la fauna y la flora;

b) El suelo, el agua, el aire, el clima y el paisaje;

c) Los bienes materiales y el patrimonio cultural, y

d). La interacción entre los factores mencionados
anteriormente.

Sólo podrán ser autorizadas de manera condiciona-
da aquellas obras o actividades cuyo impacto am-
biental no rebase los criterios, límites y umbrales le-
galmente establecidos, la capacidad de carga de los
ecosistemas o comprometa la evolución y continui-
dad de los procesos naturales del sitio, a fin de evitar
o reducir al mínimo sus efectos adversos sobre el am-
biente y la calidad de vida de las personas. Para ello,
en los casos en que determine el reglamento que al efec-
to se expida, quienes pretendan llevar a cabo alguna de
las siguientes obras o actividades, requerirán previa-
mente la autorización en materia de impacto ambiental
de la Secretaría:

I. Obras hidráulicas, vías generales de comunicación,
puertos, marinas, oleoductos, gasoductos, carboduc-
tos, poliductos, geotermia y fractura hidráulica

II. Industria del petróleo, petroquímica, química, side-
rúrgica, papelera, azucarera, del cemento y eléctrica;

III. Exploración, explotación y beneficio de minerales y
sustancias reservadas a la Federación en los términos de
las Leyes Minera y Reglamentaria del Artículo 27 Cons-
titucional en Materia Nuclear;

IV. Instalaciones de tratamiento, reciclaje, confina-
miento o eliminación de residuos peligrosos, así como
residuos radiactivos;

V. Aprovechamientos forestales en selvas y aquellos que
afecten especies de difícil regeneración o enlistadas en
alguna categoría de riesgo;

VI. Cambios de uso del suelo de terrenos forestales, así
como en selvas y zonas áridas, 

VII. Parques industriales donde se prevea la realización
de actividades altamente riesgosas;

VIII. Desarrollos inmobiliarios que afecten los ecosis-
temas costeros;

IX. Obras y actividades en humedales, arrecifes, man-
glares, lagunas, ríos, lagos y esteros conectados con el
mar, así como en sus litorales o zonas federales;

X. Obras y actividades en áreas naturales protegidas de
competencia de la Federación;

XI. Actividades pesqueras, acuícolas o agropecuarias
que puedan poner en peligro la preservación de una o
más especies o causar daños a los ecosistemas, y

XII. Obras o actividades que correspondan a asuntos de
competencia federal, que puedan causar desequilibrios
ecológicos graves e irreparables, daños a la salud públi-
ca o a los ecosistemas, o rebasar los límites y condicio-
nes establecidos en las disposiciones jurídicas relativas
a la preservación del equilibrio ecológico y la protec-
ción del ambiente.

XIII. Actividades que utilicen bioenergéticos o modi-
ficaciones transgénicas a cultivos o semillas 

El Reglamento de la presente Ley determinará las obras o
actividades a que se refiere este artículo, que por su ubica-
ción, dimensiones, características o alcances no produzcan
impactos ambientales significativos, negativos, acumula-
tivos o sinérgicos, no causen o puedan causar desequili-
brios ecológicos, ni rebasen los límites y condiciones esta-
blecidos en las disposiciones jurídicas referidas a la
preservación del equilibrio ecológico y la protección al am-
biente, y que por lo tanto no deban sujetarse al procedi-
miento de evaluación del impacto ambiental previsto en es-
te ordenamiento.

Para los efectos a que se refiere la fracción XIII del pre-
sente artículo, la Secretaría notificará a los interesados su
determinación para que sometan al procedimiento de eva-
luación del impacto ambiental la obra o actividad que co-
rresponda, explicando las razones que lo justifiquen, con el
propósito de que aquéllos presenten los informes, dictáme-
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nes y consideraciones que juzguen convenientes, en un pla-
zo no mayor a diez días. Una vez recibida la documenta-
ción de los interesados, la Secretaría, en un plazo no mayor
a treinta días, les comunicará si procede o no la presenta-
ción de una manifestación de impacto ambiental, así como
la modalidad y el plazo para hacerlo. Transcurrido el plazo
señalado, sin que la Secretaría emita la comunicación co-
rrespondiente, se entenderá que no es necesaria la presen-
tación de una manifestación de impacto ambiental.

Las condicionantes que se señalan en el tercer párrafo
de éste artículo deberán estar orientadas en orden de
prelación a prevenir, mitigar y en su caso compensar el
impacto ambiental; así como preservar, mejorar y en su
caso restaurar el equilibrio ecológico, además de evitar
la generación de pasivos ambientales en la construc-
ción, operación, clausura y posclausura de las obras o
actividades a realizarse. En los casos en que, durante la
construcción, operación, clausura y posclausura de las
obras o actividades autorizadas se presentaran impac-
tos ambientales adversos no previstos, la Secretaría de-
berá imponer condicionantes adicionales para prevenir,
mitigar los daños al ambiente o restaurar el equilibrio
ecológico e incluso exigir la presentación de una nueva
evaluación del impacto ambiental.

3. Con el objetivo de garantizar los derechos de la sociedad
y de las personas en el procedimiento de evaluación del im-
pacto ambiental se propone la adición de un artículo 28
Bis, que enuncia criterios obligatorios o salvaguardas, que
deberán ser considerados al implementarse el citado proce-
dimiento. Esto es de especial relevancia para proteger los
derechos de los ejidos, pueblos y comunidades indígenas
propietarias de terrenos, donde en muchos casos se preten-
de realizar grandes obras y actividades, tanto públicas, co-
mo privadas, que deben ser sujetas a evaluación del im-
pacto ambiental. El objetivo es proporcionar certidumbre
jurídica al reconocer estos derechos a los ejidos, pueblos y
comunidades indígenas de manera expresa. Para la imple-
mentación de esta propuesta, se adecuan y transponen las
reformas aprobadas por el Congreso de la Unión a la Ley
General de Desarrollo Forestal Sustentable en materia de
salvaguardas relacionadas a servicios ambientales, y que
fueron publicadas el lunes 4 de junio de 2012, en el Diario
Oficial de la Federación.

La adición propuesta de un artículo 28 Bis de la LGEEPA
quedaría de la siguiente forma:

Artículo 28 Bis. El procedimiento de evaluación del
impacto ambiental deberá garantizar el respeto a las
salvaguardas reconocidas por el derecho internacio-
nal, así como lo siguiente:

I. Consentimiento libre, previo e informado de eji-
dos, comunidades y pueblos indígenas;

II. Distribución equitativa de beneficios;

III. Certidumbre y respeto a los derechos de propie-
dad y posesión legítima y acceso a los recursos natu-
rales de los propietarios y legítimos poseedores de la
tierra;

IV. Inclusión y equidad territorial, cultural, social y
de género;

V. Pluralidad y participación social;

VI. Transparencia, acceso a la información y rendi-
ción de cuentas;

VII. Reconocimiento y respeto a las formas de orga-
nización interna, y

VIII. Transversalidad, integralidad, coordinación y
complementariedad entre políticas e instrumentos
de los tres órdenes de gobierno.

4. En el artículo 30 de la LGEEPA, se propone la incorpo-
ración de un mayor número de requerimientos en la mani-
festación de impacto ambiental, entre los cuales se podrían
señalar los que se encuentran actualmente considerados en
los artículos 12 y 13 del REIA. Con ello, se busca elevar la
jerarquía normativa de dichos requerimientos al incorpo-
rarlos en la LGEEPA. 

La EIA no debe cesar con la simple emisión de la autori-
zación por parte de la Semarnat, por lo que es oportuno
considerar, el establecer un programa de monitoreo am-
biental de las obras o actividades que se autoricen en la
EIA. El propósito del monitoreo es dar seguimiento a la
obra o actividad, facilitando a la autoridad el verificar el
cumplimiento de las condiciones establecidas en las fases
de construcción, operación y fin de la propuesta de acción
establecida, de acuerdo con los aspectos administrativos y
los pronósticos indicados en la evaluación. También per-
mite revisar los impactos ambientales producidos para
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modificar la actividad o desarrollar medidas de control en
caso de efectos adversos no previstos al ambiente o la sa-
lud, así como determinar la precisión de los impactos pro-
ducidos y la efectividad de las medidas de mitigación. 

Adicional a esto, para garantizar el acceso a la información
derivada de estos procesos de monitoreo ambiental, los res-
ponsables de su ejecución deberán presentar ante la Se-
marnat la información derivada de dicho monitoreo am-
biental, en el momento en que ésta se genere, la cual deberá
ser pública en los términos de la Ley Federal de Transpa-
rencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental y
demás leyes aplicables. 

Por todo lo anterior, se propone que el artículo 30 de la
LGEEPA, diga lo siguiente:

Artículo 30. Para obtener la autorización a que se refie-
re el artículo 28 de esta Ley, los interesados deberán
presentar a la Secretaría una manifestación de impacto
ambiental en no más de dos ocasiones seguidas, la cual
deberá contener, como mínimo y sin perjuicio de los
requisitos que fije el Reglamento de la presente Ley,
lo siguiente:

a) Datos generales del proyecto, del promovente y
del responsable de la manifestación o estudio de im-
pacto ambiental;

b) Descripción detallada de la obra o actividad, que
incluya información sobre su emplazamiento, diseño
y tamaño, y vinculación con los ordenamientos jurí-
dicos en materia ambiental y, en su caso, con la re-
gulación sobre uso del suelo;

c) Descripción detallada del ecosistema o ecosistemas
en que se desarrollará la obra o actividad, conside-
rando el conjunto de los elementos que los confor-
man, señalando el estado de conservación que guar-
dan, así como la problemática ambiental y las
tendencias de desarrollo y deterioro de la zona;

d) Descripción de las especies de vida silvestre que se
encuentren consideradas en alguna de las categorías
de riesgo y que tengan su distribución natural dentro
de los ecosistemas en que se desarrollará la obra o
actividad;

e) Exposición y evaluación de las principales alter-
nativas estudiadas, incluida la alternativa cero, o de

no realización de la obra o actividad sujeta a evalua-
ción del impacto ambiental, y una justificación de las
principales razones de la solución adoptada, tenien-
do en cuenta los efectos ambientales;

f) Identificación, descripción y evaluación de los im-
pactos significativos o notables, positivos y negati-
vos, directos e indirectos, simples, acumulativos y si-
nérgicos, durante las fases de construcción,
operación y, en su caso, clausura y posclausura, so-
bre la población, la salud humana, la flora, la fauna,
el suelo, el aire, el agua, los factores climáticos, su
incidencia sobre el cambio climático, el paisaje y los
bienes materiales, incluido el patrimonio cultural.
Asimismo, se atenderá a la interacción entre todos
estos factores.

Cuando la obra o actividad pueda afectar directa o
indirectamente a un área natural protegida federal o
estatal se incluirá un apartado específico para la eva-
luación de sus repercusiones en el sitio teniendo en
cuenta los objetivos de conservación del área;

g) Descripción de las medidas previstas para preve-
nir, mitigar, y, si fuera posible, compensar, los im-
pactos compatibles, moderados, severos y críticos so-
bre el ambiente;

h) Un programa de monitoreo ambiental de las va-
riables a controlar previo al inicio de la obra o acti-
vidad, durante las fases de construcción, operación,
y en su caso clausura y posclausura;

i) Identificación de los instrumentos metodológicos y
elementos técnicos que sustentan la información se-
ñalada en las fracciones anteriores, y

j) Un resumen no técnico de la información contem-
plada en las letras a) a j).

La información generada por el monitoreo ambien-
tal en cada una de las etapas de la obra o actividad
de que se trate, deberá presentarse inmediatamente
ante la Secretaria, a fin de que sea verificada y en su
caso observada. Esta información deberá ser pública
en los términos de la Ley Federal de Transparencia y
Acceso a la Información Pública Gubernamental y
demás leyes aplicables.
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Cuando las obras o actividades contenidas en la ma-
nifestación de impacto ambiental deban realizarse to-
tal o parcialmente dentro de una zona federal, los pro-
moventes deberán adjuntar a la manifestación de
impacto ambiental el correspondiente título de conce-
sión para el uso o aprovechamiento de la zona federal
expedido en su favor por la autoridad competente.

La Secretaría deberá publicar en su Gaceta Ecológica
y en Internet, todas las solicitudes de autorización en
materia de impacto ambiental que le sean presentadas,
así como las autorizaciones y sus condicionantes.

En ningún caso podrán entrar en operaciones las
obras o actividades que no hayan cumplido la totali-
dad de las condicionantes establecidas por la Secre-
taría, de conformidad con lo dispuesto en este capí-
tulo. La Procuraduría Federal de Protección al
Ambiente vigilará en todo momento el exacto cum-
plimiento de las disposiciones jurídicas en materia
de equilibrio ecológico y protección al ambiente du-
rante la construcción, operación, clausura y posclau-
sura mitigación y reparación de daños de la obra o
actividad de que se trate.

La Secretaría pondrá a disposición del promovente
titular del proyecto los informes y cualquier otra do-
cumentación que obre en su poder cuando resulte de
utilidad para la realización de la manifestación de
impacto ambiental.

Cuando se trate de actividades consideradas altamente ries-
gosas en los términos de la presente Ley, la manifestación
deberá incluir el estudio de riesgo correspondiente.

Si después de la presentación de una manifestación de im-
pacto ambiental se realizan modificaciones al proyecto de
la obra o actividad respectiva, o durante su construcción,
operación, clausura y posclausura, mitigación y repara-
ción de daños los interesados deberán hacerlas del conoci-
miento de la Secretaría, a fin de que ésta, en un plazo no
mayor de diez días, les notifique si es necesaria la presen-
tación de información adicional o una nueva manifestación
de impacto ambiental, para evaluar los efectos al ambien-
te, que pudiesen ocasionar tales modificaciones, en térmi-
nos de lo dispuesto en esta Ley. 

Los contenidos del informe preventivo, así como las carac-
terísticas y las modalidades de las manifestaciones de im-

pacto ambiental y los estudios de riesgo serán establecidos
por el Reglamento de la presente Ley.

5. Con base en los principios de política ambiental señala-
dos en el artículo 15 de la LGEEPA, y con un enfoque de
precaución, se considera que debe ser obligatorio estable-
cer programas de restauración en las obras o actividades
sujetas a procedimiento de EIA, donde el Estado y la so-
ciedad en su conjunto no deban asumir los posibles costos
económicos y financieros de una restauración. En ese caso,
quien realice obras o actividades debe ser desde un princi-
pio responsable de las consecuencias ambientales de éstas.
Es decir, debe tener la disponibilidad de asumir los costos
de la restauración de dicha obra o actividad. Lo anterior
aplica en especial, para determinadas obras o actividades,
que se basan en la explotación de recursos naturales no re-
novables, que son consideradas de alto riesgo o sus efectos
son territorialmente extensos. 

Para ello, se adicionan dos nuevos artículos a la LGEEPA,
el artículo 30 Bis y el artículo 30 Bis 1, que dicen lo si-
guiente:

Artículo 30 Bis. Quienes realicen obras o activida-
des, que se encuentren sujetas al procedimiento de
evaluación de impacto ambiental señalado en esta
Ley, deberán presentar a solicitud de la Secretaría
incluida en la manifestación de impacto ambiental,
un programa de restauración del paisaje, ecosistema,
o área afectada por dichas labores. La Secretaría exi-
girá el seguro o la garantía suficiente, entre otros ins-
trumentos económicos y mecanismos de financia-
miento, para asegurar el cumplimento del
mencionado programa.

La realización de obras y actividades a que se refieren
las fracciones I, II, III, IV y VIII del artículo 28, re-
querirá de manera obligada la formulación y ejecu-
ción de un programa de restauración.

El incumplimiento de las disposiciones contenidas en
el programa de restauración autorizado por la Se-
cretaría conllevará a la aplicación de las medidas de
control, seguridad y sanciones previstas a que se re-
fiere esta Ley y demás legislación aplicable.

Artículo 30 Bis 1. En aquellas áreas degradadas co-
mo consecuencia de los impactos ambientales adver-
sos de una obra o actividad, es el programa de res-
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tauración, el instrumento rector de planeación que
establecerá las actividades y acciones necesarias pa-
ra la recuperación y restablecimiento de las condi-
ciones que propicien la evolución y continuidad de
los procesos naturales.

El programa de restauración deberá incluir como
mínimo los contenidos de las fracciones I, II, III, IV
y V del artículo 78 Bis referente a las declaratorias
para el establecimiento de zonas de restauración, así
como el coste estimado de los trabajos de restaura-
ción.

Los elementos y procedimientos que se deben consi-
derar al formular el programa de restauración serán
establecidos por el Reglamento de la presente Ley.

6. La consulta pública constituye uno de los avances más
significativos en materia ambiental y de participación ciu-
dadana, su sustento jurídico actualmente se encuentra en el
artículo 34 de la LGEEPA, así como en los artículos 4, 26,
40, 41 y 43 del REIA. Sin embargo, existen vacíos y omi-
siones con relación a este tema, que pueden llegar a favo-
recer a quienes promueven obras y actividades sujetas a
EIA, quedando en posible desventaja respecto a las comu-
nidades afectadas por la obra o actividad a realizar y la so-
ciedad en general. Al respecto se propone una serie de re-
formas y adiciones al artículo 34 de la LGEEPA, que
contribuyan a maximizar la transparencia, el derecho de
acceso a la información y la participación ciudadana. Con
la idea de armonizar el procedimiento, se incorpora la inte-
gración del expediente de la evaluación del impacto am-
biental respectivo a este artículo, que esta hasta ahora en el
artículo 35 de la LGEEPA. Se propone, que en un proceso
de evaluación toda manifestación de impacto ambiental sea
puesta a disposición del público en general a través de la
página electrónica de la Secretaría, la cual deberá ser de fá-
cil acceso, a fin de que pueda ser consultada por cualquier
persona. De la misma forma se plantean mejoras al proce-
dimiento para realizar las reuniones públicas de informa-
ción, así como el señalar de manera expresa en qué casos
debe ser de oficio la apertura de un procedimiento de reu-
nión pública. También se propone, que la reunión pública
de información sea organizada por la Secretaría en coordi-
nación con las autoridades locales y los gastos sean a car-
go del promovente. Así como que toda reunión deba cele-
brarse en la entidad federativa donde se pretenda llevar a
cabo el proyecto.

Por lo anterior, se propone que el artículo 34 de la LGEE-
PA, diga lo siguiente:

Artículo 34. Una vez que la Secretaría reciba en las de-
legaciones u oficinas centrales una manifestación de
impacto ambiental iniciará el procedimiento de eva-
luación, para lo cual revisará que la solicitud se ajus-
te a las formalidades previstas en esta Ley, su Regla-
mento y las normas oficiales mexicanas aplicables, e
integrará el expediente respectivo en un plazo no
mayor de cinco días hábiles.

Los promoventes de la obra o actividad de que se trate
podrán requerir que se mantenga en reserva la informa-
ción que haya sido integrada al expediente y que, de ha-
cerse pública, pudiera afectar derechos de propiedad in-
dustrial, y la confidencialidad de la información
comercial que aporte el interesado. En tal caso, siem-
pre deberá asegurarse la difusión de los datos o in-
formaciones necesarias para que las personas pue-
dan identificar el sitio exacto donde se ejecutara
dicha obra o actividad, los alcances del proyecto y los
impactos ambientales previstos.

La Secretaría llevará a cabo una consulta pública, con-
forme a las siguientes bases:

I. Dentro de un plazo no mayor a diez días hábiles
contados a partir de la fecha en que la Secretaría in-
tegre el expediente a que se refiere el párrafo ante-
rior, la Secretaría publicará la solicitud de autorización
en materia de impacto ambiental en su Gaceta Ecológi-
ca, así como la manifestación de impacto ambiental
deberá ser puesta a disposición del público en gene-
ral a través de la página electrónica de la Secretaría,
la cual deberá ser de fácil acceso, a fin de que pueda
ser consultada por cualquier persona.

II. Cualquier interesado, dentro del plazo de cuarenta y
cinco días hábiles contados a partir de que la Secretaría
ponga a disposición del público la manifestación de im-
pacto ambiental en los términos de la fracción I, podrá
proponer el establecimiento de medidas de prevención,
mitigación y compensación adicionales, así como las
observaciones que considere pertinentes;

III. Asimismo, el promovente deberá publicar a su cos-
ta, un extracto del proyecto de la obra o actividad en un
periódico de amplia circulación en la entidad federativa
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de que se trate, dentro del plazo de cinco días hábiles
contados a partir de la fecha en que sea puesta la ma-
nifestación de impacto ambiental a disposición del
público en general a través de la página electrónica
de la Secretaría. La Secretaría podrá resolver el ne-
gar la autorización solicitada o suspender el proceso
de evaluación de presentarse incumplimiento no jus-
tificado por el promovente en la publicación del ex-
tracto de la obra o actividad. El procedimiento para
dicha determinación será materia del Reglamento.

IV. Dentro de los diez días hábiles siguientes a la pu-
blicación señalada en la fracción I, cualquier intere-
sado podrá solicitar que se lleve a cabo una reunión
pública de información en la que el promovente ex-
plicará los aspectos técnicos ambientales de la obra o
actividad de que se trate. La Secretaría, dentro de los
cinco días hábiles siguientes a la presentación de la
solicitud, notificará al interesado su determinación
de dar o no inicio a la reunión pública de informa-
ción. En caso de que se determine realizar la reunión
pública de información, la Secretaría emitirá la con-
vocatoria dentro del plazo de cinco días hábiles con-
tados a partir de la resolución de reunión pública de
información, en la que expresará la fecha y lugar en
que la reunión deberá verificarse. Dicha reunión pú-
blica de información será dentro de un plazo máxi-
mo de diez días hábiles a partir de la resolución emi-
tida para realizarla. 

V. Sin el requerimiento de dicha solicitud, cuando se
trate de obras o actividades comprendidas en las frac-
ciones I, II, IV, VIII, IX y X del artículo 28 de esta
Ley, así como aquellas obras o actividades que puedan
generar desequilibrios ecológicos graves, daños a la sa-
lud pública, a los ecosistemas, al acceso, disposición y
saneamiento de agua para consumo personal y do-
méstico, a la infiltración hídrica, o se afecten especies
sujetas a alguna categoría de riesgo, corredores bio-
lógicos, terrenos forestales o preferentemente fores-
tales de conformidad con lo que señale el Reglamento
de la presente Ley, la Secretaría, en coordinación con las
autoridades locales, deberá organizar una reunión pú-
blica de información. En este caso, la Secretaría emi-
tirá la convocatoria en la que expresará la fecha y lu-
gar en que la reunión deberá verificarse dentro de
un plazo máximo de diez días hábiles a partir de que
la Secretaría ponga a disposición del público la ma-
nifestación de impacto ambiental en los términos de
la fracción I. Dicha reunión pública de información

será dentro de un plazo máximo de diez días hábiles
a partir de la convocatoria emitida para realizarla.

VI. La reunión pública de información será organi-
zada por la Secretaría en coordinación con las auto-
ridades locales y los gastos serán a cargo del promo-
vente. Toda reunión deberá celebrarse en la entidad
federativa donde se pretenda llevar a cabo el pro-
yecto. (El que paga manda, no debería intervenir el
promovente para que la reunión se lleve de manera
libre)

VII. La Secretaría agregará y considerará las observa-
ciones realizadas por los interesados al expediente res-
pectivo, fundando y motivando técnica y jurídica-
mente, la aceptación o en su caso rechazo, y
consignará, en la resolución que emita, el proceso de
consulta pública realizada y los resultados de las obser-
vaciones que se hayan formulado.

7. Se propone diversas reformas y adiciones al artículo 35
de la LGEEPA. En primer lugar se propone reformar el pri-
mer párrafo de este artículo 35, incluyendo en el mismo
tanto el segundo, como el tercer párrafo del mismo, para
que exista un claro mandato respecto a que durante el pro-
ceso de la evaluación del impacto ambiental de las obras y
actividades a que se refiere el artículo 28, la Secretaría se
sujete a lo establecido en la LGEEPA, en su reglamento,
los programas de desarrollo urbano y de ordenamiento eco-
lógico del territorio, las declaratorias de áreas naturales
protegidas y las demás disposiciones jurídicas que resulten
aplicables, debiendo valorar sus posibles efectos en el am-
biente, considerando el conjunto de elementos que los con-
forman y los posibles impactos ambientales previstos, y no
únicamente los recursos que, en su caso, serían sujetos de
aprovechamiento o afectación. 

De la misma forma, se propone reformar el nuevo segundo
párrafo, antes cuarto párrafo, del artículo 35 de la LGEE-
PA, para que una vez evaluada la manifestación de impac-
to ambiental, tomando en cuenta los principios de pre-
vención y precautorio, la Secretaría emitirá, fundada y
motivada, técnica y jurídicamente la resolución corres-
pondiente.

En dicho sentido, se propone además realizar reformas en el
artículo 35, que permitan precisar las resoluciones de la Se-
cretaría, en especial, se amplían los casos en que la Secre-
taría deba negar la autorización solicitada.
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Asimismo, se explicita que corresponde a la Secretaría el
seguimiento y vigilancia del cumplimiento de la evalua-
ción del impacto ambiental y en caso de autorizarla de sus
condicionantes. Sin perjuicio de ello, la Secretaría podrá
recabar información de aquél al respecto, así como efectuar
las comprobaciones necesarias para verificar el cumpli-
miento de lo condicionado.

También se propone reformar el artículo 35 para señalar de
manera expresa, que la manifestación de impacto ambien-
tal del proyecto o actividad caducará si una vez autorizado
o aprobado el proyecto no se hubiera comenzado su ejecu-
ción en el plazo fijado. En tales casos, el promovente de-
berá iniciar nuevamente el trámite de evaluación de impac-
to ambiental del proyecto, no pudiendo presentarse en más
de dos ocasiones seguidas.

También, se considera pertinente reformar el artículo 35,
para imponer la obligación de implementar la figura del se-
guro ambiental a cargo de los promoventes, a fin de otor-
gar a la Semarnat la certidumbre financiera de que en caso
de no cumplir el primero sus obligaciones, el Estado no se-
rá quien tenga que erogar los costos que dicha omisión 
genere.

De la misma forma, se considera pertinente reformar el ar-
tículo 35 para que la resolución de la Secretaría deba con-
siderar de manera integral los aspectos ambientales que se
señalan en el primer párrafo del artículo 28 de las obras y
actividades de que se trate.

Finalmente, se propone, que la resolución de la Secretaría
sea puesta a disposición del público en general a través de
la página electrónica de la Secretaría, la cual deberá ser de
fácil acceso, a fin de que pueda ser consultada por cual-
quier persona.

Por todo lo anterior, se propone que el artículo 35 de la
LGEEPA, diga lo siguiente:

Artículo 35. Durante el proceso de la evaluación del
impacto ambiental de las obras y actividades a que
se refiere el artículo 28 la Secretaría, sujetándose a lo
establecido en la presente Ley, su Reglamento, los
programas de desarrollo urbano y de ordenamiento
ecológico del territorio, las declaratorias de áreas na-
turales protegidas y las demás disposiciones jurídi-
cas que resulten aplicables, deberá valorar sus posi-
bles efectos en el ambiente o los ecosistemas de que
se trate, considerando el conjunto de elementos que

los conforman y los posibles impactos ambientales
previstos, y no únicamente los recursos que, en su ca-
so, serían sujetos de aprovechamiento o afectación.

Una vez evaluada la manifestación de impacto ambien-
tal, tomando en cuenta el principio de prevención y el
principio precautorio, la Secretaría emitirá, fundada y
motivada, técnica y jurídicamente la resolución co-
rrespondiente en la que podrá:

I. Autorizar la realización de la obra o actividad de que
se trate, en los términos solicitados; 

II. Autorizar de manera condicionada la obra o actividad
de que se trate, solicitando la modificación del proyecto o
el establecimiento de medidas de prevención y mitigación
adicionales a las propuestas, a fin de que se eviten, ate-
núen o compensen los impactos ambientales adversos sus-
ceptibles de ser producidos en la construcción, operación,
clausura, posclausura y en caso de accidente. Cuando se
trate de autorizaciones condicionadas, la Secretaría seña-
lará los requerimientos que deban observarse en la reali-
zación de la obra o actividad prevista; y se deberá contar
con todos los estudios justificativos requeridos al pro-
movente, que garanticen la viabilidad del proyecto an-
tes de otorgar la autorización; o

III. Negar la autorización solicitada, cuando: 

a) Se contravenga lo establecido en esta Ley, sus regla-
mentos, las normas oficiales mexicanas y demás dispo-
siciones jurídicas aplicables; 

b) La obra o actividad de que se trate pueda propiciar
que una o más especies se incorporen a alguna catego-
ría de riesgo o afecte de manera adversa a una espe-
cie ya considerada dentro de estas categorías;

c) Exista falsedad en la información proporcionada por
los promoventes respecto de los impactos ambientales
de la obra o actividad de que se trate; 

d) Existan estudios científicos que demuestren que la
obra o actividad de que se trate pueda provocar gra-
ves impactos ambientales adversos;

e) La obra o actividad de que se trate tenga por ob-
jeto la producción agropecuaria mediante el uso de
organismos genéticamente modificados de los cuales
nuestro país sea centro de origen;
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f) La obra o actividad de que se trate en un área natu-
ral protegida no sea acorde con su Programa de Mane-
jo, y los objetivos y contenidos de su declaratoria;

g) La obra o actividad de que se trate represente un
daño grave o irreversible al ambiente, de acuerdo
con lo establecido en el principio de prevención, el
principio precautorio, y demás disposiciones jurídi-
cas aplicables, y

h). La Comisión Nacional de Áreas Naturales Prote-
gidas, la Comisión Nacional para el Conocimiento y
Uso de la Biodiversidad, el Instituto Nacional de
Ecología y Cambio Climático, el Instituto Mexicano
de Tecnología del Agua, la Comisión Nacional Fores-
tal, la Comisión Nacional del Agua, u otra depen-
dencia del Ejecutivo Federal, emita su opinión en
contra de la ejecución de dicha obra o actividad. 

i) Se presenten diversas manifestaciones de impacto
ambiental pertenecientes a un mismo proyecto frag-
mentado.

Corresponde a la Secretaría el seguimiento y vigilan-
cia del cumplimiento de la evaluación del impacto
ambiental y en caso de autorizarla de sus condicio-
nantes. Sin perjuicio de ello, la Secretaría podrá re-
cabar información de aquél al respecto, así como
efectuar las comprobaciones necesarias para verifi-
car el cumplimiento de lo condicionado.

La manifestación de impacto ambiental del proyecto
o actividad caducará si una vez autorizado o apro-
bado el proyecto no se hubiera comenzado su ejecu-
ción en el plazo fijado. En tales casos, el promovente
deberá iniciar nuevamente el trámite de evaluación
de impacto ambiental del proyecto, no pudiendo pre-
sentarse en más de dos ocasiones seguidas.

La Secretaría exigirá el otorgamiento de seguros o
garantías respecto del cumplimiento de las condiciones
establecidas en la autorización.

La resolución de la Secretaría deberá considerar de
manera integral los aspectos ambientales y de las sal-
vaguardas que se señalan en el primer párrafo del ar-
tículo 28 y del artículo 28 Bis respectivamente, de las
obras y actividades de que se trate. 

La resolución de la Secretaría deberá ser puesta a
disposición del público en general a través de la pá-
gina electrónica de la Secretaría, la cual deberá ser
de fácil acceso, a fin de que pueda ser consultada por
cualquier persona.

8. Se propone reformar el artículo 35 Bis de la LGEEPA
para ampliar el plazo de sesenta hasta noventa días en el
procedimiento de la evaluación del impacto ambiental. La
Secretaría podrá no resolver en los plazos propuestos, lo
que significará que la autorización no ha sido otorgada, es
decir, se entenderá negada, debiendo darse por concluido el
trámite y el promovente tendrá que comenzar los trámites
de nuevo.

Por todo lo anterior, se propone que el artículo 35 Bis de la
LGEEPA, diga lo siguiente:

Artículo 35 Bis. La Secretaría dentro del plazo de no-
venta días hábiles contados a partir de la recepción de
la manifestación de impacto ambiental deberá emitir la
resolución correspondiente.

La Secretaría podrá solicitar aclaraciones, rectificacio-
nes o ampliaciones al contenido de la manifestación de
impacto ambiental que le sea presentada, suspendiéndo-
se el término que restare para concluir el procedimien-
to. En ningún caso la suspensión podrá exceder el plazo
de noventa días hábiles, contados a partir de que ésta
sea declarada por la Secretaría, y siempre y cuando le
sea entregada la información requerida.

Excepcionalmente, cuando por la complejidad y las di-
mensiones de una obra o actividad la Secretaría re-
quiera de un plazo mayor para su evaluación, éste se
podrá ampliar hasta por noventa días hábiles adicio-
nales, siempre que se justifique conforme a lo dispues-
to en el reglamento de la presente Ley. Si transcurri-
do este tiempo la autorización no ha sido otorgada,
se entenderá negada, debiendo darse por concluido
el trámite y el promovente tendrá que comenzar los
trámites de nuevo. 

9. Se propone reformar el primer párrafo del artículo 35
Bis 1 de la LGEEPA, para que las personas que presten ser-
vicios de impacto ambiental, deban registrarse en un pa-
drón publico elaborado por la Secretaria y sean responsa-
bles solidarios del promovente ante la Secretaría. Por todo
lo anterior, se propone que el artículo 35 Bis 1 de la LGE-
EPA, diga lo siguiente:
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Artículo 35 Bis 1. Las personas que presten servicios de
impacto ambiental, deberán registrarse en un padrón
público elaborado por la Secretaria y serán responsa-
bles solidarios del promovente ante la Secretaría de los
informes preventivos, manifestaciones de impacto am-
biental y estudios de riesgo que elaboren, quienes de-
clararán bajo protesta de decir verdad que en ellos se in-
corporan las mejores técnicas y metodologías
existentes, así como la información y medidas de pre-
vención y mitigación más efectivas.

Asimismo, los informes preventivos, las manifestaciones
de impacto ambiental y los estudios de riesgo podrán ser
presentados por los interesados, instituciones de investiga-
ción, colegios o asociaciones profesionales, en este caso la
responsabilidad respecto del contenido del documento co-
rresponderá a quien lo suscriba. 

10. Se propone reformar el primer párrafo del artículo 35
Bis 3 de la LGEEPA, para que antes de otorgar la autoriza-
ción de inicio de obra se deberá verificar que el responsa-
ble cuente con la autorización de impacto ambiental; las
personas que presten servicios de impacto ambiental, de-
ban registrarse en un padrón publico elaborado por la Se-
cretaria y sean responsables solidarios del promovente an-
te la Secretaría.

Además, se adiciona un tercer párrafo a este artículo 35 Bis
3, referente a que el incumplimiento u omisión de lo esta-
blecido en la presente sección por parte de un servidor pú-
blico será objeto de responsabilidad, de conformidad con
lo establecido en las disposiciones jurídicas aplicables. 

Por todo lo anterior, se propone que el artículo 35 Bis 3, di-
ga lo siguiente:

Artículo 35 Bis 3. Cuando las obras o actividades seña-
ladas en el artículo 28 de esta Ley requieran, además de
la autorización en materia de impacto ambiental, contar
con autorización de inicio de obra; antes de otorgar es-
ta última se deberá verificar que el responsable cuente
con la autorización de impacto ambiental expedida en
términos de lo dispuesto en este ordenamiento. 

Asimismo, la Secretaría, a solicitud del promovente, inte-
grará a la autorización en materia de impacto ambiental, los
demás permisos, licencias y autorizaciones de su compe-
tencia, que se requieran para la realización de las obras y ac-
tividades a que se refiere este artículo.

El incumplimiento u omisión de lo establecido en la
presente sección por parte de un servidor público se-
rá objeto de responsabilidad, de conformidad con lo
establecido en las disposiciones jurídicas aplicables.

Fundamento legal 

Con fundamento en lo dispuesto por la fracción II del ar-
tículo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; los artículos 6 Fracción 1, Numeral I., 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados del H. Congre-
so de la Unión, someto a consideración de este Pleno.

Denominación del proyecto de ley o decreto

Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan di-
versas disposiciones con relación a la evaluación del im-
pacto ambiental de la Ley General del Equilibrio Eco-
lógico y la Protección al Ambiente.

Artículo Único. Se reforman el artículo 3o., el artículo
28, el artículo 30, el artículo 34, el artículo 35, el artículo
35 Bis, el primer párrafo del artículo 35 Bis 1, el primer pá-
rrafo del artículo 35 Bis 3; y se adicionan un artículo 28
Bis, el artículo 30 Bis, el artículo 30 Bis 1, un último pá-
rrafo al artículo 35 Bis 3, de la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente, para quedar como
sigue:

Artículo 3o. Para los efectos de esta Ley se entiende por: 

I. Actividades altamente riesgosas: Las actividades
que implican la generación o manejo de sustancias
con características corrosivas, reactivas, explosivas,
tóxicas, inflamables o biológico-infecciosas para el
equilibrio ecológico o el ambiente, tomando en cuen-
ta el volumen de manejo y la ubicación del estableci-
miento respectivo, de acuerdo a la clasificación pre-
vista en su reglamento y el listado de la norma oficial
mexicana correspondiente.

XI. Daño grave al Medio Ambiente: Es la pérdida de
uno o varios elementos ambientales, que afecta su es-
tructura o función, o que modifica las tendencias
evolutivas o sucesionales del ecosistema y es de tal
magnitud que genera cambio perjudicial en las ca-
racterísticas físicas, químicas o biológicas del aire,
tierra o agua pudiendo afectar nocivamente la vida
humana o de otros seres vivos
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XII. Daño irreversible al Medio Ambiente: Es aquel
impacto o conjunto de actividades antropogénicas
que afectan al ecosistema en tal magnitud que éste
no puede ser revertido a su estado original, generan-
do pérdida del ecosistema de forma definitiva, sin
que exista la posibilidad de mitigación o reparación
de la zona afectada.

XXVI. Medidas de prevención: Conjunto de accio-
nes que deberá ejecutar el promovente para evitar
efectos previsibles de deterioro del ambiente; 

XXVII. Medidas de mitigación: Conjunto de acciones
protectoras o correctoras que deberá ejecutar el pro-
movente para atenuar los impactos negativos o ad-
versos y restablecer o compensar las condiciones am-
bientales existentes antes de la perturbación que se
causare con la realización de una obra o actividad en
cualquiera de sus etapas;

XXVIII. Medidas de compensación: Acciones que
deberá de ejecutar el promovente para resarcir el de-
terioro ocasionado por la obra o actividad proyecta-
da, en un elemento natural distinto al afectado,
cuando no se pueda restablecer la situación anterior
en el elemento afectado;

XXXII. Principio precautorio: Cuando exista peligro
de daño ambiental grave o irreversible, la falta de
certeza científica sobre ciertos procesos de tecnologí-
as que representen algún riesgo para el Medio Am-
biente y la salud pública, deberá utilizarse como ra-
zón para prohibir y/o en su caso detener
definitivamente el proyecto hasta obtener medidas
eficaces para impedir la degradación del ambiente,
siendo prioritaria la salvaguarda de los derechos hu-
manos como el derecho a un medio ambiente sano y
el derecho humano al agua .

Artículo 28. La evaluación del impacto ambiental es el
procedimiento preventivo a través del cual la Secretaría
realiza el conjunto de estudios y análisis técnicos, siste-
máticos, reproducibles e interdisciplinarios con el obje-
to de asegurar la integración de los aspectos ambienta-
les en las obras o actividades de que se trate mediante
la incorporación de dicho procedimiento, para resolver
la autorización o desecho de las obras o actividades su-
jetas a dicha evaluación.

La evaluación del impacto ambiental identificará, des-
cribirá, valorará, y evaluará de forma apropiada, en
función de cada caso particular y de conformidad con
esta Ley, los efectos directos e indirectos de obras o ac-
tividades sobre los siguientes factores: 

a). El ser humano, la fauna y la flora;

b). El suelo, el agua, el aire, el clima y el paisaje;

c). Los bienes materiales y el patrimonio cultural, y

d). La interacción entre los factores mencionados an-
teriormente.

Sólo podrán ser autorizadas de manera condicionada
aquellas obras o actividades cuyo impacto ambiental no
rebase los criterios, límites y umbrales legalmente esta-
blecidos, la capacidad de carga de los ecosistemas o
comprometa la evolución y continuidad de los procesos
naturales del sitio, a fin de evitar o reducir al mínimo
sus efectos adversos sobre el ambiente y la calidad de
vida de las personas. Para ello, en los casos en que deter-
mine el reglamento que al efecto se expida, quienes pre-
tendan llevar a cabo alguna de las siguientes obras o acti-
vidades, requerirán previamente la autorización en materia
de impacto ambiental de la Secretaría:

I. Obras hidráulicas, vías generales de comunicación,
puertos, marinas, oleoductos, gasoductos, carboductos
y poliductos geotermia y fractura hidráulica;

II. Industria del petróleo, petroquímica, química, side-
rúrgica, papelera, azucarera, del cemento y eléctrica;

III. Exploración, explotación y beneficio de minerales y
sustancias reservadas a la Federación en los términos de
las Leyes Minera y Reglamentaria del Artículo 27 Cons-
titucional en Materia Nuclear;

IV. Instalaciones de tratamiento, reciclaje, confina-
miento o eliminación de residuos peligrosos, así como
residuos radiactivos;

V. Aprovechamientos forestales en selvas y aquellos que
afecten especies de difícil regeneración o enlistadas en
alguna categoría de riesgo;

VII. Cambios de uso del suelo de terrenos forestales, así
como en selvas y zonas áridas. 
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VIII. Parques industriales donde se prevea la realiza-
ción de actividades altamente riesgosas;

IX. Desarrollos inmobiliarios que afecten los ecosiste-
mas costeros;

X. Obras y actividades en humedales, arrecifes man-
glares, lagunas, ríos, lagos y esteros conectados con el
mar, así como en sus litorales o zonas federales;

XI. Obras y actividades en áreas naturales protegidas de
competencia de la Federación;

XII. Actividades pesqueras, acuícolas o agropecuarias
que puedan poner en peligro la preservación de una o
más especies o causar daños a los ecosistemas, y

XIII. Obras o actividades que correspondan a asuntos
de competencia federal, que puedan causar desequili-
brios ecológicos graves e irreparables, daños a la salud
pública o a los ecosistemas, o rebasar los límites y con-
diciones establecidos en las disposiciones jurídicas rela-
tivas a la preservación del equilibrio ecológico y la pro-
tección del ambiente.

XIV Actividades que utilicen bioenergéticos o modi-
ficaciones transgénicas a cultivos o semillas 

El Reglamento de la presente Ley determinará las obras o
actividades a que se refiere este artículo, que por su ubica-
ción, dimensiones, características o alcances no produzcan
impactos ambientales significativos, negativos, acumula-
tivos o sinérgicos, no causen o puedan causar desequili-
brios ecológicos, ni rebasen los límites y condiciones esta-
blecidos en las disposiciones jurídicas referidas a la
preservación del equilibrio ecológico y la protección al am-
biente, y que por lo tanto no deban sujetarse al procedi-
miento de evaluación del impacto ambiental previsto en es-
te ordenamiento.

Para los efectos a que se refiere la fracción XIII del pre-
sente artículo, la Secretaría notificará a los interesados su
determinación para que sometan al procedimiento de eva-
luación del impacto ambiental la obra o actividad que co-
rresponda, explicando las razones que lo justifiquen, con el
propósito de que aquéllos presenten los informes, dictáme-
nes y consideraciones que juzguen convenientes, en un pla-
zo no mayor a diez días. Una vez recibida la documenta-
ción de los interesados, la Secretaría, en un plazo no mayor

a treinta días, les comunicará si procede o no la presenta-
ción de una manifestación de impacto ambiental, así como
la modalidad y el plazo para hacerlo. 

Las condicionantes que se señalan en el tercer párrafo
de éste artículo deberán estar orientadas en orden de
prelación a prevenir, mitigar y en su caso compensar el
impacto ambiental; así como preservar, mejorar y en su
caso restaurar el equilibrio ecológico, además de evitar
la generación de pasivos ambientales en la construc-
ción, operación, clausura y posclausura de las obras o
actividades a realizarse. En los casos en que, durante la
construcción, operación, clausura y posclausura de las
obras o actividades autorizadas se presentaran impac-
tos ambientales adversos no previstos, la Secretaría de-
berá imponer condicionantes adicionales para prevenir,
mitigar los daños al ambiente o restaurar el equilibrio
ecológico e incluso exigir la presentación de una nueva
evaluación del impacto ambiental.

Artículo 28 Bis. El procedimiento de evaluación del im-
pacto ambiental deberá garantizar el respeto a las sal-
vaguardas reconocidas por el derecho internacional, así
como lo siguiente:

I. Consentimiento libre, previo e informado de eji-
dos, comunidades y pueblos indígenas;

II. Distribución equitativa de beneficios;

III. Certidumbre y respeto a los derechos de propie-
dad y posesión legítima y acceso a los recursos natu-
rales de los propietarios y legítimos poseedores de la
tierra;

IV. Inclusión y equidad territorial, cultural, social y
de género;

V. Pluralidad y participación social;

VI. Transparencia, acceso a la información y rendi-
ción de cuentas;

VII. Reconocimiento y respeto a las formas de orga-
nización interna, y

VIII. Transversalidad, integralidad, coordinación y
complementariedad entre políticas e instrumentos
de los tres órdenes de gobierno.
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Artículo 30. Para obtener la autorización a que se refiere el
artículo 28 de esta Ley, los interesados deberán presentar a
la Secretaría una manifestación de impacto ambiental en
no más de dos ocasiones seguidas, la cual deberá conte-
ner, como mínimo y sin perjuicio de los requisitos que
fije el Reglamento de la presente Ley, lo siguiente:

a) Datos generales del proyecto, del promovente y
del responsable de la manifestación o estudio de im-
pacto ambiental;

b) Descripción detallada de la obra o actividad, que
incluya información sobre su emplazamiento, diseño
y tamaño, y vinculación con los ordenamientos jurí-
dicos en materia ambiental y, en su caso, con la re-
gulación sobre uso del suelo;

c) Descripción detallada del ecosistema o ecosistemas
en que se desarrollará la obra o actividad, consideran-
do el conjunto de los elementos que los conforman, se-
ñalando el estado de conservación que guardan, así co-
mo la problemática ambiental y las tendencias de
desarrollo y deterioro de la zona;

d) Descripción de las especies de vida silvestre que se
encuentren consideradas en alguna de las categorías
de riesgo y que tengan su distribución natural dentro
de los ecosistemas en que se desarrollará la obra o
actividad;

e) Exposición y evaluación de las principales alter-
nativas estudiadas, incluida la alternativa cero, o de
no realización de la obra o actividad sujeta a evalua-
ción del impacto ambiental, y una justificación de las
principales razones de la solución adoptada, tenien-
do en cuenta los efectos ambientales;

f) Identificación, descripción y evaluación de los im-
pactos significativos o notables, positivos y negativos,
directos e indirectos, simples, acumulativos y sinér-
gicos, durante las fases de construcción, operación y,
en su caso, clausura y posclausura, sobre la pobla-
ción, la salud humana, la flora, la fauna, el suelo, el
aire, el agua, los factores climáticos, su incidencia so-
bre el cambio climático, el paisaje y los bienes mate-
riales, incluido el patrimonio cultural. Asimismo, se
atenderá a la interacción entre todos estos factores.

Cuando la obra o actividad pueda afectar directa o
indirectamente a un área natural protegida federal o

estatal se incluirá un apartado específico para la eva-
luación de sus repercusiones en el sitio teniendo en
cuenta los objetivos de conservación del área;

g) Descripción de las medidas previstas para preve-
nir, mitigar, y, si fuera posible, compensar, los im-
pactos compatibles, moderados, severos y críticos so-
bre el ambiente;

h) Un programa de monitoreo ambiental de las va-
riables a controlar previo al inicio de la obra o acti-
vidad, durante las fases de construcción, operación,
y en su caso clausura y posclausura;

i) Identificación de los instrumentos metodológicos y
elementos técnicos que sustentan la información se-
ñalada en las fracciones anteriores, y

j) Un resumen no técnico de la información contem-
plada en las letras a) a j).

La información generada por el monitoreo ambien-
tal en cada una de las etapas de la obra o actividad
de que se trate, deberá presentarse inmediatamente
ante la Secretaria, a fin de que sea verificada y en su
caso observada. Esta información deberá ser pública
en los términos de la Ley Federal de Transparencia y
Acceso a la Información Pública Gubernamental y
demás leyes aplicables.

Cuando las obras o actividades contenidas en la ma-
nifestación de impacto ambiental deban realizarse
total o parcialmente dentro de una zona federal, los
promoventes deberán adjuntar a la manifestación de
impacto ambiental el correspondiente título de con-
cesión para el uso o aprovechamiento de la zona fe-
deral expedido en su favor por la autoridad compe-
tente.

La Secretaría deberá publicar en su Gaceta Ecológi-
ca y en Internet, todas las solicitudes de autorización
en materia de impacto ambiental que le sean pre-
sentadas, así como las autorizaciones y sus condi-
cionantes.

En ningún caso podrán entrar en operaciones las
obras o actividades que no hayan cumplido la totali-
dad de las condicionantes establecidas por la Secre-
taría, de conformidad con lo dispuesto en este capí-
tulo. La Procuraduría Federal de Protección al
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Ambiente vigilará en todo momento el exacto cum-
plimiento de las disposiciones jurídicas en materia
de equilibrio ecológico y protección al ambiente du-
rante la construcción, operación, clausura y posclau-
sura de la obra o actividad de que se trate.

La Secretaría pondrá a disposición del promovente
titular del proyecto los informes y cualquier otra do-
cumentación que obre en su poder cuando resulte de
utilidad para la realización de la manifestación de
impacto ambiental.

Cuando se trate de actividades consideradas altamente ries-
gosas en los términos de la presente Ley, la manifestación
deberá incluir el estudio de riesgo correspondiente.

Si después de la presentación de una manifestación de im-
pacto ambiental se realizan modificaciones al proyecto de
la obra o actividad respectiva, o durante su construcción,
operación, clausura y posclausura, los interesados debe-
rán hacerlas del conocimiento de la Secretaría, a fin de que
ésta, en un plazo no mayor de diez días, les notifique si es
necesaria la presentación de información adicional o una
nueva manifestación de impacto ambiental, para evaluar
los efectos al ambiente, que pudiesen ocasionar tales mo-
dificaciones, en términos de lo dispuesto en esta Ley. 

Los contenidos del informe preventivo, así como las carac-
terísticas y las modalidades de las manifestaciones de im-
pacto ambiental y los estudios de riesgo serán establecidos
por el Reglamento de la presente Ley.

Artículo 30 Bis. Quienes realicen obras o actividades,
que se encuentren sujetas al procedimiento de evalua-
ción de impacto ambiental señalado en esta Ley, debe-
rán presentar a solicitud de la Secretaría incluida en la
manifestación de impacto ambiental, un programa de
restauración del paisaje, ecosistema, o área afectada
por dichas labores. La Secretaría exigirá el seguro o la
garantía suficiente, entre otros instrumentos económi-
cos y mecanismos de financiamiento, para asegurar el
cumplimento del mencionado programa.

La realización de obras y actividades a que se refieren
las fracciones I, II, III, IV y VIII del artículo 28, reque-
rirá de manera obligada la formulación y ejecución de
un programa de restauración.

El incumplimiento de las disposiciones contenidas en el
programa de restauración autorizado por la Secretaría

conllevará a la aplicación de las medidas de control, se-
guridad y sanciones previstas a que se refiere esta Ley
y demás legislación aplicable.

Artículo 30 Bis 1. En aquellas áreas degradadas como
consecuencia de los impactos ambientales adversos de
una obra o actividad, es el programa de restauración, el
instrumento rector de planeación que establecerá las
actividades y acciones necesarias para la recuperación
y restablecimiento de las condiciones que propicien la
evolución y continuidad de los procesos naturales.

El programa de restauración deberá incluir como míni-
mo los contenidos de las fracciones I, II, III, IV y V del
artículo 78 Bis referente a las declaratorias para el es-
tablecimiento de zonas de restauración, así como el cos-
te estimado de los trabajos de restauración.

Los elementos y procedimientos que se deben conside-
rar al formular el programa de restauración serán es-
tablecidos por el Reglamento de la presente Ley.

Artículo 34. Una vez que la Secretaría reciba en las dele-
gaciones u oficinas centrales una manifestación de im-
pacto ambiental iniciará el procedimiento de evaluación,
para lo cual revisará que la solicitud se ajuste a las for-
malidades previstas en esta Ley, su Reglamento y las
normas oficiales mexicanas aplicables, e integrará el ex-
pediente respectivo en un plazo no mayor de cinco días
hábiles.

Los promoventes de la obra o actividad de que se trate po-
drán requerir que se mantenga en reserva la información
que haya sido integrada al expediente y que, de hacerse pú-
blica, pudiera afectar derechos de propiedad industrial, y la
confidencialidad de la información comercial que aporte el
interesado. En tal caso, siempre deberá asegurarse la di-
fusión de los datos o informaciones necesarias para que
las personas puedan identificar el sitio exacto donde se
ejecutara dicha obra o actividad, los alcances del pro-
yecto y los impactos ambientales previstos.

La Secretaría llevará a cabo una consulta pública, confor-
me a las siguientes bases:

I. Dentro de un plazo no mayor a diez días hábiles
contados a partir de la fecha en que la Secretaría in-
tegre el expediente a que se refiere el párrafo ante-
rior, la Secretaría publicará la solicitud de autorización
en materia de impacto ambiental en su Gaceta Ecológi-
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ca, así como la manifestación de impacto ambiental
deberá ser puesta a disposición del público en gene-
ral a través de la página electrónica de la Secretaría,
la cual deberá ser de fácil acceso, a fin de que pueda
ser consultada por cualquier persona.

II. Cualquier interesado, dentro del plazo de cuarenta y
cinco días hábiles contados a partir de que la Secretaría
ponga a disposición del público la manifestación de im-
pacto ambiental en los términos de la fracción I, podrá
proponer el establecimiento de medidas de prevención,
mitigación y compensación adicionales, así como las
observaciones que considere pertinentes;

III. Asimismo, el promovente deberá publicar a su cos-
ta, un extracto del proyecto de la obra o actividad en un
periódico de amplia circulación en la entidad federativa
de que se trate, dentro del plazo de cinco días hábiles
contados a partir de la fecha en que sea puesta la ma-
nifestación de impacto ambiental a disposición del
público en general a través de la página electrónica
de la Secretaría. La Secretaría podrá resolver el ne-
gar la autorización solicitada o suspender el proceso
de evaluación de presentarse incumplimiento no jus-
tificado por el promovente en la publicación del ex-
tracto de la obra o actividad. El procedimiento para
dicha determinación será materia del Reglamento.

IV. Dentro de los diez días hábiles siguientes a la pu-
blicación señalada en la fracción I, cualquier intere-
sado podrá solicitar que se lleve a cabo una reunión
pública de información en la que el promovente ex-
plicará los aspectos técnicos ambientales de la obra o
actividad de que se trate. La Secretaría, dentro de los
cinco días hábiles siguientes a la presentación de la
solicitud, notificará al interesado su determinación
de dar o no inicio a la reunión pública de informa-
ción. En caso de que se determine realizar la reunión
pública de información, la Secretaría emitirá la con-
vocatoria dentro del plazo de cinco días hábiles con-
tados a partir de la resolución de reunión pública de
información, en la que expresará la fecha y lugar en
que la reunión deberá verificarse. Dicha reunión pú-
blica de información será dentro de un plazo máxi-
mo de diez días hábiles a partir de la resolución emi-
tida para realizarla. 

V. Sin el requerimiento de dicha solicitud, cuando se
trate de obras o actividades comprendidas en las frac-
ciones I, II, IV, VIII, IX y X del artículo 28 de esta

Ley, así como aquellas obras o actividades que puedan
generar desequilibrios ecológicos graves, daños a la sa-
lud pública, a los ecosistemas, al acceso, disposición y
saneamiento de agua para consumo personal y do-
méstico, a la infiltración hídrica, o se afecten especies
sujetas a alguna categoría de riesgo, corredores bio-
lógicos, terrenos forestales o preferentemente foresta-
les de conformidad con lo que señale el Reglamento de
la presente Ley, la Secretaría, en coordinación con las
autoridades locales, deberá organizar una reunión públi-
ca de información. En este caso, la Secretaría emitirá
la convocatoria en la que expresará la fecha y lugar
en que la reunión deberá verificarse dentro de un pla-
zo máximo de diez días hábiles a partir de que la Se-
cretaría ponga a disposición del público la manifesta-
ción de impacto ambiental en los términos de la
fracción I. Dicha reunión pública de información se-
rá dentro de un plazo máximo de diez días hábiles a
partir de la convocatoria emitida para realizarla.

VI. La reunión pública de información será organiza-
da por la Secretaría en coordinación con las autorida-
des locales y los gastos serán a cargo del promovente.
Toda reunión deberá celebrarse en la entidad federati-
va donde se pretenda llevar a cabo el proyecto.

VII. La Secretaría agregará y considerará las observa-
ciones realizadas por los interesados al expediente res-
pectivo, fundando y motivando técnica y jurídica-
mente, la aceptación o en su caso rechazo, y
consignará, en la resolución que emita, el proceso de
consulta pública realizada y los resultados de las obser-
vaciones que se hayan formulado.

Artículo 35. Durante el proceso de la evaluación del
impacto ambiental de las obras y actividades a que se
refiere el artículo 28 la Secretaría, sujetándose a lo es-
tablecido en la presente Ley, su Reglamento, los pro-
gramas de desarrollo urbano y de ordenamiento ecoló-
gico del territorio, las declaratorias de áreas naturales
protegidas y las demás disposiciones jurídicas que re-
sulten aplicables, deberá valorar sus posibles efectos en
el ambiente o los ecosistemas de que se trate, conside-
rando el conjunto de elementos que los conforman y los
posibles impactos ambientales previstos, y no única-
mente los recursos que, en su caso, serían sujetos de
aprovechamiento o afectación.

Una vez evaluada la manifestación de impacto ambiental,
tomando en cuenta el principio de prevención y el prin-
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cipio precautorio, la Secretaría emitirá, fundada y motiva-
da, técnica y jurídicamente la resolución correspondiente
en la que podrá:

I. Autorizar la realización de la obra o actividad de que
se trate, en los términos solicitados; 

II. Autorizar de manera condicionada la obra o activi-
dad de que se trate, solicitando la modificación del pro-
yecto o el establecimiento de medidas de prevención y
mitigación adicionales a las propuestas, a fin de que se
eviten, atenúen o compensen los impactos ambientales
adversos susceptibles de ser producidos en la construc-
ción, operación, clausura, posclausura y en caso de ac-
cidente. Cuando se trate de autorizaciones condiciona-
das, la Secretaría señalará los requerimientos que deban
observarse en la realización de la obra o actividad pre-
vista; y se deberá contar con todos los estudios justi-
ficativos requeridos al promovente, que garanticen
la viabilidad del proyecto antes de otorgar la autori-
zación; o

III. Negar la autorización solicitada, cuando: 

a) Se contravenga lo establecido en esta Ley, sus re-
glamentos, las normas oficiales mexicanas y demás
disposiciones jurídicas aplicables; 

b) La obra o actividad de que se trate pueda propiciar
que una o más especies se incorporen a alguna cate-
goría de riesgo o afecte de manera adversa a una es-
pecie ya considerada dentro de estas categorías;

c) Exista falsedad en la información proporcionada
por los promoventes respecto de los impactos am-
bientales de la obra o actividad de que se trate; 

d) Existan estudios científicos que demuestren
que la obra o actividad de que se trate pueda
provocar graves impactos ambientales adversos;

e) La obra o actividad de que se trate tenga por
objeto la producción agropecuaria mediante el
uso de organismos genéticamente modificados de
los cuales nuestro país sea centro de origen;

f) La obra o actividad de que se trate en un área
natural protegida no sea acorde con su Programa
de Manejo, y los objetivos y contenidos de su 
declaratoria;

g) La obra o actividad de que se trate represente
un daño grave o irreversible al ambiente, de
acuerdo con lo establecido en el principio de pre-
vención, el principio precautorio, y demás dispo-
siciones jurídicas aplicables, y

h) La Comisión Nacional de Áreas Naturales Pro-
tegidas, la Comisión Nacional para el Conoci-
miento y Uso de la Biodiversidad, el Instituto Na-
cional de Ecología y Cambio Climático, el
Instituto Mexicano de Tecnología del Agua, la
Comisión Nacional Forestal, la Comisión Nacio-
nal del Agua, u otra dependencia del Ejecutivo
Federal, emita su opinión en contra de la ejecu-
ción de dicha obra o actividad. 

i) Se presenten diversas manifestaciones de im-
pacto ambiental pertenecientes a un mismo pro-
yecto fragmentado.

Corresponde a la Secretaría el seguimiento y vigilancia
del cumplimiento de la evaluación del impacto ambien-
tal y en caso de autorizarla de sus condicionantes. Sin
perjuicio de ello, la Secretaría podrá recabar informa-
ción de aquél al respecto, así como efectuar las compro-
baciones necesarias para verificar el cumplimiento de
lo condicionado.

La manifestación de impacto ambiental del proyecto o
actividad caducará si una vez autorizado o aprobado el
proyecto no se hubiera comenzado su ejecución en el
plazo fijado. En tales casos, el promovente deberá ini-
ciar nuevamente el trámite de evaluación de impacto
ambiental del proyecto, no pudiendo presentarse en
más de dos ocasiones seguidas.

La Secretaría exigirá el otorgamiento de seguros o ga-
rantías respecto del cumplimiento de las condiciones esta-
blecidas en la autorización.

La resolución de la Secretaría deberá considerar de ma-
nera integral los aspectos ambientales y de las salva-
guardas que se señalan en el primer párrafo del artícu-
lo 28 y del artículo 28 Bis respectivamente, de las obras
y actividades de que se trate. 

La resolución de la Secretaría deberá ser puesta a dispo-
sición del público en general a través de la página elec-
trónica de la Secretaría, la cual deberá ser de fácil acceso,
a fin de que pueda ser consultada por cualquier persona.
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Artículo 35 Bis. La Secretaría dentro del plazo de noven-
ta días hábiles contados a partir de la recepción de la ma-
nifestación de impacto ambiental deberá emitir la resolu-
ción correspondiente.

La Secretaría podrá solicitar aclaraciones, rectificaciones o
ampliaciones al contenido de la manifestación de impacto
ambiental que le sea presentada, suspendiéndose el térmi-
no que restare para concluir el procedimiento. En ningún
caso la suspensión podrá exceder el plazo de noventa días
hábiles, contados a partir de que ésta sea declarada por la
Secretaría, y siempre y cuando le sea entregada la infor-
mación requerida.

Excepcionalmente, cuando por la complejidad y las di-
mensiones de una obra o actividad la Secretaría requiera de
un plazo mayor para su evaluación, éste se podrá ampliar
hasta por noventa días hábiles adicionales, siempre que se
justifique conforme a lo dispuesto en el reglamento de la
presente Ley. Si transcurrido este tiempo la autorización
no ha sido otorgada, se entenderá negada, debiendo
darse por concluido el trámite y el promovente tendrá
que comenzar los trámites de nuevo. 

Artículo 35 Bis 1. Las personas que presten servicios de im-
pacto ambiental, deberán registrarse en un padrón públi-
co elaborado por la Secretaria y serán responsables solida-
rios del promovente ante la Secretaría de los informes
preventivos, manifestaciones de impacto ambiental y estu-
dios de riesgo que elaboren, quienes declararán bajo protesta
de decir verdad que en ellos se incorporan las mejores técni-
cas y metodologías existentes, así como la información y me-
didas de prevención y mitigación más efectivas.

Asimismo, los informes preventivos, las manifestaciones
de impacto ambiental y los estudios de riesgo podrán ser
presentados por los interesados, instituciones de investiga-
ción, colegios o asociaciones profesionales, en este caso la
responsabilidad respecto del contenido del documento co-
rresponderá a quien lo suscriba.

Artículo 35 Bis 3. Cuando las obras o actividades señaladas
en el artículo 28 de esta Ley requieran, además de la autori-
zación en materia de impacto ambiental, contar con autoriza-
ción de inicio de obra; antes de otorgar esta última se de-
berá verificar que el responsable cuente con la autorización
de impacto ambiental expedida en términos de lo dispuesto
en este ordenamiento. 

…

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el
siguiente día al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo Segundo. Con la entrada en vigor del presente
Decreto, el Poder Ejecutivo Federal deberá revisar y modi-
ficar el reglamento de la Ley de General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente en Materia de Eva-
luación del Impacto Ambiental, en relación con los artícu-
los que reglamenten las disposiciones legales modificadas,
en un término que no exceda los 180 días naturales una vez
que entre en vigor la presente iniciativa.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 noviembre de
2018.— Diputada María Guadalupe Almaguer Pardo (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente, Sustentabi-
lidad, Cambio Climático y Recursos Naturales, para
dictamen.

LEY DE LA AGENCIA NACIONAL
DE SEGURIDAD INDUSTRIAL Y DE 

PROTECCIÓN AL MEDIO AMBIENTE DEL
SECTOR HIDROCARBUROS

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley de la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y
de Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarbu-
ros, a cargo de la diputada María Guadalupe Almaguer Par-
do, del Grupo Parlamentario del PRD

Planteamiento del Problema 

La Agencia Nacional de Seguridad Industrial y de Protec-
ción al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos (Lansi-
pa) representa un severo retroceso en materia de política
ambiental, porque invade competencias de otras dependen-
cias federales y genera conflicto de interés con los temas
que pretende abordar.

También se le otorgan atribuciones de carácter local y mu-
nicipal vinculadas con el uso del suelo, y los ordenamien-
tos de carácter territorial y ecológico así mismo carece de
una coordinación mínima con el marco jurídico vigente en
materia de cambio climático, promoción y desarrollo de los
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bioenergéticas y vida silvestre, el cuidado ecológico no es
su principal objetivo.

La agencia, no debe otorgar permisos de cambios de uso de
suelo en manglares, selvas, esteros o humedales.

Esta Ley no permite establecer criterios de regulación a las
empresas que afecten el medio ambiente porque se está do-
tando un organismo que lo que cumple es cubrir pagos po-
líticos a cúpulas del sector energético.

1. Los actos y lineamientos que expide la Agencia deben
atender los principios generales de protección, preven-
ción y precaución con relación al medio ambiente, así
como la normatividad ambiental vigente y los tratados
internacionales de los que México sea parte.

2. No contiene mecanismos efectivos y claros de infor-
mación, participación y seguimiento en materia ambien-
tal para la expedición de permisos, autorización y licen-
cias en materia de proyectos de hidrocarburos.

3. No contiene un mecanismo eficiente para rendición
de cuentas y transparencia, así como procedimientos
claros de consulta.

4. La Agencia debe tener facultades para actuar de ma-
nera eficaz y eficiente para prevenir los riesgos de sufrir
accidentes ambientales, como derrames petroleros, por
medio de la determinación de medidas técnicas y otros
instrumentos similares. Su eje rector debe ser la preven-
ción de accidentes y minimización de riesgos.

Exposición de Motivos 

En esta iniciativa proponemos reformar aspectos básicos
que permitan limitar la extracción de hidrocarburos con el
método de fractura hidráulica, por lo que exponemos los
graves riesgos que provoca este método extractivo de hi-
drocarburos:

La fractura hidráulica o fracking (en inglés), consiste en
hacer una perforación vertical desde 3 km hasta 5 km de
profundidad, hasta llegar a donde se encuentran unas rocas
porosas que pueden ser de esquisto, lutitas o pizarra, den-
tro de estas porosidades se encuentra gas natural.

Cuando se alcanza la capa de las rocas, se continúa la per-
foración en el plano horizontal, a través de la misma. Esta
perforación horizontal suele ocupar un kilómetro y medio

de longitud o puede llegar hasta los 3 km. Dentro de la ca-
pa de pizarra se utilizan explosivos para provocar pequeñas
fracturas y se inyectan, por etapas, de 9 a 29 millones de li-
tros de agua a muy alta presión, mezclados con arena y un
coctel de más de 750 aditivos químicos apuntalantes, entre
los cuales se encuentran bencenos, xilenos, cianuros, en
cantidades de entre 55,000 y 225,000 litros por pozo, los
cuales son elementos cancerígenos y mutagénicos. Muchas
de estas sustancias químicas ni siquiera están catalogadas,
y las empresas se reservan la información completa de los
componentes del coctel, amparándose en el secreto de de-
recho de patente, por lo que no se sabe con exactitud las di-
mensiones de los riesgos.

El agua a presión fractura la roca liberando el gas que
luego, junto con el agua, el arena y los aditivos retorna a
la superficie (retorna ente 15 y un 80 por ciento de flui-
do inyectado).

El pozo se va fracturando entre 8 y 12 etapas, con lo cual
el conducto sufre unos cambios de presión muy grandes
con el consiguiente peligro de quiebra del revestimiento de
cemento. La fractura no tiene forma de controlarse, rom-
piendo capas del subsuelo que provocan diversas afecta-
ciones, generando sismos y fugas de los fluidos utilizados
en el proceso, que escapan a través de fisuras o por fallas
naturales existentes en el suelo, así como fallos en la ce-
mentación del revestimiento y los tanques. Estas Fugas
provocan la contaminación de la red de abastecimiento de
agua potable, así como ríos, aguas subterráneas y atmósfe-
ra cuando llegan a evaporarse. Asimismo, el gas liberado
también contamina la atmósfera y las reservas de agua. 

El fluido también trae a la superficie otras sustancias que
pueden contener las capas del subsuelo. Es muy común que
estas rocas contengan metales pesados como el mercurio o
plomo, así como radón, radio o uranio, elementos radiacti-
vos que llegan a la superficie cuando previamente no esta-
ban allí. Este fluido de retorno se almacena en piletas
abiertas, con diversas consecuencias, evaporación, esparci-
miento por vientos, desbordamiento, que se traduce en con-
taminación.

Impactos socioambientales del fracking

Es particularmente preocupante que los defensores de la
explotación de gas de esquisto por medio de técnicas de
fractura hidráulica presenten esta actividad como una alter-
nativa frente al cambio climático. Efectivamente la com-
bustión de metano es más limpia que la combustión de
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otros hidrocarburos como son el petróleo o el carbón. Sin
embargo, la explotación de yacimientos de metano, parti-
cularmente la explotación realizada por métodos de fractu-
ra hidráulica, expone a la atmósfera a emisiones de este gas
que no son captadas por quienes realizan la explotación. En
Estados Unidos, treinta por ciento de las emisiones de me-
tano provienen de ineficiencias propias de los métodos de
extracción. Una cantidad determinada de metano en la at-
mósfera tiene un efecto veinte veces mayor sobre el calen-
tamiento global a lo largo de un periodo de 100 años que
una cantidad equivalente, en peso, de dióxido de carbono
(Environmental Protection Agency, 2013).

Los proyectos de extracción por fractura hidráulica tienen
serias consecuencias para la disponibilidad de agua en zo-
nas adyacentes a los sitios de extracción. En resumen, se
pueden identificar tres principales impactos en el agua:

- Disminución de disponibilidad del agua para los seres
humanos y ecosistemas: 

Se requieren de 9 a 29 millones de litros para la fractu-
ra de un solo pozo (Lucena, 2013). Cuando hay un de-
sarrollo generalizado de estos proyectos en una región
determinada, se compite por el agua para otros usos po-
niendo en peligro la realización del derecho humano al
agua, es decir al agua para consumo humano y domésti-
co, así como el agua destinada para la producción agrí-
cola y el sostenimiento de ecosistemas.

- Contaminación de las fuentes de agua:

En Estados Unidos, existen más de mil casos documen-
tados de contaminación del agua cerca de pozos de frac-
tura hidráulica. (Food & Water Watch, 2012). Esta con-
taminación genera efectos negativos sobre la calidad del
agua a corto y largo plazo de una región.

- Contribuye al calentamiento global:

La explotación del gas esquisto contribuye a la acelera-
ción del cambio climático debido a las emisiones de gas
metano que se producen por ineficiencias en la extrac-
ción, procesamiento, almacenamiento, traslado y distri-
bución. El metano es un gas que presenta un efecto in-
vernadero veinte veces más potente que el dióxido de
carbono (CO2). Conforme aumente la temperatura del
planeta, se presentarán con mayor frecuencia e intensi-
dad sequías e inundaciones a nivel global, lo cual tendrá

implicaciones para el acceso y la disponibilidad del agua
de calidad (IPCC, 2008).

- Provoca Sismos 

De acuerdo con el Servicio Sismológico Nacional
(SSN) “un sismo es un rompimiento repentino de las
rocas en el interior de la Tierra. Esta liberación repen-
tina de energía se propaga en forma de ondas que pro-
vocan el movimiento del terreno”, sin embargo, “exis-
ten también sismos menos frecuentes causados por la
actividad volcánica en el interior de la tierra, y tem-
blores artificiales ocasionados por la detonación de ex-
plosivos. El sitio donde se inicia la ruptura se llama fo-
co y su proyección en la superficie de la tierra,
epicentro”, detalla el SSN.

A partir de las experiencias internacionales se ha detectado
una la relación entre la técnica de fractura hidráulica y los
sismos.

Elementos tóxicos añadidos al agua para facilitar el
proceso de fractura

En total, se han identificado más de 2,500 productos y, al
menos, 750 tipos diferentes de químicos en el fluido de
perforación (US House of Representatives, 2011). Estu-
dios como el de Colborn et al, realizados con base en in-
formes sobre vertidos y accidentes en la explotación, co-
rroboran el uso de más de 750 diferentes tipos de
químicos (Colborn et al, 2011) (El anexo I se adhiere un
listado de algunas de las sustancias incorporadas al fluido
de perforación por las empresas involucradas en la ex-
tracción del gas de esquisto). El informe Impacto Am-
biental del Sistema de Fracturación Hidráulica para la ex-
tracción de gas no convencional, señala que más del 25
por ciento de las sustancias pueden causar cáncer y muta-
ciones, el 37 por ciento pueden afectar al sistema endó-
crino, más del 50 por ciento causan daños en el sistema
nervioso y casi el 40 por ciento provocan alergias (sensi-
bilizantes) (Comisión Sindical de Comisiones Obreras,
2012).
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Lista de los químicos usados en la extracción de gas de
esquisto1 (Michigan Environmental Council, 2013).

Es importante tomar en consideración que, además de los
químicos citados arriba, el líquido de perforación se com-
bina en el proceso de fractura con sustancias disueltas en el
sedimento de pizarra como son metales pesados, metaloi-
des y metano dando pie a reacciones químicas imprevistas
de naturaleza nociva para la salud humana y de otros orga-
nismos (Lucena, 2013). Por último, esta mezcla se encuen-
tra en riesgo de entrar en contacto con elementos radioac-
tivos presentes en la profundidad de las rocas, como es el
caso del radón (Food and Water Watch, 2012).

Lo anterior supone retos con respecto al manejo de lodos
que brotan del pozo, los cuales deben ser tratados como re-
siduos peligrosos y/o tóxicos. Sin embargo, la experiencia
internacional demuestra que, a falta de regulación, estos lo-
dos suelen ser tratados en plantas de tratamiento inadecua-
das o vertidos en arroyos, ríos o depósitos de agua. Asi-
mismo, existe un gran riesgo de que los lodos puedan
llegar a contaminar mantos freáticos. Todo ello, conse-
cuentemente, supone riesgos para el ambiente y la salud de
las personas que viven en las regiones donde se explotan
los hidrocarburos de lutitas.

Por otra parte, es importante considerar la totalidad de los
riesgos presentes a lo largo de toda la cadena de activida-
des que implica la explotación de este bien. Los insumos
tóxicos de este proceso son susceptibles de accidentes en
su traslado hacia el pozo y su manejo previo en preparación
a la fractura del pozo. Este problema ha generado conflic-
tos en Estados Unidos (Urbina, 2011) y en otros países co-
mo España, Suecia, Inglaterra y Francia. En el último caso,
se encuentra prohibida la extracción de gas de esquisto des-
de junio de 2011 

Afectaciones a la salud provocadas por proyectos de ex-
tracción de hidrocarburos por técnicas de fractura hi-
dráulicas

a. Enfermedades generadas a partir del contacto con ai-
re contaminado

Según estudios científicos realizados en Estados Unidos, se
estima que la población que habita a menos de 800 metros
de un pozo donde extraen hidrocarburos por fractura hi-
dráulica, la probabilidad de padecer cáncer asociado a los
contaminantes en el aire emitidos como consecuencia de
esta técnica es del 66 por ciento (McKenzie, et al, 2012).
Así mismo, el Instituto Nacional para la salud y seguridad
ocupacional (NIOSH, por sus siglas en inglés) determinó
que se encontró sílice cristalina en el aire, consecuencia del
proceso de fractura hidráulica. La sílice afecta directamen-
te a los trabajadores del pozo al provocarles silicosis, una
enfermedad agresiva e irreversible. Entre 2010 y 2011, a
través de un estudio de campo, NIOSH hizo pruebas en la
zona de pozos de fractura hidráulica analizando el aire y
concluyendo que el 68 por ciento excedía el límite de ex-
posición de sílice cristalina (Coussens, et al, 2013).

b. Enfermedades generadas a partir del contacto con
agua contaminada

Tras monitorear el proceso de extracción de hidrocarburos
de lutitas en relación con la contaminación de agua, el Ins-
tituto de Cambio y Alteración Endocrina (The Endocrine
Disruption Exchange Institute, TEDX por sus siglas en in-
glés) realizaron un análisis de los químicos que son inyec-
tados en los pozos. Pudieron identificar 944 productos en-
tre los cuales 632 son químicos que son utilizados en la
operación para la extracción del gas. De estos 632 quími-
cos, 353 son altamente riesgosos para la salud. Más del 75
por ciento afecta directamente la piel, ojos, sistema respi-
ratorio y gastrointestinal. Aproximadamente entre el 40 y
el 50 por ciento puede afectar el sistema nervioso, inmu-
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nológico, cardiovascular y los riñones. El 37 por ciento
afecta el sistema endocrino y el 25 por ciento provoca cán-
cer y mutaciones.

Parte del estudio titulado “Operaciones de gas natural des-
de una perspectiva de salud pública” del TEDX (Colborn,
et al, 2011) en Estados Unidos, señaló distintas maneras en
que estos químicos pueden afectar la salud humana: 

c. Pruebas de contaminación de metano en el agua sub-
terránea

En un estudio liderado por Stephen Osborn (Osborn, et al,
2011) de la Escuela de Medio Ambiente de la Universidad
de Duke, se encontraron altos niveles de fugas de metano
en el agua de los pozos de agua cercanos a los sitios de ex-
tracción de hidrocarburos por técnicas de fractura hidráuli-
ca. Los científicos analizaron 68 pozos privados a lo largo
de 5 condados del noreste de Pensilvania y Nueva York.
Encontraron cantidades medibles de metano en 85 por
ciento de las muestras, los niveles fueron 17 veces más al-
tos que el promedio de los pozos situados dentro del perí-
metro de un kilómetro de los sitios activos de fractura 
hidráulica.

Los pozos de agua más alejados de los sitios de fractura hi-
dráulica eran los que contenían menores niveles de meta-
no, pero además tenían una huella isotópica diferente. La
composición isotópica permite distinguir entre el metano
de poca profundidad o el de alcantarilla –aquel que asocia-
do a la fractura hidráulica—. 

d. Radiación en aguas producidas en procesos de extrac-
ción de hidrocarburos a partir de fractura hidráulica

La mezcla utilizada en pozos de fractura hidráulica es reu-
tilizada en el mismo pozo en múltiples ocasiones. En el
subsuelo entra en contacto con el agua milenaria que se en-
cuentra en la roca, así como otras substancias de este es-
trato geológico altamente corrosivas o radioactivas se mez-

clan y empieza a cambiar la conformación de la mezcla in-
yectada pudiendo llegar a concentraciones de radiación
1000 veces mayores (5000pCi/L) a las permitidas en las
normas de agua segura de los EEUU (5pCi/L)2 como su-
cede en el caso del radio. 

Cuando estas aguas contienen altas concentraciones de
bromuro y son tratadas en las plantas de tratamiento comu-
nes construidas para las aguas residuales domésticas, al en-
trar en contacto con el cloro de las últimas etapas del trata-
miento, éste reacciona creando trihalometanos, un químico
que causa cáncer y aumenta el riesgo de que seres huma-
nos en contacto con este líquido presenten problemas re-
productivos y de desarrollo.

Riesgos por sismisidad 

De acuerdo con el Servicio Sismológico Nacional (SSN)
“un sismo es un rompimiento repentino de las rocas en el
interior de la Tierra. Esta liberación repentina de energía se
propaga en forma de ondas que provocan el movimiento
del terreno”, Sin embargo, “existen también sismos menos
frecuentes causados por la actividad volcánica en el inte-
rior de la tierra, y temblores artificiales ocasionados por la
detonación de explosivos. El sitio donde se inicia la ruptu-
ra se llama foco y su proyección en la superficie de la tie-
rra, epicentro”, detalla el SSN.

De acuerdo con el SSN un sismo no artificial se produce
porque “la capa más superficial de la Tierra, denominada
Litósfera, es una capa rígida compuesta por material que
puede fracturarse al ejercer una fuerza sobre él y forma un
rompecabezas llamado placas tectónicas. Estas placas via-
jan como “bloques de corcho en agua” sobre la astenósfe-
ra, la cual es una capa visco-elástica donde el material flu-
ye al ejercer una fuerza sobre él”.

En marzo de 2016 se registraron tres sismos al noreste de
Montemorelos, Nuevo León, cuya intensidad fue en pro-
medio de 3.7 grados en escala de Richter. Los cuales son
atípicos de la zona.

Posteriormente, otro temblor ocurrió a las 04:36 horas a 78
kilómetros al suroeste de Ciudad Gustavo Díaz Ordaz, en
Tamaulipas, éste registró una intensidad de 3.5 grados.

Una semana después, Nuevo León volvió a ser sorprendi-
do por los movimientos de la Tierra. La noche del 6 de
marzo los temblores ocurrieron en la región citrícola de ese
estado: el primero fue a 8 kilómetros al norte de Allende,
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registró una intensidad de 3.5 grados en la escala Richter y
presentó una profundidad de 20 kilómetros.

Después, otro temblor ocurrió a las 19:34 horas a 67 kiló-
metros al suroeste de Linares, tuvo una intensidad de 3.6
grados en la escala de Richter y una profundidad de 20 ki-
lómetros.

El tercero fue durante la madrugada, a las 3:30 horas a 17
kilómetros al sureste de Cadereyta Jiménez, Nuevo León,
y registró una magnitud de 3.5 grados.

Un integrante de la Alianza Mexicana contra el Fracking
explicó que el origen del problema de los temblores re-
gistrados en Estados Unidos es porque “no se ha encon-
trado una solución para el manejo de las aguas residua-
les de los procesos de fractura hidráulica. Esta técnica
implica la construcción de presas de residuos contiguos
a los pozos de extracción. Debido a que no es posible
tratar los elevados volúmenes de agua residual, conta-
minada con hidrocarburos, sustancias químicas añadidas
al fluido por las empresas extractivas, sustancias ácidas
y metales pesados provenientes del subsuelo, común-
mente se hace uso de pozos de inyección (coloquial-
mente llamados pozos letrina por Pemex) para desechar
estos fluidos contaminados. La reinyección al subsuelo
de grandes volúmenes de agua contaminada tiende a
desestabilizar fallas geológicas debido al peso de estos
fluidos y la lubricación de las propias fallas. 

William Ellsworth, académico del Servicio Geológico de
Estados Unidos (United States Geological Service
–USGS), entre otros académicos estadounidenses, han rea-
lizado una investigación extensiva en la región del medio
oeste (estados de Ohio, Arkansas, Texas, Oklahoma y Co-
lorado), una región cuyos registros históricos demuestra
haber sido sísmicamente estable antes de la introducción de
pozos de inyección de residuos de la industria de los hi-
drocarburos. Su investigación demuestra que existe una al-
ta correlación temporal entre la entrada en operación de los
pozos de inyección y el aumento en la actividad sísmica de
estados de la unión americana localizados en la región del
medio oeste. Asimismo, existe también una alta correla-
ción entra la localización de los epicentros de estos sismos
y la localización de los pozos de inyección en operación.
Ellsworth concluye que existe una alta probabilidad de que
los pozos de inyección sean causa de actividad sísmica re-
ciente en la región del medio oeste.3

Los sismos registrados en este mes en Nuevo León, co-
menzaron el domingo 2 de marzo. A las 11:30 horas el
SMN reportó un temblor, el cual se registró a 42 kilóme-
tros al este de Cadereyta, con una intensidad de 4.3 grados.

Imagen: cortesía del Biólogo Antonio Hernández

Ante dichos fenómenos “atípicos” el gobierno del estado
recomendó desde la semana pasada a los habitantes de la
zona citrícola y en la capital de Monterrey, realizar accio-
nes de prevención antes, durante y después de un sismo.

Nuevo León comenzó a tener actividad sísmica desde el
5 de enero de 2016, aquellos movimientos alcanzaron in-
tensidades de 3.4 y 3.7 grados en escala Richter. El epi-
centro de los sismos se encuentra en regiones próximas a
los campos de explotación de hidrocarburos Nerita, Ba-
tial y Kernel. 

Imagen: cortesía del Biólogo Antonio Hernández

Es necesario que Petróleos Mexicanos, la Secretaría de
Energía. la Comisión Nacional de Hidrocarburos propor-
cionen información precisa y pormenorizada sobre el tipo
de actividades de exploración, explotación y disposición de
residuos que se están llevando a cabo en estos campos, así
como en el resto de la República Mexicana. Corresponde
también a estas dependencias, a la empresa productiva del
Estado y a la y la Agencia Nacional de Seguridad Industrial
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y Protección al Medio Ambiente en el Sector Hidrocarbu-
ros determinar, con base en la evidencia científica existen-
te,4 cuáles son los riesgos a los que la población se en-
cuentra expuesta debido a la realización de estas
actividades.

Violaciones a derechos económicos, sociales, culturales
y ambientales

El impacto ambiental y social de los proyectos que hacen
uso de técnicas de fractura hidráulica se traduce en múlti-
ples violaciones a los derechos humanos. Tal como lo de-
muestra la práctica en México de promoción de todo tipo
de proyectos de desarrollo, en los proyectos de fractura hi-
dráulica no existen razones suficientes para suponer que
desde la etapa de exploración se informará oportuna, veraz
o adecuadamente a la población. Tampoco hay razones pa-
ra sostener que se cumplirá con este derecho en la fase de
explotación de los hidrocarburos por medio de esta técni-
ca. Entre los derechos humanos afectados se encuentran
tanto derechos civiles y políticos –como el derecho al ac-
ceso a la información, el derecho a la consulta previa, libre
e informada, y el derecho a la participación- como dere-
chos económicos, sociales, culturales y ambientales (DES-
CA). Estos últimos:

Las violaciones a los DESCA como consecuencia de la ex-
plotación de hidrocarburos por fractura hidráulica tienen
muy graves consecuencias para la vida de las personas y
las comunidades, no sólo para quienes habitan la zona ale-
daña o cercana a la de la explotación, sino que sus efectos
son masivos, impactando el acceso y disfrute de los dere-
chos de otras poblaciones e incluso de las generaciones fu-
turas. Esto es así porque la técnica de la fractura hidráulica
impacta en la disponibilidad, accesibilidad y calidad del
agua, factores indispensables para la realización del dere-
cho humano al agua y al saneamiento; porque contamina el
aire, el suelo y el subsuelo, fuentes de agua y tierras de cul-
tivo y pastura, lo que incidirá invariablemente en el disfru-
te al más alto nivel posible de salud, en el derecho a una
alimentación adecuada sin sustancias nocivas y de manera
sostenible, en el derecho al medio ambiente sano, en el de-
recho a una vivienda adecuada en la que la habitabilidad
implica seguridad física frente a riesgos estructurales, am-
bientales y otros como condición para la realización plena
de este derecho. Asimismo, la interdependencia de dere-
chos implica consecuencias de las violaciones en materia
de derecho a la educación, derechos culturales, derechos
laborales. En conclusión, las violaciones a los DESCA por
causa de la explotación de hidrocarburos por medio de téc-

nicas de fractura hidráulica son devastadoras. El Estado
mexicano no puede permitir ni fomentar este tipo de acti-
vidad sin incurrir en violaciones a los derechos humanos
consagrados en la Constitución y en diversos tratados in-
ternacionales de derechos humanos que, en función del ar-
tículo 1°y 4° constitucional.

Dice: Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas
las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos
en esta Constitución y en los tratados internacionales de los
que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantí-
as para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse
ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones
que esta Constitución establece.

Párrafo reformado DOF 10-06-2011

Las normas relativas a los derechos humanos se in-
terpretarán de conformidad con esta Constitución y
con los tratados internacionales de la materia favo-
reciendo en todo tiempo a las personas la protección
más amplia.

Párrafo adicionado DOF 10-06-2011

Todas las autoridades, en el ámbito de sus compe-
tencias, tienen la obligación de promover, respetar,
proteger y garantizar los derechos humanos de con-
formidad con los principios de universalidad, inter-
dependencia, indivisibilidad y progresividad. En
consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar,
sancionar y reparar las violaciones a los derechos hu-
manos, en los términos que establezca la ley.

Párrafo adicionado DOF 10-06-2011

Artículo 4o. El varón y la mujer son iguales ante la ley. Es-
ta protegerá la organización y el desarrollo de la familia.

Toda persona tiene derecho a decidir de manera libre, res-
ponsable e informada sobre el número y el espaciamiento
de sus hijos.

Toda persona tiene derecho a la alimentación nutritiva,
suficiente y de calidad. El Estado lo garantizará.

Párrafo adicionado DOF 13-10-2011

Toda persona tiene derecho a la protección de la sa-
lud. La Ley definirá las bases y modalidades para el
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acceso a los servicios de salud y establecerá la con-
currencia de la Federación y las entidades federati-
vas en materia de salubridad general, conforme a lo
que dispone la fracción XVI del artículo 73 de esta
Constitución.

Párrafo adicionado DOF 03-02-1983

Toda persona tiene derecho a un medio ambiente sa-
no para su desarrollo y bienestar. El Estado garanti-
zará el respeto a este derecho. El daño y deterioro
ambiental generará responsabilidad para quien lo
provoque en términos de lo dispuesto por la ley.

Párrafo adicionado DOF 28-06-1999. Reformado DOF
08-02-2012

Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y
saneamiento de agua para consumo personal y do-
méstico en forma suficiente, salubre, aceptable y ase-
quible. El Estado garantizará este derecho y la ley
definirá las bases, apoyos y modalidades para el ac-
ceso y uso equitativo y sustentable de los recursos hí-
dricos, estableciendo la participación de la Federa-
ción, las entidades federativas y los municipios, así
como la participación de la ciudadanía para la con-
secución de dichos fines.

Párrafo adicionado DOF 08-02-2012

Toda familia tiene derecho a disfrutar de vivienda
digna y decorosa. La Ley establecerá los instrumen-
tos y apoyos necesarios a fin de alcanzar tal objetivo.

La aplicación de los derechos citados del Artículo 1 y
4 constitucional deben ser prioritarios a la extrac-
ción de hidrocarburos mediante la fractura hidráuli-
ca que violenta directamente estos derechos.

Inviabilidad económica-Estimación prospectiva de
reservas de gas de esquisto en México

Petróleos Mexicanos (Pemex) inició los trabajos explorato-
rios de gas de esquisto a principios del año 2010. En abril de
2013, la Energy Information Administration (EIA) del go-
bierno estadounidense (Energy Information Administration;
2013) publicó una evaluación a nivel internacional, que esti-
ma que en las cuencas de México existe un recurso técnica-
mente recuperable de 545 billones de pies cúbicos
(mmmmpc) de gas de esquisto. Esta estimación se encuen-

tra por debajo de la realizada por la EIA en 2011, que situa-
ba las reservas de gas de esquisto en 681 mmmmpc (Energy
Information Administration, 2011). Sin embargo, las estima-
ciones de Pemex para las provincias geológicas Burro-Pica-
chos-Sabinas, Burgos, Tampico-Misantla, Veracruz y Chi-
huahua son aún menores. En concreto, Pemex estimó un
recurso técnicamente recuperable que puede variar entre 150
y 459 mmmmpc (Pemex, 2012).

Sin embargo, este informe y los estudios realizados por Pe-
mex (2012), presentan únicamente estimaciones sobre los
recursos de gas de lutitas en México, por lo cual aún son ne-
cesarias más valoraciones e investigación para poder con-
firmar la existencia de reservas explotables y económica-
mente viables.5 En palabras de la Comisión Nacional de
Hidrocarburos (CNH, 2011), “se requiere de mayores estu-
dios exploratorios para poder definir claramente el poten-
cial de gas de lutitas en México, así como las reservas recu-
perables”. En este sentido, las proyecciones de la Agencia
Internacional de Energía (AIE) señalan que las probabilida-
des de que en México los recursos prospectivos sean incor-
porados como reservas económicamente rentables se sitúan
entre el 8 por ciento y el 40 por ciento. Estos valores son in-
feriores a otros países, como Canadá, donde se sitúan entre
el 20 por ciento y el 75 por ciento (Agencia Internacional de
Energía, 2011). 

En esta misma línea, Pemex estima que, sólo para analizar
las posibilidades de explotar el gas de esquisto de manera
comercialmente viable en México, será necesaria una in-
versión de aproximadamente treinta mil millones de pesos
del presupuesto público entre 2010 y 2016. Este monto al-
canza para explorar veinte pozos y realizar la evaluación de
prospectividad de otros 175 (Estrada, 2012). Pemex tam-
bién considera que se requerirá un presupuesto estimado de
600 mil millones para el óptimo desarrollo de una industria
de explotación de gas de esquisto consolidada para los pró-
ximos cincuenta años (Milenio, 2012).

En el mapa podemos ver las zonas identificadas para iniciar
la extracción de gas, lo que comprende Coahuila, Nuevo Le-
ón, Tamaulipas, San Luis Potosí, Querétaro, Veracruz, Hidal-
go, Puebla, Oaxaca, Tabasco y Chiapas. 
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Gas de esquisto como alternativa costosa e inviable

Los resultados de la explotación de gas de esquisto en Es-
tados Unidos plantean serias dudas en torno a la viabilidad
económica de los proyectos de fractura hidráulica, lo que
cuestiona la pertinencia de que México continúe destinan-
do recursos públicos al desarrollo e investigación para la
explotación de este tipo de bienes naturales. Algunos de es-
tos resultados se presentan a continuación:

- La industria gasífera en EE.UU. ha reconocido que en
el ochenta por ciento de los pozos perforados los costos
de producción superan a las ganancias esperadas (Ro-
gers, 2013). De los seis pozos que el gobierno mexica-
no ha perforado desde 2011, tres han resultado no co-
merciales,6 dos no comerciales por no producir
condensados7 y uno, aunque comercial, presenta baja
productividad de gas y condensados, lo que pone en du-
da su rentabilidad8 (Contralínea, 2012).

- La baja rentabilidad de estos proyectos se encuentra
directamente relacionada con sus altas tasas de declina-
ción, las cuales se sitúan entre el 29 por ciento y el 52
por ciento a un año de haber comenzado la extracción.
En el caso de México, los dos pozos que se encuentran
produciendo este tipo de gas han sufrido caídas impor-
tantes en su producción. Así, el pozo Emergente-1 que
comenzó produciendo 3 millones de pies cúbicos (mpc)
en febrero de 2011, un año después sólo alcanzó 1.37
mpc. Por su parte, el pozo Percutor presentó una caída
en su producción del veinte por ciento en sólo seis me-
ses de operación (Contralínea, 2012).

Por otra parte, la eficiencia de recuperación del gas en
los yacimientos de esquisto es mucho menor a la recu-
peración en los yacimientos de gas natural convencio-
nales. Mientras que en el primer caso las tasas de efi-
ciencia de recuperación oscilan entre el 4.7 por ciento al
10 por ciento, en los yacimientos convencionales se si-

túan entre el 75 por ciento y el 80 por ciento (Rogers,
2013). Gran parte del gas no recuperado por medio de
procedimientos de fractura hidráulica es el causante di-
recto de algunas de las afectaciones descritas en páginas
anteriores.

- Otro factor que influye en la rentabilidad de los pro-
yectos es el alto costo que supone su explotación, debi-
do a las complejidades técnicas correspondientes al pro-
ceso de extracción, así como las medidas que es
necesario implementar para reducir los riesgos de afec-
taciones sociales y ambientales a lo largo de todo el pro-
ceso de explotación. Por lo mismo, el costo de perfora-
ción de un pozo en EE.UU. oscila entre 3 y 10 millones
de dólares. En México, el costo es aún superior, situán-
dose entre los 12 y los 15 millones de dólares.

- Los altos costos de producción se conjugan con bajos
precios en el mercado internacional de gas natural –que
a principios de 2012 se situó en 3.40 dólares por mil
pies cúbicos—, fenómeno que reduce la rentabilidad de
estos proyectos. Con base en estas condiciones de mer-
cado, la CNH afirma que no existen condiciones para
que la explotación de gas de esquisto pueda ser econó-
micamente viable en México (Estrada, 2012). Resulta-
dos similares se han presentado en EE.UU., donde los
costos de producción de este gas rondaron entre los cua-
tro y seis dólares/mpc en 2012. Por lo mismo, la inver-
sión en los proyectos de gas de esquisto en este país ha
disminuido (Rogers, 2012).

- De acuerdo con la CNH (Estrada, 2012), la vida me-
dia de los pozos de gas de esquisto es de máximo 20
años. Sin embargo, debido a sus elevadas tasas de de-
clinación, mantener un pozo productivo supone la ne-
cesidad de realizar inversiones constantes de capital.
Según el estudio de Hughes (2013), para hacer frente a
la declinación de los pozos de gas de esquisto en
EE.UU. es necesario aumentar la inversión en tareas de
perforación de un treinta a un cincuenta por ciento
anual, lo que supone invertir anualmente alrededor de
42 mil millones de dólares –lo que equivale a seis mi-
llones de USD por pozo-. Esta inversión superó con
creces a las ganancias por 32 mil millones de dólares
que la producción de gas representó para EE.UU. en
2012.

- Debido a sus estrechos márgenes de beneficio, pro-
yectos que posiblemente podrían llegar a ser rentables
dejan de serlo una vez que se encuentran sujetos a regu-
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laciones estrictas –e imprescindibles— necesarias para
minimizar y reparar los costos sociales y ambientales
asociados a este tipo de extracción. Un ejemplo de lo
anterior es el caso del estado de Nueva York, donde al-
gunas empresas no han renovado sus licencias para la
explotación de gas de esquisto debido a la posibilidad de
que el gobierno fortalezca la regulación en esta materia
o establezca una moratoria para la explotación de hidro-
carburos por fractura hidráulica (Rogers, 2013). (antes
de ser prohibido en el estado de Nueva York en 2014)

- Por último, la tasa de Rendimiento Energético sobre la
Inversión (EROI, por sus siglas en inglés) de los pro-
yectos de gas de esquisto es de 5:1. Esto significa que es
necesario invertir una unidad de energía a lo largo de
todo el proceso de explotación de gas de esquisto para
generar cinco unidades equivalentes (el beneficio po-
tencial del gas extraído). Los proyectos de extracción
convencional de otros hidrocarburos presentan una tasa
EROI por mucho más eficiente, situándose en una razón
de 20:1(Rogers, 2013). La técnica de fractura hidráulica
presenta ineficiencias patentes a lo largo de toda la ca-
dena de explotación del gas: supone el uso de grandes
cantidades de energía para el transporte y manejo de mi-
llones de litros de agua, para generar la presión necesa-
ria para que el agua fracture la roca, además del uso in-
tensivo de camiones para el transporte de insumos,
desechos y del mismo gas, entre otras cuestiones.

Por estas razones citadas en todo el documento, varios paí-
ses han declarado moratorias o prohibiciones, amparándo-
se en el principio precautorio.

Cuadro I: Prohibiciones y moratorias a las técnicas
de explotación de hidrocarburos de lutitas por técni-
cas de fractura hidráulica en el mundo

Francia: La técnica de fractura hidráulica fue prohibida
por el parlamento el 30 de junio de 2011

Bulgaria: La técnica de fractura hidráulica fue prohibi-
da el 18 de enero de 2012

Rumanía: Una moratoria sobre la fractura hidráulica ter-
minó en 2012. No fue prorrogada por el gobierno.

Sudáfrica: El gobierno estableció una moratoria en sep-
tiembre de 2012 para la explotación de hidrocarburos de
lutitas en la región de Karoo.

Alemania: En mayo de 2012, el gobierno alemán deci-
dió detener temporalmente sus planes de implementa-
ción de la fractura hidráulica.

República Checa: A finales de 2012, el gobierno planteó
la posibilidad de establecer una moratoria en la explota-
ción de hidrocarburos de lutitas, pero hasta el momento
no ha habido algún avance.

Argentina: La fractura hidráulica ha sido prohibida en la
comunidad Conco Salto, en la Patagonia. Sin embargo,
la actividad continúa desarrollándose en el país. Argen-
tina se sitúa en el segundo lugar mundial en reservas
técnicamente recuperables de hidrocarburos de lutitas.

España: Las comunidades autónomas de Cantabria y La
Rioja, en 2012 y 2013, respectivamente, prohibieron la
fractura hidráulica en su territorio. Valle de Mena (Bur-
gos) se ha declarado como municipio libre de fractura
hidráulica. Fuerteventura se ha opuesto a la decisión del
gobierno central de explotar hidrocarburos de lutitas en
el mar.

Suiza: El cantón de Friburgo ha prohibido la fractura hi-
dráulica. El gobierno declaró una moratoria nacional.

Italia: Dos proyectos de explotación de hidrocarburos
de lutitas fueron paralizados, uno mediante la protesta
social y un segundo por el propio gobierno.

Irlanda del Norte: En 2011, el parlamento votó a favor
de una moratoria de dos años sobre la fractura hidráuli-
ca. El gobierno aún no ha tomado medidas para imple-
mentarla.

Irlanda: En 2013, el gobierno estableció una moratoria
informal de dos años sobre la explotación de hidrocar-
buros de lutitas.

Inglaterra: Aunque existe oposición a la explotación del
gas de esquisto y el consejo municipal de Keynsham
Town votó en contra de la misma, el gobierno de esta
municipalidad continúa firme en su apuesta por esta ac-
tividad. En 2013 ha hecho públicos sus planes para re-
ducir el cobro de impuestos a este tipo de proyectos.

Australia: Algunos estados y comunidades han estable-
cido moratorias y prohibiciones en torno a la explota-
ción de hidrocarburos de lutitas.
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Nueva Zelanda: La fractura hidráulica se desarrolla en pe-
queña escala. Sin embargo, existen diversas ciudades y
municipios que se han declarado libres de esta práctica.

Canadá: Desde 2011, la provincia de Quebec ha prohi-
bido la explotación de hidrocarburos mediante fractura
hidráulica.

Estados Unidos: Diversos estados y ciudades han prohi-
bido la fractura hidráulica. Tal es el caso del estado de
Vermont en 2012. Ese mismo año, el estado de Nueva
Jersey prohibió el depósito de residuos procedentes de
la extracción de hidrocarburos de lutitas en su territorio.
Otros estados y ciudades han declarado moratorias para
la fractura hidráulica. Tal es el cado del estado de Nue-
va York.

Fuente: Keep Tap Water Safe (2013)

Las experiencias y análisis sobre la explotación del gas de
esquisto en EE.UU. indican que este gas se encuentra lejos
de convertirse en una fuente alternativa de energía sosteni-
ble, económica, ambiental y socialmente viable. Por el con-
trario, se trata de una tecnología insegura sujeta a diversos
obstáculos debido a los altos costos derivados de la com-
plejidad técnica inherente a sus procesos de explotación, así
como de los significativos impactos sociales y ambientales
que genera.

Por todo lo anterior, la extracción de hidrocarburos por el
método de fractura hidráulica no representa una opción
adecuada para el desarrollo regional y nacional. Represen-
ta riesgos graves de contaminación y salud, por lo cual es-
ta LXIV legislatura tiene la histórica responsabilidad de
proteger a México de esta devastación, estar a la vanguar-
dia en medidas ambientales y de derechos humanos, adop-
tando el principio precautorio para prohibir la fractura hi-
dráulica hasta que investigaciones científicas puedan
asegurar otros métodos de extracción de hidrocarburos con
métodos que no pongan en riesgo la seguridad humana y el
equilibrio ecológico.

Las experiencias y análisis sobre la explotación del gas de
esquisto en EE.UU. indican que este gas se encuentra lejos
de convertirse en una fuente alternativa de energía sosteni-
ble, económica, ambiental y socialmente viable. Por el
contrario, se trata de una tecnología insegura sujeta a di-
versos obstáculos debido a los altos costos derivados de la
complejidad técnica inherente a sus procesos de explota-

ción, así como de los significativos impactos sociales y
ambientales que genera.

El principio precautorio tiene su origen en Alemania en el
denominado principio Vorsorge (Vorsorgeprinzip). Este
principio alemán, nace con la idea de que la sociedad en su
conjunto tiene como misión evitar todo daño ambiental a
través de una correcta planificación de todas las activida-
des que se desarrollen en el futuro, suprimiendo aquellas
que fueran potencialmente dañinas. (Tickner, Raffensper-
ger, Myers: 1999)

Posteriormente éste principio, se introduce de manera defi-
nitiva en el derecho alemán, para luego ser aplicado inter-
nacionalmente en tratados y convenios como la Conven-
ción sobre el Derecho del Mar (1982), Primera y Segunda
Conferencia Internacional relativa al Mar del Norte (1984
y 1987), la Convención sobre la protección y utilización de
los cursos de agua transfronterizos y de lagos internaciona-
les Helsinki (1992), la Convención para la protección del
medio marino del Atlántico Nor - Este (París, 1992), la De-
claración de Bergen sobre Desarrollo Sustentable, el Trata-
do de Maastricht sobre la Unión Europea, la Convención
de Barcelona y la Convención sobre Cambio Climático
Global.

El principio precautorio, no parte de la anticipación de un
daño ambiental futuro, ni tampoco adopta acciones que per-
mitan su anulación, tiene como antecedente mediático a la in-
certidumbre de las consecuencias que se puedan producir en
el medio ambiente por la acción humana. Al no existir la su-
ficiente valoración real y científica de las consecuencias (po-
sitivas o negativas) ingresa a restringir cualquier modifica-
ción o alteración al medio ambiente. Es así que, si bien no
existe una real evidencia de un beneficio o daño al medio am-
biente, rige la denominada presunción relativa de que la du-
da es siempre en beneficio del medio ambiente, por ende
mientras no exista la certeza de un beneficio o del no daño, el
bien jurídico denominado medio ambiente es de mayor valo-
ración que la relatividad científica.

Por el Principio Precautorio, no se requiere la existencia re-
al y tangible de un daño sino la posibilidad de que pueda
existir, es decir, el riesgo se genera si no se adoptan las me-
didas de precaución.

El principio precautorio surge como consecuencia del re-
sultado del rechazo de la actividad humana incesante sin
medir consecuencias y que afectan de manera irreparable el
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medio ambiente o la propia salud del ser humano. El prin-
cipio precautorio marca el comienzo de una era de protec-
ción al medio ambiente, (Vanderzwaag: 1999) en vez de
tratar los problemas ambientales este principio busca anti-
ciparse al daño y así proteger la salud humana y el medio
ambiente.

Esta definición puede ampliarse para incorporar la protec-
ción de la salud humana y no sólo los daños serios o irre-
versibles sino también en la prevención de riesgos desco-
nocidos o no caracterizados en su totalidad. Un ejemplo de
su aplicación fue el retiro del mercado de los juguetes de
PVC blando en la Unión Europea, con base en evidencia de
que el plastificante (el aditivo utilizado para hacerlo blan-
do) normalmente se libera y puede ser ingerido por los me-
nores de edad. En este caso, al ser prácticamente descono-
cida la toxicidad del aditivo, se optó por evitarlo hasta
contar con más información. Otro ejemplo es la legislación
sueca, que recientemente estableció que la persistencia y
capacidad de una sustancia para acumularse en el cuerpo
humano son características suficientes para prohibirlo,
pues constantemente se hacen nuevos hallazgos sobre la to-
xicidad de los compuestos químicos. Este es un ejemplo
más de que en ausencia de certidumbre científica es prefe-
rible errar en la sobreprotección de la salud. (GREENPE-
ACE, 2001)

La Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio
Ambiente y el Desarrollo consagró en su Declaración de
Río de 1992 contiene una serie de principios esenciales al
desarrollo sostenible. Uno de ellos es el denominado “prin-
cipio o enfoque precautorio” que, frente a una eventual
obra o actividad con posibles impactos negativos en el me-
dio ambiente, permite que la decisión política que no da lu-
gar a su realización, se base exclusivamente en indicios del
posible daño sin necesidad de requerir la certeza científica
absoluta. Este principio ha ido consolidándose en los temas
de directa relevancia para la salud humana como el efecto
del uso de productos químicos o de la descarga de conta-
minantes y se constituyó en una herramienta de apoyo a los
países, cuyos medios científicos no les permitían cuestio-
nar de manera fehaciente los supuestos planteados en cuan-
to a la inocuidad de tales sustancias. La evolución del prin-
cipio lo incorpora también a materias vinculadas al manejo
de los recursos naturales como las áreas forestales, pesque-
ras y biotecnológicas pasando a ser un tema de discusión
en distintas instancias referidas al comercio internacional. 

Fundamento legal 

Con fundamento en lo dispuesto por la fracción II del ar-
tículo 71 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; los artículos 6, fracción 1, numeral I., 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión, someto a consideración
de este pleno

Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan di-
versas disposiciones con relación a Ley de la Agencia
Nacional de Seguridad Industrial y de Protección al
Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos

Artículo Único. Se reforman y adiciona el inciso IV el ar-
tículo 1º, diversas definiciones del artículo 3º. y el artículo
22 de la a Ley de la Agencia Nacional de Seguridad In-
dustrial y de Protección al Medio Ambiente del Sector
Hidrocarburos

Artículo 1o. La presente Ley es de orden público e interés
general y de aplicación en todo el territorio nacional y zo-
nas en las que la Nación ejerce soberanía o jurisdicción y
tiene como objeto crear la Agencia Nacional de Seguridad
Industrial y de Protección al Medio Ambiente del Sector
Hidrocarburos, como un órgano administrativo desconcen-
trado de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales, con autonomía técnica y de gestión.

La Agencia tiene por objeto la protección de las personas,
el medio ambiente y las instalaciones del sector hidrocar-
buros a través de la regulación y supervisión de:

I. … III.

IV. La aplicación de medidas de prevención y pre-
caución que puedan provocar daños ambientales y a
la salud humana

Artículo 3o. Además de las definiciones contempladas en
la Ley de Hidrocarburos y en la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente, para los efectos de
esta Ley se entenderá, en singular o plural, por

I. … III.

IV. Daño grave al Medio Ambiente: Es la pérdida de
uno o varios elementos ambientales, que afecta su es-
tructura o función, o que modifica las tendencias
evolutivas o sucesionales del ecosistema y es de tal
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magnitud que genera cambio perjudicial en las ca-
racterísticas físicas, químicas o biológicas del aire,
tierra o agua pudiendo afectar nocivamente la vida
humana o de otros seres vivos

V. Daño irreversible al Medio Ambiente: Es aquel
impacto o conjunto de actividades antropogénicas
que afectan al ecosistema en tal magnitud que éste
no puede ser revertido a su estado original, generan-
do pérdida del ecosistema de forma definitiva, sin
que exista la posibilidad de mitigación o reparación
de la zona afectada.

IX. Principio precautorio: Cuando exista peligro de
daño ambiental grave o irreversible, la falta de cer-
teza científica sobre ciertos procesos de tecnologías
que representen algún riesgo para el Medio Ambien-
te y la salud pública, deberá utilizarse como razón
para prohibir y/o en su caso detener definitivamente
el proyecto hasta obtener medidas eficaces para im-
pedir la degradación del ambiente, siendo prioritaria
la salvaguarda de los derechos humanos como el de-
recho a un medio ambiente sano y el derecho huma-
no al agua .

Capítulo IV
Medidas de Seguridad

Artículo 22. Cuando alguna obra o instalación represente
un Riesgo Crítico en materia de Seguridad Industrial, Se-
guridad Operativa o de protección al medio ambiente, la
Agencia podrá ordenar cualquiera de las siguientes medi-
das de seguridad:

I. … V.

VI. Prohibir o postergar los permisos de exploración
o extracción de hidrocarburos con el método de frac-
tura hidráulica por el principio precautorio 

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Notas

1 Denominaciones aparecen en inglés.

2 NR Warner, CA Christie, RB Jackson, A Vengosh, Impacts of shale
gas wastewater disposal on water quality in western Pennsylvania., En-
vironmental science & technology, vol. 47 no. 20 (October, 2013), pp.
11849-57, ISSN 1520-5851 [doi] 

(last updated on 2014/01/08)

3 Rubenstein, J. L. & Mahani, A. B. (2015). Myths and facts on was-
tewaterinjection, hydraulic fracturing, enhanced oil recovery, and in-
duced seismicity. Seismoogical Research Letters, 86(4), 1060-1067.

Weingarten, M. Ge, S., Godt, J. W., Bekins, B. A., & Rubinstein, J. L.
(2015). High-rate injection is associated with the increase in U. S. mid-
continent seismicity. Science, 348(6241), 1336-1340.

Rosen, J. (2015). Pumped up to rumbe: massive studies of wastewater
injection Wells show fast pumping raises earthquake risk. Science,
368(6241), 1299.

4 Concerned Health Professionals of NY, Physiciasn for Social Res-
ponsability, Compendio de hallazgos de científicos, médicos y medios
de comunicación que demuestran los riesgos y daños del fracking (ex-
tracción no convencional de gas y petróleo), 2015, Heinrich Böll Stif-
tung, disponible en: https://mx.boell.org/es/compendio-fracking, pp.
90-104.

5 En algunas regiones de Estados Unidos las estimaciones ya han mer-
mado casi en un noventa por ciento en comparación con los cálculos
iniciales (CNH, 2011).

6 Emergente 1, Montañés 1 y Nómada 1.

7 Percutor 1 y Arbolero 1.

8 Habano 1.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 noviembre de
2018.— Diputada María Guadalupe Almaguer Pardo (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Energía, para dictamen.
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CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma los artículos 2o., 27, 28 y 115 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a
cargo de la diputada María Guadalupe Almaguer Pardo, del
Grupo Parlamentario del PRD

¿Quién aquí no conoce a José María Morelos y Pavón, el
siervo de la Nación?, autor de los Sentimientos de la Na-
ción e instaurador del Congreso de Anáhuac, ¿Quién no co-
noce al General Vicente Guerrero Saldaña? Consumador
de la Independencia de México para que pudiéramos ser
ciudadanos libres.

La grandeza de estos hombres nos debe llevar a reivindicar
con orgullo todas las aportaciones sociales, culturales e
históricas de los Afromexicanos, mismas que no han sido
reconocidas en los libros de texto.

Por eso pedimos que la Secretaría de Educación Pública
(SEP), corrija el error histórico de ignorar el origen de sus
héroes patrios, la existencia y el legado Afromexicano.

Los afrodescendientes provienen de poblaciones africanas,
que en su mayoría fueron traídos de manera forzada a Mé-
xico durante la conquista y principalmente en la colonia
para sustituir la mano de obra indígena.

A más de 500 años de su llegada a México, los autodeno-
minados negros jarochos, costeños o mascogos, siguen
siendo objeto de discriminación y racismo, miles de afro-
mexicanos viven en la invisibilidad total al no ser sujetos
de derechos plenos por no estar reconocidos en la Consti-
tución Política.

Por eso es importante el reconocimiento constitucional co-
mo una de las tres raíces culturales, sociales e históricas de
nuestro país, junto con la indígena y la española, reconoci-
miento que debe ir acompañado con la asignación de re-
cursos presupuestales para que las diferentes dependencias
de gobierno atiendan sus demandas y de manera especial la
Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indí-
genas (CDI) y, sus demandas se inscriban en el Plan Na-
cional de Desarrollo.

Tampoco existen políticas públicas, programas, proyectos
productivos y acciones afirmativas que fomenten su desa-
rrollo y tal situación ha sumido a los afromexicanos en la
pobreza y marginación, quienes carecen de los servicios

elementales como los de salud, educación, agua, drenaje,
luz e infraestructura en general, pero sobre todo son ex-
cluidos del desarrollo económico. 

Ante esta problemática es necesario que los tres niveles de
gobierno realicen campañas informativas de sensibiliza-
ción Y visibilización de la existencia, historia, tradiciones
y cultura de los Afromexicanos, para que se asuman como
tales, se facilite su autoadscripción y que el resto de la po-
blación los reconozca y respete.

Por todo esto es urgente que el Estado mexicano combata
el racismo y la discriminación adoptando por ejemplo, las
recomendaciones de la Organización de las Naciones Uni-
das, de 1965 por medio de la Convención Internacional so-
bre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación
Racial. La Convención fue firmada por México el 1 de no-
viembre de 1966 y ratificada e 20 de febrero de 1975. Su
entrada en vigor a nivel internacional tuvo lugar el 4 de
enero de 1969, desde entonces el Estado Mexicano sigue
sin aplicar estos convenios.

De igual forma, la Declaración sobre la Raza y los Prejui-
cios Raciales, aprobada y proclamada el 27 de noviembre
de 1978 por la Conferencia General de la Organización de
las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cul-
tura, establece tanto la pertenencia de los seres humanos a
una misma especie con un solo origen, como su igualdad
en cuanto a dignidad y derechos. De este modo, la diversi-
dad de las formas de vida y el derecho a la diferencia no
pueden fundamentar en ningún caso prejuicios raciales ni
legitimar, en la norma o en la práctica, ninguna conducta
discriminatoria.

También con los acuerdos firmados en la Conferencia
Mundial contra el Racismo la Discriminación Racial, la
Xenofobia y las formas conexas de intolerancia, realizado
en Durban en el año 2001, en el capítulo de Africanos y
Afrodescendientes y los 14 programas de acción que el Es-
tado mexicano no ha cumplido, y en el que los países fir-
mantes se comprometen a facilitar la participación de los
afrodescendientes en todos los aspectos políticos, econó-
micos y culturales de la sociedad a que promuevan el co-
nocimiento y el respeto de su patrimonio y su cultura.

La Organización de las Naciones Unidas (ONU) proclamó
en 2011 como el Año Internacional de los Afrodescendien-
tes, donde la comunidad internacional reconoce que repre-
sentan un sector definido de la sociedad cuyos derechos
humanos deben ser promovidos y protegidos.
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Un gran número de países ya tienen en su legislación el re-
conocimiento constitucional de los Afrodescendientes
cumpliendo con los acuerdos internacionales firmados
también por México, país que no ha cumplido ni ha avan-
zado en el tema.

Es por ello que la iniciativa que ahora propongo a su con-
sideración pretende saldar la deuda histórica con los Afro-
mexicanos y cumplir con los mandatos internacionales re-
conociéndolos en la Constitución como una de las tres
raíces culturales, sociales e históricas de México.

Esta iniciativa es resultado del trabajo y de la acción polí-
tica de muchas organizaciones sociales y ciudadanos y
Afromexicanos, que reclaman su reconocimiento y respeto
a sus derechos humanos: responde a la esperanza y deman-
das de justicia de la población; materializa los hallazgos
académicos alcanzados por muchos historiadores, antropó-
logos, sociólogos y luchadores sociales comprometidos
con las causas de nuestros hermanos afromexicanos.

Retoma las aportaciones de instituciones de gobierno que
han trabajado intensamente en este tema y que han difun-
dido publicaciones al respecto como el Consejo Nacional
para Prevenir la Discriminación (CONAPRED) y el
Instituto Nacional de Antropología e Historia (INAH)

También parte de estas aportaciones son resultado de las
conclusiones del Foro Nacional Afromexicano, rumbo al
reconocimiento constitucional como una de las tres raíces
culturales del país, que se realizó en la Cámara de Dipu-
tados el 9 y 10 de septiembre de 2013, donde por primera
vez se les abrieron las puertas a las organizaciones civiles
y Presidentes Municipales, Afromexicanos, así como a ins-
tituciones educativas, instituciones de gobierno y Dipu-
tados locales.

Coincide también con las observaciones, inquietudes y
propuestas de infinidad de académicos y activistas de di-
versos países que confluyen con nuestra visión e intereses
en la materia; de igual manera constituye una respuesta
concreta, desde la visión del Legislativo mexicano, frente
a los compromisos internacionales asumidos por nuestro
país en la lucha contra la discriminación y el racismo

Responde a la aspiración de poner al día el contenido de
nuestra Carta Magna respecto a los derechos de los afro-
mexicanos, frente a proyectos de legislación como las de
Guerrero y Oaxaca.

Finalmente, la presente iniciativa constituye la posibilidad
de que el Estado mexicano pague la deuda histórica que
tiene hacia la población Afromexicana del país que se con-
centra en su mayoría en los estados de Guerrero, Oaxaca,
Veracruz, Puebla, Yucatán, Chiapas, Tabasco, Michoacán,
Guanajuato, Nayarit, Coahuila, y la Ciudad de México,
aunque los hay por toda la República.

Es importante señalar que las modificaciones propuestas
en la constitución están basadas en los derechos de los pue-
blos indígenas ya que en ambas constituyen las raíces cul-
turales de nuestra patria y, por lo tanto, ambas tienen dere-
cho a contar con el mismo nivel de garantías.

Fundamentación de la iniciativa

Artículo 71, fracción II de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, y 6 numeral 1, facción I, 77 y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados.

Denominación del proyecto 

Iniciativa con proyecto de decreto que reforma artícu-
los 2, 27, 28 y 115 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos.

Único. Se reforman los artículos 2, 27, 28 y 115 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 2o. La Nación Mexicana es única e indivisible.

La Nación tiene una composición pluricultural sustentada
originalmente en sus pueblos indígenas que son aquellos
que descienden de poblaciones que habitan en el territorio
actual del país al iniciarse la colonización y que conservan
sus propias instituciones sociales, económicas, culturales y
políticas o parte de ellas así como en los pueblos y comu-
nidades afromexicanas, que son aquellos cuyos ascen-
dientes provienen de poblaciones africana, que fueron
traídos de manera forzada durante la conquista y ma-
yormente en la colonia para sustituir la mano de obra
indígena, o que arribaron a nuestro país con posteridad
y que comparten rasgos culturales y sociopolíticos con
otros pueblos.

La conciencia de su identidad deberá ser criterio funda-
mental para determinar a quienes se aplican las disposicio-
nes sobre pueblos indígenas y afromexicanos.
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Son comunidades integrantes de un pueblo indígena o
afromexicano, aquellas que formen unas unidades socia-
les, económicas y cultuales, asentadas en un territorio.

El derecho de los pueblos indígenas y afromexicanos a la
libre determinación se ejercerá en un marco constitucional
de autonomía que asegure la unidad nacional. El reconoci-
miento de los pueblos y comunidades indígenas y afrome-
xicanas se hará en las constituciones y leyes de las entida-
des federativas, las que deberán tomar en cuenta, además
de los principios generales establecidos en los párrafos an-
teriores de este artículo, criterios etnolingüísticos y de
asentamiento físico.

A.  Esta Constitución reconoce y garantiza el derecho de
los pueblos y las comunidades indígenas y afromexicanas
a la libre determinación y en consecuencia a la autonomía
para:

I. a VI.

VII. Elegir en los municipios con población indígena y
afromexicana, representantes ante los ayuntamientos.

El Estado garantizará la plena participación en ma-
teria electoral de los pueblos indígenas y Afromexi-
canos.

…

VIII. Acceder plenamente a la jurisdicción del Estado
para garantizar ese derecho en todos los juicios y proce-
dimientos en que sean parte, individual o colectivamen-
te, se deberán tomar en cuenta sus costumbres y especi-
ficidades culturales respetando los preceptos de esta
Constitución. Los indígenas tienen en todo tiempo el de-
recho a ser asistidos por intérpretes y defensores que ten-
gan conocimiento de su lengua y cultura. Lo mismo apli-
ca para los afromexicanos cuando así corresponda.

Las constituciones y leyes de las entidades federativas es-
tablecerán las características de libre determinación y auto-
nomía que mejor expresen las situaciones y aspiraciones de
los pueblos indígenas y afromexicanos en cada entidad,
así como las normas para el reconocimiento de las comu-
nidades indígenas y afromexicanas como entidades de in-
terés público.

A. La Federación, los Estados y los Municipios para pro-
mover la igualdad de oportunidades de los indígenas y

afromexicanos y eliminar cualquier práctica discriminato-
ria, establecerá las instituciones y determinarán las políti-
cas necesarias para garantizar la vigencia de los derechos
de los indígenas y afromexicanos y el desarrollo integral
de sus pueblos y comunidades, las cuales deberán ser dise-
ñadas y operadas conjuntamente con ellos.

Para abatir las carencias y rezagos que afectan a los pue-
blos y comunidades indígenas y afromexicanos, dichas
autoridades, tienen la obligación de:

I. Impulsar el desarrollo regional de las zonas indígenas
y afromexicanas con el propósito de fortalecer las eco-
nomías locales y mejorar las condiciones de vida de sus
pueblos, mediante acciones coordinadas entre los tres
órdenes de gobierno, con la participación de las comu-
nidades. Las autoridades municipales determinarán
equitativamente las asignaciones presupuestales que las
comunidades administrarán directamente para fines es-
pecíficos.

II. Garantizar e incrementar los niveles de escolaridad,
favoreciendo la educación bilingüe e intercultural, la al-
fabetización, la conclusión de la educación básica, la ca-
pacitación productiva y la educación media superior y
superior. Establecer un sistema de becas para los estu-
diantes indígenas y afromexicanos en todos los niveles.
Definir y desarrollar programas educativos de conteni-
do regional que reconozcan la herencia cultural de sus
pueblos, de acuerdo con las leyes de la materia y en con-
sulta con las comunidades indígenas y afromexicanas.
Impulsar el respeto y conocimiento de las diversas cul-
turas existentes en la nación.

III. Asegurar el acceso efectivo a los servicios de salud
mediante la ampliación de la cobertura del sistema na-
cional, aprovechando debidamente la medicina tradicio-
nal, así como apoyar la nutrición de los indígenas y
afromexicanos mediante programas de alimentación,
en especial para la población infantil.

IV. Mejorar las condiciones de las comunidades indíge-
nas y afromexicanas y de sus espacios para la convi-
vencia y recreación, mediante acciones que faciliten el
acceso al financiamiento público y privado para la cons-
trucción y mejoramiento de vivienda, así como ampliar
la cobertura de los servicios sociales básicos.

V. Propiciar la incorporación de las mujeres indígenas y
afromexicanas al desarrollo, mediante el apoyo a los
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proyectos productivos la protección de su salud, el otor-
gamiento de estímulos para favorecer su educación y su
participación en la toma de decisiones relacionadas con
la vida comunitaria.

VI. Extender la red de comunicaciones que permita la
integración de las comunidades mediante la construc-
ción y ampliación de vías de comunicación y telecomu-
nicación. Establecer condiciones para que los pueblos y
las comunidades indígenas, así como los pueblos afro-
mexicanos puedan adquirir, operar y administrar me-
dios de comunicación, en términos que las leyes de la
materia determinen.

VII. Apoyar las actividades productivas y el desarrollo
sustentable de las comunidades indígenas y afromexi-
canas mediante acciones que permitan alcanzar la sufi-
ciencia de sus ingresos económicos, la aplicación de es-
tímulos para las inversiones públicas y privadas que
propicien la creación de empleos, la incorporación de
tecnologías para incrementar su propia capacidad pro-
ductiva, así como para asegurar el acceso equitativo a
los sistemas de abasto y comercialización

VIII. Establecer políticas sociales para proteger a los
migrantes e los pueblos indígenas y afromexicanos,
tanto en el territorio nacional como en el extranjero, me-
diante acciones para garantizar los derechos laborales
de los jornaleros agrícolas; mejorar las condiciones de
salud de las mujeres, apoyar con programas especiales
de educación y nutrición a niños y jóvenes de familias
migrantes; velar por el respeto de sus derechos humanos
y promover la difusión de sus culturas.

IX. Consultar a los pueblos indígenas en la elaboración
del Plan Nacional de Desarrollo y de los estatales y mu-
nicipales y, en su caso incorporar las recomendaciones y
propuestas que realice. Lo mismo se aplicará en el ca-
so de las comunidades y pueblos afromexicanos.

…

Sin perjuicio de los derechos aquí establecidos a favor de
los indígenas y afromexicanos, sus comunidades y pue-
blos, toda comunidad equiparable a aquellos tendrá en lo
conducente los mismos derechos, tal y como lo establezca
la ley.

Artículo 27. …

…

La capacidad para adquirir el dominio de las tierras y aguas
de la Nación, se regirá por las siguientes prescripciones:

I a VI…

VII. Se reconoce la personalidad jurídica de los núcleos
de población ejidales y comunales y se protege su pro-
piedad sobre la tierra, tanto para el asentamiento huma-
no como para actividades productivas.

La ley protegerá la integridad de las tierras tanto de los
grupos indígenas como las de los afromexicanos

…

…

VIII. a XX

Artículo 28…

…

Corresponde al Instituto, el otorgamiento, la revocación,
así como la autorización de cesiones o cambios de control
accionario, titularidad u operación de sociedades relacio-
nadas con concesiones en materia de radiodifusión y tele-
comunicaciones. El Instituto notificará al Secretario del ra-
mo previo a su determinación, quien podrá emitir una
opinión técnica. Las concesiones podrán ser para uso co-
mercial, público, privado y social que incluyen las comu-
nitarias, las indígenas y aquellas de los afromexicanos,
las que sujetarán, de acuerdo a sus fines, a los principios
establecidos en los artículos 2º, 3º, 6º, y 7º, de esta Consti-
tución. El Instituto fijará el monto de las contraprestacio-
nes por el otorgamiento de las concesiones, así como por la
autorización de servicios vinculados a éstas, previa opinión
de la autoridad hacendaria. Las opiniones a que se refiere
este párrafo no serán vinculantes y deberán emitirse en un
plazo no mayor de treinta días; transcurrido dicho plazo sin
que se emitan las opiniones, el Instituto continuará los trá-
mites correspondientes.

Artículo 115….

I…

II…
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II…

a) - i)

…

…

Las comunidades indígenas y afromexicanas, den-
tro del ámbito municipal podrán coordinarse y aso-
ciarse en los términos y para los efectos que preven-
ga la ley.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Segundo. Quedan derogadas todas las disposiciones que se
opongan a lo señalado en el presente decreto.

Tercero. El Congreso de la Unión y las Legislaturas de las
Entidades Federativas y del Distrito Federal contarán con un
plazo de seis meses a partir de la entrada en vigor de este de-
creto para, en el ámbito de sus respectivas competencias,
efectúen las adecuaciones secundarias correspondientes.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de noviembre de
2018.— Diputada María Guadalupe Almaguer Pardo (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO GENERAL
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 26 y 29 de
la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, a cargo de la diputada Norma Azucena Ro-
dríguez Zamora, del Grupo Parlamentario del PRD

Planteamiento del Problema

La Organización para la Cooperación y Desarrollo Econó-
mico estima que el costo de la corrupción representa entre
el 9 y 10 por ciento del producto interno bruto.

En nuestro país, la corrupción paso de 672 millones de pe-
sos en el año 2000 a 2.1 billones en 2016.

Ante este panorama es urgente implementar un sistema efi-
caz de fiscalización y cuidado de los recursos púbicos.

Argumentación

Nos encontramos frente a un debilitamiento de las institu-
ciones públicas, derivado de los numerosos casos de co-
rrupción que han opacado a la administración publica en
los últimos años. De igual forma, la imagen de los servido-
res públicos se ha visto desgastada por los escándalos y por
la impunidad con la que operan. 

Sin embargo, cada día es más evidente el descontento so-
cial, pero también la intención de los ciudadanos en contri-
buir en la vida pública de nuestro país. Esta tendencia es
mundial, se busca ciudadanizar al gobierno, con más espa-
cios de participación.

La transparencia en el uso y destino de los recursos públi-
cos es una de las reformas más importantes de los últimos
años y es una obligación para todo ente público que admi-
nistre estos recursos. 

La Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información
Pública Gubernamental establece que “El Poder Legislativo
Federal, integrado por la Cámara de Diputados, la Cámara de
Senadores, la Comisión Permanente y cualquiera de sus ór-
ganos” es un ente obligado de transparencia, aunque existen
espacios de opacidad al interior de esta Cámara de Diputados
que es necesario eliminar.

El Congreso de la Unión es visto por los ciudadanos como
una de las instituciones más opacas y corruptas. Aunque
existen órganos de fiscalización al interior de las Cámaras,
esto no ha evitado que los legisladores se auto asignen bo-
nos especiales, partidas discrecionales, recursos que a cien-
cia cierta no se sabe cuál es su fin. 

Estas acciones generan descontento en el grueso de la po-
blación, y fomenta la desigualdad social, pues un trabaja-
dor promedio difícilmente recibirá una partida espacial por
el trabajo que desempeña. 

Es por esto, que se necesitan mayores mecanismos de
transparencia que faciliten al ciudadano comprobar cómo y
en qué se gastan los recursos públicos.
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Siendo la Cámara de Diputados donde se discutieron y
aprobaron las reformas más importantes sobre transparen-
cia y rendición de cuentas, como las reformas a la Ley Fe-
deral de Transparencia y Acceso a la Información Pública
Gubernamental y la creación del Sistema Nacional Antico-
rrupción, es indispensable que sea congruente y dote a la
población de información sobre como los grupos parla-
mentarios administran el dinero que se les destina.

Además. la Cámara Baja tiene la responsabilidad exclu-
siva de analizar y aprobar el Presupuesto de Egresos de
la Federación cada año, razón por la cual debe comenzar
a transparentar el uso del dinero público que utiliza para
sus funciones.

El PRD siempre ha velado por recuperar la legitimidad de
las instituciones, y en ese sentido busca la reorganización
administrativa de las Cámaras del Congreso de la Unión y
este proyecto es un primer paso.

En consecuencia, el presente proyecto propone que los gru-
pos parlamentarios que tengan representación en la Cáma-
ra de Diputados, presenten obligatoriamente un informe
detallado del ejercicio de los recursos otorgados ante la
Junta de Coordinación Política y dichos informes serán pu-
blicados en la gaceta parlamentaria para conocimiento 
público.

Fundamento Legal

Por lo expuesto y fundado, la que suscribe, Norma Azuce-
na Rodríguez Zamora, diputada integrante del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática, con
fundamento en lo establecido en la fracción II del artículo
71 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, así como el artículo 6, numeral I, 77 y78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a consideración
de esta soberanía, la presente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman los artículos 26 y 29 de
la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos 

Artículo Único. Se adiciona un numeral al artículo 26; y
un segundo párrafo al numeral I del artículo 29 de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, quedando de la siguiente manera:

Artículo 26.

1. a 6. ...

7. Los grupos parlamentarios estarán obligados a pre-
sentar un informe trimestralmente del ejercicio de los
recursos asignados en el Presupuesto de Egresos de la
Federación para el desempeño de las actividades legis-
lativas, a la Junta de Coordinación Política y esta se en-
cargará de publicarlos íntegramente en la Gaceta Par-
lamentaria. Conforme a lo dispuesto en los artículos 7 y
9 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la In-
formación Pública Gubernamental.

Artículo 29.

1. …

Respecto a las subvenciones ordinarias y extraordina-
rias, cada grupo parlamentario llevara control de su
ejercicio y presentara informe trimestral exhaustivo de
los gastos efectuados acompañado de los comprobantes
fiscales que soporten dichos gastos ante la Junta de Co-
ordinación Política. Los informes se publicarán ínte-
gramente en la Gaceta Parlamentaria.

2…

3…

Artículos Transitorios

Primero. Este decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Se derogan las disposiciones legales y adminis-
trativas que se opongan al presente decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 27 de noviembre de 2018.—
Diputada Norma Azucena Rodríguez Zamora (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias, para dictamen.
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LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que reforma el artículo 61 de la Ley General de
Salud, a cargo del diputado Emmanuel Reyes Carmona, del
Grupo Parlamentario del PRD

El suscrito Emmanuel Reyes Carmona, diputado federal
integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática, de la LXIV Legislatura del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración del pleno de esta asamblea la siguiente ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el ar-
tículo 61, párrafo primero, y fracción I, de la Ley General
de Salud, al tenor de lo siguiente:

Exposición de Motivos

I. Antecedentes

La alimentación durante el embarazo y la lactancia es fun-
damental, un asunto de gran responsabilidad para la ges-
tante porque influye de manera directa en el desarrollo fí-
sico y mental del bebé. La dieta que se debe tener durante
el embarazo no es tan diferente como las dietas en general,
únicamente tienen ciertas medidas de seguridad alimenta-
rias. Si bien es cierto que todos deberíamos llevar una bue-
na alimentación balanceada, en el momento del embarazo
se vuelve una responsabilidad.

De acuerdo con el Instituto Mexicano del Seguro Social,
los bebés en distintas parte de la republica están “progra-
mados” para ser obesos, la situación se debe a la alimenta-
ción con la que se nutre la madre, lo que dificulta que baje
de peso aun y con extremas dietas, olvidando que este pro-
blema que se presenta puede traer como respuesta que ni-
ños al nacer carguen con la incidencia de la diabetes. Es de
suma importancia conocer del tema de la alimentación en
el embarazo y la lactancia. Especialistas del IMSS sostie-
nen que además de estrechar el vínculo entre madre e hijo,
la lactancia materna aporta las proteínas humanas que ne-
cesita el bebé para desarrollar sus defensas.

Es importante el asesoramiento sobre nutrición, tiene por
objeto mejorar las prácticas alimentarias antes del embara-
zo durante y después de éste, a fin de mejorar la alimenta-
ción materna y reducir el riesgo de resultados sanitarios ne-
gativos para la madre y para sus hijos. Según la

Organización Mundial de la Salud (OMS), este asesora-
miento sobre nutrición se centra en mejorar la calidad de la
dieta, instruyendo a las mujeres sobre cuáles son los ali-
mentos y las cantidades que es necesario consumir para te-
ner una ingesta alimentaria óptima. Esto también puede in-
cluir asesoramiento sobre el consumo de suplementos de
micronutrientes recomendados durante el embarazo, como
por ejemplo suplementos de micronutrientes múltiples que
contengan hierro y ácido fólico.

Es por ello que la alimentación que tenga la madre duran-
te el embarazo tendrá una relación directa en la salud y
bienestar de su bebé dentro del vientre materno y después
de su nacimiento. 

Diversos especialistas han determinado que las mujeres
que han tenido una mala alimentación en el embarazo tie-
nen una mayor probabilidad de tener un parto prematuro y
que el bebé nazca con bajo peso o, ya sea el caso, con so-
brepeso y con posibilidad de desarrollar enfermedades de-
bido a estos factores, lo cual buscan evitar.

Es por ello que evitar productos como el tabaco, el alcohol,
la comida chatarra, embutidos, entre otros es la clave en la
buena formación del bebé y que el nacimiento no tenga re-
percusiones debido a un mal manejo de la alimentación du-
rante el embarazo. Queda claro así que todo alimento o
producto repercute para bien o mal en el buen desarrollo
del bebé y en el llevar a buen término el embarazo.

A su vez, en el momento en que la madre ya dio a luz y co-
mienza el periodo de lactancia, se incrementa el requeri-
miento de nutrimentos para promover el crecimiento y de-
sarrollo del bebé, así como la producción de leche. La dieta
materna es el principal suministro de la energía y sustratos
que se requieren durante estas etapas de formación de teji-
dos y estructuras. La leche materna, al cubrir todas las ne-
cesidades nutricionales del bebé y estar adaptada a la si-
tuación fisiológica propia del recién nacido, por ende es
importante que la madre también se encuentre en óptimas
condiciones para su producción. Durante la etapa de la lac-
tancia, las necesidades nutricionales maternas se ven incre-
mentadas debido al esfuerzo metabólico se dirige a la sín-
tesis de grasas, proteínas y vitaminas que incluye la leche
y que cubrirá los requerimientos nutricionales del niño.

Es importante recordar que la alimentación de la madre es
el pilar en esta cadena de pasos debido a su gran importan-
cia, dada la influencia que la ingesta de nutrientes tendrá
sobre la calidad y cantidad de leche que se produce y sobre
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su propia salud. Una madre desnutrida producirá leche a
costa de sus propias reservas, lo que le podría ocasionar un
deterioro físico y de su estado de salud. Y, siendo este el ca-
so, no se está garantizando que ambos gocen de buena sa-
lud, lo cual es el propósito principal.

Así, es importante controlar el peso de la mujer antes y du-
rante embarazo y tras el parto, y deben seguir las recomen-
daciones específicas para que la lactancia se lleve a cabo
con éxito.

II. Consideraciones

Primera. “El embarazo constituye una de las etapas de
mayor vulnerabilidad nutricional en la vida de la mujer y
esto se debe a que durante el transcurso del mismo, existe
una importante actividad anabólica que determina un au-
mento en las necesidades nutricionales maternas de casi to-
dos los nutrientes, con relación al periodo preconcepcional,
puesto que el feto se alimenta sólo a expensas de la madre.1

Segunda. El embarazo es un proceso fisiológico importan-
te, ya que implica preparación tanto física como mental.
Una mujer con una dieta inadecuada tanto preconcepcional
como durante el embarazo puede llevar a que tanto el pro-
ducto de la concepción como la madre desarrollen múlti-
ples patologías por deficiencia de nutrientes. Es por esto
que todo médico y el resto del personal de salud que trate
con mujeres embarazadas deben tener una noción de los
requerimientos de ella y tener también la capacidad de dar
recomendación a la mujer gestante de que alimentos pue-
den suplir estos requerimientos.2

Por ello, una alimentación adecuada durante la gestación
contribuye a prevenir problemas asociados al desarrollo
del recién nacido (disminución de peso o talla, menor re-
sistencia a infecciones, partos prematuros, malformaciones
congénitas, etc.), así como enfermedades maternas durante
y después del embarazo.3

Tercera. La evaluación alimentario-nutricional de la em-
barazada y la educación alimentaria pertinente deberían ser
prácticas rutinarias incorporadas a la consulta obstétrica
como herramientas para mejorar las condiciones del emba-
razo y puerperio. Para ello será indispensable conocer el
peso y la talla preconcepcional (o la mejor estimación po-
sible) y realizar un seguimiento del IMC/edad gestacional
según gráfica en cada consulta programada. Asimismo, la
evaluación de prácticas alimentarias es altamente aconseja-

ble para detectar tempranamente hábitos pasibles de ser
mejorados e impactar positivamente en el estado nutricio-
nal de la mujer y el niño.4

Cuarta. La ingesta y calidad de los micronutrientes tienen
gran relevancia, ya que están involucrados en el desarrollo
de los órganos embrionarios, fetales y en el resultado ge-
neral del embarazo. Los factores que pueden afectar direc-
ta e indirectamente la nutrición fetal y el resultado final del
embarazo son: la calidad de la dieta, ingreso y biodisponi-
bilidad de micronutrientes, edad materna y el medio am-
biente en general. La biodisponibilidad de micronutrientes
del embarazo varía, dependiendo de mecanismos metabó-
licos específicos, debido a que el embarazo es un estado di-
námico y anabólico, orquestado a través de la acción hor-
monal para la redirección de nutrientes a tejidos maternos
altamente especializados y la transferencia de nutrientes al
feto en desarrollo.5

Quinta. Los factores alimentarios se consideran críticos
para la promoción de la salud, tanto en lo relativo a su uti-
lización como aporte para la construcción y mantenimien-
to de órganos y tejidos, como por el placer que suponen las
actividades culinarias. Pero sobre todo por su contribución
a disminuir el riesgo de enfermedades relacionadas con el
estilo de vida.6

Por lo tanto, la mala calidad de la dieta en el primer tri-
mestre puede afectar negativamente los resultados del par-
to, independientemente de la ganancia de peso gestacional
y el estado nutricional de la madre en el segundo y tercer
trimestres.7

Sexto. En México, “la mortalidad materna en 2008 fue de
57.2; en 2009 de 62.2; en 2010 de 51.5; y en 2011 de 50.7
por cada 100 mil nacimientos, en números absolutos de
1990 a 2011 fallecieron 28 mil 42 mujeres por complica-
ciones durante el embarazo, aborto, parto o puerperio. Asi-
mismo, los índices de mortalidad en mujeres registrados en
2013 fue de un total de 861 defunciones con un porcentaje
de 38.2 por la razón de mortalidad materna”.8

Séptima. El padecimiento de una carencia en folatos en las
primeras semanas del embarazo, especialmente en los pri-
meros 28 días, se asocia con un mayor riesgo de tener ne-
onatos con defectos del tubo neural (DTN) y otras malfor-
maciones congénitas (labio leporino, problemas cardiacos,
etcétera). Teniendo en cuenta que en el primer mes de ges-
tación muchas mujeres no saben aún que están embaraza-
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das, es fundamental que, desde el momento que se planifi-
que el embarazo, la situación nutricional en esta vitamina
sea la adecuada. 

Por ello, es importante recomendar, a cualquier mujer que
vaya a planificar un embarazo, que aumente el consumo de
este grupo de alimentos y que incluya además, de forma
adicional, 400 mg/día más de la vitamina (ya sea como su-
plemento o a partir de alimentos fortificados) para asegurar
una situación nutricional en folatos óptima en este inicio de
la gestación. Sin embargo, la certeza de que un elevado
porcentaje de los embarazos son no planificados (más del
50 por ciento), hace conveniente extender la pauta a todas
las mujeres en edad fértil, independientemente de que es-
tén planificando o no un embarazo.9

Octava. La Academia de Nutrición y Dietética Americana
determina que las mujeres en edad fértil deben adoptar un es-
tilo de vida adecuado para optimizar la salud y reducir el ries-
go de defectos de nacimiento, el desarrollo fetal óptimo, y los
problemas crónicos de salud en la madre y el feto, incluyen-
do peso adecuado antes del embarazo, aumento de peso ade-
cuado y actividad física durante el embarazo, el consumo de
una amplia variedad de alimentos, adecuada ingesta de vita-
minas y minerales, evitar el alcohol y otras sustancias noci-
vas, y manejo seguro de alimentos, así como el consumo de
suplementos de vitaminas y minerales en casos vulnera-
bles,10 pero hay que seguir investigando la influencia de los
hábitos alimentarios previos al embarazo.11

Además, los hábitos alimentarios irregulares y la disminu-
ción de la actividad física influyen directamente en la re-
tención de peso después del parto.12

Novena. En México, en 1980, las malformaciones congéni-
tas ocuparon el cuarto lugar, representando 5.2 por ciento en
relación con el total de defunciones infantiles; en 1990, el
cuarto lugar con 7,127 defunciones (10.9 por ciento); en
2000, el segundo lugar, con 7 mil 212 defunciones (18.7 por
ciento); y en 2010, el segundo lugar, con 22.4 por ciento. Es-
te cambio al segundo lugar se dio a mediados de la década
de los 90”.13

Las anomalías congénitas, según la Organización Mundial
de la Salud, se denominan también defectos de nacimiento,
trastornos congénitos o malformaciones congénitas. Se tra-
ta de anomalías estructurales o funcionales, como los tras-
tornos metabólicos, que ocurren durante la vida intrauteri-
na y se detectan durante el embarazo, en el parto o en un
momento posterior de la vida.

Por lo expuesto, someto a la consideración de esta honora-
ble Cámara de Diputados el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 61, párrafo
primero, y fracción I, de la Ley General de Salud

Único. Se reforma el artículo 61, párrafo primero, y fracción
I, de la Ley General de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 61. El objeto del presente capítulo es la protec-
ción materno-infantil y la promoción de la salud mater-
na, que abarca el período que va del embarazo, parto,
posparto y puerperio, en razón de la condición de vul-
nerabilidad en que se encuentra la mujer y el producto.
La atención materno-infantil tiene carácter prioritario
y comprende, entre otras, las siguientes acciones:

I. La atención de la mujer durante el embarazo será
de manera integral, por lo tanto, es necesario que se
dé el apoyo nutricional específico durante toda esta
etapa; así como la atención psicológica requerida en
el parto y el puerperio. 

II. …

III. …

IV. …

V. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Orane Hutchinson, Alman Lous. “Requerimientos nutricionales en el
embarazo y de donde suplirlos”, Revista Clínica de la Escuela de Me-
dicina UCR – HSJD Año 2016 Vol 6 No VI.

2 Op. Cit.

3 Wood-Bradley y col., 2013

4 Ministerio de Salud de la Nación. Nutrición y Embarazo. Recomen-
daciones en Nutrición para los equipos de salud –Dirección Nacional
de Maternidad e Infancia. Buenos Aires: Ministerio de Salud, 2012.
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5 Berti C, Decsi T et al. Critical issues in setting micronutrient recom-

mendations for pregnant women: An insight. Maternal and Child Nu-

trition 2010; 6 (suppl 2): 5–22.

6 Bueno y Bueno-Lozano, 2010

7 Fowles y col., 2012

8 Observatorio de mortalidad materna en México, Mortalidad materna
en México. Numeralia 2011, México 2012.

9 Rasmussen y col., 2014

10 Kaiser y col., 2014; Olander y col., 2012

11 Gaskins y col., 2014

12 Melzery y Schutz, 2010.

13 Prevalence of congenital malformations recorded on the birth certi-
ficate and fetal death, Mexico, 2009 to 2010.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 4 días del mes de
diciembre de 2018.— Diputado Emmanuel Reyes Carmona (rúbri-
ca).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que reforma el artículo 3o. de la Ley General de
Salud, a cargo del diputado Emmanuel Reyes Carmona, del
Grupo Parlamentario del PRD

El suscrito, Emmanuel Reyes Carmona, diputado integran-
te del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática, de la LXIV Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I, 77 y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración del pleno de esta asamblea la siguiente ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona la
fracción segunda ter del artículo 3o. de la Ley General de
Salud; al tenor de lo siguiente

Planteamiento del problema

Uno de los grandes retos al que se enfrenta la comunica-
ción interpersonal en la salud pública es el incremento de
la diversidad lingüística y cultural de las poblaciones que
atiende.

Por lo tanto, es indispensable sensibilizar y apreciar la
magnitud del reto que supone atender a una población con
gran diversidad etnolingüística autóctona o emigrante para
brindar los servicios de salud.

La diversidad cultural y lingüística de las sociedades huma-
nas plantea problemas de comunicación que se han resuelto
de diferente manera. En el nivel administrativo, las actua-
ciones y medidas políticas han oscilado entre dos extremos.
Por un lado, la supresión del problema con la homogeneiza-
ción cultural y lingüística de las poblaciones a su cargo; por
otro, la creación de mecanismos y herramientas de traduc-
ción que faciliten la interacción paritaria y la comunicación
comprensiva, sin imponer un modelo homogenizador e in-
equitativo.

El problema lingüístico y cultural de la comunicación en la
salud debe ser atendido de manera urgente, pues como se-
ñala Francisco Domingo Vázquez:

“Si la comunicación médico–paciente es un desafío entre
médicos y pacientes que comparten contextos culturales
y hablan el mismo idioma, mucho más lo es cuando el
médico y el paciente provienen de diferentes contextos y
no hablan la misma lengua, situación que aunque parezca
rara y ocasional no lo es en países multiculturales y plu-
rilingües como México”.

Este problema se hace patente en la comunicación inter-
personal. La atención médica se enfrenta al hecho de que la
población a la que se dirige describe características étnicas
y lingüísticas diferenciadas. Tanto la diversidad de la po-
blación local como inmigrante afectan a aspectos básicos
de la atención médica, como la cita con el paciente, el re-
gistro de síntomas y la descripción de la dolencia por boca
de éste, el conocimiento de su situación personal y fami-
liar, la comunicación de un diagnóstico o el cumplimiento
de un tratamiento.1

Pues, a falta de la deseada competencia lingüística del per-
sonal de salud, es indispensable disponer de intérpretes
profesionales que asistan a dicho personal.
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Este recurso ha sido adoptado por países también recepto-
res de emigración, pero depende de la concurrencia de dos
factores principales: 1) una legislación que regule la selec-
ción, formación, contratación de este profesionista en tan-
to que conozca y maneje a nivel profesional y coloquial to-
do el acto y acervo lingüístico que implica la atención al
paciente, y 2) disponer de un balance de recursos econó-
micos que permitan mantener de modo permanente una
plantilla adecuada a una diversidad lingüística reducida,
pues tener a uno o dos intérpretes por idioma en cada cen-
tro médico o centro hospitalario es un costo muy grande si
implica, además, el no disponer de recursos para ampliar el
propio personal sanitario.

Argumentos

A principios de la década de 1990 se sentaron las bases para
la reforma legislativa del tratamiento y uso de los idiomas
indígenas. La defensa institucional de los derechos lingüísti-
cos y culturales cobraron impulso mediante la actuación de
algunos organismos nacionales como la Comisión Nacional
de Justicia para los Pueblos Indígenas de México, del Insti-
tuto Nacional Indigenista, y el marco legal abierto por acuer-
dos internacionales como el Convenio 169 sobre Pueblos In-
dígenas y Tribus en Países Independientes de la
Organización Internacional del Trabajo (OIT), en 1989, y la
Declaración Universal de las Naciones Unidas sobre los De-
rechos de los Pueblos Indígenas, en 1991 (Pellicer, 1997:
282–286).

Este reconocimiento y amparo legal dio un gran paso, a ni-
vel federal, con la reforma del artículo 2o. de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, el 14 de
agosto de 2001, sobre el reconocimiento de derechos indí-
genas, y la aprobación de la Ley General de Derechos Lin-
güísticos de los Pueblos Indígenas (Diario Oficial de la Fe-
deración, DOF, del 13 de marzo de 2003), y la rúbrica
legislativa a un reconocimiento que tuvo en el ámbito aca-
démico un espacio inicial para revalorizar y revitalizar los
idiomas indígenas a nivel educativo y profesional.

Según el Atlas de Lenguas de la Organización de las Na-
ciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura
(UNESCO), nuestro país es la nación de América que
cuenta con más lenguas, ocupa el noveno lugar en el mun-
do. La mayor presencia de éstas se refleja en las lenguas in-
dígenas, hoy reconocidas como lenguas nacionales.

Las personas que las hablan tienen el mismo derecho de re-
alizar todas sus actividades utilizándola, así como recibir

en su lengua todos los servicios que brinda el gobierno,
como la educación y los libros de texto gratuitos, los servi-
cios de atención a la salud, hacer trámites, solicitar y reci-
bir información en las oficinas públicas, contar con defen-
sores que conozcan los diversos idiomas y culturas para
cuestiones legales, para comunicarse, expresarse y para to-
do lo que se usa una lengua. Además, es importante resal-
tar que ninguna persona debe ser objeto de discriminación
por la lengua que hable.

México posee una composición pluricultural sustentada en
más de 62 pueblos indígenas y sus respectivas lenguas, con
364 variantes lingüísticas, cuyas tradiciones y expresiones
culturales son diversas. El grado de vitalidad lingüística
varía entre ellos y depende de muchos factores, que van
desde la discriminación hasta procesos de homogeneiza-
ción lingüística y cultural, por mencionar algunos.

Por ello, es de vital importancia que se garantice el acceso
a la salud como un derecho integral del mismo modo que
se ha llevado a cabo en materia de impartición de justicia.
Sin embrago, sabemos que en México no contamos con su-
ficientes intérpretes traductores de lenguas maternas, pues
de acuerdo con el Padrón Nacional de Intérpretes y Tra-
ductores en Lenguas Indígenas (Panitli), del Instituto Na-
cional de Lenguas Indígenas (Inali), en México hay un re-
gistro de 565 intérpretes, cifra que se debe elevar para
solventar las necesidades y carencias de intérpretes y tra-
ductores en beneficio de sectores vulnerables, hablantes de
lengua materna.

En este sentido, se requiere tomar las medidas legislativas
necesarias en materia de salud, para que se logre emparejar
al nivel del sistema de justicia y penitenciario de nuestro
país, en el que se garantiza la disponibilidad de intérpretes,
traductores y defensores que conozcan el idioma y cultura
del ciudadano, y la traducción de los textos legales y el
himno nacional a los idiomas indígenas (CDI, 2007:
46–47, 56).

En todo caso, las instituciones tienen el deber de dar a co-
nocer sus derechos, leyes y reglamentos, programas, obras
y servicios a la población indígena usando traducciones y
medios masivos de comunicación, y desarrollar políticas
de capacitación de aquellos funcionarios públicos que aco-
metan asuntos destinados a la población indígena o reali-
cen atención al público en el idioma y cultura de los pue-
blos y comunidades en su zona.
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No obstante, esta reglamentación y estas medidas no se están
asumiendo plenamente por el sistema de salud. La Secretaría
de Salud, de acuerdo con la Constitución, sólo asegura el ac-
ceso efectivo a los servicios de salud mediante la ampliación
de la cobertura del sistema nacional, aprovechando debida-
mente la medicina tradicional, y desarrolla programas de nu-
trición para la población indígena, en especial la infantil. Es-
to implica fortalecer la Dirección de Medicina Tradicional y
Desarrollo Intercultural con recursos humanos, materiales y
financieros. Este reconocimiento de la particularidad étnica,
paradójicamente, confirma la falta de una regulación en ma-
teria lingüística semejante a la que está afectando a otras ins-
tancias de la administración pública y, por ende, considerar
debidamente el problema comunicativo que afecta a la aten-
ción de salud de las comunidades indígenas.

La única medida que adopta el sistema de salud público
mexicano es que en las comunidades indígenas donde se
ubique una unidad médica se contrate como auxiliar a per-
sonal cualificado originario de la zona, que sea preferente-
mente nativohablante bilingüe o se acuda al auxilio de fa-
miliares como intérpretes (Coronado, 1999: 53–54). De
este modo se pretende garantizar la permanencia de perso-
nal de salud en el área y que desempeñe labores de traduc-
ción lingüística y cultural entre médico y usuarios.

Pero también es indispensable que se cuente con otras he-
rramientas auxiliares para el personal de salud, como folle-
tos traducidos, guías de conversación en lengua extranjera
o traductores electrónicos o informáticos son una medida
más económica que salva en parte el desconocimiento lin-
güístico, aunque también exijan una formación en su uso y,
obviamente, de conocimientos culturales e idiomáticos.

En todos los casos se advierte que sin un marco normativo
que reconozca los derechos lingüísticos de los usuarios de
los servicios de salud, y sin recursos humanos, económicos
y materiales, cualquier medida de mejora de la calidad de la
atención y comunicación en salud no tiene efecto ni alcan-
ce, y ni siquiera se considera su necesidad por parte de las
autoridades sanitarias y administrativas. Igualmente, es im-
portante introducir el profesionalismo, evitando la improvi-
sación, las experiencias esporádicas y/o espontáneas y el
uso de traductores no capacitados o materiales no bien con-
feccionados.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta soberanía, el siguiente decreto que adiciona la fracción
segunda ter del artículo 3o. de la Ley General de Salud, pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 3o. En los términos de esta ley, es materia de sa-
lubridad general:

I. ... 

II. La atención médica, preferentemente en beneficio de
grupos vulnerables;

II. Bis. La Protección Social en Salud;

III. Ter. Garantizar los derechos lingüísticos de los
usuarios de los servicios de salud, en las zonas que
así lo requieran.

Fundamento legal

Quien suscribe, Emmanuel Reyes Carmona, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática en la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados;
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, someto a consideración
del pleno de la honorable Cámara de Diputados el siguien-
te proyecto de

Decreto de reforma por el que se adiciona la fracción
segunda ter del artículo 3o. de la Ley General de Salud

Artículo 3o. En los términos de esta ley, es materia de sa-
lubridad general:

I. ... 

II. La atención médica, preferentemente en beneficio de
grupos vulnerables;

II. Bis. La Protección Social en Salud; 

III. Ter. Garantizar los derechos lingüísticos de los
usuarios de los servicios de salud, en las zonas que
así lo requieran.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 
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Nota

1 Miguel Figueroa–Saavedra, Estrategias para superar las barreras
idiomáticas entre el personal de salud–usuario de servicios de salud pú-
blica en España, Estados Unidos y México.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de diciembre de 2018.— Dipu-
tado Emmanuel Reyes Carmona (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE 
NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes, a cargo de la diputada Verónica Beatriz Juárez
Piña, del Grupo Parlamentario del PRD

Planteamiento del problema a resolver con la presente
iniciativa

La presente iniciativa con proyecto de decreto que reforma
y adiciona diversas disposiciones de la Ley General de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, busca garantizar
los derechos y la atención de las niñas y niños en su etapa
de primera infancia. 

Argumentos 

De acuerdo con los resultados de la Encuesta Intercensal
2015, en México residen 39.2 millones de niñas, niños y
adolescentes de 0 a 17 años, lo que en términos relativos
representan 32.8 por ciento de la población total. La misma
fuente indica que, el número de niños menores de cinco
años asciende a 10.5 millones, 22.2 millones se encuentran
en edad escolar (5 a 14 años), en tanto que 6.4 millones son
adolescentes de 15 a 17 años los cuales requieren de una
atención integral en materia de educación, salud e integra-
ción social de este grupo que se prepara para formar parte
de la vida adulta.1

El Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia, define
que: “la primera infancia es el período que se extiende des-
de el desarrollo prenatal hasta los ocho años de edad”, se-
ñala que es una etapa decisiva en el desarrollo de las capa-
cidades físicas, intelectuales y emotivas de cada niño y
niña y es el período más vulnerable del crecimiento.2

Asimismo, la Convención Americana sobre Derechos Hu-
manos, establece la protección de la ley al derecho a la vi-
da desde el momento de la concepción, como presupuesto
fundamental de un desarrollo humano integral de todas las
niñas y niños.

Por su parte, la Organización de las Naciones Unidas para
la Educación, la Ciencia y la Cultura, señala que: “La pri-
mera infancia es la edad en que se asientan las bases para
el resto de la vida. En esta etapa es fundamental velar por
que adquieran experiencias positivas, para que sus dere-
chos sean garantizados y se satisfagan sus necesidades en
materia de salud, estimulación y ayuda.”3

También la Declaración de los Derechos del Niño, indica
que: “por su falta de madurez física y mental, las niñas y
niños necesitan protección y cuidados especiales, incluso
la debida protección legal, tanto antes como después del
nacimiento”.4

Así entonces, reconocemos que la primera infancia en las y
los menores de 18 años de edad, es el período de desarro-
llo cerebral más intenso de toda su vida y está considerada
desde el período prenatal hasta los seis años. 

Sin duda, está demostrado que, si las y los niños desde la
primera infancia reciben una buena alimentación nutricio-
nal y una atención integral, tienen más probabilidades de
sobrevivir, con buena salud y sobre todo de adquirir mejo-
res conocimientos. 

Existe una secuencia general o esquema del desarrollo in-
fantil similar para todos los niños y las niñas, pero la velo-
cidad, las características y la calidad del mismo, varían en
función del ambiente. 

La interrelación armónica y equilibrada en un marco de de-
sarrollo integral de los aspectos endógenos (relacionados
con lo genético, lo biológico, lo heredado) y exógenos
(vinculados al ambiente) posibilita el despliegue de las má-
ximas potencialidades de cada niño o niña.

El funcionamiento físico, mental, social y afectivo de la ni-
ña o el niño pequeño difiere del funcionamiento de las ni-
ñas y los niños de más edad y los adolescentes e inclusive
de los adultos, y comprende distintas etapas de desarrollo. 

Desde la más temprana infancia hasta el principio de la es-
colarización se producen numerosas transformaciones en
las facultades físicas, mentales, cognitivas y socio afecti-
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vas del niño. Esas transformaciones dejan una huella en la
adquisición de competencias y capacidades, así como en
las formas de relacionarse, comunicar, aprender y jugar.

El desarrollo de las niñas y los niños pequeños es especial-
mente sensible a los efectos negativos de una subalimenta-
ción precoz, de la negligencia en los cuidados, de la falta
de atención de los padres y de los malos tratos. 

Cuando las necesidades fundamentales de la niñez no se
satisfacen, o si se les maltrata o golpea, las repercusiones
negativas de estos actos se pueden prolongar durante toda
la infancia, e incluso hasta la edad adulta.5

Así también toda niña o niño debe vivir en un contexto fa-
miliar y comunitario como elementos básicos y prioritarios
para su protección y desarrollo integral; alimentarse ade-
cuadamente; integrarse a servicios educativos de calidad;
acceder a una cobertura de salud integral; vivir y crecer en
ambientes no violentos; acceder y producir cultura; ser es-
cuchado y protagonista de su sociedad en un marco de au-
tonomía progresiva, entre otros. 

En ese sentido, la familia en primer término y el Estado
como corresponsable y garante, deben de velar por asegu-
rar la efectiva protección de sus derechos humanos. Por
ello, es cada vez más importante, enseñarlos a crecer en
una vida sana, que sean plenamente saludables, para qué de
esta manera, la familia y la sociedad sea más fuerte y para
que México sea otro país. 

En ese sentido, las niñas y los niños son la fuerza de las fa-
milias y del Estado, y para ellos como legisladoras y legis-
ladores debemos estar trabajando para tener un país mejor.

Pero, lamentablemente en México se invierten muy pocos
recursos dirigidos a la atención infantil en los primeros
años de vida, y, dicho sea de paso, no existe una política In-
tegral para el Desarrollo de la Primera Infancia aplicada
desde las Estancias Infantiles, que garantice a todas las ni-
ñas y niños su pleno potencial desde la primera infancia.

Es bien sabido que esta época fundamental pasa a menudo
desapercibida en las políticas, programas y presupuestos.
No obstante, estos son los años en que las y los niños reci-
ben menor atención prioritaria y esto es una tragedia, tanto
para ellos como para nuestra Nación. 

Por eso, invertir en Primera Infancia es, por último, el ca-
mino más seguro para cortar con la reproducción de la po-

breza y el poder revertir la inequidad social, pilar funda-
mental del desarrollo de cualquier nación, creando iguales
condiciones para todas y todos desde el inicio de la vida.

Cabe resaltar la necesidad de impulsar el ordenamiento y la
construcción de una política pública para la Primera Infan-
cia, potenciando los mecanismos que posibiliten la protec-
ción de los derechos de las niñas y niños, en aras de des-
arrollar su potencial biológico, psicológico, social y
cultural.

Debe considerarse que, cada año mueren en el mundo cer-
ca de 10 millones de menores de cinco años de edad y más
de 200 millones no desarrollan todo su potencial, simple-
mente porque ellos o sus madres y padres carecen de las
condiciones básicas necesarias para sobrevivir y prosperar
en esa primera infancia.6

A nivel mundial, las sociedades que invierten en las y los
niños y en sus familias durante su primera infancia son las
que cuentan con las poblaciones con mayor índice de alfa-
betización y desarrollo cognitivo, las que disfrutan de una
mejor salud y menores índices de desigualdad.7

Hasta ahora, lamentablemente en nuestro país, ser niño o
niña, significa tener un 80 por ciento de probabilidad de
enfrentar carencias, porcentaje que se eleva para quien es
mujer, indígena o vive en zonas rurales del sur del país.8

Por ello, de la misma manera que lo hacían los Objetivos
de Desarrollo del Milenio (ODM), también los Objetivos
de Desarrollo Sostenible (ODS), se relacionan claramente
con la supervivencia, el crecimiento y el desarrollo de las
niñas y niños, siendo el más importante la atención de la
Primera Infancia. 

Visto desde el aspecto económico, las inversiones en pro-
gramas para la primera infancia son muy rentables en capi-
tal humano, lo cual constituye un poderoso argumento pa-
ra reclamar una intervención de los poderes públicos en
este ámbito. Esos programas no sólo son ventajosos para
las y los niños y las familias, también contribuyen a redu-
cir la desigualdad social y redundan en beneficio de las co-
munidades y las sociedades en su conjunto.

Así entonces, las leyes y políticas públicas para la primera
infancia deberán comprender actividades relativas a la sa-
lud y nutrición básicas, desarrollo cognitivo del lenguaje,
desarrollo motor y desarrollo socioemocional, educación
temprana, medidas laborales y la asistencia social necesa-
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ria para fortalecer a la familia, así como programas de edu-
cación para ayudar y asesorar a los padres.

Consideramos primordial que dicha atención se involucre
el trabajo intersectorial para garantizar el cumplimiento
efectivo de los derechos de niñas y niños, traducidos en
cuidado, nutrición y educación desde la primera infancia. 

Si bien en la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes, aprobada en diciembre de 2014, en la que se
incluyen los derechos comprendidos en la Convención de los
Derechos de los Niños, no se incluyeron lo referente a los de-
rechos particulares para la atención a la primera infancia,
cuando se ha llegado al consenso científico de que esta etapa
de la vida implica una política pública especifica de atención,
desde la gestación hasta los 6 años a través de derechos es-
pecíficos que les permitan desarrollarse plenamente. 

Por ello, es importante la presente iniciativa de reforma y
adición a la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños
y Adolescentes, a efecto de asegurar los derechos de la in-
fancia al comienzo mismo de la existencia. 

Las decisiones que se tomen y las actividades que se reali-
cen en favor de las niñas y los niños durante este período
de primera infancia, influyen en el cumplimiento del ar-
tículo 4º Constitucional, el cual precisa que en todas las de-
cisiones y actuaciones el Estado velará y cumplirá con el
principio del interés superior de la niñez, garantizando de
manera plena sus derechos.

Por lo anterior expuesto, someto a consideración de esta
honorable asamblea el siguiente proyecto de Decreto por el
que se reforma y adiciona diversos artículos de la Ley Ge-
neral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, re-
lacionadas a la etapa de la Primera Infancia.

Fundamento legal

Con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, pongo a su consideración la presente
iniciativa.

Denominación del proyecto de ley o decreto

Iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona
diversas disposiciones a la Ley General de los Derechos de
Niñas, Niños y Adolescentes.

Artículo Único. Se reforman los artículos 11, primer pá-
rrafo; 13, último párrafo; 125, fracción IV; y se adicionan
los artículos 5, con un tercer párrafo; 10, con un segundo
párrafo; 11, con un segundo párrafo; 15, con un segundo y
tercer párrafo; 50, con una fracción XIX; 102, con un ter-
cero, cuarto y quinto párrafo; 141, con un segundo párrafo
y 142, con un segundo párrafo, de la Ley General de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, para quedar co-
mo sigue: 

Artículo 5…

…

La primera infancia de las niñas y los niños comprende
desde el nacimiento hasta los seis años de edad, inclu-
yendo el período prenatal y lactancia.

Artículo 10…

…

La Política de Estado en materia de primera infancia
será obligatoria en todo el territorio nacional y están
obligados a su cumplimiento las autoridades federales,
las de las entidades federativas, los municipios y las al-
caldías de la Ciudad de México, en el ámbito de sus
competencias.

Artículo 11. Es deber de la familia, la comunidad a la que
pertenecen, del Estado y, en general, de todos los integran-
tes de la sociedad, el respeto y el auxilio para la protección
de derechos de niñas, niños y adolescentes, así como ga-
rantizarles un nivel adecuado de vida para su desarrollo
cognitivo del lenguaje, físico, mental y social.

Las niñas y los niños que se encuentren comprendidos
dentro de la etapa de primera infancia requieren de una
protección especial e integral siendo la familia la pri-
mera responsable en proveerla, las autoridades federa-
les, las de las entidades federativas, los municipios y las
alcaldías de la Ciudad de México, en el ámbito de sus
competencias, velarán por su protección fortaleciendo a
las familias, a los organismos e instituciones estatales
específicos para la etapa y a las organizaciones de la so-
ciedad civil que contribuyan a dar respuesta a las nece-
sidades e intereses de las niñas y niños. 

Artículo 13…
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I. a XX…

Las autoridades federales, de las entidades federativas,
municipales y de las alcaldías de la Ciudad de México,
en el ámbito de sus respectivas competencias, adoptarán
las medidas necesarias para garantizar estos derechos a
todas las niñas, niños y adolescentes sin discriminación
de ningún tipo o condición, incluidas las niñas y los ni-
ños que se encuentran en la etapa de primera infan-
cia. Las acciones afirmativas positivas en favor de la
infancia consisten en que la Administración Pública
deberá otorgar apoyos de carácter específico desti-
nados a prevenir o compensar las condiciones de dis-
criminación múltiple que tienen las niñas y los niños
durante sus primeros años de vida.

Artículo 15…

El Desarrollo Integral de las niñas y niños en la etapa
de primera infancia, será abordado por una Política de
Estado desde los siguientes componentes: 

I. Desarrollo Prenatal, post parto y puerperio a las
madres, de conformidad con lo establecido en la ley; 

II. Promover programas de lactancia materna y en
su defecto garantizar su sustitución a efecto de pro-
veer la nutrición de manera suficiente y adecuada;

II. Desarrollo Físico y combate a la desnutrición me-
diante la promoción de una política pública de ali-
mentación durante la primera infancia;

III. Desarrollo Psicológico y Neuroafectivo y en caso
de niñas y niños con algún tipo de discapacidad,
atenderla discapacidad como un problema de aten-
ción inmediata de conformidad con la ley y con las
Normas Oficiales Mexicanas; 

IV. Impulsar el desarrollo comunitario y establecer
albergues o centros de alojamiento en las que se les
brinde atención médica especializada, servicios de
alimentación.

Los componentes serán considerados para todos los
efectos, derechos humanos fundamentales, y su acceso y
garantía no estará supeditado a consideración o cir-
cunstancia alguna. 

El Estado garantizará la protección de los derechos de
la niñez que se encuentra en la etapa de primera infan-
cia, favoreciendo en todo momento su adecuado y pleno
desarrollo conforme a la presente Ley.

Artículo 50…

I. a XVIII…

XIX. Recibir estimulación temprana para un desa-
rrollo integral en la primera infancia, que les permi-
ta conformar de manera óptima su sistema nervioso,
a fin de que consiga el máximo de conexiones neuro-
nales como un apoyo para desarrollar al máximo las
capacidades cognitivas, físicas, emocionales, sociales,
afectivas y lingüísticas de las niñas y los niños. 

Artículo 102…

El Estado deberá garantizar en las políticas públicas,
programas, presupuesto y campañas, en el marco de
Desarrollo Integral de la Primera Infancia, que en el
Desarrollo Prenatal, la madre reciba la nutrición ade-
cuada, suficiente, inocua, equilibrada y completa; así
como el uso de suplementos para un buen desarrollo y
crecimiento de la niña o niño, atención médica periódi-
ca en conjunto con los exámenes correspondientes y de
ser necesaria, la atención psicológica adecuada.

Asimismo, el Estado tendrá la responsabilidad de ga-
rantizar la prestación de servicios de atención médica
respetuosa, efectiva e integral durante el embarazo, el
parto y el puerperio, tanto para la mujer como para la
niña o niño por nacer; en el mismo sentido, el Estado
promoverá la lactancia materna exclusiva dentro de los
primeros seis meses, así como complementaria hasta los
dos años de edad de la niña o el niño. 

El Estado garantizará a la mujer en estado de gestación
y a toda niña o niño los cuidados y asistencia especiales
a que tienen derecho. 

Artículo 125…

I. a III….

IV. Promover, en los tres órdenes de gobierno, el esta-
blecimiento de presupuestos destinados a la protección
de los derechos de niñas, niños y adolescentes, incluida
la primera infancia;
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Artículo 141…

El Programa Nacional incluirá la elaboración de la po-
lítica de primera infancia y el Estado tomará en cuenta
la protección de la mujer gestante.

Artículo 142….

El Programa Nacional en materia de primera infancia
contendrá al menos, los siguientes elementos: 

I. Diagnóstico de la situación nacional de primera in-
fancia, desagregando además los datos por demarca-
ción territorial o división política; 

II. Análisis de la relación e integración al Plan Na-
cional de Gobierno o su equivalente; 

III. Objetivos, estrategias y líneas de acción; 

IV. Bases de coordinación entre las diversas depen-
dencias de la Administración Pública que estén con-
templadas o que realicen acciones en el marco del
Plan Nacional; 

V. Indicadores; y 

VI. Otros elementos que acuerde el Sistema.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Inegi, “Estadísticas a propósito del Día del Niño (30 de abril)”, datos
nacionales, México abril, 2018.

2 http://www.unicef.org/earlychildhood/files/ECDD_SPANISH-FI-
NAL

3 http://unesdoc.unesco.org/images/0015/001505/150518S.pdf

4 https://www.humanium.org/es/declaracion-de-los-derechos-del-ni-
no-texto-completo

5 http://unesdoc.unesco.org/images/0015/001505/150518S.pdf

6 Unicef, Primera Infancia, página electrónica. 

7 Ibídem.

8 La Infancia cuenta en México 2012, Red por los Derechos de la In-
fancia en México, noviembre,2012

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de diciembre de 2018.— Dipu-
tada Verónica Beatriz Juárez Piña (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos de la Niñez y Ado-
lescencia, para dictamen.

EXPIDE LA LEY DE AHORRO Y RECORTE 
DE GASTO CORRIENTE DE LA FEDERACIÓN

«Iniciativa que expide la Ley de Ahorro y Recorte de Gas-
to Corriente de la Federación, a cargo de la diputada Luz
Estefanía Rosas Martínez, del Grupo Parlamentario del
PRD

La diputada Luz Estefanía Rosas Martínez, en ejercicio de
la facultad que me otorgan los artículos 71 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral
1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta soberanía, ini-
ciativa que expide la Ley de Ahorro y Recorte de Gasto
Corriente de la Federación; con base en las siguientes
consideraciones:

Exposición de Motivos 

Para el Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática las iniciativas deben de tener una claridad so-
bre el objeto que persigue y el impacto que tendrá. El cum-
plimiento de una agenda política o de una plataforma elec-
toral no debe tener como consecuencia el cumplimiento de
promesas de campaña sin armonizar jurídica y técnicamen-
te su realización para que sea efectiva.

Ante esta situación el Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática, como una oposición propositi-
va, presenta una propuesta de ley para aplicar la austeridad
republicana, cuidando la técnica legislativa e impulsando
una política de ahorro en el gasto gubernamental. 

Un correcto gasto público debe promover una hacienda pú-
blica responsable, eficaz, eficiente y transparente que pro-
mueva condiciones de bienestar entre cada una de las per-
sonas que conformamos el Estado mexicano. 
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Para lograrlo, se han creado una diversidad de normas e
instituciones que permiten evaluar y monitorear la calidad
del presupuesto y del gasto público ejercido, con el fin de
que los dineros públicos alcancen para cubrir las necesida-
des de todos. 

Lamentablemente los gastos administrativos han venido
creciendo de forma escandalosa, mediante una inercia em-
pujada por la inflación, partiendo de los presupuestos ante-
riores sin análisis serios y con total falta de control. Esta si-
tuación ha generado que el servicio público pierda la
credibilidad ante la sociedad, ya que se percibe un derroche
del dinero público en las actividades gubernamentales. 

De acuerdo con cifras de la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público, los ingresos recaudados en el año 2017 as-
cendieron a 4 mil 947 millones 608 mil 300 pesos1 lo cual
representó una 1.2 por ciento más del estimado en la Ley
de Ingreso para ese ejercicio fiscal; por lo que respecta a
los egresos en el año 2017 se reportó un gasto de 5 mil 255
millones 867 mil 300 pesos lo cual representó un aumento
de 7.5 por ciento más del aprobado por la Cámara de Dipu-
tados para ese ejercicio. 

A simple vista estos números nos permiten observar que el
gasto de la federación excedió durante el ejercicio fiscal
2017 los ingresos que efectivamente recibió, lo cual se tra-
duce en un desbalance que podría estar justificado durante
ciertas épocas de incertidumbre o recesión económica pero
que en definitiva no pueden ser la constante. 

Adicional podemos identificar durante el ejercicio fiscal
2017 el gasto programable tuvo un aumento de 10.7 por
ciento respecto al estimado en el Presupuesto de Egresos,
de este aumento por lo menos un tercio fue destinado a gas-
tos de operación lo cual puede significar que el gasto no
fue eficiente o su estimación fue incorrecta. 

Llama la atención que de acuerdo con la clasificación fun-
cional del presupuesto para el ejercicio fiscal 2017, el gas-
to para desarrollo social fue de 2 mil 282 millones 387 mil
pesos lo cual representa casi el 50 por ciento del gasto to-
tal que se ejerció durante este año fiscal. Lamentablemen-
te este gasto no representa un avance en materia de com-
bate a la pobreza la cual mantiene sus cifras de 7.6 por
ciento de personas en pobreza extrema y de 43.6 por cien-
to de personas en pobreza, estas cifras sólo sirven para evi-
denciar que el gasto para desarrollo social es mucho pero
no es eficiente. 

Los anteriores ejemplos son una simple muestra de que el
gasto público no está cumpliendo el objetivo de beneficiar
a los que menos tienen, abonando al desprestigio de las ins-
tituciones, la falta de credibilidad y al sentimiento de au-
sencia de representación por parte de los gobernantes. 

Planteamiento del problema 

El gasto público ha sufrido aumentos irracionales, despro-
porcionados y poco eficientes, esta situación nos lleva a la
necesaria incorporación de reglas nuevas para mejorar el
ejercicio del gasto público. 

De acuerdo con las últimas cifras publicadas por el gobier-
no federal se puede observar lo siguiente: 

• Disminuyó la proporción de gasto que se destina a in-
versión física y aumentó el gasto corriente del gobierno
federal. 

• Se espera que la deuda pública se incremente 494.6
mil millones a final de año y cierre en 10 billones 661
mil millones de pesos. 

Ante esta situación se propone generar nuevas reglas para
disminuir el gasto corriente del gobierno federal, impac-
tando principalmente en servicios personales, materiales
y suministros y en servicios generales.

Para lograr esta disminución se necesita armonizar con la
normatividad vigente, principalmente con la Ley Federal de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria.

Objeto de la iniciativa 

Disminuir el gasto corriente dentro de todas las dependen-
cias, entidades y órganos de los Poderes de la Unión y de-
más entes públicos federales, procurando el cumplimiento
de lo establecido en el artículo 134 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos y en apego a los prin-
cipios de economía, eficacia, eficiencia, transparencia y
honradez en la administración. 

Derivado de las anteriores consideraciones es que propon-
go la siguiente iniciativa: 

Por lo expuesto y fundado, sometemos a la consideración
de esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de 
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Decreto por el que se expide la Ley de Ahorro y Recor-
te de Gasto Corriente de la Federación

Decreto Único. Se expide la Ley de Ahorro y Recorte de
Gasto Corriente de la Federación, para quedar como 
sigue: 

Título Primero 
Disposiciones Generales 

Artículo 1. Esta ley es de orden público e interés social.
Tiene por objeto la aplicación de medidas de ahorro en la
programación y ejecución del gasto gubernamental en ser-
vicios profesionales, adquisición de materiales y suminis-
tros, y servicios generales; respetando los principios de
economía, eficacia, eficiencia, transparencia y honradez en
la administración de los recursos económicos de carácter
público de que dispone la Nación, conforme lo establece el
artículo 134 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos.

Artículo 2. Esta ley es aplicable al gasto público federal
por concepto de gasto corriente, y su cumplimiento es obli-
gatorio para los siguientes ejecutores de gasto: 

I. El Poder Legislativo; 

II. El Poder Judicial; 

III. Los entes autónomos; 

IV. Los tribunales administrativos; 

V. La Fiscalía General de la Nación; 

VI. La Presidencia de la República; 

VII. Las dependencias; y 

VIII. Las entidades. 

Los ejecutores de gasto antes mencionados están obligados
a rendir cuentas por la administración de los recursos rela-
tivos servicios personales, adquisición de materiales y su-
ministros, y servicios generales, procurando que exista un
adecuado equilibrio entre el control, el costo de la fiscali-
zación, el costo de la implantación y la obtención de resul-
tados en los programas y proyectos. 

Los ahorros y economías obtenidos con motivo de la apli-
cación de la presente Ley serán utilizados de conformidad
con el artículo 61 de la Ley de Federal de Presupuesto y
Responsabilidad Hacendaria.

Artículo 4. Los Poderes Legislativo y Judicial de la Fede-
ración, así como los órganos a los que la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos concede autono-
mía, emitirán las disposiciones administrativas generales
que sean necesarias para dar cumplimiento a la presente
ley, estas disposiciones deberán ser publicadas en el Diario
Oficial de la Federación. 

Artículo 5. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público y
la Secretaría de la Función Pública, en el ámbito de sus res-
pectivas competencias, estarán facultadas para interpretar
esta Ley para efectos administrativos. 

Estas Secretarías deberán emitir los lineamientos Genera-
les que señale la presente Ley a fin de dar operatividad a
una política de ahorro y recorte de gasto corriente, estas
disposiciones deberán ser publicadas en el Diario Oficial
de la Federación. 

Título Segundo 
De las remuneraciones de los servidores públicos 

Artículo 6. Todas las remuneraciones que perciban los ser-
vidores públicos deberán ser adecuadas e irrenunciables
por el desempeño de su función, empleo, cargo o comisión
y deberán ajustarse a las disposiciones contenidas en los ar-
tículos 75 y 127 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, la Ley Federal de Remuneraciones de
los Servidores Públicos y la Ley Federal de Presupuesto y
Responsabilidad Hacendaria. 

Artículo 7. Todas las personas que reciban una remunera-
ción que esté comprendida en el objeto de Servicios Perso-
nales por parte de la Federación recibirán los beneficios del
sistema público de seguridad social correspondiente. 

Artículo 8. Ningún ejecutor de gasto podrá establecer o
cubrir con recursos públicos haberes de retiro o regímenes
especiales de jubilación o pensión. 

Queda prohibido la contratación de seguros comprendidos
en el artículo 25 fracción I y II de la Ley de Instituciones
de Seguros y de Fianzas, con excepción de aquellos nece-
sarios por corresponder a una función de alto riesgo, con-
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forme a lo establecido en la ley y previa aprobación del Ór-
gano Interno de Control del Ejecutor de Gasto. 

Artículo 9. Ningún titular del Ejecutivo Federal podrá con-
tar con mayores prestaciones que las establecidas en esta
Ley.

Artículo 10. Todas las contrataciones relativas a servi-
cios personales, sus dotaciones y demás prestaciones de-
berán ser autorizadas en el Presupuesto de Egresos de la
Federación. 

Ningún ejecutor de gasto podrá generar nuevas contrata-
ciones distintas a las establecidas en el Presupuesto de
Egresos. 

Artículo 11. Se podrá realizar contrataciones extraordina-
rias por servicios personales, únicamente en los casos de
emergencia contempladas en la Ley General de Protección
Civil. 

Dichas contrataciones no podrán ser diversas a las estable-
cidas para los servidores públicos con iguales o similares
responsabilidades. Los contratos garantizarán los derechos
en materia de seguridad social y el respectivo cumplimien-
to de las obligaciones fiscales. 

Artículo 12. El Presupuesto de Egresos contendrá un catá-
logo de servidores públicos con alta responsabilidad en
materia de seguridad, defensa exterior, procuración e im-
partición de justicia.

Estos Servidores Públicos podrán gozar de gastos relativos
a la protección del cumplimiento de sus funciones y debe-
rán cumplir con los principios de economía, eficacia, efi-
ciencia, transparencia y honradez. 

Título Tercero 
De los servicios generales 

Artículo 13. Los gastos relativos al capítulo de servicios
generales no podrán exceder de los montos erogados en
el ejercicio presupuestal inmediato anterior, una vez con-
siderados los incrementos en precios y tarifas oficiales o
la inflación. 

Artículo 14. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público,
y la Secretaría de la Función Pública emitirá los linea-
mientos para la adquisición de bienes y servicios de uso ge-
neralizado de los entes públicos, que se llevará a cabo de

manera consolidada, con el objeto de obtener las mejores
condiciones con relación a precio, calidad y oportunidad. 

Artículo 15. Los Servicios relativos a la Comunicación
Social y Publicidad se sujetarán a los montos máximos que
para el efecto fije la Cámara de Diputados en el Presu-
puesto de Egresos del año fiscal en el que se trate. Para fi-
jar estos montos máximos se deberá cumplir con los prin-
cipios de eficacia, eficiencia, economía y racionalidad
presupuestaria, transparencia y máxima publicidad, honra-
dez, objetividad e imparcialidad, institucionalidad, con-
gruencia, veracidad. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público establecerá en
lineamientos generales el desglose de los montos máximos
por servicios de comunicación social de acuerdo al clasifi-
cador por objeto del gasto para la administración pública
federal. 

Artículo 16. La adquisición de servicios de comunicación
social no podrán incidir en los medios de comunicación
sobre qué es lo que deberían y lo que no deberían informar,
deberá respetar el Derecho de Acceso a la Información y la
libertad de prensa. 

En cualquier caso, la difusión de propaganda oficial por
parte de los entes públicos federales en radio y televisión
deberá priorizar el uso de los tiempos oficiales.

Únicamente cuando éstos no estén disponibles o sean insu-
ficientes, procederá la aplicación de gasto en tiempos co-
merciales, conforme a lo establecido en la Ley General de
Comunicación Social. 

Artículo 17. Los servicios de traslado y viáticos sólo se au-
torizarán, por ente público, dependencia, órgano descon-
centrado o entidad, para los viajes oficiales que resulten es-
trictamente necesarios.

Artículo 18. Los servidores públicos que eroguen gastos
por servicios de traslado y viáticos se ajustarán a criterios
de racionalidad, eficiencia y austeridad.

En todos los casos, los funcionarios que efectúen el viaje
oficial deberán remitir un informe del propósito de su via-
je, los gastos efectuados y de los resultados obtenidos,
dentro del plazo de 15 días hábiles, una vez concluido,
mismo que será público y deberá ser difundido en los por-
tales del ente público, dependencia, órgano desconcentra-
do o entidad al que pertenezcan. 
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Artículo 19. La Secretaría de la Función Pública emitirá
los lineamientos generales para el uso y destino de gastos
relativos a traslado y viáticos. 

Artículo 20. En adición a las previsiones de la Ley Fede-
ral de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, no se
constituirán fideicomisos, fondos, mandatos o análogos
públicos o privados, ni se permitirá hacer aportaciones,
transferencias, pagos de cualquier naturaleza que tengan
por objeto evadir las reglas de disciplina, transparencia y
fiscalización del gasto. Todos los recursos en numerario,
así como activos, derechos, títulos, certificados o cualquier
otro análogo que se aporten o incorporen al patrimonio de
fondos o fidecomisos serán públicos y no se podrá invocar
secreto o reserva fiduciaria para su fiscalización. 

Título Tercero 
De la adquisición de materiales y suministros 

Artículo 21. Las adquisiciones de materiales y suminis-
tros se realizarán mediante compras consolidadas a fin
de conseguir las mejores condiciones de mercado, estas
adquisiciones no podrán exceder de los montos erogados
en ejercicio presupuestal inmediato anterior, una vez con-
siderados los incrementos en precios y tarifas oficiales o la
inflación. 

Artículo 22. La Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co emitirá los lineamientos para la adquisición de bienes
de uso generalizado de los entes públicos, que se llevará
acabo de manera consolidada, con el objeto de obtener
las mejores condiciones con relación a precio, calidad y
oportunidad. 

Artículo 23. Los ejecutores de gasto enumerados en el ar-
tículo 2 de la presente Ley deberán adquirir materiales y
suministros mediante licitaciones públicas. 

Los ejecutores de gasto sólo podrán realizar contrataciones
mediante adjudicación o invitación a tres personas en un
monto máximo del 30 por ciento de su presupuesto asignado
para dicho rubro y de conformidad con la Ley de Adquisi-
ciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público. 

Artículo 24. Los bienes inmuebles destinados a la movili-
dad de personas u objetos deben utilizarse únicamente pa-
ra actividades prioritarias del ejecutor de gasto y a la pres-
tación de servicios directos a la población. 

El ejecutor de gasto podrá adquirir bienes inmuebles desti-
nados a la movilidad de personas u objetos, siempre que re-
sulten indispensables para destinarse en forma exclusiva al
uso oficial, aquellos que presenten directamente servicios
públicos a la población, los necesarios para la seguridad
pública y nacional, o para las actividades productivas. 

Estos bienes inmuebles destinados a la movilidad de per-
sonas u objetos nuevos serán adquiridos mediante las me-
jores condiciones que marque el mercado y preferentemen-
te se adquirirán los que generen menores daños
ambientales. 

Título Cuarto 
De la Rendición de cuentas 

Artículo 25. Los ejecutores de gasto señalados en esta ley
deberán observar las disposiciones establecidas en la Ley
General de Transparencia y Acceso a la Información Públi-
ca Gubernamental.

Toda la información generada con motivo de la aplicación
de la presente ley estará disponible en los portales del eje-
cutor de gasto en un formato accesible de datos abiertos. 

Artículo 26. Los ejecutores de gasto deberán remitir al
Congreso de la Unión toda la información que éste le soli-
cite en relación a la aplicación de la presente ley. Dicha so-
licitud se realizará por los órganos de gobierno de las Cá-
maras o por las comisiones competentes, así como el
Centro de Estudios de las Finanzas Públicas de la Cámara
de Diputados. 

Artículo 27. El incumplimiento o la elusión de las disposi-
ciones contenidas en el presente ordenamiento constituirán
falta administrativa grave y se sancionarán en términos de
la Ley General de Responsabilidades Administrativas.

Transitorios 

Primero: El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

Segundo: La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, y
la Secretaría de la Función Pública, dentro de los 15 días
siguientes a la publicación del presente decreto emitirá las
disposiciones administrativas generales a que se refiere es-
ta ley. 
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Tercero: Los ejecutores de gasto están obligados a adecuar
sus presupuestos, dentro de los 30 días naturales siguientes
contados a partir de la emisión de las disposiciones admi-
nistrativas señalada en el artículo segundo transitorio. 

Nota

1 Transparencia Presupuestaria, ¿Cómo se gastó #TuDinero en 2017?,
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, documento digital consulta-
do en 

https://www.transparenciapresupuestaria.gob.mx/work/models/PT
P/Presupuesto/Rendicion_de_Cuentas/CP_2017.pdf el 7 de no-
viembre de 2018.

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, a
13 de diciembre de 2018.— Diputada Luz Estefanía Rosas Martínez
(rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen, y a la Comisión de Presupuesto y Cuen-
ta Pública, para opinión.
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